[bookmark: _Toc366755199]ACTA Nº 33-20

JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del doce de octubre de dos mil veinte.
[bookmark: _Toc43321540][bookmark: _Toc45136348][bookmark: _Toc50044419][bookmark: _Toc53074282][bookmark: _Toc366755206]Sesión ordinaria con asistencia de los másteres Carlos Montero Zúñiga y Mauricio Villalta Fallas, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas y del licenciado Arnoldo Hernández Solano. Asiste a la presente sesión el integrante suplente doctor Juan Carlos Segura Solís, en sustitución del integrante máster Miguel Ovares Chavarría.
Asimismo, asiste en calidad de invitado el MPM. Oslean Mora Valdez, como colaborador de la Junta en temas administrativos de conformidad con el permiso con goce de salario otorgado por el Consejo Superior en sesión N° 75-2020 del 28 de julio de 2020, artículo XVII.
ARTÍCULO I 

Documento N° 968-2020

Se entra en el pleno de la sesión y por unanimidad, se aprueba la modificación del orden del día de la presente agenda elaborada por la Secretaría General de la Corte. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc366755200][bookmark: _Toc474994767][bookmark: _Toc24387012][bookmark: _Toc50044421][bookmark: _Toc53074286]ARTÍCULO II 
Documento N° 910-2020
Se aprueba por unanimidad el acta N° 29-2020 de la sesión celebrada el 31 de agosto de 2020.
La integrante Moya Aguilar y el integrante suplente Segura Solís se abstienen de votar en la aprobación de la citada acta, en razón de no haber participado en la misma. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc53074290]ARTÍCULO III 
Documento N° 188-20 / 914-20
En sesión de Consejo Superior N° 53-12 celebrada el 29 de mayo de 2020, artículo LV, en lo conducente, se aclaró a la Auditoría, que el criterio utilizado por este Consejo para determinar la fecha de rige del beneficio de pensión, lo es a partir del día siguiente del deceso, cuando este haya sido solicitado dentro de los dos primeros meses y si se presenta en fecha posterior a esta, y si no se da ese supuesto, este empezaría a regir a partir de la fecha en que presentó de forma completa los documentos respectivos.

[bookmark: _Toc49686185]Posteriormente, esta Junta, en sesión N° 29-20 celebrada el 31 de agosto del 2020, artículo VII, comunicó a la señora María Esther Jiménez Barletta, mediante resolución de las trece horas diez minutos del veinticuatro de setiembre del dos mil veinte, la siguiente parte dispositiva:
“Se acordó: 1.) Tener por rendido el criterio vertido por el licenciado Fernando Lara Gamboa y con base en él revocar el acuerdo tomado por esta Junta Administradora en la sesión N° 8-2020 celebrada el 16 de marzo de 2020, artículo XI. 2.) Con base en el criterio anterior, otorgar el beneficio de pensión a favor de la señora María Esther Jiménez Barletta, cónyuge sobreviviente del causante Alfonso Chaves Ramírez, por un monto de (…) equivalente al 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el causante, a partir del 4 de setiembre de 2019, fecha en que fue presentada la gestión ante la Dirección de Gestión Humana. 3.) La Dirección de Gestión Humana revisará y ajustará el monto del beneficio con los aumentos por costo de vida que correspondan. 4.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana y al Macroproceso Financiero Contable proceda a incluir a la señora Jiménez Barletta en el Sistema SIGA FJP para el pago correspondiente del beneficio de pensión a la brevedad, dado el tiempo transcurrido para la resolución final de este acuerdo. 

[bookmark: _Toc53074292]La Dirección de Gestión Humana y el Macroproceso Financiero Contable, tomarán nota para lo que a cada uno le corresponde.”
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[bookmark: _Toc51255262]Asimismo, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 31-2020 celebrada el 21 de setiembre del 2020, artículo XXII, dispuso:

“En sesión N° 30-2020 celebrada el 07 de setiembre del 2020, artículo XXXV, se tomó el acuerdo, cuya parte dispositiva literalmente dice:

“Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Aclarar que la gestión anterior se resolvió en Sesión extraordinaria 29-2020, artículo VII, donde se tuvo por rendido el informe presentado por el licenciado Fernando Lara Gamboa y con base en él se revocó el acuerdo tomado en la sesión N° 8-2020 celebrada el 16 de marzo de 2020, artículo XI, y en su defecto se otorgó la pensión a la señora María Ester Jiménez Barletta en un 80% del monto que le hubiera correspondido al causante. En razón de lo anterior, se deberá proceder archivar el asunto pendiente.

La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo de su cargo.”
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El licenciado Senel Briones Castillo, Abogado de Procuraduría, mediante oficio N° ADPb-6593-2020 del 16 de setiembre de 2020, remitió lo siguiente:

“Mediante la presente me permito saludarlos y a la vez, siguiendo instrucciones de la Procuradora Adriana Fallas Martínez, hacer de su conocimiento el proceso de amparo de legalidad formulado contra el Estado (Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial). 

El amparo de legalidad es interpuesto por la señora María Esther Jiménez Barletta para que se resuelva la solicitud que fue presentada en fecha 4 de septiembre de 2019, referida a una pensión por muerte, y que a la fecha de su demanda la parte actora indica que no se ha resuelto. 

Este amparo es comunicado mediante resolución de las 15 horas y 1 minutos del 4 de septiembre de 2020 y corresponde al expediente n°. 20-004048-1027-CA - 2. Como es de su conocimiento, de resolverse las pretensiones de la parte actora, dentro del plazo de quince días conferido por el Tribunal Procesal Contencioso Administrativo, el asunto podrá ser archivado sin condenatoria en costas, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 35 del Código Procesal Contencioso Administrativo. 

El traslado de demanda nos fue debidamente notificado el 16 de septiembre de 2020, por lo que, el lapso temporal supra citado vence el 7 de agosto de 2020, para poder alegar cumplimiento de conducta omisiva. 

Adjunto copia simple de traslado, escrito de demanda y pruebas aportadas por la parte actora.

(Documentos)

…”
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En virtud de lo anterior, el señor Oslean Mora Valdez, mediante correo del 17 de setiembre de 2020, comunicó:

El caso de la señora Jimenez Barleta, me parece que fue conocido en la sesión del 07 de septiembre del 2020, no tengo la redacción final de ese acuerdo, sin embargo me parece que se había aceptado el criterio jurídico de don Fernando Lara (adjunto), en el cual incluso se brindaba un borrador de respuesta y lo que quedaría es proceder con la comunicación respectiva:


De tal forma, para la atención del recurso de amparo remitido por doña Ana Lucrecia, salvo criterio en contrario, lo que correspondería es obtener la redacción del acuerdo en firme y proceder con la comunicación respectiva a las partes involucradas.”
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Por unanimidad se acordó: 1.) Tener por presentado el oficio N° ADPb-6593-2020 del 16 de setiembre de 2020, suscrito por el licenciado Senel Briones Castillo, Abogado de la Procuraduría General de la República, mediante el que hace de conocimiento de esta Junta Administradora del proceso de amparo de legalidad formulado contra el Estado (Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial), interpuesto por la señora María Esther Jiménez Barletta. 2.) Hacer de conocimiento de la Procuraduría General de la República que la solicitud de pensión de la señora Jiménez Barletta fue resuelta a su favor en la sesión extraordinaria N° 29-2020, celebrada el 31 de agosto de 2020, artículo VII. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana y al Macroproceso Financiero Contable procedan a la brevedad con la aprobación en el SIGA FJP, para el pago del beneficio de pensión desde la fecha en que fue aprobado por esta Junta Administradora. 4.) Comisionar al MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que coordine con el licenciado Fernando Lara Gamboa, para que nos colabore con la contestación al Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José, expediente N° 20-004048-1027-CA. Se declara acuerdo firme.”
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	La señora María Esther Jiménez Barletta, en correo electrónico de 29 de setiembre de 2020, presentó la siguiente gestión:
“La suscrita MARÍA ESTHER JIMÉNEZ BARLETTA, (…) , conocida en autos como SOLICITANTE, por éste medio con el debido respeto me doy por notificada en este acto de la resolución número 52-2020 emitida a las 13:10 horas del 24 de setiembre de 2020 e interpongo RECURSO DE REVOCATORIA CON APELACIÓN EN SUBSIDIO, en caso de que se considere procedente, en contra de dicha resolución donde se incluye el artículo VII, acuerdo tomado en sesión número 29-20 celebrada el 31 de agosto de 2020, con base en lo siguiente:

NOTIFICACIÓN:

Tal y como se puede observar en escrito que presenté el 30 de abril de 2020, indiqué que recibiría notificaciones en el fax: (dato), sin explicación válida la resolución recurrida me fue notificada en otro correo electrónico que NO se encuentra como el señalado para recibir las notificaciones.

PROCEDENCIA DE AMBOS RECURSOS:

· Nos encontramos frente a una resolución recurrible ya que es un acto administrativo final y que emana del jerarca.

· Al NO existir reglamentación vigente que regule este procedimiento administrativo en específico, debe regirse según lo dispone la Ley General de la Administración Pública (LGAP).

FUNDAMENTACIÓN DEL RECURSO:

· La resolución recurrida indica en su acuerdo número 2: “…equivalente al 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el causante, a partir del 4 de setiembre de 2019, fecha en que fue presentada la gestión ante la Dirección de Gestión Humana…” (subrayado no es del original).-
· En la página de internet del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial se indica en el trámite para solicitud de pensión, derivada de la muerte de quien fuera servidor (a) judicial o jubilado (a) judicial que : “… el Consejo Superior en sesión N° 53-12 celebrada el 29 de mayo de 2012, artículo LV, acordó que la fecha de rige del beneficio de pensión será el día siguiente del deceso, cuando este haya sido solicitado dentro de los primeros meses y si se presenta en fecha posterior a ésta, empezará a regir a partir de la fecha en que presentó de forma completa los documentos respectivos…”
· Mi esposo, ALFONSO EDUARDO CHAVES RAMÍREZ, falleció el 11 de agosto de 2019, según consta en autos.
· La solicitud de Pensión por muerte fue presentada a la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial el 4 de septiembre de 2019, es decir, VEINTICUATRO días después de acaecido el fallecimiento.
· Según lo indicado, presenté la solicitud de pensión por muerte dentro de los dos primeros meses contados a partir del fallecimiento del funcionario judicial, razón por la que la fecha en la que debe regir el beneficio de pensión para mi persona debe ser el día siguiente del deceso, según lo establecido por el Consejo Superior del Poder Judicial y que se encuentra señalado en el formulario que consta en la página de internet de la institución y NO la fecha que se presentó la gestión.

PRUEBAS
· Las que constan en autos

PRETENCIÓN

En vista de lo expuesto solicito que:

Se admita este recurso de revocatoria, se declare con lugar, se revoque y deje sin efectos el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el artículo VII de la sesión número 29-20 celebrada el 31 de agosto de 2020, que se incluye en la resolución número 52-2020 celebrada a las13:10 horas del 24 de septiembre de 2020, ÚNICAMENTE en lo que se refiere a la fecha en la que comienzo a recibir la jubilación de mi esposo, ALFONSO EDUARDO CHAVES RAMÍREZ, ya que se indica que es a partir del 4 de septiembre de 2019, fecha en que fue presentada la gestión ante la Dirección de Gestión Humana, cuando en realidad debería ser a partir del día siguiente de su fallecimiento, 12 de agosto de 2019, según se estableció en sesión 53-12 celebrada el 29 de mayo de 2012, artículo LV y se indica en: https://pjenlinea2.poder-judicial.go.cr/SIGAFJP.INT.UserInterface/frmSolicitudPensión.aspx

En todo lo demás se mantenga incólume la resolución y se consolide mi derecho a recibir la pensión de mi esposo ya que se acepta y comparte el reconocimiento del mismo que se me otorgó en la resolución recurrida.

En caso de que su autoridad considere que el pronunciamiento se encuentra dictado conforme a derecho, se tenga por presentado el recurso de apelación y se remita al superior para que lo conozca y emita pronunciamiento.

FUDAMENTO DE DERECHO

Artículos 128 a 130, 134, 136, 214 a 217, 221, 224, 229, 239, 240.1, 243, 245, 247. 256, 308 inciso 1.a, 334, 335, 342, 343, 344 inciso 2, 345 inciso 1, 346 a 352, 356 y concordantes de la Ley General de la Administración Pública.
228 inciso a, 229, 239 y concordantes de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
NOTIFICACIONES

Seguiré recibiendo notificaciones (…)
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[bookmark: _Toc53074284]Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión de la señora María Esther Jiménez Barletta, presentada mediante correo electrónico del 29 de setiembre de 2020, mediante el cual interpone Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio, en contra de la resolución donde se incluye el artículo VII, acuerdo tomado en sesión número 29-2020 celebrada el 31 de agosto de 2020 por la fecha de rige del beneficio de pensión. 2.) Hacer de conocimiento de la señora Jiménez Barletta, que esta Junta Administradora en sesión N° 22 del 29 de junio de 2020, artículo V, tomó el acuerdo para que la fecha de rige del beneficio sea a partir de la presentación de la gestión cuando se realiza posterior a 15 días hábiles después al fallecimiento de la persona causante, como lo es el caso que nos ocupa, razón por la cual el acuerdo se encuentra ajustado a derecho y que el tiempo de dos meses que la señora Jiménez Barletta indica en su recurso, corresponde a un periodo anterior que había sido aprobado por el Consejo Superior, en sesión N° 53-12 celebrada el 29 de mayo de 2012, artículo LV, el cual con la entrada en funcionamiento de la Junta Administradora, queda sin efecto.
ENTRA A LA SESIÓN EL INTEGRANTE SUPLENTE PARRIS QUESADA MADRIGAL.
ARTÍCULO IV
Documento N°43-2020 / 905-2020

El licenciado Parris Quesada Madrigal, en su condición de Presidente de la Comisión de Gobierno Corporativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 001-CGC-2020 del 24 de setiembre de 2020, comunicó lo siguiente:
“La Comisión de Gobierno Corporativo, solicita audiencia a la Junta Administradora, con el fin de presentar los avances realizados sobre el proyecto del Plan Estratégico quinquenal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

Es importante mencionar, que en sesión de junta directiva de la Junta Administradora celebrada el pasado 21 de setiembre de 2020, el suscrito de forma verbal solicitó la audiencia.”

-0-
El integrante suplente Quesada Madrigal entra a exponer el proyecto del Plan Estratégico quinquenal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con base en la siguiente documentación:



[bookmark: _MON_1664181417]
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Se acordó unanimidad: 1) Tener por recibida la exposición del licenciado Parris Quesada Madrigal, en su condición de presidente de la Comisión de Gobierno Corporativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante la cual presenta los avances realizados sobre el proyecto borrador del Plan Estratégico quinquenal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2) Estar a la espera de la respuesta al criterio solicitado a la Procuraduría General de la República relacionado con la naturaleza de la Junta Administradora dentro del Poder Judicial, con el fin de determinar si se debe realizar ajustes al proyecto de Plan Estratégico del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, antes de la aprobación final del documento.

[bookmark: _Toc53074294]SALE DE LA SESIÓN EL INTEGRANTE SUPLENTE PARRIS MADRIGAL QUESADA.
ARTÍCULO V
Documento N° 929-20

En la sesión N° 23-2020 celebrada el 06 de julio del 2020, artículo XII, se tomó el acuerdo que literalmente dice: 

Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio N° 1234-DTIC-2020, de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones. 2) En cuanto al punto N° 1, considera esta Junta Administradora que lo correspondiente a la sostenibilidad es parte del Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora los cuales son resorte de esa Dirección de Tecnología y que los nuevos requerimientos deben ser asumidos por parte de esta Junta Administradora. 3) En cuanto al punto N° 2, autorizar a la Dirección de Tecnología de la Información para que aplique los cambios en la información existente en la base de datos que solicitan las áreas usuarias y que se encuentran en los anexos adjuntos. 4) En cuanto al punto N° 3 de la nota de la Dirección de Tecnología de la Información, se autoriza a la DTIC para que pueda continuar brindando a las áreas usuarias información que se obtiene directamente de las bases de datos del sistema. 5.) Comisionar al máster Miguel Ovares Chavarría, para que integre un grupo de trabajo en conjunto de la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable para el abordaje de los procedimientos para que la DTIC continúe aplicando los cambios indicados en el punto 2.”
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	La máster Kattia Morales Navarro y el licenciado Orlando Castrillo Vargas, por su orden Directora y Subdirector de Tecnología Información y Comunicaciones, en oficio N° 1924 -DTI-2020 de 25 de setiembre de 2020, indicaron lo siguiente:

“En atención al oficio N° 3342-DE-2020, con fecha del 21 de setiembre del 2020, donde la Dirección Ejecutiva hace del conocimiento de la Junta Administradora del FJPPJ, el oficio N° 638-FC-2020 de fecha 15 de setiembre 2020, suscrito por el MBA. Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, que refiere a la Remisión de hoja de ruta, traslado del FJPPJ para fase 1 y contiene los ajustes acordados, así como la actualización de las fechas del cronograma de actividades; la Dirección de Tecnología desea agregar que aunque las tareas relacionadas con tecnología no están en la fase inicial, se valore por parte de la Junta Administradora los siguientes aspectos:

En los oficios 1234-DTI-2020 y 1369-DTIC-2020 se comunicaron las mejoras pendientes de atención así como recomendaciones por parte de la Dirección de Tecnología con respecto a los temas tecnológicos que deben atender, de los anteriores se desprenden las siguientes notas: “(..)Debido a las limitaciones en el recurso humano de la DTIC y la gran demanda que existe en los servicios tecnológicos a nivel institucional, se sugiere que la Junta Administradora del FJP, valore las posibilidades de contratar personal técnico que pueda asumir la sostenibilidad y los nuevos requerimientos de los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Considerando que actualmente se tienen mejoras suspendidas y según lo manifestado por las áreas usuarias son urgentes de atender” y “(..) Dicho esto, y concordantemente con la reunión sostenida el día 15 de julio entre las personas que integran la Junta y esta Dirección, queda claro que el ámbito de aplicación de lo solicitado por la SUPEN es de cumplimiento y posterior evaluación del Fondo y no del Poder Judicial”.

Con respecto a las valoraciones de la SUPEN en materia de tecnología, se reitera que las mismas no proceden sobre el Poder Judicial por lo que resultará urgente para el cumplimiento de lo requerido que se atiendan de manera oportuna.

Por otra parte, es necesario informar que, en las últimas semanas, han llegado varias solicitudes de mejoras en el sistema de Inversiones y en el sistema del Fondo de Jubilaciones que generan trabajo no planificado para la Dirección de Tecnología de Información. Esto implica que se reasigne recurso profesional para la atención debido a la urgencia de cumplir con lineamientos, lo cual afecta los cronogramas de proyectos y la sostenibilidad de otros sistemas, degradando la calidad y cumplimiento del servicio que se brinda; por ejemplo, esta misma semana se solicitó una mejora urgente al sistema de Inversiones, que de no atenderse generaría multas a la institución, con lo anterior, la reasignación del recurso profesional conlleva a que se afecte compromisos establecidos que retrasan avances, entregas de los productos y la desatención de incidentes durante al menos una semana en los sistemas de Reclutamiento y Selección, así como en el sistema de Reparación de Vehículos. 

Por lo anterior, resulta urgente y conveniente que la Junta Administradora del FJP cuente con su propia área de tecnología, para que pueda atender de manera expedita los cambios que surgen día a día, aunque la Dirección de Tecnología está anuente a colaborar por la importancia que tiene dicho fondo para los trabajadores del Poder Judicial, también esta Dirección es consciente de que no podría aprovisionar los recursos profesionales para darle la atención debida según las exigencias del negocio.

Ahora bien, en términos generales, se considera oportuno indicar que esta Dirección visualiza la siguiente hoja de ruta a alto nivel para el traslado de la función tecnológica a la Junta del Fondo:

[image: Escala de tiempo

Descripción generada automáticamente]

Esta hoja de ruta se plantea sobre la base iterativa de sus fases y dependerá completamente del modelo que se defina en conjunto por la Junta y por la Dirección de Tecnología en la fase de Estrategia.

De ahí en adelante, en el abordaje de la transición, el personal de la Dirección de Tecnología trabajaría en conjunto con el personal de TI que contrate la Junta para atender las fases de la 2 a la 5, asegurando que se dé una adecuada transferencia de conocimiento y estableciendo las bases sólidas para la independencia del personal de TI de la Junta y por ende la autosuficiencia en la gestión tecnológica que solicita la SUPEN.

Nótese que no hay fechas propuestas, porque la primera fase es la que marca la planificación de las fases subsecuentes y es a partir de ésta que se pueden estimar los esfuerzos a realizar por la DTIC y por la Junta del Fondo.

Es dable reiterar, que esta Dirección se pone a la disposición de la Junta para iniciar la definición de la estrategia para la transición de los servicios tecnológicos.”
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión remitida por la máster Kattia Morales Navarro y el licenciado Orlando Castrillo Vargas, por su orden, Directora y Subdirector de Tecnología Información y Comunicaciones, en oficio N° 1924-DTI-2020 de 25 de setiembre de 2020, mediante la cual hacen algunas observaciones sobre la hoja de ruta para el traslado del FJPPJ para fase 1. 2.) Estar a la espera de la respuesta al criterio solicitado a la Procuraduría General de la República relacionado con la naturaleza de la Junta Administradora dentro del Poder Judicial, con el fin de determinar si corresponde considerar las observaciones realizadas por la Dirección de Tecnología de la Información en el funcionamiento y desarrollo de mejoras, requerimientos y otros a los sistemas informáticos que utiliza el Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 3.) Hacer una instancia a la Dirección de Tecnología de la Información para que se apegue al Convenio Interinstitucional suscrito entre la Corte Suprema de Justicia y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo que debe programar los requerimientos del Fondo, en el tanto se cuente con el criterio de la Procuraduría General de la República, tomando en consideración que de conformidad con el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, este Junta Administradora es un órgano del Poder Judicial. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del máster Gary Amador Badilla, en su condición de representante del Poder Judicial en la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 5.) Delegar al integrante presidente, Carlos Montero Zúñiga, para la elaboración de una nota a la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial, donde se amplíe el tema y se justifique las requerimientos que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones tiene respecto al aspecto tecnológico, por lo anterior, el MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de esta Junta, tomará nota para lo correspondiente.
[bookmark: _Toc53074297]ARTÍCULO VI
Documento N° 943-2020

La licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1241-2020 de 7 de octubre de 2020, indicó lo siguiente:
“Como parte de las labores de supervisión que le corresponde ejercer a esta Superintendencia, al revisar el acta N°12 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, celebrada el 20 de abril del año en curso, se determinó que en el artículo XVI, se niega la pensión por orfandad a la hija menor de edad del servidor judicial Carlos Alexander Fuentes Núñez, el cual, al momento de la defunción tenía 10 años y 8 meses de cotizar para el Fondo de Pensiones.

En el acta se indica que no se otorga el beneficio por sobrevivencia porque el servidor activo no cumplía con los requisitos establecidos en los artículos 224 y 229 de la Ley 9544; los cuales se transcriben a continuación:

“…Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años (…)

Artículo 229- (…) En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido al causante…”.

Considerando que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un régimen básico y previendo una posible desprotección de la Seguridad Social, se solicitó a la División Jurídica de esta superintendencia, emitir su criterio al respecto, mismo que se adjunta para su consideración.

Por lo anterior, y dadas las potestades de supervisión y regulación que la ley le otorga a esta Superintendencia, se le solicita valorar los argumentos expuestos en el criterio jurídico PJD-19-20 e informar en un plazo máximo de 15 días hábiles posteriores al recibo del presente oficio, las acciones que la Junta Administradora que usted preside realizará, a fin de que las pensiones por sobrevivencia que otorga el Fondo, se ajusten a los compromisos internacionales asumidos por Costa Rica en materia de seguridad social.”
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 Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocido el oficio N° SP-1241-2020 de 7 de octubre de 2020, suscrito por la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante el cual hace de conocimiento y solicita a la Junta Administradora, valorar el criterio jurídico PJD-19-20, solicitado por esa Superintendencia a la Dirección Jurídica de la Supen, con el fin de analizar las pensiones por sobrevivencia que otorga el Fondo, para que se ajusten a los compromisos internacionales asumidos por Costa Rica en materia de seguridad social, del cual se toma nota. 2.) Manifestar a la Superintendencia de Pensiones que esta Junta Administradora está imposibilitada de desaplicar o reinterpretar lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, de conformidad con el artículo 239 de ese cuerpo normativo. 3.) Indicarle a la Superintendencia que esta Junta Administradora no participó en la redacción de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial. 4.) Manifestar a la Superintendencia de Pensiones que la necesidad de plantear cualquier reforma ante la Asamblea Legislativa, se encuentran fuera del control de esta Junta Administradora, sin embargo, es del criterio de este órgano que, la proposición ante la Asamblea Legislativa de la reforma citada está dentro de las competencias de esa Superintendencia como ente regulador. 5) Remitir el presente acuerdo a la SUPEN en atención del SP-1241-2020, para lo que a bien estime resolver. 6.) Remitir el presente acuerdo a la Corte Plena para su valoración.

ARTÍCULO VII
Documento N° 969-2020

La licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante resolución N° SP-R-2011-2020 de las veinte horas del día seis de octubre de 2020, comunicó lo siguiente:
“RESULTANDO:
 
1. El artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece que la Junta Administradora emitirá un reglamento general del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.
 
1. Mediante correo electrónico recibido en la Superintendencia de Pensiones el día 14 de febrero del año en curso, la Junta Administradora del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, remitió el oficio N°11-2020, de fecha 12 de febrero del mismo año, mediante el cual se solicitó la aprobación del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en adelante el “Reglamento”, aprobado por dicha Junta, en sesión N°1-2020 del 27 de enero de 2020, según señala el referido oficio.
 
1. Mediante resolución SP-R-1954-2020 de las doce horas del trece de marzo de 2020, la solicitud de aprobación del reglamento antes mencionado fue rechazada por la Superintendencia de Pensiones, con fundamento en que: i) debía aclararse lo dispuesto en el artículo 8 del Reglamento, donde se establecía que el derecho a acceder a los beneficios se ratificaba con la firmeza del acuerdo adoptado por la Junta Administradora, ya el derecho a la pensión se adquiere por el solo cumplimiento de los requisitos, según reiterada jurisprudencia de la Sala Constitucional, sin que sea necesario que así sea declarado para constituirlo; ii) debía aclararse el artículo 9 del Reglamento, en relación con la suspensión del beneficio, ya que el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece la suspensión del goce del beneficio durante el tiempo en que la persona jubilada perciba otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades, con excepción de las retribuciones que reciba el beneficiario impartiendo lecciones en instituciones de educación superior; iii) con excepción del dictamen médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, el artículo 16 del Reglamento no establecía ningún otro documento adicional que debiera presentarse, tratándose de las solicitudes para la jubilación por incapacidad absoluta y permanente, situación que debía enmendarse por seguridad jurídica; iv) la necesidad de que el Reglamento estableciera las proporciones de los beneficios por sobrevivencia, en caso de que se presente más de un beneficiario, según lo señalado por el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; v) la sustitución, en el artículo 44 del Reglamento, de la aplicación del principio in dubio pro operario por el principio in dubio pro fondo; y, vi) la necesidad de establecer las reglas para la inversión de los recursos del fondo, la comisión y el cobro de la comisión por gastos administrativos, ya que estos dos últimos son requeridos, según el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
 
1. Mediante correo electrónico recibido en la Superintendencia de Pensiones el 09 de junio del año en curso, la Junta Administradora del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, remitió el oficio N°353-2020, de esa misma fecha, mediante el cual solicitó la aprobación del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobado a su vez por dicha Junta, en sesión N° 13-2020 celebrada el 27 de abril de 2020, según señala el referido oficio.
 
1. Mediante resolución SP-R-1988-2020 de las once horas del 2 de julio del 2020, la Superintendencia de Pensiones acordó aprobar el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según solicitud cursada a través del oficio N°353-2020, del 09 de junio de 2020.
 
La precitada resolución aprobatoria quedó condicionada a la realización de los ajustes al Reglamento señalados en el considerando tercero de la misma, siendo estos los siguientes: (i) la inclusión de las disposiciones concerniente a los periodos de espera o calificación para cada una de las contingencias, en forma separada, al tenor de lo que sobre este particular señala el artículo 242, literal b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con el fin de que la Junta realice una conversión del acto de aprobación, dictando uno nuevo distinto al tomado en la sesión N° 13-2020, celebrada el 27 de abril de 2020, para subsanar este defecto y enderezar el procedimiento de aprobación; (ii) corregir el error contenido en el artículo 35 del Reglamento, donde se hacía referencia al Consejo Superior, cuando lo correcto era a la Junta Administrativa, de forma que hubiera congruencia con el artículo 29 del Reglamento y el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; y, (iii) indicar en el artículo primero que el Reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya que lo indicado en dicha norma no resultaba completamente comprensivo de lo señalado en el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (N°8, reformada por la Ley N°9544 del 24 de abril de 2018).
 
1. Para lo anterior, la Superintendencia de Pensiones confirió a la Junta Administradora un plazo de un mes natural, contado a partir de la comunicación de la resolución SP-R-1988-2020, antes citada, el cual se cumplió, el pasado 09 de agosto en curso sin que, dentro de dicho plazo, se cumpliera con lo requerido en dicha resolución y sin que, tampoco, se solicitara una prórroga del plazo otorgado para estos efectos.
 
1. A través del oficio N° 544 -2020, de fecha 14 de agosto de 2020, la Junta señaló que, dado que la correcta interpretación de lo referido en el inciso b) del 242 inciso b) de la Ley 9544, no resulta del todo clara, debía proceder a elevar la consulta a la Asesoría Jurídica Externa, a solicitud de la SUPEN, con el fin de brindar atención a lo requerido por la resolución SP-R-1988-2020 en el menor tiempo posible, para lo cual solicitó una prórroga del plazo conferido en dicha resolución hasta el día 11 de setiembre de los corrientes.
 
1. Mediante oficio SP-1117-2020 del 25 de agosto de 2020 la Superintendencia de Pensiones procedió a indicarle a la Junta que quedaba a la espera de la remisión del reglamento, dentro del plazo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, haciendo la observación de que no era posible prorrogar el plazo que se le confirió en la resolución SP-R-1988-2020, ya que se trata de un plazo que se había cumplido, de previo a dicha solicitud.
 
 
1. Mediante oficio N° 0625-2020 del 7 de setiembre de 2020, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial remitió a la Superintendencia de Pensiones el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a través del cual solicitó la aprobación final del mismo, indicando haber atendido las observaciones existentes al mismo, comunicadas por la Superintendencia de Pensiones mediante la precitada resolución SP-R-1988-2020 del 2 de julio de 2020.
 
 
CONSIDERANDO:
 
 
1. Cumplimiento de requisitos de admisibilidad de la solicitud
 
Único. De conformidad con el procedimiento establecido en los artículo 6 de la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos y el artículo 38 del Decreto Ejecutivo 37405-MP-MEIC, se procedió a verificar los requisitos formales establecidos en el Listado de la Cartera de Servicios de SUPEN, publicado Alcance Digital N°49 de La Gaceta N°76 del 19 de abril del 2012, acreditándose que esta solicitud de aprobación cumplió con las formalidades dispuestas para su admisibilidad.
 
 
1. Sobre el fondo
 
Primero. Atendiendo la solicitud planteada por la Junta Administradora del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial por el oficio N°353-2020, del 09 de junio de 2020, la resolución SP-R-1988-2020 de las once horas del 2 de julio del 2020, dispuso aprobar el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, quedando condicionada, como se mencionó atrás, a la realización de los siguientes ajustes al mismo: (i) la inclusión de las disposiciones concerniente a los periodos de espera o calificación para cada una de las contingencias, en forma separada, al tenor de lo que sobre este particular señala el artículo 242, literal b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial, (ii) la corrección del error contenido en el artículo 35 del Reglamento, donde se hacía referencia al Consejo Superior, cuando lo correcto era a la Junta Administrativa, de forma que hubiera congruencia con el artículo 29 del Reglamento y el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; y, (iii) indicar en el artículo primero que el Reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para que fuera comprensivo de lo señalado en el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Para lo anterior, se confirió a la Junta Administradora del fondo, un plazo de un mes natural

Considerando que el anterior plazo se cumplió sin que, dentro del mismo, se haya solicitado una prórroga, la aprobación del reglamento, dictada en forma condicionada, quedó sin efecto.

Producto de lo anterior, la Junta Administradora, a través del oficio N° 0625-2020 del 7 de setiembre de 2020, remitió nuevamente a la Superintendencia de Pensiones, el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Segundo. De la revisión y análisis del texto del reglamento antes referido, pudo verificarse que, en efecto, la Junta Administradora cumplió con lo requerido en la resolución SP-R-1988-2020 de las once horas del 2 de julio del 2020, procediendo además a reformar o adicionar, según se trate, respecto del remitido en su oportunidad por el oficio N°353-2020, los artículos que en esta última versión corresponden a los artículos del 2 al 16; artículos del 18 al 26, el artículo 29, los artículos del 31 al 34; artículos del 38 al 40; y los artículos 42, 45, 46, 49, 50, y 53, reformas o adiciones sobre las cuales la SUPEN no tiene observaciones.
 
POR TANTO:
 
Se aprueba el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según solicitud cursada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remitido mediante el oficio N° 0625-2020 del 7 de setiembre de 2020.
 
La anterior aprobación se realiza sin perjuicio de que la Superintendencia de Pensiones pueda, a futuro, solicitar las aclaraciones o ajustes al reglamento que considere necesarias. 
 
· Alcance del penúltimo párrafo del artículo 29 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para efectos de esta aprobación.

El penúltimo párrafo del artículo 29 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, señala: “Asimismo, en los casos que las personas beneficiarias finalicen sus estudios de previo a cumplir los veinticinco años, la Junta Administradora podrá valorar si es necesario mantener el beneficio de pensión.”

La disposición antes indicada, para efectos de la aprobación de este reglamento, no resulta contraria al artículo 228, acápite 1.2), de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en tanto: 1) el beneficio caduque al cumplir el beneficiario la edad de veinticinco años y; 2) que el beneficiario que ha concluido sus estudios previos se mantenga estudiando, requisito sine qua non del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, antes citado, para seguir percibiendo el beneficio.

Dado lo anterior, cualquier otra interpretación distinta a lo anteriormente indicado, no se encuentra cubierta por este acto de aprobación.”
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la resolución N° SP-R-2011-2020 de las veinte horas del día seis de octubre de 2020, emitida por la Superintendencia de Pensiones, mediante la que se aprueba el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según solicitud cursada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remitido mediante el oficio N° 0625-2020 del 7 de setiembre de 2020. 2.) Hacer de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, que en cuanto al artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta Administradora lo interpreta en concordancia a lo indicado por ese ente rector. 3.) Proceder con el trámite ante la Imprenta Nacional para la publicación en el Diario Oficial La Gaceta.
[bookmark: _Toc53074299][bookmark: _Hlk53575567]ARTÍCULO VIII 
Documento N° 930-20

La licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-1218-2020 de 29 de setiembre de 2020 y notificado mediante sistema de correspondencia del VES de 5 de octubre de 2020, indicó lo siguiente:
“La Superintendencia de Pensiones desarrolló un sistema de información para la carga, procesamiento y generación de indicadores de las carteras de los créditos otorgados por los correspondientes regímenes, con el propósito de automatizar este proceso, de manera que, la SUPEN, pueda contar con información sobre la morosidad y pérdida estimada de las carteras de crédito. 

Dicho sistema requiere de la inclusión, en el Manual de Información, de un Capítulo VII, denominado “Crédito”, para incorporar el descriptivo y los requerimientos para el suministro del archivo de préstamos.

Se propone que la reforma entre a regir a partir del día cuatro (04) de enero de 2021.

Para sus comentarios y observaciones, me permito adjuntarles el borrador del Capítulo VII, antes referido, según dispone el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública.

Los comentarios u observaciones deberán remitirse a la Superintendencia de Pensiones dentro de un plazo de diez días (10), contados a partir del día siguiente a la comunicación de este oficio.”
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[bookmark: _Toc53074302]Se acordó por unanimidad: 1) Tener por rendido el oficio N° SP-1218-2020 de 29 de setiembre de 2020 y notificado mediante sistema de correspondencia denominado VES el 5 de octubre de 2020, suscrito por la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante el cual hace de conocimiento de esta Junta el desarrollo de un sistema de información para la carga, procesamiento y generación de indicadores de las carteras de los créditos otorgados por los correspondientes regímenes, con el propósito de automatizar este proceso, de manera que, la Superintendencia de Pensiones, pueda contar con información sobre la morosidad y pérdida estimada de las carteras de crédito. Al respecto la Superintendencia de Pensiones remite el borrador del Capítulo VII denominado “Crédito” del Manual de Información, con el fin de que se emitan comentarios u observaciones en el plazo de diez días hábiles. 2) Hacer este oficio de conocimiento del Macroproceso Financiero Contable y de la Dirección de Tecnología de la Información, para lo que a cada uno corresponda, dentro del plazo otorgado por la Superintendencia. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IX 
Documento N° 970-20

	El máster Raúl Hernández González, Actuario Matemático, en nota de 7 de octubre de 2020, indicó lo siguiente:
“Asunto: Respuesta N° 642-2020

Considerando

Que en la sesión N° 14-2020 celebrada el 4 de mayo del 2020, artículo XX, se solicitó al licenciado Raúl Hernández González, Asesor externo de la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que elaborara la hoja de ruta para el nuevo estudio actuarial del 2020 y que considere las observaciones ha hecho la Superintendencia de Pensiones sobre los estudios anteriores, y la viabilidad de crear un fondo especial para el pago del seguro de salud de los pensionados y jubilados.

Que de acuerdo con el último estudio actuarial el valor presente de la cuota patronal es de 210,591 mil millones de colones. Que dicho monto representa un 5.80% del valor presente de los salarios.

[image: ]

Que existe un déficit de 736,058 mil millones de colones, el cual debe ser cubierto con los ingresos proyectados y aquellos que se produzcan de forma adicional, por ejemplo, rendimientos mayores a lo estimado o derechos que se no se formalizan de acuerdo con lo proyectado. 

Por lo tanto.

La viabilidad de crear un fondo especial para el pago del seguro de salud de los pensionados y jubilados depende de la posibilidad de financiar los montos ya indicados, con una fuente de financiamiento nueva y exclusiva para tal fin. No tiene sentido utilizar las fuentes actuales para crear un fondo que persigue los mismos fines: financiar los pasivos actuariales; más bien acarearía costos administrativos adicionales. 

En este momento no se observa la posibilidad de obtener recursos adicionales suficientes para ello. La única otra fuente de ingreso es el producto financiero de los recursos que pueda generar el cinco por mil de los sueldos y derechos en curso para los gastos administrativos. Dado que ya el cinco por mil tiene legalmente un uso especifico. El valor presente del cinco por mil se estima en 31,180.70 mil millones de colones, por lo que el producto financiero sería una fracción de tal monto. No obstante, se puede constituir una reserva para tal fin a partir de tales recursos.

En conclusión, no se ve la factibilidad de crear un fondo especial que financie completamente la cuota patronal del 8.75%.

Quedando a sus órdenes se despide de ustedes ”
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[bookmark: _Toc53074304]Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocido el informe presentado por el máster Raúl Hernández González, actuario matemático, en nota del 7 de octubre de 2020, en respuesta a la solicitud de esta Junta Administradora, acordada en la sesión N° 14-2020 celebrada el 4 de mayo del 2020, artículo XX. 2.) Tomar nota de la conclusión señalada por el señor Hernández González, respecto a que no es factible la creación de un fondo especial para financiar la cuota patronal del 8,75%, a la Caja Costarricense del Seguro Social.
ARTÍCULO X
Documento N° 971-20

	El licenciado William Villalobos, socio de la División Derecho Público & Regulación Económico, en correo electrónico de 7 de octubre de 2020 dirigido al MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, remitió lo siguiente:
“Conforme al requerimiento solicitado, por medio de la presente se procede a atender el mismo en los siguientes términos: 
I. OBJETO DE LA CONSULTA. 
Conforme a la asignación realizado mediante correo electrónico recibido el 28 de setiembre del corriente se nos comunica formalmente: “Contratar Asesoría legal con la finalidad de que analice el tema planteado por el integrante Arnoldo Hernandez Solano, en el sentido de valorar la viabilidad de plantear una acción de constitucionalidad en cuanto a la norma que plantea que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial deba cancelar un 8.75% del monto de la pensión que paga para el financiamiento de las contribuciones al Seguro de Salud.”
 II. ANÁLISIS DE FONDO: En primer lugar, en nuestro país las pensiones contributivas, medularmente se conforman con los aportes -obligatorios- que el trabajador realiza. Este porcentaje, corresponde a un proporción de su salario, para conformar así un fondo de capitalización colectiva. Los aportes supra, a la fecha son administrados por los siguientes regímenes dentro lo que se conoce como Pilar 11: 
1. Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM), administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS). 
2. Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional, administrado por la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional (JUPEMA). 
3. Régimen Transitorio de Reparto del Magisterio Nacional, gestionado por JUPEMA, pero con cargo al Presupuesto Nacional. 
4. Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, a cargo de esa entidad. 
5. Régimen de Pensiones y Jubilaciones de Bomberos Permanentes, administrado por el Instituto Nacional de Seguros (INS). 
Los regímenes supra, forman parte del llamado Derecho a la Seguridad Social; al respecto la Sala Constitucional ha señalado que: 

“El artículo 73 de la Constitución Política, interpretado armónicamente con el artículo 50 idem, consagra el Derecho de la Seguridad Social. Este derecho supone que los poderes públicos mantendrán un régimen público de seguridad social para todos los ciudadanos de manera que garantice la asistencia y brinde las prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad para preservar la salud y la vida. El ámbito subjetivo de aplicación del derecho de la seguridad social incorpora el principio de universalidad, pues se extiende a todos los ciudadanos, con carácter de obligatoriedad. El ámbito objetivo parte del principio de generalidad, en tanto protege situaciones de necesidad, no en la medida en que éstas hayan sido previstas y aseguradas con anterioridad, sino en tanto se produzcan efectivamente. Además, incorpora los principios de suficiencia de la protección, según módulos cuantitativos y cualitativos y de automaticidad protectora, lo que se traduce en la adecuada e inmediata protección en materia de enfermedad, invalidez, vejez y muerte”. Sala Constitucional Voto 8013-04 ARTICULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. “…Sobre el derecho a la jubilación. La jubilación constituye la prestación económica que se obtiene luego de laborar y cotizar para un determinado régimen por un plazo establecido, y cuyo fin es garantizar una vida digna a la persona luego de que por razones de edad o invalidez se retira del mercado de trabajo. Este Tribunal ha sostenido, en reiteradas ocasiones, que el derecho a la jubilación es un derecho fundamental, que se deriva del numeral 73 de la Constitución Política, y que se adquiere a partir del momento en que la persona cumple con todos los requisitos establecidos por la legislación correspondiente. De igual forma, se ha reconocido la existencia de distintos regímenes, como el de Capitalización Colectiva, en el que con las contribuciones periódicas de los miembros se crea un fondo común a partir del cual y con sus rendimientos, se hará frente al pago de las jubilaciones de los participantes, o el de Capitalización Individual, en el cual las contribuciones periódicas no provienen de un grupo de personas, sino de un individuo, que por medio de sus aportes al fondo, pretende garantizar el pago de su jubilación cuando cumpla los requisitos para su obtención. El de reparto, por medio del cual con los aportes de los trabajadores activos se pagan las jubilaciones y las pensiones de quienes tienen derecho a estas. Finalmente, se encuentra el régimen de pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, en el que el financiamiento de jubilaciones y pensiones están cargo del presupuesto nacional…” “…El derecho a la jubilación no es un derecho absoluto. Al igual que cualquier otro derecho fundamental, el derecho a la jubilación no es irrestricto, ya que puede ser sometido a determinadas limitaciones, siempre y cuando estas sean establecidas mediante una ley formal, sean razonables y no impidan su ejercicio –no se afecte el contenido esencial-. Así, la Sala ha sostenido que el legislador tiene la potestad de establecer restricciones al derecho a la jubilación, cuando se logre comprobar que existen ciertas situaciones, como desigualdades o privilegios, que ponen en riesgo la sostenibilidad de un régimen, y, por ende, atenten contra la naturaleza del sistema como tal…” Sala Constitucional Voto 019030-18 
Propiamente, para el caso del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial; el mismo, es un fondo de beneficio sustituto del IVM de la CCSS, por lo que es de adscripción obligatoria para todos los empleados del Poder Judicial; régimen que, cubre las contingencias de vejez, invalidez y muerte. Régimen cuya constitucionalidad no se cuestiona en tanto, la propia sala ha reconocido la posibilidad de multiplicidad de regímenes, al respecto señala la Sala Constitucional: “(…)Este Tribunal ha sostenido que lo que se garantiza a nivel constitucional es la obligación de que exista un régimen de pensión, que en principio es el administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social, lo cual no impide al legislador establecer regímenes distintos a ese. El artículo 73 de la Constitución Política dispone que se establecen los seguros sociales en beneficio de los trabajadores manuales e intelectuales, regulados por el sistema de contribución forzosa del Estado, patronos y trabajadores, a fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que determine la ley. Claro está, que en la modificación de los regímenes de pensiones, se encuentra inmerso el tema de los derechos adquiridos y la imposibilidad de aplicar en forma retroactiva la ley en contra de éstos(…)” Sala Constitucional Voto 3551-14 
Así, en línea de lo supra, el numeral 73 Constitucional establece el Derecho al Aseguramiento el cual impone una prestación asistencial del Estado a través de la CCCSS a partir de los siguientes seguros: Enfermedad, Invalidez, Maternidad, Vejez, Muerte. Recordándose que, -justamente- la sostenibilidad del Derecho al Aseguramiento gravita en función de un aporte tripartito: aporte patronal, aporte del trabajador y aporte del Estado (ver resolución Sala Constitucional7393-98).
 Aportes que, responden al Principio de Solidaridad propio de la Seguridad Social desarrollado por la jurisprudencia constitucional: “Las regulaciones contenidas en los artículos 63, 73 y 74 de la Constitución Política, en relación con la seguridad social, constituyen mínimos y no máximos, por lo que el legislador en uso de su libertad de configuración, puede desarrollar esos preceptos e incluso ampliarlos, a efecto de hacerlos extensivos a otros sectores de la población, por lo que no corresponde a este Tribunal ejercer un control sobre dicha discrecionalidad; únicamente, en aquellos casos en los que se excede esa potestad en perjuicio directo de los derechos fundamentales de las personas es que esta Sala puede, válidamente, conocer y pronunciarse al respecto. Sin embargo, este no es el caso, pues contrario a lo que afirma el accionante, el artículo 73 de la Constitución Política, crea los seguros sociales a cargo de la Caja Costarricense de Seguro Social en beneficio de los trabajadores, a fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que la ley determine. Por su parte, el artículo 74 constitucional, contiene los principios de justicia social y solidaridad social. (…) El segundo principio, el de solidaridad social, consiste en el deber de las colectividades de asistir a los miembros del grupo frente a contingencias que los colocan en una posición más vulnerable, como la vejez, la enfermedad, la pobreza y las discapacidades”. Sala Constitucional Voto 10892-11 
De ahí que, no se cuestione la condición de “asegurado directo” de la que gozan los jubilados del Poder Judicial al tenor del artículo 10 del Reglamento del Seguro de Salud en concordancia con el artículo 4 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social; y por ende, la corresponsabilidad que conlleva el aporte del 5% respecto del monto de la pensión. 
Ahora bien; surge la disyuntiva de si el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debe o no de realizar el aporte del 8,75% del monto de la pensión que paga en su condición -aparente- de patrono. Al respecto; huelga advertir que, el propio Reglamento del Seguro de Salud reza en el artículo 10 relativo a definiciones que patrono es: “PATRONO: Persona física o jurídica, particular o de derecho público, que emplea los servicios de otra u otras en virtud de un contrato de trabajo o de un estatuto de servicio o de empleo público”. 
En nuestro criterio, y de una lectura del artículo 62 del Reglamento del Seguro de Salud las contribuciones tanto para lo que el reglamento define “sector asalariado” como “sector pensionados” responde al diseño constitucional del numeral 73 Constitucional referido al aporte tripartito; nótese que, particularmente en el caso del sector pensionados no se utiliza la expresión patrono -en tanto- es claro que no existe una relación patronal propia del área típica de la relación de empleo; sino que, el reglamento refiere al aporte que hace el fondo que paga la pensión. 
Por su parte; surge la disyuntiva a lo interno si tal condición debiese responder a una estipulación a nivel de Ley Ordinaria y no vía reglamentaria. Sobre el particular con ocasión de una acción de inconstitucionalidad respecto de las potestades de cobro de la CCSS; la Sala analizó precisamente las potestades para reglamentar el seguro de salud, al respecto: “La naturaleza jurídica de las contribuciones que pagan los patronos y trabajadores a la Caja Costarricense de Seguro Social, dista sustancialmente de la del tributo. El derecho a la seguridad social, tutelado en los artículos 73 de la Constitución Política, 11 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y 9 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, garantiza a todos los ciudadanos que el Estado, por medio de la Caja Costarricense de Seguro Social, les otorgará al menos los servicios indispensables en caso de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez y muerte. Este régimen de seguridad social se financia en forma tripartita, mediante la contribución forzosa de los patronos, los trabajadores y el Estado. Por lo tanto, la contribución es una obligación esencial para la existencia del régimen de seguridad social, y su finalidad es el fortalecimiento del fondo, para protección y beneficio de los propios contribuyentes. Al no constituir un tributo, en sentido técnico jurídico, la fijación que hace la Caja Costarricense de Seguro Social de las cuotas patronales y de los trabajadores, no transgrede el principio de reserva de ley previsto en materia tributaria, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11 y 123 inciso 13) de la Constitución Política, ni tampoco el principio de no confiscatoriedad. Sala Constitucional Voto 9190 - 2019 
De importancia particular, el voto infra en el que la Sala no sólo analiza la no sujeción al principio de reserva de ley; sino que, en su análisis remite al control de legalidad a efectos de someter a un examen la razonabilidad técnica del ejercicio de la potestad reglamentaria. Al respecto, en sentencia número 3819-94 de las dieciséis horas cuarenta y cinco minutos del veintisiete de julio de mil novecientos noventa y cuatro la Sala expresó: "Como ya se indicó los aportes de los trabajadores, empleadores o patronos y el Estado a un régimen de pensiones o jubilaciones no es de naturaleza tributaria, la norma no resulta inconstitucional. En materia de su competencia el legislador puede establecer dentro de un marco de referencia, el límite máximo de los aportes con los que deba contribuir cada una de las partes involucradas y encomendar a un órgano definido por él mismo, la adecuada administración de los recursos, con base en estudios técnicos objetivos, cual ocurre en el proyecto consultado... La razonabilidad de la aplicación de las aportaciones, como resulta del ejercicio de la discrecionalidad técnica de la administración, queda en todo caso, sujeta al control de legalidad por parte del Juez, quien deberá verificar en cada oportunidad, que se cumplan los presupuestos contemplados en la disposición. No siendo reserva de ley la aplicación de los límites de las cuotas que deban pagar los servidores activos, no encuentra esta Sala ninguna violación a los textos constitucionales... El pago de la cuota o contribución, según sea el caso, no es un tributo, como quedó dicho en párrafos anteriores, sino el pago de una obligación legal, que es condición esencial para la existencia misma del régimen, creada precisamente, en beneficio de los mismos contribuyentes...El régimen de seguridad social protege y beneficia a los propios contribuyentes. Se nutre de las contribuciones obligatorias que la ley establece. Así que, para su existencia misma, la contribución resulta una obligación esencial, pues su finalidad es el fortalecimiento del fondo que le da sustento al régimen. La ratio legis de la norma, referida a la obligatoriedad de la contribución al fondo del régimen de seguridad social, resulta adecuada al principio de justicia social que nuestra Constitución establece. Entonces, al no constituir un tributo, en sentido técnico jurídico, la fijación que hace la Caja Costarricense de Seguro Social de las cuotas patronales y de los trabajadores, no puede aplicársele los argumentos y alegatos, como si lo fuera. Consideraciones que determinan el rechazo del principal reproche del accionante. Siendo posible, por demás, un control de legalidad –como así se indica en el precedente parcialmente transcrito-, a fin de fiscalizar su sustento técnico y, en general, su adecuación sustancial con el ordenamiento jurídico. Sala Constitucional Voto 3819-94 
“no corresponde a esta Jurisdicción Constitucional revisar la pertinencia de las decisiones tomadas por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), relacionadas con las cuotas del seguro de invalidez, vejez y muerte; que las decisiones de la Junta Directiva de la CCSS relacionadas con las cuotas para el seguro de invalidez, vejez y muerte, caben dentro de sus competencias; que las afirmaciones del recurrente en cuanto a disminución de su calidad de vida y desproporción, son genéricas y sin sustento probatorio alguno; y que el acuerdo impugnado ha estado sustentado en estudios técnicos, y fue precedido de una consulta pública; no se observa en este caso violación alguna de derechos fundamentales”. Sala Constitucional Voto 10414-17 
“…es claro que la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social tiene la potestad suficiente que se deriva de la autonomía administrativa y de gobierno para emitir la normativa regulatoria de los seguros sociales, lo que implica el poder de establecer requisitos y otros condicionantes atinentes al otorgamiento, disfrute y condiciones a una pensión. Por otra parte, también ha declarado esta Sala que no se requiere de una ley para tales regulaciones, por cuanto es claro que la misma Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social había regulado este derecho fundamental, delegación que recibe del artículo 73 de la Constitución Política” Sala Constitucional Voto 9149-12

Con base y sustento en el análisis supra, en nuestro criterio plantear una acción de inconstitucionalidad -aunque si bien- estaríamos dentro de los supuestos de procedencia que prevé la Ley de la Jurisdicción Constitucional tratándose de una norma de alcance general -reglamento- lo cierto es, que existe un grado alto de probabilidad de que la misma sea rechazada de plano; virtud a los precedentes supra en donde la Sala Constitucional estime que el tema de fondo obedece a un asunto de legalidad ordinaria y no de constitucionalidad. 
Por lo que, si considerasen desistir de la interposición de la Acción; lo pertinente sería, analizar el tema en cuestión a la luz de los elementos constitutivos del acto administrativo y demás principios del Derecho Administrativo, con el fin de valorar una eventual teoría del caso que nos permita definir la pertinencia o no acudir a la sede Contencioso de lo Administrativo a efectos de alegar la nulidad de dicha disposición reglamentaria. Dejando así rendido nuestro criterio legal y quedamos atentos a cualquier adición o aclaración que se requiera.-”
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por rendido el criterio jurídico presentado con correo electrónico de fecha 7 de octubre de 2020, por el asesor legal externo contratado por esta Junta Administradora, licenciado William Villalobos G, socio de la División Derecho Público & Regulación Económico, acordado por esta Junta Administradora en sesión N° 31-2020 celebrada el 21 de setiembre de 2020, respecto a la inviabilidad de plantear una acción de constitucionalidad en cuanto a la norma en donde indica que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial deba cancelar un 8.75% del monto de la pensión que paga para el financiamiento de las contribuciones al Seguro de Salud. 2.) En cuanto a la posibilidad de acudir a la sede contenciosa administrativa, es criterio de esta Junta Administradora, que se debe agotar la vía administrativa con la Junta Directiva de la entidad, a efectos de contar con el criterio de esa Institución, para determinar cómo proceder. 3.) Delegar MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de esta Junta, la elaboración del escrito en donde se plantee la gestión ante la citada Junta Directiva.
[bookmark: _Toc53074319]ARTÍCULO XI
Documento N° 917-20

La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 3488-DE-2020 de 29 de setiembre de 2020, para conocimiento y fines consiguientes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, trasladó oficio N° DJ-3038-2020, con fecha 16 de setiembre en curso, suscrito por el MSc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, a saber:
“Esta Dirección Jurídica emitió los criterios DJ-C-152-2020, DJ-C-153-2020, DJ-C-154-2020 y el DJ-C-213-2020, los tres primeros de fecha 02 de abril del año en curso y el último del 04 de mayo del mismo año. 
La triada de dictámenes jurídicos consecutivos, en parte orbitan el tema de las deducciones a las jubilaciones y pensiones del Poder Judicial que consintieron algunas personas exservidoras en algún momento y por concepto de pago de las obligaciones crediticias contraídas por aquéllas con distintos acreedores. Al respecto se consideró a grandes rasgos que, es posible para esas personas disponer las “no deducciones de aquellas obligaciones pactadas convencionalmente”, mas no de las que legalmente sean impuestas, como por ejemplo las cuotas requeridas por el ordenamiento jurídico para el financiamiento de los gastos administrativos erogados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Por otra parte, el último dictamen citado refiere a los rebajos salariales de las personas servidoras judiciales activas que, también son convenidos por éstas y sus acreedores pertenecientes a dos ámbitos diversos. El primero, el relativo a aquellas relaciones de créditos con sujetos cuyos principios son ajenos a los que fundan los sectores cooperativistas o similares en cuyo caso se aseguró que, aunque exista algún permiso por parte de las personas deudoras para que se realice alguna deducción salarial, esta última no puede contemplar porciones del salario mínimo. Mientras, en el otro ámbito, atinente a las deudas con personas jurídicas sustentadas en principios cooperativistas o similares, se externó que cabe la posibilidad de que incluso sea deducido el salario en aquellas porciones contenidas dentro del salario mínimo; y, que las personas sujetas de crédito puedan pedir la no continuación la deducción respectiva, con las responsabilidades derivadas de ello. Aunado a lo anterior, este último criterio también reiteró lo que los informes 152 al 154 referidos indicaron en cuanto a las deducciones a las jubilaciones y pensiones.
Ahora bien, en virtud de la labor diligente que debe existir en materia de asesoría legal, es importante hacerle ver al Consejo Superior que existen aspectos dilucidados en esos criterios jurídicos los cuales han sido coincidentes con algunas argumentaciones emitidas por la Procuraduría General de la República (PGR), en los pronunciamientos números C-78-2020 del 03 de marzo y C-310-2020 del 04 de agosto, ambos del presente año.
El dictamen C-78-2020 analizó el tema de las deducciones que es posible practicar al salario y las limitaciones que aplican en esa materia. Se arribó a las siguientes conclusiones:
“1.- Ya existe un tope, establecido por ley, aplicable a las deducciones que se pueden practicar al salario de un trabajador, sea éste público o privado. Ese tope se encuentra en el artículo 174 del Código de Trabajo, según el cual, los salarios solo pueden cederse en la proporción en que sean embargables. La autorización conferida por un trabajador para que se realicen deducciones a su salario no es otra cosa que una cesión, por lo que tales deducciones no pueden afectar la suma inembargable establecida en el artículo 172 del Código de Trabajo. 
2.- De la relación de los artículos 69, inciso k, 172 y 174 del Código de Trabajo, así como del artículo 984, inciso 1, del Código Civil, y de los antecedentes de la ley n.° 4418 de 22 de diciembre de 1969, es posible extraer dos excepciones a la regla establecida en el punto anterior. La primera de ellas está representada por las cuotas que el trabajador se haya comprometido a pagar a las cooperativas, o a las instituciones de crédito legalmente constituidas que se rijan por los mismos principios de las cooperativas por concepto de préstamos o contratos de ahorro y crédito para la adquisición de vivienda propia, pues tales deducciones pueden comprender, incluso, las proporciones inembargables del salario a las que se refiere el párrafo segundo del artículo 172 del Código de Trabajo. La segunda consiste en las deducciones que es posible realizar por concepto de pensión alimenticia, deducciones que podrían alcanzar hasta un 50% del salario según lo dispuesto en el artículo 172 del Código de Trabajo (…)” (El resaltado no es prístino).
Ese dictamen de la Procuraduría y los de esta Dirección Jurídica evidencian la existencia de un salario mínimo intocable, que no es susceptible de ser cedido por el trabajador para responder (mediante deducciones hechas por su patrono) al pago de obligaciones contraídas previamente. Lo anterior implica que, ni siquiera a solicitud del trabajador es posible retener de su salario sumas que afecten el salario mínimo intocable al que se refiere el párrafo primero del artículo 172 del Código de Trabajo, salvo en las dos excepciones apuntadas.
Por su parte, el pronunciamiento C-310-2020 aclara una nebulosa planteada por el señor Elián Villegas Valverde en su condición de Ministro de Hacienda, en la que se cuestiona si “Puede la Tesorería Nacional aplicar a las pensiones y jubilaciones las deducciones establecidas en el artículo 69 inciso k del Código de Trabajo, así como las deducciones del marco legal tales como pensiones alimenticias y/o contribución solidaria, o únicamente las derivadas de la Ley 7531 Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, renta y la Caja Costarricense del Seguro Social” y si “Debe la Tesorería Nacional aplicar en las deducciones las limitaciones de embargo y secuestro de acreedores a jubilaciones, pensiones, beneficios sociales del deudor y las pensiones alimenticias establecidas en el inciso 2 del artículo 984 del Código Civil”.
Al respecto y en lo que es consecuente con las estimaciones dadas por esta unidad asesora, esa Procuraduría señaló:
“…las deducciones expresamente dispuestas en la ley, como son, por ejemplo, las relacionadas con cotizaciones, impuestos, contribuciones especiales, pago de pensiones alimenticias, etc., sí deben ser deducidas de la prestación económica por jubilación o pensión, pues esas deducciones no son formas de “cesión” de la pensión en sentido estricto, sino retenciones legales, que no dependen de la voluntad del pensionado, ni de la de sus acreedores.
Por otra parte, en lo que se refiere a la posibilidad de aplicar a las pensiones de los regímenes especiales deducciones originadas en embargos, hay que tener presente que el artículo 984, inciso 2, del Código Civil establece que no pueden perseguirse, por ningún acreedor y, en consecuencia, no podrán ser embargados ni secuestrados en forma alguna las jubilaciones, pensiones y beneficios sociales del deudor y las pensiones alimenticias…”.
 El criterio 213 de esta Dirección Jurídica y el 310 de la PGR, ratifican que ninguna jubilación o pensión es perseguible de ninguna manera por parte de ningún acreedor, por lo que no pueden ser embargadas ni secuestradas; y, que sí pueden ser sujetas de retenciones que estén positivizadas; es decir, establecidas por la ley ordinaria.”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por presentado el oficio N°3488-DE-2020 de 29 de setiembre de 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en el que remitió el criterio jurídico N° DJ-3038-2020 referente a las deducciones a las jubilaciones y pensiones del Poder Judicial. 2.) Se deja constancia que esta Junta Administradora mantiene el criterio en el sentido de que si las personas jubiladas y pensionadas tienen alguna disconformidad en la aplicación de las deducciones por operaciones crediticias en donde ellos consintieron el rebajo, deberán gestionar ante la entidad deductora lo que corresponda. 
La Dirección Ejecutiva, la Dirección Jurídica, la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes.
[bookmark: _Toc53074306]ARTÍCULO XII
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	El señor Walter Gleen Doyley Black, en nota de 28 de setiembre de 2020, solicitó lo siguiente:
“Primero que todo debo mencionar que actualmente me es imposible entregar esta nota personalmente debido a que me realizan tres Hemodiálisis al día y habito en la provincia de Limón, por lo que solicito se aplique la Ley N" 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad.

Me dirijo a ustedes en razón de que el Poder Judicial es la institución, que debe ser honorable, intachable, guía y ejemplo de conducta, así como respetuosa de la normativa legal de Costa Rica y por ello les solicito respetuosamente hacer cumplir la ley que protege a los pensionados, tema que la Junta de jubilaciones y pensiones del poder judicial contraviene.

No existe en el país ninguna ley que autoricé los rebajas en pensiones, por otro lado, los pagos de préstamos u otros compromisos de los pensionados son entre el deudor y la entidad acreedora y por ello el Estado Costarricense no puede utilizar fondos públicos para realizar deducciones, tampoco existe autorización o Ley que autoricé la intermediación y menos sin cobrar por prestar dicho servicio.

En el código de trabajo existe para los trabajadores (No Pensionados) un artículo que autoriza al Estado a realizar deducciones, pero las delimita claramente; es tan claro que no requiere de interpretación; ver:

'Artículo 1 71.-El salario se pagará directamente al trabajador 0 a la persona de su familia que él indique por escrito, una vez hechas las deducciones y retenciones autorizadas por el presente Código y sus leyes conexas. "

"Artículo 69.- Fuera de las contenidas en otros artículos de este Código, en sus Reglamentos y en sus leyes supletorias o conexas, son obligaciones de los patronos:
a.

k) Deducir del salario del trabajador, las cuotas que éste se haya comprometido a pagar a la Cooperativa o al Sindicato, en concepto de aceptación y durante el tiempo que a aquélla o a éste pertenezca y con el consentimiento del interesado, siempre que lo solicite la respectiva organización social, legalmente constituida. Deducir, asimismo, las cuotas que el trabajador se haya comprometido a pagar a las instituciones de crédito, legalmente constituidas, que se rían por los mismos principios de las cooperativas, en concepto de préstamos o contratos de ahorro v crédito para la adquisición de vivienda, propia, con la debida autorización del interesado y a solicitud de la institución respectiva.

La Cooperativa, Sindicato o institución de crédito que demande la retención respectiva, deberá comprobar su personería y que las cuotas cuyo descuento pide, son las autorizadas por los estatutos o contratos respectivos. "

Este es el único artículo en el ordenamiento jurídico costarricense que autoriza deducciones; pero solo para Trabajadores no incluye pensionados; también es muy claro que solo autoriza deducciones en préstamos 0 contratos de ahorro y crédito para la adquisición de vivienda, entonces ¿por qué el Fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial transgrede la Ley?

Por otro lado, Costa Rica armo tratados Internacionales que garantizan una vida digna y respeto a los jubilados, sin embargo, ustedes no respetan dichas garantías.

Existen además múltiples leyes que dejan muy claro que las pensiones son inembargables y solo permite deducciones por pensiones alimenticias, al respecto véase:
Ley Orgánica del Poder]udicia1N" 8 (1 932

Artículo 23 1 - Excepto por pensión alimentaria, no son susceptibles de embargo, ni de venta, cesión o cualquier otra forma de traspaso, las jubilaciones y las pensiones, ni el Fondo establecido para cubrirlas.

Dado que la pensión es producto las garantías laborales que este país onece a sus trabajadores cuando cumplen su período de vida laboral y de los aportes del trabajador a lo largo de su vida laboral, podemos y debemos aplicar el Código de trabajo para interpretar o aplicar dicho derecho, así como los Principios del Derecho Laboral, sobre todo el In dubio pro operario, ver:

Código de Trabajo Ley N° 2

ARTICULO II.- Serán absolutamente nulas, y se tendrán por no puestas, las renuncias que hagan los trabajadores de las disposiciones de este Código y de sus leyes conexas que los favorezcan.

Además, en el ordenamiento jurídico costarricense existen otras leyes que refuerzan el espíritu y compromiso social de los legisladores costarricenses para garantizar a los pensionados una vida digna, por ello existen otras normas que sirven como leyes complementarias para reforzar esa tesitura de los legisladores, estas son:

Código Civil Ley No.63:

"ARTÍCULO 984.- No pueden perseguirse, por ningún acreedor, y en consecuencia no podrán ser embargados ni secuestrados enforna alguna:
1) Los sueldos, en la parte que el Código de Trabajo los declare inembargables.
2) Las jubilaciones, pensiones y beneficios sociales del deudor y las pensiones alimenticias. "
Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social CCSS:
Artículo 59.- Las prestaciones en dinero acordadas a los asegurados no podrán cederse, compensarse ni gravarse, no son susceptibles de embargo, salvo en la mitad por concepto de pensiones alimenticias.

Considerando

I . Que las leyes citadas son elocuentes claras, transparentes, diáfanas, precisas y concretas y por tanto no requieren de mayor interpretación.

2. Que pese a que el oficio N° DJ-C-153-2020 derecha 2 de abril de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, es claro en que el Poder Judicial debería suspender las deducciones si el Pensionado lo solicita.

3. Qué Fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial, sustenta su actuar ilegal, arbitrario y contrario a la Ley en resoluciones de la Sala Constitucional que no tienen nada que ver con los Pensionados.

4. Que esa actuación carece de objetividad y no permite establecer la verdad de los hechos.

Por tal razón planteo la presente petitoria, que se sustenta en las siguientes normas:

I. , En el derecho de petición consagrado en la Constitución artículo 27
2. Ley N° 9097 Regulación del Derecho de Petición artículos 6 y I 1.
3. Ley N° 6227 General de la Administración Pública artículos 4, 6,10,
I 1 y 1 1 4.
4. el artículo 1 1 de la Constitución

Petición

1. La Recusación de todos los miembros Fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial, dado que dichos miembros que mantienen una posición totalmente parcializada y por tanto no garantizan la aplicación correcta de la ley y la solución justa del caso.

2. Dicha recusación se sustenta en la Ley General de la Administración Pública artículos 234 y 236.

3. Enviar a la Procuraduría General de la Republica la consulta sobre este tema o conformar un órgano del debido proceso (con profesionales ajenos al Poder Judicial que en un plazo máximo de tres meses dicten una resolución sobre el tema.

Para notificaciones el siguiente Correo electrónico: waldobla@yahoo.com”
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[bookmark: _Toc53074308]Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión presentada por el jubilado judicial, Walter Gleen Doyley Black, en nota de 28 de setiembre de 2020, en la que recusa a todos los miembros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por la aplicación de deducciones a las jubilaciones y pensiones del Poder Judicial. 2.) Rechazar por improcedente la recusación presentada en virtud de que esta Junta Administradora ya resolvió el tema de fondo, asimismo, se le comunica que si tiene alguna disconformidad en la aplicación de las deducciones por operaciones crediticias en donde consintió el rebajo, deberá gestionar ante la entidad deductora lo que corresponda.
ARTÍCULO XIII 
Documento N° 920-20

	El servidor Mauricio Ramírez Castro, Investigador del Departamento de Investigaciones Criminales, en nota de 30 de setiembre de 2020, solicitó lo siguiente:
“Quien suscribe MAURICIO RAMÍREZ CASTRO, mayor, casado, investigador destacado en el Departamento de Investigaciones Criminales, cédula de identidad n205190747; expongo y solicito lo siguiente:

Primero: Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Departamento de Investigaciones Criminales del Organismo de Investigación Judicial, como Investigador, en fecha 01 de Marzo del 2018. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Seguridad Pública, por un período de 16 años, 09 meses y 14 días.-

Segundo: Al ingresar al Poder Judicial, se me informó que podía realizar
gestiones, que me permitirían tener derecho a una pensión del cien por ciento al cumplir 30 años de servicio, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; y que para lo anterior, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación con respecto al tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública, por ello, inicié ante el Departamento de Gestión Humana, los trámites correspondientes, con la finalidad de cumplir con lo requerido para jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio a una edad aproximada de 52 años; partiendo del cómputo de los más de 16 años ya laborados para el Ministerio de Seguridad Pública (mismo patrono Estado). Realizadas las gestiones y aprobado el trámite de reconocimiento de los montos acumulados en el fondo de pensiones para el cual cotice durante mis años de servicio anterior, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido, lo cual formaba parte de lo requerido para ese reconocimiento solicitado.
Incluyo captura de pantalla del desglose de planilla quincenal, efectuado en la segunda quincena del mes de setiembre de 2020, como constancia de los montos cancelados al Fondo de Pensiones del Poder Judicial que mi persona realiza.

Tercero: No obstante y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó, que con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 52 años de edad ya no sería posible; siendo ahora de 65 años de servicio, siempre y cuando cumpliera además con 35 años de servicio público.-

Ante el panorama señalado, no encuentro ni existe necesidad hoy día de
mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años de servicio requeridos para optar por el derecho de pensión, se solventarán los rubros a cancelar para una futura pensión; lo anterior aunado a que el porcentaje del 100% del monto de pensión que se planteaba al inicio de gestión para cuando me jubilara como se pretendía, tampoco sería factible; tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y que se me informara. Razones además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento.-

Petitoria: En razón de lo esbozado, solicitó respetuosamente a los miembros del Honorable Consejo Superior, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar los rubros de pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 52 años de edad al momento de autorizar y requerir los pagos de mi parte.

Solicito además, que de los montos rebajados de mi salario desde mi ingreso y a la fecha, por concepto de porcentaje fijo RTSFPJ(%)-CP-FJP rebajado de mi salario mensualmente, el cual era utilizado para equiparar los rubros de pensión y siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación; se ejecuten los rebajos por las costas administrativas y demás gestiones pendientes por el nuevo trámite ya expuesto, siendo que al ejecutar dichos ajustes y de existir algún rubro a mi favor se me reintegre según corresponda a derecho.

Todo lo anterior, en virtud de como ya se indicara, el beneficio de pensión quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y, que en consecuencia y mi caso particular, los montos de ajuste se debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia de la modificación a Ley; pero que aún se me sigue cobrando.-

Para notificaciones señalo, los correos electrónicos (…)”
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[bookmark: _Toc53074311]Se acordó por unanimidad : 1.) Tener por conocida la gestión del servidor judicial Mauricio Ramírez Castro, Investigador del Departamento de Investigaciones Criminales. 2.) Acoger parcialmente la solicitud del gestionante en cuanto a aprobar el cese de la deducción que se realiza como obligación por el reconocimiento de tiempo servido. 3.) Comunicar al señor Ramírez Castro que dicho trámite no genera rebajos por las costas administrativas, sin embargo, no es posible reintegrar los montos que hasta la fecha se han cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones ya que forman parte del tiempo reconocido e ingresó a las arcas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, el tiempo servido que se encuentre cancelado será reconocido para efectos de jubilación. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Macroproceso Financiero Contable, para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIV 
Documento N° 307-20

En la sesión N° 22-2020 celebrada el 29 de junio del 2020, artículo XII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, Profesional en Derecho 3B, en remite criterio N° DJ-C-318-2020, del 09 de junio de 2020, que literalmente dice:

“En el oficio número 324-2020 del 01 de junio del año en curso, se transcribe el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión número 16-2020 celebrada el 18 de mayo del 2020, artículo IV. Dicho acuerdo peticionó que esta Dirección emita un criterio jurídico “referente a la disolución de las relaciones de hecho y si en el caso particular del servidor judicial fallecido Henry Ulate Aguilar y la señora Alba Lida Peraza Arias, se considera como terminada la relación por el periodo que estuvieron separados”. 

Al respecto, se expresa lo siguiente: 

I.- CUESTIÓN PREVIA. –

Abstracción del caso concreto.

De previo a la exposición de la opinión solicitada, se estima oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y solicitud que se plantea, sin que se prejuzgue sobre ningún caso concreto. 

Recuérdese que la labor de la asesoría legal en materia de criterios y opiniones jurídicas, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el asesor diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas.

Por ello, muy respetuosamente se le hace ver a la distinguida Junta que esta Dirección debe abstraerse de emitir criterio en cuanto a la solicitud que señala literalmente “si en el caso particular del servidor judicial fallecido Henry Ulate Aguilar y la señora Alba Lida Peraza Arias, se considera como terminada la relación por el periodo que estuvieron separados”.

II.- CRITERIO. –

RAMÍREZ ACUÑA, sugiere que en Roma se desarrolló una costumbre que conformó una unión denominada concubinato al lado del “justae nuptiae” único matrimonio legal. Esa unión paralela al matrimonio no era formal, puesto que no requería de solemnidad alguna para su constitución, sólo interesaba el “animi intentione” en cuanto al afecto y dignidad entre las personas convivientes. Agrega ese autor que: 

“La diferencia básica residía en el consentimiento o voluntad de realizar la unión, no bastando solo con la convivencia. Así, el concubinato se concibió como una unión sin propósito de constituir matrimonio, celebrado entre personas de diferente sexo, unión que no estaba penada por la ley. Debía existir vida marital, para que existiera consuetudo, en ello se distinguía de cualquier unión pasajera. Se trató de una relación reconocida socialmente y se tenía por lícita siempre que fuera monogámica y permanente, con la recíproca intención de estar unidos.”. (La negrita es suplida).

Posteriormente con la evolución del cristianismo la permisividad relativa al concubinato mermó cuando se elevó el matrimonio al rango de sacramento[footnoteRef:1][1]. [1: [1] Concilio de Trento, realizado en el año 1563.] 


Aquella costumbre en el imperio romano no es ajena a la realidad costarricense en la que, durante mucho tiempo, muchas personas comenzaron a unir sus vidas sin matrimonio de por medio. ACUÑA, sugiere que datos del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos revelan que en Costa Rica ya para el año 1993, el porcentaje de parejas que convivían en unión de hecho era de un 18%, en tanto que para inicios del año 2008 el número de personas entre 15 años y menores de 30 en unión libre sobrepasó en 30.000 al de casadas -177.000 en unión de hecho y 147.000 unidas en matrimonio-. Es decir, que en el año 2008 por cada 100 matrimonios había 120 uniones de hecho. Esa realidad exigió que el ordenamiento jurídico patrio abordara las relaciones de tal tipo, de modo que se garantizara el sustento jurídico y la protección de estas, ya que eran y son fuente creadora de la institución de la familia, institución cuya seguridad deviene del constituyente[footnoteRef:2][2]. [2: [2] Artículo 51 de la Constitución Política.] 


La protección de la familia originada de cualquier vínculo jurídico encuentra asidero también en la normativa internacional. En tal sentido, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, establece en el artículo 16 inciso 3 que “La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado” y el numeral 17 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos replica esa ordenanza. Por su parte, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, determina que “Toda persona tiene derecho a constituir familia, elemento fundamental de la sociedad, y a recibir protección para ella.” (Artículo 6) y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales señala que se “debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo” (artículo 10).

De lo expuesto puede decirse que la unión de hecho y el matrimonio por igual constituyen fuente moral y legal de familia que requiere protección estatal e igualdad de trato jurídico en cuanto a derechos y deberes se refiere. Empero existe una distinción primordial entre uno y otro y es que, las uniones de hecho carecen de formalidad jurídica en su constitución y disolución, ambos aspectos que se producen sin necesidad de seguir algún procedimiento formal.

Ahora bien, al atenderse al ordenamiento jurídico costarricense, en materia de análisis hay que hacer mención del numeral 242 del Código de Familia, el cual establece que los efectos patrimoniales propios del matrimonio legalmente formalizado[footnoteRef:3][3], serán los mismos cuando la unión de hecho finalice por cualquier causa. Según dicho ordinal, la unión debe ser pública y notoria, no puede estar oculta o escondida; las personas unidas, deben hacer vida común y presentarse así ante amigos, familiares y terceras personas; además debe ser única por lo que las personas convivientes no pueden mantener otra relación similar paralela. Por otra parte, ese instituto jurídico ha de ser estable, es decir, ininterrumpida por al menos tres años. Todo ello significa que la unión de hecho implica una comunidad de vida entre dos personas de manera duradera. Aunado a lo anterior, según TREJOS SALAS, “La pareja debe estar integrada por personas que posean aptitud legal para contraer matrimonio, o sea por personas en libertad de estado (solteras, viudas o divorciadas) quienes, además, no deben tener alguno de los impedimentos para contraer matrimonio estipulados en el artículo 14 del Código de Familia.”. Por su parte, la Sala Constitucional ha dicho que “las uniones de hecho, cumplen funciones familiares iguales a las del matrimonio, y se caracterizan al igual que éste, por estar dotados al menos de, estabilidad (en la misma medida en que lo está el matrimonio), publicidad (no es oculta es pública y notoria), cohabitación (convivencia bajo el mismo techo, deseo de compartir una vida en común, de auxiliarse y socorrerse mutuamente) y singularidad (no es una relación plural en varios centros convivenciales)”[footnoteRef:4][4]. [3: [3] El artículo 41 del Código de Familia desarrolla el efecto de la ganancialidad como efecto patrimonial del matrimonio.]  [4: [4] Voto 01151-1994.] 


Así que la unión de hecho “está considerada como un mecanismo para resolver los conflictos que surjan al finalizar la relación de convivencia “anormal”, sea por muerte o por disolución del vínculo sentimental. El reconocimiento de la unión de hecho tiene como efecto hacer surgir derechos patrimoniales en el conviviente de hecho, los cuales se asimilan a los efectos patrimoniales surgidos del matrimonio”[footnoteRef:5][5] (El resaltado no es prístino). [5: [5] Contestación de audiencia por parte de la Procuraduría General de la República ante la acción de inconstitucionalidad 09-013713-0007-CO.] 


Por otra parte, para que los efectos patrimoniales propios de un matrimonio tengan lugar en la unión de hecho, esta última debe ser reconocida judicialmente. Valga agregar que, la posibilidad de solicitar ante los Tribunales correspondientes el reconocimiento de la unión de hecho, puede caducar si dentro de los dos años posteriores de la ruptura de la convivencia o de la muerte del causante no se presentó la solicitud de reconocimiento (artículo 243 ídem).
 
Es importante agregar que, el artículo 243 señalado, sufrió una modificación en virtud del artículo 2 aparte II) de la ley que aprueba el Código Procesal de Familia, N° 9747 del 23 de octubre del 2019. De conformidad con el transitorio III de la ley antes mencionada dicha modificación entrará a regir a partir del 1° de octubre del 2020, por lo que a partir de esa fecha el nuevo texto será el siguiente: 

“Artículo 243- Unión de hecho. Solicitud de reconocimiento. Para los efectos indicados en el artículo anterior, cualquiera de los convivientes o, si se trata de un conviviente fallecido, por medio de su sucesión, podrá solicitar el reconocimiento de esa unión. La acción caducará en dos años a partir de la ruptura de la convivencia o de la muerte del causante conviviente. 

Además, los convivientes, por mutuo consentimiento, podrán solicitar el reconocimiento de la unión una vez finalizada y con el mismo plazo de caducidad, mediante el trámite establecido en el Código Procesal de Familia, para lo cual se deberán seguir los requisitos y la forma de trámite establecidos en el artículo 48 de este Código, pero en la escritura pública que se otorga deberán plasmarse las declaraciones de al menos dos personas que manifiesten sobre la existencia de la unión y los requisitos del artículo anterior.”.

En virtud de lo expuesto, puede decirse que para que exista una unión de hecho, la relación entre la pareja deberá ser pública, notoria, única y estable por más de tres años. Es decir, quienes no convivan bajo un mismo techo de manera estable por más de tres años, no se encuentran frente a una relación de unión de hecho. Por otra parte, las razones de su terminación pueden darse por la voluntad justificada o injustificada de una de las personas convivientes, por convenio entre éstas o por fallecimiento de alguna de ellas.

Por último, es importante denotar que los efectos patrimoniales derivados de la declaratoria jurisdiccional del reconocimiento de la unión de hecho, regulado en el Código de Familia (artículos 242 al 245), no se relacionan con el derecho atinente a la pensión por sobrevivencia. La pensión por sobrevivencia para personas servidoras judiciales en unión de hecho, se encuentra normada en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Según esa normativa orgánica, tienen derecho a pensión por sobrevivencia “…El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil” (artículo 228 inciso b). Lo anterior significa que, si la persona sobreviviente en los tres años previos al fallecimiento de la persona servidora judicial jubilada, convivió de forma pública, notoria, única y estable con la persona fallecida; dependía económicamente de la persona causante y ambas personas tenían la capacidad para casarse, entonces tiene derecho a la pensión por sobrevivencia. Además, tiene también derecho a pensión por sobrevivencia el “excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.” (artículo 228 inciso c ídem).

III.- CONCLUSIONES. –

a. Dada la competencia en materia de asesoría jurídica que tiene esta Dirección y la que poseen los órganos decisores, no es posible emitir consideraciones específicas para casos concretos, por lo que los alcances de cada informe que haga esta Dirección deben abstraerse de los casos específicos.

b. La unión de hecho, existe siempre que sea pública, notoria, única y estable por más de tres años. Es exigida en ella, la convivencia bajo un mismo techo tal como sucedería en un matrimonio.

c. Las uniones de hecho, pueden finalizar por voluntad unilateral justificada o injustificada, por voluntad bilateral o bien por fallecimiento de alguna de las personas convivientes.

d. Para que esas relaciones hagan surgir efectos patrimoniales propios de un matrimonio, deberá ser reconocida judicialmente. La solicitud de reconocimiento deberá plantearse ante los tribunales respectivos dentro del plazo de dos años contados a partir de la ruptura de la relación o del fallecimiento de alguna de las personas convivientes. 

e. Los efectos patrimoniales propios del matrimonio, que surgen con motivo del reconocimiento judicial de la unión de hecho, de conformidad con los numerales 242 al 245 del Código de Familia, no alcanzan al derecho de la pensión por sobrevivencia. La pensión por sobrevivencia para el caso de personas servidoras judiciales, se encuentra regulada en la Ley Orgánica del Poder Judicial, específicamente en su numeral 228.

f. Según el numeral 228 de la LOPJ, tienen derecho a pensión por sobrevivencia aquellas personas sobrevivientes que, en los tres años previos al fallecimiento de la persona servidora judicial jubilada, convivió de forma pública, notoria, única y estable con la persona fallecida; dependía económicamente de la persona causante y ambas personas tenían la capacidad para casarse. Tiene también derecho a pensión por sobrevivencia el “excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.”. 

(…)”
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La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 14-2020 celebrada el 04 de mayo del 2020, artículo XVI, se denegó la solicitud de pensión presentada por la señora Alba Lida Peraza Arias, compañera en unión de hecho del servidor judicial fallecido Henry Ulate Aguilar, dado que del estudio socioeconómico se evidencia que no existía dependencia económica de la persona gestionante. Además, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana, reactive el estudio de pensión formulada por el señor Juan Ulate García, padre del servidor fallecido Ulate Aguilar e informe a esta Junta lo que corresponda.

Posteriormente, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 16-2020 celebrada el 18 de mayo del 2020, artículo IV, de previo a resolver se solicitó criterio a la Dirección Jurídica, referente a la disolución de las relaciones de hecho y si en el caso particular del servidor judicial fallecido Henry Ulate Aguilar y la señora Alba Lidia Peraza Arias, se considera como terminada la relación por el periodo que estuvieron separados.
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el criterio N° DJ-C-318-2020, del 09 de junio de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, Profesional en Derecho 3B, relacionado con las uniones de hecho. Al respecto, esta Junta considera que en el caso de la relación de hecho que existió entre el señor Henry Ulate Aguilar y la señora Alba Lidia Peraza Arias, no se cumple con los preceptos señalados por la Dirección Jurídica, sean que: la relación sea estable, la convivencia sea bajo un mismo techo y que en los tres años previos al fallecimiento de la persona servidora judicial, conviviera de forma pública, notoria, única y estable con la persona fallecida, por lo que se mantiene lo señalado en el acuerdo de la Junta Administradora de sesión N° 14-2020 celebrada el 04 de mayo del 2020, artículo XVI. 2.) Comunicar el presente acuerdo a la gestionante, a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento Financiero Contable para lo que a cada uno corresponda. 3.) Hacer de conocimiento del Departamento de Trabajo Social y Psicología el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-C-318-2020, para que sea considerado en los estudios socioeconómicos que se emitan por parte de ese Departamento. Se declara acuerdo firme.”
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[bookmark: _Toc53074313][bookmark: _Hlk53142393]Se acordó por unanimidad: Tomar nota de la solicitud de aclaración remitida por la Secretaría General de la Corte, para determinar si debe reiterar lo acordado por la Junta Administradora en sesión N° 22-2020 celebrada el 29 de junio del 2020, artículo XII. Al respecto, se hace de conocimiento de la Secretaría General que este caso ya fue resuelto por la Junta por lo que no debe hacerse más trámites sobre este acuerdo, por lo que debe procederse con el archivo de las diligencias. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XV 
Documento N° 401-2020

[bookmark: _Toc41575363]En sesión N° 18-2020 celebrada el 01 junio del 2020, artículo XIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Mediante correo electrónico del 22 de mayo de 2020, el licenciado Arnoldo Hernández Solano, Presidente del Comité de Auditoría, remitió el acta del citado comité, de la sesión número 2-2020 del 21 de mayo de 2020.

“AGENDA
SESIÓN N°2
21/05/2020
COMITÉ DE AUDITORÍA 

Artículo 1 Aprobación de orden del día
Artículo N° 1: Aprobación de la Agenda N° 2
Artículo 2 Aprobar el Acta N° 1
Artículo 3 Designación de puestos en el Comité de Auditoría
Artículo 4 Solicitud a Junta Administrativa de enviar nota a la Dirección Ejecutiva
Artículo 5 Solicitud a Junta Administrativa de enviar nota al Auditor Interno
Artículo 6 Delegar a un Director del Comité de realizar informes semestrales
Artículo 7 Envío a Junta Administrativa sobre futuras funciones del Auditor Interno
Artículo 8 Acuerdo de Junta Administrativa de Acta N° 6, artículo XXX
Artículo 9 Acuerdo de Junta Administrativa de Acta N° 9, artículo VI
Artículo 10 Acuerdo de Junta Administrativa de Acta N° 9, artículo XIV
Artículo 11 Acuerdo de Junta Administrativa de Acta N° 12, artículo VI
Artículo 12 Acuerdo de Junta Administrativa de Acta N° 12, artículo XIX
Artículo 13 Acuerdo de Junta Administrativa, artículo XXII
Artículo 14 Acuerdo de Junta Administrativa de Acta N° 14. Artículo V
Artículo 15 Recibo de certificación N° 0139-PI-2020
Artículo 16 Recibo de FICO de Estados Financieros a Abril 2020
Artículo 17 Asuntos varios
Se acuerda: Aprobar el orden del día 

Artículo 2 Aprobación del acta No.1 del 20-04-2020
Se Acuerda: Aprobar el Acta N° 1 El integrante Rodrigo Arroyo Guzmán se abstiene de votar por que aún no formaba parte de este comité.

Artículo 3 Designación del Vicepresidente y Secretario del Comité

Se acuerda: a) Designar al Lic. Parris Quesada Madrigal en el cargo de Vicepresidente y al MBA. Rodrigo Arroyo Guzmán en el cargo de Secretario b) Se solicita a la Junta Administradora que a raíz de los cambios de integrantes realizados por la Junta en éste Comité, se comunique a la Supen la integración total del Comité de Auditoría de la siguiente forma.

Presidente: Lic. Arnoldo Hernández Solano
Vicepresidente: Lic. Parris Quesada Madrigal
Secretario Lic. Rodrigo Arroyo Guzmán
Director: Lic. Óscar Víquez Trejos

Se vota por unanimidad. Acuerdo en firme. 

Artículo 4 Solicitud al Presidente de la Junta Administradora para que remita que oficio a la Dirección Ejecutiva indicando que de previo a enviar la información financiera mensual a la Junta Administradora, se envíe esa información a conocimiento del Comité de Auditoría. 

[bookmark: _Hlk40975135]Se acuerda: Dar trámite a la solicitud ante la Junta Administradora. Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme. 

Artículo 5 Solicitud al Presidente de la Junta Administradora a que remita oficio al Auditor Interno por contratar, en el sentido que, de previo a enviar los informes de Estados Financieros Anuales, comprendidos en éstos el informe del Auditor Interno, los informes complementarios y la carta de Gerencia, sean remitidos al Comité de Auditoría.

Se acuerda: Dar trámite a la solicitud ante la Junta Administradora, que una vez recibida y analizada la información, preparada por el auditor interno, las consideraciones del mismo deben ser enviadas al comité de auditoría de previo a ser conocidas por la Junta Administradora. Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme. 

Artículo 6 Delegar Director del Comité de Auditoría para que consolide y recabe todas las actividades realizadas semestralmente por el Comité de Auditoría (de enero a junio y de julio a diciembre); para que se remita como informe semestral a conocimiento de la Junta Administradora y de la SUPEN.

Se acuerda: Comisionar al Director Lic. Óscar Víquez Trejos, para que se encargue de consolidar y recabar toda la información necesaria para tramitar el informe semestral a la Junta Administradora y a la SUPEN. Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme. 

Artículo 7 Proponer a la Junta administradora sobre las actividades que deben estar contempladas en la contratación de la Auditoría Interna:

· El Plan de Auditoría Anual basado en criterios de riesgos.
· Realizar análisis aleatorios sobre las jubilaciones y pensiones otorgadas por la Junta Administradora, en el año objeto de estudio, a efecto de determinar la correcta aplicación de la legislación aplicable, y la Reglamentación de Gobierno Corporativo.
· Realizar estudios aleatorios sobre el reconocimiento de tiempo servido y anualidades, en el año objeto de estudio, a efecto de determinar la aplicación de la fórmula de valor presente y si se está llevando a cabo el cobro correspondiente.
· Realizar estudios sobre las pensiones otorgadas a hijas de jubilados fallecidos, menores de 25 años, en el año objeto de estudio, a efecto de determinar que no han sobrepasado esa edad.
· Realizar estudios sobre aquellas jubilaciones que se otorgaron con incapacidad total y permanente, en el año objeto de estudio, a efecto de conocer el tipo de control que se ejecuta y determinar que no los beneficiarios estén laborando.
· Auditar, en el año objeto de estudio, sobre los ingresos y egresos provenientes del 5% x mil, conciliación del estado de cuenta y sobre la obtención de los intereses, respecto del mercado de valores.
· Realizar arqueos de la caja chica de la Junta Administradora y del control estipulado en su reglamento.
· Dar seguimiento del cumplimiento de las recomendaciones de los estudios actuariales, y emitir conclusiones, así como proponer recomendaciones, cuando se considere técnicamente oportuno.
· Dar seguimiento sobre la aplicación del reglamento de Créditos a Entidades Financieras y del Poder Judicial, y emitir conclusiones, así como proponer recomendaciones, cuando se considere técnicamente oportuno.
· Revisión sobre las pólizas de fidelidad y del grado de aplicación.
· Para todos los efectos de su gestión aplicar lo que dispone la Ley de Control Interno.
· Tener reuniones de trabajo con la Auditoría Interna del Poder Judicial a efecto de dar continuidad a los estudios que estuvieran en proceso y no concluidos y de la aplicación de las recomendaciones de aquellos terminados, sean éstos de fiscalización, seguimiento de recomendaciones, de advertencias, consultas, asesorías y denuncias.
· Visitar a otros Regímenes de Pensiones, a efecto de conocer formas de trabajo y buenas prácticas, a efecto de valorar su incorporación en los procesos y procedimientos de la Junta Administradora del FPJPJ.
· Dar seguimiento y continuidad a los informes de la Auditoría Externa sobre la Tecnología de la Información. y emitir conclusiones, así como proponer recomendaciones, cuando se considere técnicamente oportuno...

Se acuerda: Dar por aprobada la solicitud a la Junta administradora. Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme. 

Artículo 8 Se conoce acuerdo de la Junta Administradora del Acta N° 6, artículo XXX, del oficio N° 884-DE-2020 del 27/2/2020, que indica:

Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° 884-DE-2020 del 27 de febrero de 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, referente al “Informe de los Auditores Externos de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial al 31 de diciembre de 2019”. 2.) Trasladar el presente acuerdo de conocimiento del Comité de Auditoría para su respectivo estudio.

Se acuerda: Poner en conocimiento de los directores del Comité el presente estudio, para su conocimiento y posterior resolución en un plazo no mayor de 30 días. Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme. 

Artículo 9 Se conoce acuerdo de la Junta Administradora del Acta N° 9, artículo VI, oficio 240-20 del 23/3/2020, que indica: 

Se acuerda: 1.) Autorizar para que el Comité de Auditoría se reúna, a pesar de que no está conformado en su totalidad, de conformidad con la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, lo anterior, para que abarquen y adelanten temas que se encuentran pendientes y que son necesarios para una buena administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 2.) Esta Junta Administradora deja constancia de que el Comité de Auditoría aún no conforma la totalidad de sus miembros en razón de la emergencia nacional relacionada con el COVID-19. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de los integrantes del Comité de Auditoría para los fines correspondientes.

Se acuerda: Se tomar nota.

Artículo 10 Se conoce acuerdo de la Junta Administradora del Acta N° 9, artículo XIV, oficio 2040-20 del 23/3/2020, que indica:

Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe presentado por el licenciado Gerardo Montero Martínez, Contador Público, relativo a la visita de auditoría externa de Tecnologías de Información del período 2019 al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) De conformidad con el convenio de cooperación interinstitucional entre el Poder Judicial y esta Junta Administradora, solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información que valoren las recomendaciones emitidas en el “Informe de Auditoría de Tecnología de Información de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, efectuado por el Despacho Carvajal & Colegiados. Una vez cuenten con las valoraciones pertinentes, deberán informar a este Junta Administradora la viabilidad de implementar las recomendaciones citadas, así como la cuantificación de la implementación de las mismas. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Auditoría. 

Se acuerda: Tomar nota, ya que este punto se conoció en el Acta N° 1 de este Comité, artículo N° 5, en que se aprobó solicitar a Tecnología de la Información, indicarnos el estado de las recomendaciones de la Auditoría Externa. 

Artículo 11 Se conoce acuerdo de la Junta Administradora del Acta N° 12, artículo VI, oficios 44-20 y 261-2020, que indica en lo que interesa:

Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por rendidos y aprobados los informes presentados por la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable correspondientes a: a) Acta 77-CR-FC-2020 Comité de Riesgos b) Informe mensual marzo 2020 Asesor Externo de Riesgos, c) Informe de indicadores de riesgo y los resultados en los límites de tolerancia, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al mes de febrero de 2020, d) Análisis de emisores. 2.) Solicitar al Comité de Riesgos que se refieran a las manifestaciones presentadas por el integrante Arnoldo Hernández Solano. 3.) En lo que corresponde al plan de capacitación presentada en el oficio supra citado, solicitar a los Comités de Inversiones y de Auditoría que remitan a esta Junta Administradora, un diagnóstico sobre las necesidades de capacitación, para que, de manera prioritaria, se pueda localizar cuales son las zonas que se deben reforzar mediante capacitaciones. 4.) En cuanto a la propuesta de Manual de Procedimientos se aprueba, con la observación que el nombre de debe modificar a Reglamento del Comité de Riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 5.) Avalar la manifestación presentada en el Acta N°77-CR-FC-2020 por parte del máster Ronald Chaves M., en donde solicitó 30 días adicionales, referente a las observaciones presentadas en el oficio N° SP-356-2020, emitido por la Superintendencia de Pensiones. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento los comités de Auditoría, Inversiones y Riesgos. Se declara acuerdo firme.

Se acuerda: Indicar a la Junta Administradora que las necesidades de Capacitación son en:

	-Administración Integral de riesgos
	-Riesgos de Créditos
	-Riesgo Operativo
	-Riesgo Actuarial
	-Cómo hacer un Plan Estratégico
	-Riesgo reputacional
	-Normativa SUPEN – CONASSIF.

Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme. 

Artículo 12 Se conoce acuerdo de la Junta administradora del Acta N° 12, artículo XIX, oficio 259-20, que indica:

Se acordó por unanimidad: 1.) Tomar nota del borrador del documento denominado Propuesta de Composición del Comité de Riesgos y Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Trasladar el borrador anterior al Comité de Inversiones y al Comité de Auditoría con la finalidad de que realicen los ajustes correspondientes de conformidad a sus reglamentos internos. 3.) Se deja Constancia que en la Presente acta se aprobó el Reglamento correspondiente al Comité de Inversiones. Se declara acuerdo firme.

Se acuerda: Tomar nota e indica que no se tienen observaciones a los Reglamentos de Inversiones y Riesgos. 
Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme. 

Artículo 13 Se conoce acuerdo de la Junta Administradora del Acta 12, artículo XXII, oficios 120-20 y 256-20, que indica:

Se acordó por unanimidad: Tener por recibido el oficio SP-377-2020, del 01 de abril de 2020, suscrito por el doctor Álvaro Ramos Chaves, Superintendente de Pensiones, mediante oficio SP-377-2020, del 01 de abril de 2020, donde aclara lo relativo a la supervisión y cumplimiento de normativa de SUPEN-CONASSIF. 2.) Hacer de conocimiento del Comité de Auditoría y Riesgos para su conocimiento. 3) El Comité de Inversiones deberá elaborar e informar a esta Junta una propuesta para invertir los recursos ociosos que establece en el artículo 239 en relación al 237, de la Ley N°7333.
El Departamento Financiero Contable tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.

Se acuerda: Tomar nota sobre lo indicado por la SUPEN, en cuanto a que si existe supervisión de la SUPEN y el CONASSIF sobre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme. 

El director Rodrigo Arroyo Guzmán, al ser las 6:13 p.m. se retira de la sesión.
 
Artículo 14 Se conoce acuerdo de la Junta Administradora del Acta N° 14, artículo V, oficio N° 251-20 de fecha, 07 de mayo de 2020 referente al oficio 145-SC-2020 sobre el Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones al 31 de marzo del 2020 y Políticas Contables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que en lo que interesa indica: 

Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocido el oficio 1463-DE-2020, con el que la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remite el oficio 145-SC-2020, referente al Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones al 31 de marzo del 2020. 2) Indicar a la Dirección Ejecutiva y al Departamento Financiero Contable que en el documento de Políticas Contables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debe revisarse los puntos de:

Disponibilidades (página 8) 

Se indica que este artículo corresponde a la Ley anterior y que se debe ajustar al artículo de la reforma.

Traslado de cuotas del FJPPJ a otros regímenes de pensiones del Estado (página 17)

Redacción debe eliminarse, más bien es que no tendrán derecho a que se les devuelva, sino a la liquidación actuarial que se menciona en el segundo párrafo

Nota en cuadro (página 18)

Revisar el porcentaje del patrono, ya que se conforma del 14,36 %patronal y 1.41 % estatal, para un total del 15.77%


Reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial (página 19)
Cálculo de jubilaciones y pensiones (página 20)

Este Reglamento y el Manual quedaron sin efecto

Cobro por concepto de supervisión del FJPPJ (página 26) 
 
Cambiar Poder Judicial por Junta Administradora

3) En virtud de la normativa de SUPEN se solicita al Departamento Financiero Contable que una vez se tengan los estados financieros mensuales, trimestrales y anuales sean remitidos al Comité de Auditoría, para su valoración y posterior envío a la Junta Administradora y a la Superintendencia de Pensiones y que se ajusten los cronogramas. 

Se acuerda: Tomar nota y dar seguimiento al cumplimiento de los puntos indicados por la Junta Administradora. 
Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme. 

Artículo 15 Se recibe Certificación Nº 0139-PI-2020 sobre los recursos económicos producto de la aplicación del rebajo denominado “comisión por gastos administrativos del cinco por mil” según el artículo Nº 239 de la Ley Nº 9544 que 
“Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial".




Se acuerda: Tomar nota de la certificación emitida. 
Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme.

Artículo 16 Se recibe Oficio N° 182-SC-2020, suscrito por el Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña, Jefe Subproceso de Contabilidad, la MBA. María A. Herrera Charraun, Jefa Proceso Presupuestario Contable y la Licda. Floribel Campos Solano, Jefa a.i. Macroproceso Financiero Contable, mediante el cual se remite a este Comité el “Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones al 30-04-2020”. 
 





Se acuerda: 

a) Hacer del conocimiento de la Licda. Floribel Campos Solano, Jefa a.i. Macroproceso Financiero Contable las siguientes observaciones que se indican al margen en el documento de Políticas Contables del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial del mes de Abril del 2020, a efecto que se determine si se requiere hacer los siguientes cambios sugeridos a saber:

-Página 3: Hacer cambios en la redacción ya que se refieren a otros estudios actuariales antiguos, porque ya se tiene un nuevo estudio actuarial a Dic del 2019.
-Página 4: Para cuando se tiene previsto el Reglamento a la Ley 19922.
 Se debe tomar en cuenta que ya existe un nuevo Estudio Actuarial a Dic 2019.
-Página 5: Cambiar la redacción, ya que se dice que no se efectúan cambios, hasta tanto no se tenga un nuevo estudio actuarial que de superávit en grupos abiertos, y ya se tiene el de Dic. 2019.
-Página 8: Para cuando se tiene previsto realizar los ajustes en “Sumas en Tránsito por aclarar.
-Página 9: Para cuando se hace la valuación de los instrumentos a precio de mercado
-Página 20: En Activos Intangibles, si se ha pensado cambiar el Sistema de Inversiones de la empresa Internet System Development Insydi S.A., depreciado en su totalidad.
-Página 24: Para cuando se espera tener corregido el asunto de las diferencias por temas de redondeo.
-Página 26: Al final se hacen una serie de comentarios de correcciones que se consideran indispensables por realizar, que se generalizan por no poder individualizarlas, tales como: 

-Hacer una revisión de varios acuerdos del Consejo Superior, que puede que estén obsoletos y que existan otros que ya los sustituyen.
-Referencias de la Supen y el Conasiff, que deben ser actualizados
-Actualizar referencias del Comité de Inversiones y Riesgos.
-Actualizar datos de Contribuciones Solidarias.
-Actualizar datos sobre litigios pendientes
-Actualizar datos sobre Estudios Actuariales más recientes.
-Se hace referencia a un Comité de Vigilancia que ya no existe.
-Se hace referencia a cobros de Supervisión de la Supen, ya subsanados.

b) Como parte del seguimiento de los acuerdos remitidos por la Junta Administradora, se corroboró que los puntos indicados en el artículo 14 de esta Agenda, ya fueron corregidos en el documento de Políticas Contables del mes de Abril 2020.

c) Dar por aprobado el “Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al 30 de abril de 2020 y el documento de Políticas Contables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder”, presentado por el Departamento Financiero Contable, y remitir a la Junta Administradora del FJPPJ, la solicitud para que, conforme documento de la SUPEN, número SP-A-211-2019 de fecha 9 de setiembre de 2019, se proceda a remitir a dicha entidad los informes Trimestrales, a más tardar, el último día hábil del mes siguiente posterior al cierre trimestral o corte anual. 2) Recomendar a la Junta Administradora del FJPPJ, proceda a solicitar al Departamento Financiero Contable, la publicación de los estados aprobados, en la página oficial de ese Departamento, advirtiendo a los interesados, que esos estados fueron remitidos a la SUPEN por parte de la Junta Administradora del FJPPJ-.

d)	Se sugiere por parte de este Comité de Auditoría, que la Junta Administradora solicite a la Lic. Floribel Campos Solano Jefa a.i. del Macroproceso Financiero Contable, que haga una exposición o presentación de estos Estado Financieros al mes de abril del 2020, ante la Junta Administradora. 

Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme. 

Artículo 17. Asuntos Varios

El señor director Parris Quesada Madrigal, propone que los estados financieros sean revisados en forma grupal para tener un conocimiento integrado de los estados financieros y su nomenclatura del Fondo de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial.
Se vota por unanimidad. Acuerdo en Firme. 


No habiendo más asuntos que tratar, se cierra la sesión, al ser las 6:34 p.m. del día 21 de mayo del 2020.

Arnoldo Hernández Solano Rodrigo Arroyo Guzmán
 Presidente Secretario”
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibida el acta del Comité de Auditoría N° 2-2020 del 21 de mayo de 2020 y remitida por el licenciado Arnoldo Hernández Solano, Presidente de ese Comité, en correo electrónico de 22 de mayo de 2020. 2.) En razón de las solicitudes realizadas por el Comité de Auditoría en el acta supra, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dispone: a.) Tener por recibido el oficio N° 182-SC-2020, suscrito por el Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña, Jefe Subproceso de Contabilidad, la MBA. María A. Herrera Charraun, Jefa Proceso Presupuestario Contable y la MBA. Floribel Campos Solano, Jefa interina del Macroproceso Financiero Contable, mediante el cual se remite el “Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones al 30-04-2020”. b.) Trasladar a la MBA. Floribel Campos Solano, Jefa interina del Macroproceso Financiero Contable las siguientes observaciones que se indican al margen en el documento de Políticas Contables del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial del mes de Abril del 2020, a efecto de que determine si se requiere hacer los siguientes cambios sugeridos, en las páginas 3, 4, 5, 8, 9, 20, 24 y 26, conforme se mencionan en el acta de dicho Comité. c.) Tener por corroborado que los puntos indicados en el artículo 14 de esa Agenda, ya fueron corregidos en el documento de Políticas Contables del mes de Abril 2020. d.) Tener por aprobado el “Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al 30 de abril de 2020 y el documento de Políticas Contables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, presentado por el Departamento Financiero Contable, a esos efectos, el Departamento Financiero Contable, conforme al documento de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) N° SP-A-211-2019 de fecha 9 de setiembre de 2019, remitirá a dicha entidad los informes Trimestrales, a más tardar, el último día hábil del mes siguiente posterior al cierre trimestral o corte anual. e.) Solicitar al Departamento Financiero Contable la publicación de los estados financieros aprobados, en la página oficial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, advirtiendo a los interesados, que esos estados fueron remitidos a la SUPEN por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

El Comité de Auditoría y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines correspondientes.”
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[bookmark: _Toc53074315]Se acordó por unanimidad: Tomar nota de la solicitud de aclaración remitida por la Secretaría General de la Corte, para determinar si debe reiterar lo acordado por la Junta Administradora en sesión N° 18-2020 celebrada el 01 junio del 2020, artículo XIII. Al respecto, se hace de conocimiento de la Secretaría General que este caso ya fue resuelto por la Junta por lo que no debe hacerse más trámites sobre este acuerdo, por lo que debe procederse con el archivo de las diligencias. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XVI 
Documento N° 928-2020.
El máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en correo electrónico de 01 de octubre de 2020, remitió copia de la nota suscrita por varios sindicatos nacionales a la Junta Directiva de la Caja Costarricense del Seguro Social, respecto al proyecto de reforma del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte.
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[bookmark: _Toc53074321]Se acordó por unanimidad: Tener por conocida la gestión remitida por correo electrónico del 01 de octubre de 2020, por parte del máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, mediante el que remite nota suscrita por varios sindicatos nacionales a la Junta Directiva de la Caja Costarricense del Seguro Social, referente al proyecto de reforma del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. Al respecto, siendo que no es resorte de esta Junta referirse a dicho régimen, se procede con el archivo. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XVII
Documento N° 484-20 / 911-20

	La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 3395-DE-2020 de 22 de setiembre de 2020, por si resulta de interés para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, trasladó el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-C-622-2020, mediante el cual se evacua consulta plateada por esta Dirección Ejecutiva sobre la aplicación de Contribución Solidaria a jubilados y pensionados, que fuera remitida con oficio N° 651-TE-2018 desde fecha 15 de mayo del 2018, no obstante, hasta ahora se recibe respuesta.
Seguidamente, se transcribe el criterio supra.
“Por este medio se procederá a atender la consulta planteada por su Despacho mediante el oficio número 2244-DE-2018 del 16 de mayo de 2018. 

1.  Antecedentes

Mediante el referido oficio 2244-DE-2018 del 16 de mayo de 2018, se hace de conocimiento de esta Dirección, la existencia del oficio número oficio 651-TE-2018 de fecha 15 de mayo de 2018, sobre la base del cual se solicita criterio jurídico para establecer la forma de aplicación de la contribución solidaria, especial y redistributiva de pensionados y jubilados, específicamente, se plantean las siguientes preguntas: “La consulta en este caso es: ¿se debe programar la aplicación del aporte solidario conforme se realiza con la deducción del impuesto sobre la renta, realizando recálculo en la segunda quincena para saber si aplica la deducción o debemos aplicar los estratos considerando el monto mensual del beneficio, independientemente del monto que reciba en cada quincena?”; y, “Para los beneficiarios que tienen la condición de jubilado/pensionado ¿el cálculo de los estratos de la contribución solidaria debe realizarse por cada beneficio individual o debe realizarse la sumatoria de los beneficios para proceder al cálculo de cada estrato?” (ver oficio 651-TE-2018 de fecha 15 de mayo de 2018, al que remite el oficio número 2244-DE-2018 de fecha 16 de mayo de 2018).
 
1. Criterio de esta Dirección Jurídica

De previo a la exposición del criterio, se estima oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y solicitud que plantea ese órgano colegiado, sin que se prejuzgue o sustituya la capacidad de toma de decisiones que le compete a ese Consejo, como órgano administrativo superior del Poder Judicial.

Es así como frente a la presente solicitud de criterio, hay que recordar que la labor de la asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas. 

Entiende esta Dirección que, en esencia, se solicita que se emita algún criterio respecto de la forma de interpretar y aplicar la regulación jurídica de la figura de la denominada “contribución solidaria, especial y redistributiva de los pensionados y jubilados” establecida en el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) a favor del mismo fondo de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, que señala: 

“Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados. Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla:

a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.

(Así reformado el inciso anterior por el artículo 7° de la Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria, N° 9796 del 5 de diciembre de 2019)

b) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta por ciento (40%) de tal exceso.

c) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta y cinco por ciento (45%) de tal exceso.

d) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con un cincuenta por ciento (50%) de tal exceso.

e) Sobre el exceso del margen anterior contribuirán con un cincuenta y cinco por ciento (55%).

En ningún caso, la suma de la contribución especial, solidaria y redistributiva y la totalidad de las deducciones que se apliquen por ley a todos los pensionados y jubilados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, podrá representar más del cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión que por derecho le corresponda al beneficiario. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión.

 Los recursos que se obtengan con la contribución especial, solidaria y redistributiva, establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

(Así adicionado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)”

Por lo que, las personas pensionadas y jubilados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial cuyas prestaciones económicas sobrepasen el tope máximo establecido en la ley, deben realizar una contribución especial en los términos dispuestos en el artículo 236 bis antes transcrito.

Ahora bien, establecer e instruir cómo debe aplicarse la ejecución de la contribución solidaria, especial y redistributiva de las personas pensionadas y jubiladas, o cómo efectuarse la propuesta periódica de pagos, es un tema que solo puede ser analizado y definido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ello atención a las facultades y atribuciones que de manera exclusiva le fueron legalmente asignadas (artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial). 

No obstante, de manera general y para no irrumpir en competencias propias del órgano desconcentrado máximo en materia de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, se puede traer a colación que para cualquier aplicación normativa que afecte el patrimonio y los derechos fundamentales, deberá optarse por los mecanismos que, de manera proporcional, permitan distribuir el impacto en forma más adecuada de manera tal que se pueda contar con montos de dinero en ambos períodos de ejecución de pago de la jubilación o pensión y que, claramente, la contribución especial, solidaria y redistributiva, aplica para todas las pensiones y jubilaciones que de ella se derivan, pero no así a salarios, puesto que en ese caso, aplica distinto régimen jurídico. 

Igualmente es importante considerar en el tema en consulta, lo establecido tanto en el artículo 236 y 236 bis de la LOPJ, siendo que ambos artículos refieren que, la suma de la contribución obligatoria (totalidad de deducciones que se apliquen por ley) y la contribución especial, solidaria y redistributiva de las personas pensionados y jubilados: 

1. En ningún caso, podrá representar más del 55% respecto a la totalidad del monto bruto de la pensión.
1. En caso de que dicha la suma supere ese 55%, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al 55% respecto a la totalidad del monto bruto de la pensión.

1. Conclusiones y recomendaciones

Con base en todo lo expuesto, se puede concluir que:

1. En términos generales se puede decir que el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece la obligatoriedad de aplicación de la denominada contribución especial, solidaria y redistributiva de pensionados y jubilados a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En ese sentido, se debe considerar que para cualquier aplicación normativa que afecte el patrimonio y los derechos fundamentales, deberá optarse por los mecanismos que, de manera proporcional, permitan distribuir el impacto en forma más adecuada, de manera tal que se pueda contar con montos de dinero en ambos períodos de ejecución de pago de la jubilación o pensión. 

2.- La definición de esos temas jubilatorios y pensionistas corresponde, exclusivamente, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en respeto de las competencias que le fueron legalmente asignadas a ese órgano desconcentrado máximo (artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial); por tanto, se recomienda plantear ante dicho órgano la consulta, siendo que es la única que puede establecer e instruir -conforme al análisis o valoraciones de sus riesgos- la metodología o propuesta que mejor estimen para la aplicación de los pagos de la contribución solidaria, especial y redistributiva de las personas pensionadas y jubiladas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
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Por unanimidad, se acordó: Tener por presentado el oficio N° 3395-DE-2020 de 22 de setiembre de 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en el que trasladó el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-C-622-2020, sobre la aplicación de Contribución Solidaria a personas jubiladas y pensionadas. Al respecto, considera esta Junta Administradora que la forma en que debe aplicarse la Contribución Solidaria es como se aplica el impuesto sobre la renta, para ambas consultas.
La Dirección Ejecutiva, la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. 
[bookmark: _Hlk53983509][bookmark: _Toc53074324]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 991-2020

Informa el integrante presidente, Carlos Montero Zúñiga, que en conversación con la jefatura del Departamento Financiero Contable, le informaron que los rebajos de las pensiones alimentarias están ingresando antes que la contribución solidaria, en ese sentido, es necesario contar con un criterio técnico para determinar cuáles rebajos son prioritarios a las personas jubiladas y pensionadas, haciendo un ponderado entre las pensiones alimentarias y las deducciones de ley, por lo anterior, se acuerda por unanimidad: 1.) Contratar asesoría legal del despacho Hulbert Volio Montero para que realice una consulta formal ante la Sala Constitucional con la finalidad de aclarar las prioridades en los rebajos que se realizan a las personas jubiladas y pensionadas. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento del MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de esta Junta Administradora para lo que corresponda.
ARTÍCULO XIX 
Documento N° 921-20

Mediante correo electrónico de 30 de setiembre de 2020, el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe del Proceso de Riesgos, adjuntó el oficio N° 669-FC-2020, que corresponde al cumplimiento para pago por horas de servicio profesional de actuariado por 5 horas de agosto 2020, realizado por el Asesor Externo de Actuarial, MSC. Raúl Hernández González, correspondiente al Contrato N.º 002120, a saber:
 “Para su conocimiento y fines consiguientes para el pago, se adjunta la información de los productos o servicios brindados por el Asesor Externo Actuarial, MSC. Raúl Hernández González, mediante las horas profesionales del mes de agosto de 2020, según lo dispuesto en el Contrato N.º 002120, "Contrato para el servicio de un Asesor Externo Actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial", cláusula segunda, Línea N°1.

[image: ]


 

Conclusión 

Revisado los productos o servicios brindados por el Asesor Externo Actuarial, MSC. Raúl Hernández González, al mes de agosto de 2020, se indica que este se encuentra en lo definido en la cláusula segunda, Línea N°1 del contrato N.º 002120, por lo que se recibe a satisfacción las horas brindadas con la Factura N.º 00100001010000000114. Es importante indicar que el Acta de Pago ya fue generada por el Proceso de Riesgos con el número Acta 2020-AD-007909 y se encuentra en estado pendiente de aprobación.
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Por unanimidad, se acordó: Tener por rendido el correo electrónico de 30 de setiembre de 2020, suscrito por el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe del Proceso de Riesgos, en el que comunica el oficio N° 669-FC-2020, que corresponde al cumplimiento para pago por horas de servicio profesional de actuariado por 5 horas de agosto 2020, realizado por el Asesor Externo de Actuarial, MSC. Raúl Hernández González, correspondiente al Contrato N.º 002120. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc53074327]ARTÍCULO XX 
Documento N° 932-20

	El Consejo Superior, en sesión N° 1-19 celebrada el 8 de enero de 2019, artículo XLI, tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:
“De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, se acordó: 1) Tomar nota del informe presentado por la licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Manuel Sequeira Sequeira, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana y Jefe Administrativo, en oficio 5739-AP-2018 de 14 de diciembre de 2018, referente al cumplimiento de uno de los requisitos para optar por el beneficio de jubilación del servidor Ronald Nicolás Alvarado, Juez Coordinador del Tribunal de Puntarenas. 2.) Comunicar al servidor Nicolás Alvarado que el detalle del monto de la jubilación le será proporcionado por la Dirección de Gestión Humana, conforme lo dispuesto por este Órgano en sesión Nº 02-13 del 10 de enero de 2013, artículo LXXX.

El integrante Hernández Alfaro salva el voto, en tanto estima que no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene las competencias para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en vista del contenido del transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, donde se señala un plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018, sin que se previera una extensión de ese plazo; así como que el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo y que dicha Corte no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica del transitorio de cita.”
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	El licenciado Ronald Nicolás Alvarado, Juez Coordinador del Tribunal de Puntarenas, en correo electrónico de 5 de octubre de 2020, remitió lo siguiente:
“En razón de que mi derecho jubilatorio ya había sido aprobado en sesión N° 1-2019 celebrada el 08 de enero del 2019, 
ARTÍCULO XLI, que dispuso lo siguiente:
"De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, se acordó: 1) Tomar nota del informe presentado por la licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Manuel Sequeira Sequeira, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana y Jefe Administrativo, en oficio 5739-AP-2018 de 14 de diciembre de 2018, referente al cumplimiento de uno de los requisitos para optar por el beneficio de jubilación del servidor Ronald Nicolás Alvarado, Juez Coordinador del Tribunal de Puntarenas. 2.) Comunicar al servidor Nicolás Alvarado que el detalle del monto de la jubilación le será proporcionado por la Dirección de Gestión Humana, conforme lo dispuesto por este Órgano en sesión Nº 02-13 del 10 de enero de 2013, artículo LXXX."
En razón de lo anterior me permito comunicar que es mi deseo acogerme y hacer efectiva mi jubilación a partir del día 21 de noviembre de 2020, agradeciendo a esta honorable y querida institución todas las enseñanzas y experiencias vividas.-”
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En razón de lo indicado por el licenciado Ronald Nicolás Alvarado, Juez Coordinador del Tribunal de Puntarenas, en correo electrónico de 5 de octubre de 2020, referente a la fecha de rige su jubilación, se acordó por unanimidad: 1.) Trasladar a la Dirección de Gestión Humana la gestión supra, a efectos, de que realice los cálculos de jubilación respectivos para aprobación de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante.
[bookmark: _Toc53074329]ARTÍCULO XXI 
Documento N° 913-20

	El Consejo Superior en sesión N° 52-19 celebrada el 7 de junio de 2019, artículo LXV, tuvo por recibido el informe elaborado por la máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Maureen Siles Mata y Rosibel Brenes Alvarado, por su orden, Directora y Subdirectora interinas de Gestión Humana, Jefa de Administración Salarial y Coordinadora de la Unidad de Pago de esa Dirección. Asimismo, se autorizó el pago de ¢1.074.057,33 (un millón setenta y cuatro mil cincuenta y siete colones con treinta y tres céntimos), por concepto de disponibilidad a favor del licenciado Ronald Calvo Coto. 
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	La licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-3710-2020 de 24 de setiembre de 2020, remitieron lo siguiente: 
[bookmark: x__Toc10482710]“Esta Dirección en fecha 24 de julio de 2020, recibió correo electrónico suscrito por el señor Ronald Calvo Coto, jubilado judicial desde 01 de febrero de 2019; en el cual remite acuerdo del Consejo Superior de la sesión N° 52-19 celebrada el 07 de junio del 2019, Artículo LXV en donde se aprueba lo siguiente:

…”2.) Autorizar el pago de ¢1.074.057,33 (un millón setenta y cuatro mil cincuenta y siete colones con treinta y tres céntimos), por concepto de disponibilidad a favor del licenciado Ronald Calvo Coto…”

Asimismo, el señor Calvo Coto solicita en su correo lo siguiente:

“…De conformidad con lo resuelto por el Órgano Superior solicito se proceda al reajuste en el monto de la jubilación concedida, toda vez que a la fecha y ante consulta realizada, no se han implementado los alcances del acuerdo…”

En acatamiento a lo dispuesto por el Consejo Superior, el Subproceso Administración Salarial procedió a realizar el pago correspondiente al componente de disponibilidad que se le dejó de cancelar a don Ronald, durante el periodo que estuvo suspendido o con permiso con goce de salario; dicho periodo fue del 23 de marzo de 2017 al 30 de enero de 2019.

Sobre la solicitud de reajuste, es importante que la Junta Administradora del Fondo tenga en conocimiento, que en este caso es procedente el recálculo del monto de jubilación, por cuanto al jubilado se le cancelan posterior al rige de su beneficio, rubros que mantenía pendientes y que una vez liquidados por el Subproceso de Salarios, afectan los salarios considerados para el establecimiento del monto de jubilación inicial, hecho que genera el recalculo indicado.

Por lo anterior y conforme a la solicitud planteada por señor Calvo Coto y al encontrarse ya canceladas las sumas adeudadas, la Unidad de Jubilaciones y Pensiones procedió a realizar el recálculo del beneficio de jubilación para determinar el nuevo monto del beneficio, esto a partir del 01 de febrero de 2019, estableciéndose que el nuevo monto de jubilación del señor Ronald Calvo Coto es de (…) mensuales en bruto.
 
Es importante señalar que, al monto indicado en el párrafo se le debe realizar los incrementos por costo de vida, esto conforme a los porcentajes decretados para segundo semestre 2019 y el primer semestre de 2020.

Lo anterior se hace del conocimiento de la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para la aprobación respectiva del recálculo de jubilación N°071CJ-2020.


Con toda consideración,”
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[bookmark: _Toc53074331]Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por presentado el oficio N° PJ-DGH-AP-3710-2020 de 24 de setiembre de 2020, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Aprobar el recálculo de jubilación N°071CJ-2020, a favor del señor Ronald Calvo Coto, a partir del 01 de febrero de 2019, estableciéndose que el nuevo monto de jubilación es de (…) mensuales en bruto.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXII 
Documento N° 933-20

[bookmark: _Toc47033648]En sesión N° 26-2020 celebrada el 03 de agosto del 2020, artículo XVI, se tuvo por rendido el informe Nº DJ-AJ-C-436-2020, presentado por la Dirección Jurídica y se acogió, por lo que debería la Dirección de Gestión Humana, realizar los cálculos de jubilación del señor Julián Alvarado Aguilar, con base en la fórmula establecida en el artículo 226 de la Ley Orgánica 7333 y remitir el informe correspondiente a esta Junta Administradora.
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	La licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-3717-2020 de 25 de setiembre de 2020, indicaron lo siguiente:
“Esta Dirección en fecha 19 de agosto de 2020 recibió el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 26-2020 celebrada el 03 de agosto del 2020, articulo XVI. Donde se acordó: 

…1) Tener por rendido el informe Nº DJ-AJ-C-436-2020, presentado por la Dirección Jurídica y acogerlo, por lo que deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los cálculos de jubilación del señor Julián Alvarado Aguilar, con base en la fórmula establecida en el artículo 226 de la Ley Orgánica 7333 y remitir el informe correspondiente a esta Junta Administradora…

En acatamiento a lo dispuesto en el acuerdo anterior, se procedió a la determinación de la nueva suma mensual del monto de jubilación del actor, de acuerdo con lo que estipula la Ley 7333 para los casos de incapacidad absoluta y permanente, esto a partir del 26 de setiembre de 2019, fecha en que el señor Alvarado Aguilar fue separado, por ser catalogado como Inválido por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez. Así las cosas, el nuevo monto de jubilación se establece en (…) mensuales en bruto. 

Es importante indicar que al monto anterior, le corresponde el reajuste por concepto de variación de costo de vida, esto conforme al porcentaje decretado para el primer semestre de 2020. Quedando el monto de jubilación actualizado en (…) mensuales en bruto a partir del 01 de enero 2020. 

Cabe señalar que los reajustes realizados al señor Julián Alvarado Aguilar, fueron cancelados en la primera quincena de septiembre del año en curso. 

Lo anterior se hace para el conocimiento de la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”

- 0 -

[bookmark: _Toc53074334]Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por presentado el oficio N° PJ-DGH-AP-3717-2020 de 25 de setiembre de 2020, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, en el que se indica que el nuevo monto de jubilación del señor Julián Alvarado Aguilar se establece en (…) mensuales en bruto a partir del 26 de setiembre de 2019 y (…) mensuales en bruto a partir del 01 de enero 2020. 2.) Tomar nota que los reajustes realizados al señor Julián Alvarado Aguilar, fueron cancelados en la primera quincena de septiembre del año 2020. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXIII 
Documento N° 931-20

	La licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-3745-2020 de 27 de setiembre de 2020, remitieron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk2502170][bookmark: _Hlk52266190][bookmark: _Hlk52455709]“Para los efectos de su conocimiento, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Consuelo Alfaro Chavarría, en calidad de esposa del jubilado judicial fallecido Jorge Berrocal Arquín, cuyo deceso acaeció el 05 de marzo de 2020.

1. Origen.
[bookmark: _Hlk52266392]Esta Dirección en fecha 11 de marzo de 2020, recibió la gestión de la señora Consuelo Alfaro Chavarría, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de don Jorge.

Consecuentemente, en fecha 17 de marzo de 2020 se remitió el oficio N° PJ-DGH-AP-1184-2020 dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica de la petente.

1. Valoración socioeconómica practicada. 

Mediante informe 20-795-160-TS, el licenciado Thelmo Flores León, Trabajador Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, analizó las condiciones socioeconómicas de la señora Alfaro Chavarría.

El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por la Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:

(Datos)

1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

(Datos)

1. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

 “Artículo 229- 
El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 


1. Conclusiones.

1. El informe socioeconómico que se le practicó a la señora Consuelo Alfaro Chavarría evidencia que las obligaciones financieras del núcleo familiar eran compartidas por ella y por don Jorge, razón por la cual se puede establecer en el tema económico una codependencia entre ella y su esposo.

1. A pesar de que doña Consuelo cuenta con un ingreso mensual producto de su labor como docente en la Universidad Nacional de Costa Rica, ha tenido que asumir una actitud más austera ante los gastos, lo que le ha limitado el acceso a bienes y servicios.

1. Un dato importante de reseñar es que la señora Alfaro Chavarría efectivamente devenga un ingreso en razón de su trabajo como docente, no obstante, la condición de su nombramiento como interina, no le brinda la estabilidad plena que asegure su manutención así como la de su hijo.

1. Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional y al Régimen de Pensiones de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, la señora Alfaro Chavarría no es beneficiaria de ninguno de los dos regímenes mencionados, porque no percibe recursos de estas fuentes. 

1. El estudio socioeconómico muestra que ciertamente la situación económica de doña Consuelo se ha visto impactada con el fallecimiento de don Jorge, toda vez que ella ha tenido que asumir los gastos que en su momento asumía su difunto esposo, entre ellos, préstamos y los estudios de su hijo quien, a pesar de ser mayor de edad, se encuentra cursando estudios Universitarios y aún no se incorpora al mercado laboral. 

1. Datos de interés.

· [bookmark: _Hlk52455984]De la revisión del maestro de jubilados, se establece que el señor Jorge Berrocal Arquín percibía al momento de su deceso la suma en bruto de (valor) mensuales de jubilación.

· Conforme a la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones, el porcentaje máximo que le correspondería a la señora Consuelo Alfaro Chavarría sería del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el jubilado Jorge Berrocal Arquín, el cual equivaldría a (valor) mensuales. 

· En cuanto a la presentación de la solicitud de pensión, la gestión se recibe en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones el 11 de marzo 2020; un total de 6 días naturales posteriores al fallecimiento del jubilado Berrocal Arquín. Lo anterior para que se sirva ser valorado por la Junta Administradora del Fondo, para que, en caso de aprobarse el beneficio, se considere en el establecimiento de la fecha de rige del mismo.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.


Con toda consideración,”

(Documento)
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Una vez analizadas la solicitud de pensión incoada por la señora Consuelo Alfaro Chavarría, en calidad de esposa del jubilado judicial fallecido Jorge Berrocal Arquín, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe N° PJ-DGH-AP-3745-2020 de 27 de setiembre de 2020, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Consuelo Alfaro Chavarría, cuya asignación mensual será equivalente al 80 % del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 6 de marzo de 2020.

Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Macroproceso Financiero Contable. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc53074336]ARTÍCULO XXIV 
Documento N° 919-20

[bookmark: _Toc53074338]	El máster Miguel Ovares Chavarría y las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe de Macroproceso Financiero Contable, Jefa del Proceso de Tesorería y Jefa del Subproceso Egresos, en oficio N° 1324-TE-2020 de 29 de setiembre de 2020, remitieron lo siguiente:

“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión de la joven Karina Hidalgo Rodríguez, número de cédula 01-1749-0375, en forma atenta se indica:

· Que el 22 de septiembre de 2020 la pensionada estudiante Hidalgo Rodríguez cumpliendo con las fechas establecidas para la presentación de documentos de estudio, remitió a esta oficina vía correo electrónico la información de las calificaciones del II cuatrimestre 2020 y la matrícula del III cuatrimestre 2020.

· Que esta oficina una vez verificada la información presentada por la joven Hidalgo Rodríguez, determina que de las 2 materias cursadas en el II cuatrimestre 2020 una fue reprobada. La misma indicó en el correo electrónico lo siguiente:

[…] “como les comenté el cuatri pasado matriculé 2 materias pero llevé únicamente una materia pero la segunda no me la pudieron congelar así que sale como reprobada pero no la llevé por el costo que se me hizo en la clase, gracias.”[…].

· Que el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobado por la Junta Administradora, en el artículo N° 26, para lo que interesa señala: 

“[…] deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en un centro de estudios y que obtienen buenos rendimientos en las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión.

En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo.” (subrayado no es del original)

· Que lo anterior dejaría sin efecto el criterio vertido por la Dirección Jurídica en el oficio N° DJ-AJ-3787-2018, el cual para lo que interesa señala:

“[…] se concluye que a partir de la entrada en vigencia de la reforma, es decir, del 22 de mayo del 2018 (fecha de la publicación), en el caso de las hijas y los hijos mayores de 18 y menores de 25 años que realizan estudios, no se puede exigir como requisito para el pago de la pensión por orfandad, que las personas obtengan buenos rendimientos. De manera que, únicamente deberá acreditarse la edad y las constancias de que se encuentran matriculados realizando estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.”

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibe la joven Karina Hidalgo Rodríguez es por la suma de (Valor).

[bookmark: _Hlk51693260]Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que si a bien lo estima, se indique si se debe suspender el beneficio de pensión de la joven Hidalgo Rodríguez y a partir de qué fecha, en virtud de que reprobó una de las dos materias matriculadas en el II cuatrimestre de 2020.”
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[bookmark: _Toc53074339]Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por presentado el oficio N° 1324-TE-2020 de 29 de setiembre de 2020 , suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe de Macroproceso Financiero Contable, Jefa del Proceso de Tesorería y Jefa del Subproceso Egresos. 2.) Hacer de conocimiento del Macroproceso Financiero Contable que en razón que la pensionada estudiante con nota de fecha 8 de setiembre de 2020, conocida por esta Junta Administradora en sesión N° 31-2020, del 21 de setiembre de 2020, informó sobre la situación de la materia y siendo que aprobó una de las dos materias matriculadas, esta Junta Administradora acuerda mantener el beneficio de pensión a la joven Karina Hidalgo Rodríguez. 3.) Hacer una instancia a la joven Hidalgo Rodríguez, para que se mantenga estudiando y obtenga buenos rendimientos, para lo cual se dará el seguimiento respectivo, con fundamento en el inciso f) del artículo 242, que indica: “La Junta Administradora emitirá un reglamento general del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (Supén), y contemplará necesariamente lo siguiente: … f) Todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo (el subrayado no es del original). Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXV 
Documento N° 923-20

El máster Miguel Ovares Chavarría y las máster Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe de Macroproceso Financiero Contable, Jefa del Proceso de Tesorería y Jefa del Subproceso Egresos, en oficio N° 1323-TE-2020 de 30 de setiembre de 2020, remitieron lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión del joven Luis Alejandro Víctor Vásquez, número de cédula 02-0442-0740, en forma atenta se indica:

· Que el 28 de septiembre de 2020 el pensionado estudiante Víctor Vásquez cumpliendo con las fechas establecidas para la presentación de documentos de estudio, remitió a esta oficina vía correo electrónico la información de la matrícula del III cuatrimestre 2020 y el documento en el que se refleja el retiro del curso matriculado en el II cuatrimestre 2020.

· Que esta oficina una vez verificada la información presentada por el joven Luis Víctor Vásquez, determina que se retiró la única materia matriculada en el II cuatrimestre de 2020, por lo que, se le consulta vía correo electrónico si efectivamente no realizó estudios en dicho período, a lo que respondió lo siguiente:

[…] “El segundo cuatrimestre del 2020 sólo matricule una materia, la cual después de 1 clase se me informo que iba a ser cerrada por falta de estudiantes. Es la que tengo matriculada actualmente para el III cuatrimestre del 2020.”[…].

· Que el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobado por la Junta Administradora, en el artículo N° 26, para lo que interesa señala: 

“[…] deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en un centro de estudios y que obtienen buenos rendimientos en las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión.

En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo.” (subrayado no es del original)

· Que lo anterior dejaría sin efecto el criterio vertido por la Dirección Jurídica en el oficio N° DJ-AJ-3787-2018, el cual para lo que interesa señala:
“[…] se concluye que a partir de la entrada en vigencia de la reforma, es decir, del 22 de mayo del 2018 (fecha de la publicación), en el caso de las hijas y los hijos mayores de 18 y menores de 25 años que realizan estudios, no se puede exigir como requisito para el pago de la pensión por orfandad, que las personas obtengan buenos rendimientos. De manera que, únicamente deberá acreditarse la edad y las constancias de que se encuentran matriculados realizando estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.”

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibe el joven Luis Alejandro Víctor Vásquez es por la suma de (Valor).

Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que si a bien lo estima, se indique si procede efectuar la cuenta por cobrar por el período correspondiente al II cuatrimestre 2020 (del 01 de junio 2020 al 06 de setiembre de 2020, según documento de matrícula adjunto), debido a que el pensionado estudiante retiró la materia matriculada el 30 de junio de 2020 (véase documento adjunto) y lo informó a esta oficina hasta el día 28 de setiembre de 2020.”
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[bookmark: _Toc53074342]De conformidad con lo que establece el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobado esta Junta Administradora, en el artículo N° 26, por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por presentado el oficio N° 1323-TE-2020 de 30 de setiembre de 2020, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe de Macroproceso Financiero Contable, Jefa del Proceso de Tesorería y Jefa del Subproceso Egresos. 2.) De conformidad con el principio pro-fondo y con el fin de propiciar el buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y siendo que el joven Víctor Vásquez no informó a esta Junta Administradora el retiro de la materia matriculada el 30 de junio de 2020 y lo informó al Macroproceso Financiero Contable hasta el día 28 de setiembre de 2020, por lo cual se desprende que durante ese periodo no estuvo matriculado en un centro de estudio de conformidad con el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, proceda el Macroproceso Financiero Contable a efectuar la cuenta por cobrar por el período correspondiente al II cuatrimestre de 2020. 

El Macroproceso Financiero Contable tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVI 
Documento N° 541-20 / 924-20

En sesión N° 31-2020 celebrada el 21 de setiembre del 2020, artículo XLII, se acordó por unanimidad tomar nota del reporte de personas Trabajadoras Incapacitadas, remitido mediante correo electrónico de 1 de setiembre de 2020. Asimismo, se remitió el presente acuerdo al Macroproceso Financiero Contable para que realice las gestiones con la Caja Costarricense de Seguro Social, con el fin de determinar la procedencia del envío del archivo, dado que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones no tiene empleados activos y por ende no existen personas con estado de incapacidad. Asimismo, informe a esta Junta lo que corresponda. 
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Mediante cuenta de correo electrónico grppredin@ccss.sa.cr denominada “Reporte de Trabajadores Incapacitados” de 1 de octubre de 2020, se remitió archivo electrónico que contiene el Reporte de Trabajadores Incapacitados de esta representación.
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tomar nota del reporte de personas Trabajadoras Incapacitadas, remitido mediante correo electrónico de 1 de octubre de 2020. 2.) Se deja constancia de que esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones mediante sesión N° 31-2020 celebrada el 21 de setiembre del 2020, artículo XLII, remitió el presente acuerdo al Macroproceso Financiero Contable para que realice las gestiones con la Caja Costarricense de Seguro Social, con el fin de determinar la procedencia del envío del archivo, dado que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones no tiene empleados activos y por ende no existen personas con estado de incapacidad. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Hlk53998735]ARTÍCULO XXVII
Documento N° 992-2020

El integrante Arnoldo Hernández Solano manifiesta que con la finalidad de que las personas funcionarias judiciales e interesados tengan una amplia gama de opciones en cuanto a gestionar créditos con el dinero del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de los lineamientos establecidos en el “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del Estado, Cooperativas, Cajas de Ahorro, Asociaciones y Sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al Poder Judicial”, se promuevan acercamientos con diferentes bancos para posibles operaciones crediticias, por lo anterior se acuerda por unanimidad: Acoger la recomendación manifestada por el integrante Hernández Solano, en consecuencia, delegar al integrante presidente, Carlos Montero Zúñiga y al MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de esta Junta, para los trámites correspondientes.
[bookmark: _Hlk53983628][bookmark: _Hlk53998759]ARTÍCULO XXVIII
Documento N° 993-2020

El integrante Arnoldo Hernández Solano manifiesta que revisando la hoja de ruta remitida por el máster Raúl Hernández González, Actuario Matemático, referente al estudio actuarial para el 2020, se determina que está pendiente los estados de cuenta individualizados para cumplir con la normativa de la Superintendencia de Pensiones, el cual debería estar a diciembre del presente año, por lo anterior, se acuerda por unanimidad: Solicitar a la Superintendencia de Pensiones, aclare cuáles son los requerimientos que debe cumplir el estado de cuenta individual que debe remitirse a las personas jubiladas y pensionadas, considerando la naturaleza del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y para que esta Junta tenga todos los elementos para determinar lo que corresponda. 
[bookmark: _Hlk53998780]ARTÍCULO XXIX
Documento N° 994-2020

El integrante Mauricio Villalta Fallas expone la necesidad de que la Superintendencia de Pensiones valore la posibilidad de que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tenga un tratamiento de escenario abierto, como otros regímenes del país, considerando como ejemplo el I. V. M, por lo anterior, se acuerda por unanimidad: Solicitar al máster Raúl Hernández González, Actuario Matemático, que realice un criterio técnico valorando las particularidades de nuestro fondo de jubilaciones y pensiones, tomando en consideración que pertenece a un Poder de la República en donde la cantidad de personas afiliadas no disminuirá con el paso del tiempo, lo anterior para valorar la posibilidad de plantear una gestión formal ante la Superintendencia de Pensiones.
[bookmark: _Hlk53614715]ARTÍCULO XXX 
Documento N° 975-2020

Mediante oficio N° SP-1253-2020 del 8 de octubre de 2020, el licenciado José Ezequiel Arias González, Jefe del Área de Comunicación y Servicios de la Superintendencia de Pensiones, remitió la siguiente gestión:
“De conformidad con lo establecido en el Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias (Decreto N° 38292-H), seguidamente le comunico el monto de Ajuste al Cobro Final del 2019, por concepto de servicios de supervisión al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:  

	Monto por cobrar en el 2019
	Monto cancelado en el 2019 1/
	Diferencia

	¢ 16.611.976
	¢ 16.337.356
	¢ 274.620



1/ Este monto considera los cobros efectuados de enero a noviembre de 2019 y el cobro final de 2019. 
 
En línea con lo anterior, el monto le será debitado el 22 de octubre de 2020 de la cuenta IBAN autorizada, para lo cual se requiere que los recursos estén disponibles ese día a más tardar a las 3:00 p. m. 

(…)”
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Se acordó por unanimidad: Tener por recibido el oficio N° SP-1253-2020, remitido por el licenciado José Ezequiel Arias González, Jefe del Área de Comunicación y Servicios de la Superintendencia de Pensiones, mediante el cual comunica el monto de la liquidación del Canon de Supervisión de la SUPEN para el periodo 2019 y aprobar el pago del ajuste por la suma de ₵274,620.00. El Macroproceso Financiero Contable tomará nota para que a la fecha en que solicita la Superintendencia de Pensiones, se tengan los recursos en la cuenta corriente de esta Junta Administradora, para el débito respectivo y los registros correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Hlk53614729]ARTÍCULO XXXI
Documento N° 977-2020
El director propietario MBA. Miguel Ovares Chavarría, se mantiene laborando para la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial como Jefe del Departamento Financiero Contable. 
Al respecto, es de vital importancia destacar que el Sr. Ovares posee su plaza en propiedad como Jefe del Proceso de Tesorería en dicho Departamento, situación conocida por la Comisión de Nombramientos de la Corte Plena y por la propia Superintendencia de Pensiones al momento de su elección como candidato a conformar la Junta Administradora del FJPPJ, en alineamiento con las condiciones establecidas por la propia LOPJ .
Dada la importante relación que posee el Macroproceso Financiero Contable en la ejecución de labores operativas diarias relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como con las actividades que a la fecha efectúa la propia Junta Administradora, se visualiza un posible conflicto de intereses al estar involucrado en la operativa diaria de este Departamento y a su vez participar como director propietario en la Junta Administradora.
Con el fin de minimizar la probabilidad de ocurrencia de conflictos de intereses en el desarrollo diario de sus funciones, se estima que el Sr. Ovares posee las siguientes líneas de acción:
· Renuncia a su puesto como director titular de la Junta Administradora.
· Nombramiento en un área distinta dentro de la estructura del Poder Judicial, que no tenga relación directa con el accionar del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
· Delegación y autorización a las Jefaturas de Proceso del Macroproceso Financiero Contable, para el desarrollo directo de actividades relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
· Inhibitoria permanente de conocer en sesión de Junta Administradora, cualquier asunto relacionado con el accionar del Macroproceso Financiero Contable.
Por lo anterior y con la finalidad de prevenir algún posible conflicto interés, se acuerda por unanimidad: Solicitar a la Superintendencia de Pensiones, que valore el caso del máster Ovares Chavarría y emita un criterio en cuanto si existen conflictos de intereses, tomando en consideración las funciones que realiza en el Departamento Financiero Contable en relación con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
ARTÍCULO XXXII
Documento N° 976-2020
La licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, remitió resolución N° SP-R-2009-2020 de las diez horas del día cinco de octubre de 2020, que literalmente dice:
“(…)
CONSIDERANDO:

1. Mediante el acuerdo SP-A-228-2020 de las diez horas del día dieciocho de setiembre de 2020, se modificó el Acuerdo SP-A-133 de las quince horas del día 11 de setiembre del 2009, Disposiciones sobre el servicio de actas electrónicas de los Comités de Inversiones y Riesgos de las Entidades Supervisadas.

2. En el inciso h) del artículo 2 del acuerdo SP-A-133 antes citado, indica que: “Las actas deberán ser firmadas por el presidente y secretario debidamente facultados o designados para tales efectos, así como por todos aquellos miembros o integrantes de los órganos de dirección o de los comités que hayan participado en la sesión, mediante el uso de un certificado de firma digital, según lo dispuesto en la legislación vigente”.

3. Producto de consultas y sugerencias recibidas por la Superintendencia de Pensiones por parte de las entidades reguladas, una vez concluido el período de consulta correspondiente a la emisión del acuerdo SP-A-228-2020 de las diez horas del día dieciocho de setiembre de 2020, se han determinado oportunidades de mejora a las disposiciones dictadas. Particularmente, se planteó: (i) la solicitud para que el plazo de diez días hábiles, establecido en el artículo 5, se amplíe a quince días hábiles, atendiendo al hecho de que algunos de los órganos de dirección se reúnen periódicamente cada semana, declarando la firmeza de los acuerdos, salvo estipulación en contrario, la sesión siguiente, situación que hace que el plazo máximo establecido de diez días para cumplir con todas las actividades que señala dicha norma, resulte muy ajustado; (ii) modificar la entrada en vigencia de las disposiciones para que, en vez de que entren en vigor el día dos de noviembre de 2020, sea a partir del próximo mes de enero de 2021, de manera que las entidades cuenten con la holgura suficiente para implementar los cambios tecnológicos requeridos, el desarrollo de otros proyectos en curso y, al mismo tiempo, desarrollar su operativa cotidiana; (iii) aclarar la aplicación en el tiempo de las normas para el caso de sesiones celebradas antes de la vigencia del acuerdo pero que son firmadas con posterioridad a la misma; (iv) modificar el plazo de conservación de las grabaciones; y, (v) Aclarar, para el caso de los Comités de Auditoría, la aplicación de las normas establecidas en el acuerdo SP-A-228-2020, atrás citado.

POR TANTO:

Primero: Se modifica el inciso h) del artículo 2 del Acuerdo SP-A-133 de las quince horas del día 11 de setiembre del 2009, Disposiciones aplicables a las actas que deben llevar los órganos de dirección y los comités de riesgo y de inversiones de las entidades reguladas, modificado por el Acuerdo SP-A-228-2020 de las diez horas del día dieciocho de setiembre de 2020, para que, en adelante, se lea de la siguiente forma:

“h) Las actas deberán ser firmadas por el presidente y secretario debidamente facultados o designados para tales efectos, mediante el uso de un certificado de firma digital, según lo dispuesto en la legislación vigente.”

Segundo: Se modifica el artículo 5 para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:

“Artículo 5. Plazo

El secretario deberá cumplir con el siguiente flujo temporal para la (i) redacción, (ii) circulación de borradores, (iii) redacción del acta definitiva, (iv) firma del presidente y secretario, (v) la colocación de las actas y documentos en el repositorio o carpeta indicada en el inciso f) del artículo anterior, y la comunicación a la Superintendencia de Pensiones sobre esto último. El cumplimiento de todas estas etapas, desde la redacción del borrador del acta hasta la comunicación a la Superintendencia de Pensiones sobre la colocación definitiva del acta y los documentos conocidos o discutidos en la respectiva sesión en la carpeta o repositorio, no podrá exceder de diez días hábiles (10) días hábiles, a partir del día siguiente al de la celebración de la correspondiente sesión del Comité de Inversiones y el Comité de Riesgos. Tratándose de los Órganos de Dirección, este plazo será de quince (15) días hábiles.”

Tercero: Se modifica el inciso e) del artículo 7, para que se lea de la siguiente forma:
 
“ e.	Conservar las grabaciones de las sesiones, las actas, y los documentos e informes conocidos y discutidos por los órganos de dirección y los comités, durante el plazo establecido en este acuerdo.”.

Cuarto: Se modifica el artículo 9 para que se lea de la siguiente forma:

“Artículo 9. Plazo de conservación de las actas y documentos

Deberán conservarse por un plazo no menor a diez años las actas electrónicas anteriores a la fecha de entrada en vigencia de este acuerdo; las que se lleven de conformidad con estas disposiciones; y los documentos e informes conocidos y discutidos por los órganos de dirección y los comités. Las grabaciones de las sesiones deberán conservarse por un plazo no menor a cinco años.”

Quinto: Se agrega un artículo 10 al acuerdo que se leerá de la siguiente forma:

“Artículo 10. Actas de otros comités

Las entidades reguladas, de forma potestativa, podrán aplicar estas disposiciones a las sesiones y actas de los Comités de Auditoría y demás comités que la entidad estime pertinentes.”

Sexto: Se agrega una disposición transitoria, después del Artículo10. Actas de los Comités de Auditoría, que se leerá de la siguiente forma: 

“Transitorio: Las actas y las correspondientes sesiones de los Órganos de dirección y de los Comités de riesgo y de inversiones de las entidades reguladas, se regirán de acuerdo a la regulación vigente a la fecha en que se hayan celebrado.” 

Sétimo: Se modifica el acápite II. Vigencia, para que se lea de la siguiente forma:

“Rige a partir del 04 de enero de 2021.”

- 0 -

Se acuerda por unanimidad: 1.) Tener por recibida la resolución N° SP-R-2009-2020 de las diez horas del día cinco de octubre de 2020, emitida por la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, referente a la modificación del Acuerdo SP-A-133 de las quince horas del día 11 de setiembre del 2009, Disposiciones sobre el servicio de actas electrónicas de los Comités de Inversiones y Riesgos de las Entidades Supervisadas. 2.) Se toma nota de que las disposiciones emitidas en la resolución N° SP-R-2009-2020 de las diez horas del día cinco de octubre de 2020, regirán a partir del 4 de enero de 2021.
---o0o---
A las doce horas con cincuenta y siete minutos terminó la sesión.
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INTRODUCCIÓN

NECESIDAD DE CONTAR CON UN INSTRUMENTO DE PROGRAMACIÓN Y MEDICIÓN DE LOS PROYECTOS Y ACTIVIDADES DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES QUINQUENAL EN E DESARROLLO ESTRATÉGICO DEL FONDO.





MISIÓN, VISIÓN, VALORES

 

  Misión propuesta: Garantizar los pagos de los derechos jubilatorios y pensiones, gestionando los distintos procesos de manera eficiente, logrando la mayor rentabilidad posible dados los niveles de riesgo.



Visión Propuesta: Lograr la solvencia actuarial del fondo tanto en el escenario abierto como EN EL ESCENARIO cerrado.

 

 Valores Propuestos: Compromiso, Iniciativa, Responsabilidad, Honradez y Transparencia.



 Propósito Estratégico: Lograr el 100% en escenario abierto y 90% en cerrado.





FODA ANTERIOR







FODA ACTUALIZADO

FORTALEZAS

Experiencia y Conocimiento de la Junta Directiva.

Experiencia y Compromiso del personal de apoyo de los Comités y de los Equipos de Inversiones y Riesgos.

Marco Desarrollado Normativo sólido.



OPORTUNIDADES:

Vencimiento de TUDES y la reinversión en otros títulos permitirá mejor rendimiento del portafolio.

Capacitación continua.



AMENAZAS:

Cambios de normativa de SUPEN eventuales.

Cambios en leyes que afecten el fondo.

Entorno macroeconómico actual.

DEBILIDADES:

Escenario Cerrado deficitario y Abierto apenas solvente.

Incertidumbre sobre el grado de autonomía adicional a la funcional (de gobierno, presupuestaria y administrativa) del Fondo del Poder Judicial

No hay una estructura administrativa dependiente de la Junta.

Se está en el proceso de adaptación a SUPEN, por lo que, todavía falta normativa para implementarse.

Falta desarrollo en Comunicación con Gremios y al Público.

Falta desarrollo en TI.









MAPA ESTRATÉGICO







MAPA ESTRATÉGICO

Eje Estratégico Financiero: Maximización del Rendimiento dado el Nivel de Riesgo

Lograr el equilibrio actuarial tanto en escenario abierto como cerrado.

Diversificar el portafolio de inversiones

Hacer factible las inversiones en mercados internacionales.

Generar préstamos a entidades autorizadas.





 Eje Estratégico de Mercadeo y Comunicación: Realizar una comunicación efectiva

Comunicar periódicamente los resultados del Fondo a los Gremios y al Público

Elaborar un protocolo para manejo de noticias no positivas generadas por prensa e instituciones gubernamentales.

Imagen Corporativa: Realizar el libro de marca.





MAPA ESTRATÉGICO



 Eje Estratégico Tecnológico: Desarrollar la estructura tecnológica óptima

Desarrollar del Plan Tecnológico.

Elaborar e implementar el marco de gestión tecnológica.

Implementar las mejoras en la página web.

Digitalizar, incluir y unificar la información de los expedientes de las personas servidoras judiciales en sistemas informáticos para el cálculo de jubilaciones.

Dotar al sistema de generación de reportes para consultar el progreso en el cumplimiento de requisitos (tiempo servido, edad, históricos).













Eje Estratégico de Procesos: Implementar procesos eficaces y eficientes.

Establecer la estructura administrativa:

De corto y largo plazo, capaz de soportar el funcionamiento del Fondo y la regulación de SUPEN.

Elaborar los manuales de puesto.

Definir la Política de Compensación Salarial.

Elaborar el programa de capacitación multi nivel (miembros propietarios y suplentes de la Junta Administradora, Comités y Equipo Administrativo)

Analizar y adquirir la infraestructura física y equipo necesario.

Finalizar la aprobación de Políticas y Reglamentos requeridos por la SUPEN.

Minimizar los tiempos para otorgar las pensiones y jubilaciones. 







Generalidades importantes

Objetivos Primer Año de Labores:

 

1.	Mantener el negocio en marcha.

2.	Avance en la implementación  de normativa SUPEN.

3.	Mejorar el rendimiento de inversiones procurando el equilibrio actuarial.

4.	Elaborar el Plan Estratégico.

5.	Dotar de una estructura administrativa e infraestructura necesaria para el Fondo.

 





conclusiones

Conclusiones:

 

1.	Este es un borrador el cual debe ser analizado y complementado por la Junta Administradora.

2.	Es importante tener el plan estratégico el cual está coincidiendo con la estrega del planeamiento de la estructura administrativa, ambas de forma simultánea darán mayor estabilidad y dirección al funcionamiento del Fondo.





Muchas GRACIAS
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PLAN ESTRATÉGICO DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES 

DEL PODER JUDICIAL



	Introducción	

Con el fin de contar con un instrumento de programación y medición de las actividades, proyectos, gestiones y planes a corto y mediano plazo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial nos permitimos presentar el Plan Estratégico del Fondeo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial realizado por la Comisión de Gobierno Corporativo de la Junta Administradora.





ANTECEDENTES

El Sistema Nacional de Pensiones Costarricense está sostenido sobre la base de cuatro pilares:



1. Pilar 1 Pensión Contributiva Básica: Se conforma de los aportes obligatorios que las personas trabajadoras afiliadas al Sistema nacional de pensiones realizan y es de capitalización colectiva. Los aportes son administrados por los regímenes de capitalización colectiva, como el de Invalidez, Vejez y Muerte IVM, Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Magisterio Nacional y Bomberos.

2. Pilar 2 Pensión Complementaria Obligatoria; Se conforma de los aportes obligatorios que las personas trabajadoras afiliadas al sistema nacional de pensiones realizan y es de capitalización individual. Estos aportes los registra y controla la CCSS y los administra la operadora de pensiones seleccionada por la persona.

3. Pilar 3 Pensión Complementaria Voluntaria: Consiste en realizar un ahorro voluntario con la operadora de la escogencia de la persona trabajadora y busca mejorar su ingreso cuando se pensione.

4. Pilar 4 Pensión No Contributiva: Es una asistencia concedida por la seguridad social a aquellas personas que no han contribuido o cotizado a ningún régimen y cumplen con los requisitos para poder brindársela.





FONDO DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL.



El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es parte del primer pilar, fue constituido el 09 de junio de 1939, en la administración del presidente de la República León Cortés Castro, funcionando desde sus orígenes bajo la tutela de la Corte Plena siguiendo sus propias políticas, reglamentos y formas de operación (por así disponerlo la anterior LOPJ); es hasta la promulgación de la Ley N°. 9544 del 22 de mayo de 2018 que se impone la supervisión directa de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), dotándole de una personería jurídica propia y creando la Junta Administradora del FJPPJ como su Órgano de Dirección. 



Los aportes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial suman un 25.33% desglosados de la siguiente manera: Aporte obrero 11%, Aporte patronal 13.75% y Aporte estatal 0.58%.

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es oficialmente conformada el día 27 de enero del año 2020.

Los principales cambios de la última reforma fueron:

1. La administración del Fondo para del Consejo Superior a una Junta Administradora, Órgano del Poder Judicial que cuenta con personalidad jurídica instrumental. Esta Junta es constituida por 3 representantes de la Corte y 3 representantes del Colectivo Judicial, cuya Presidencia cambia de Sector cada año.

2. La edad de retiro pasa de 50 años a 65 años.

3. La cantidad de años de cotizar pasa de 30 a 35 años.

4. Para ejercer la Jubilación debe darse las condiciones citadas en el 2 y 3 simultáneamente a diferencia de antes que bastaba con uno.

5. El cálculo toma en cuenta los últimos 20 años en lugar de 2 años.

6. Se pasa de un 100% del resultado del cálculo de salarios, al 80% máximo.





RESULTADOS DESPUÉS DE LA REFORMA

1. La situación actual de fondo, si se toma el escenario abierto, presenta un nivel solvencia adecuado y no se requiere realizar ajustes. Una característica de este escenario es que el crecimiento es menor al registrado históricamente, un 1 por ciento. Los resultados muestran un nivel de solvencia del 100% y una prima media sobre salarios de 22%, con un superávit de 965 millones de colones. El nivel de solvencia mejora porque las nuevas generaciones tienen un costo actuarial del 30.95% del salario.  La reserva no alcanza puntos críticos. Bajo estas premisas, la situación financiera y actuarial son satisfactorias. 

2. El escenario base cerrado, que corresponde a lo que la normativa establece con población cerrada, tiene una razón de solvencia del 74% y se requeriría una prima sobre salarios de 51%, lo que generaría un déficit de 736,058 millones de colones. La Reserva sería suficiente para pagar beneficios hasta el año 2050.  Es importante aclarar que este escenario asume que no existe reposición del personal y que los compromisos deben ser asumidos únicamente por los miembros al 31 de diciembre de 2019.  Es claro que los desequilibrios financieros y actuariales existen porque, durante décadas, no se realizaron ajustes.  Bajo este marco normativo, la situación financiera y actuarial requiere ajustes. 

3. Al comparar el presente estudio con el del 2018 desarrollado por PIPCA, hay que indicar que hubo un cambio normativo que sustituyo las tablas de mortalidad.   Este cambio según el cálculo realizado aumento en 52,520 millones de colones el déficit, un 7.55%.    También hay que indicar que para el presente estudio se introdujo el costo de las separaciones (salidas) que representan 37,233 millones de colones (5.23%) y se evidencio el costo del pago patronal a la CCSS del 8.75%; monto muy significativo y no revelado en el estudio anterior.    Otros elementos que incidieron en el cálculo son las desviaciones en la cantidad de derechos jubilatorios (214) y de derechos sucesorios (50) entre lo observado en el 2019 y lo estimado en las proyecciones anteriores.



ANÁLISIS DE INDUSTRIA

La estructura del Sistema Nacional de Pensiones se ha transformado y evolucionado con el tiempo, el II Pilar ha tenido un crecimiento exponencial, en la actualidad es el régimen con mayor peso en el sistema, esto se explica porque está en su etapa de acumulación y existen muchas operadoras complementarias que fomentan la competencia.





Activo del Sistema Nacional de Pensiones 

como porcentaje del PIB, Dic 2019 [image: ]

Datos en billones de colones, Fuente: SUPEN



En el siguiente gráfico podemos observar que el IVM, JUPEMA y Popular Pensiones son los fondos más grandes del país.  

Activo del Sistema Nacional de Pensiones 

como porcentaje del PIB, Dic 2019 
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Datos en billones de colones, Fuente: SUPEN

1- [bookmark: _Toc525300122]Estructura y Gestión de los Principales Fondos de Pensión del I Pilar

El I Pilar del Sistema de Pensiones está conformado por los regímenes básicos de pensión; es el principal recurso que los trabajadores asalariados actualmente percibirán al momento de su jubilación. Es por lo anterior que, cobra especial relevancia el manejo de los fondos que pertenecen a este pilar y esencial considerar en dicha gestión situaciones cómo:

a) La expectativa de vida -longevidad-natalidad-, los costarricenses cada vez viven más y tienen menos hijos.

b) Política interna del país, normativas que pueden entrabar le gestión de los recursos. 

c) Condiciones macroeconómicas, tasas de rentabilidad bajas que no permiten un crecimiento acelerado de los recursos, entre otras, son variables que inciden directamente en los resultados financieros de los fondos de este pilar. 

d) Cambios en la carga tributaria y aportes solidarios a las pensiones vigentes para los regímenes del I Pilar. 

e) Y recientemente, debemos incorporar las afectaciones que está teniendo la emergencia mundial por la pandemia por la enfermedad Covid-19, que está afectando los ingresos de las personas trabajadoras y por ende los aportes que estos efectúan al sistema de pensiones. 



La administración de los fondos del primer pilar no es una tarea sencilla, los gestores de los fondos tienen una responsabilidad muy grande, las inversiones deben realizarse de forma coherente, consistentes con sus políticas de inversión, esperanzas de crecimiento real, metas actuariales, las realidades y expectativas económicas al momento en que se analizan.

En la actualidad los principales fondos de este pilar cuentan con la siguiente cantidad de afiliados:

Detalle de Afiliados y Beneficiarios

		I Pilar



		Fondo

		Cotizantes

		Beneficiarios

		Relación

		Relación



		

		

		

		(personas)

		



		IVM 

		1,280,742

		283,013

		4.53

		22.10%



		JUPEMA

		96,409

		2,561

		37.65

		2.66%



		FJPPJ

		13,529

		4,241

		3.19

		31.35%





Fuente: Elaboración propia con información de SUPEN * Datos a junio 2020.

Importante resaltar del cuadro anterior que el FJPPJ tiene la tasa de relación entre Beneficiaros/Cotizantes más alta de los tres Fondos.

A continuación, se presenta un resumen de los principales indicadores de cada Régimen al corte del I Semestre de 2020, detallando composición de cartera por moneda, plazo y sectores que estructuran cada portafolio. 



[image: ]  Régimen de Invalidez Vejez y Muerte (IVM).

En los últimos años Régimen del IVM pasó de ser el más grande a ser el tercer fondo en importancia a nivel de industria de pensiones y el segundo en cantidad de afiliados con 1.28 millones de cotizantes. A continuación, se muestran algunos resultados de la gestión efectuada, comparando el cierre a diciembre 2019 con junio de 2020, se observa que el portafolio de inversiones experimentó muy pocos cambios: 





Estructura de Portafolio IVM

-diciembre 2019 - junio 2020-

[image: ]

Se mantienen una concentración excesiva en el sector público del 95% de los recursos administrados y mínima participación en sector privado (5%); en cuanto a la composición en moneda esta se mantuvo prácticamente invariable con respecto al año anterior, lo que hace concluir que hace falta una mayor gestión activa en esta cartera. 

La distribución por plazo de los recursos no se observan mayores cambios, pequeñas concentraciones a menos de 1 año (16%) un 75% de los recursos distribuidos en el mediano plazo (1 a 10 años) y apenas un 10% en el largo plazo, siendo que no hay presencia de títulos de participación en fondos inmobiliarios ni mercados extranjeros, hace presumir que los recursos invertidos al largo plazo son títulos de deuda del gobierno central. 

Este comportamiento, que ha sido la constante en los últimos años hace pensar que es necesario un cambio en la gestión de administración de esta cartera, siendo el principal fondo de este pilar por la gran cantidad de aportantes, es necesario aplicar medidas que permitan la sostenibilidad del Régimen y que de un nuevo impulso a este fondo.

Este fondo ha sido el más golpeado durante la situación de pandemia, toda vez que concentra a la mayor cantidad de cotizantes del país y sobre todo a trabajadores del sector privado, sector que se ha visto en la obligación de cesar contratos y variar jornadas, todo esto se traduce en baja en los niveles de ingresos para este régimen, si se compara el cierre de febrero 2020 (antes de la llegada de la pandemia) con junio 2020, perdió cerca de 70 mil cotizantes; es de prever la recuperación de este fondo, pero de una lenta manera a medida que la economía y la enfermedad así lo permita. 



[image: ]

Junta de Pensiones del Magisterio Nacional (JUPEMA) 

El monto de la cartera administrada por JUPEMA es el más grande del sector superando los 2.78 billones de colones, este es un régimen relativamente nuevo, dado que se encuentra en etapa de acumulación de reservas a diferencia de los demás fondos del I Pilar, este fondo se ubica en una situación superavitaria dado que los ingresos superan en gran medida los gastos y la velocidad de crecimiento de la planilla de beneficios es baja, no obstante, se deben ejecutar actividades de control que garanticen la sostenibilidad en el largo plazo y evitar caer en las mismas situaciones que hoy están haciendo cambiar las condiciones de la jubilación.

El Fondo de Jubilaciones del Magisterio mantiene un portafolio dinámico pese al acelerado crecimiento que tiene, la administración del fondo se ha preocupado por tener un equilibrio en sus inversiones en cuanto al plazo. 

El crecimiento de la cartera básicamente se ha invertido en el mediano plazo (entre 1-10 años) donde se ubican el 58% de sus recursos, mantenimiento prácticamente invariable los niveles en el corto plazo, por otro lado, se observa que mantuvo, pero a un menor ritmo que periodos anteriores, el aumento en la posición en moneda extranjera, en 25 puntos base. 



A continuación, los indicadores de la Junta:

-diciembre 2019 - junio 2020-

Estructura de Portafolio JUPEMA
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[image: ]Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ). 

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) es el tercer participante del I pilar tanto por cartera como por cantidad de afiliados, mantiene el octavo lugar a nivel general del sector pensiones por activo administrado con un monto superior a los 588 mil millones de colones, siendo uno de los fondos más antiguos del país. Con la reforma legal efectuada en 2018 se modificaron puntos medulares orientados a dar sostenibilidad al fondo, el crecimiento comienza a notarse a nivel de indicadores, la administración pasó a manos de la Junta Administradora a partir de enero 2020 y tiene grandes retos por delante. 



-diciembre 2019-junio 2020-

Estructura de Portafolio FJPPJ
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Los principales movimientos, a nivel de cartera, durante el 2020 se reflejaron en el sector público, donde se disminuyeron 5 puntos porcentuales, estos recursos fueron traslados al sector privado y la adquisición de participaciones de fondos, en total estos sectores suman 19% de la cartera para el cierre de ese año. Se visualiza adicionalmente un aumento interesante en la duración de la cartera al concentrar mayoría de recursos en el tramo de 1-10 años, donde se ubica cerca del 82% del portafolio de inversión. 

En cuanto a la posición en moneda extranjera, esta se mantiene en crecimiento para el periodo en análisis aumentó poco más de 147 p.b., pasando de un 12.62% a un 14.09%, situación acorde con los movimientos registrados en la cartera. 

Podemos observar un reposicionamiento de instrumentos de largo plazo, en los tramos de “5 a 10 años, instrumentos que por su naturaleza aumentan la duración del portafolio y pero dan estabilidad al rendimiento al poseer cupones relativamente altos. En este periodo es de resaltar las acciones realizadas para diversificar el portafolio en busca de una gestión activa más dinámica.



2- [bookmark: _Toc525300123]Estructura y Gestión de los Principales Fondos de Pensión del II Pilar.



El Régimen Obligatorio de Pensiones tiene su regulación amparada en la “Ley de Protección al Trabajador”, adyacente a dicha ley se encuentran el Reglamento de Apertura y Funcionamiento, el Reglamento de Gestión de Activos, las circulares y oficios emitidos por la Superintendencia de Pensiones. 

El Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROPC) es un régimen de capitalización individual, tiene como fin complementar la pensión básica otorgada por el I pilar; es importante indicar que este régimen está diseñado únicamente para que puedan acceder los trabajadores asalariados; el detalle de los rubros que componen el aporte al ROPC se muestra en la imagen siguiente:

Estructura de Aportes 

Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROPC)  

[image: ]

Fuente: BN Vital

Dado el extenso marco normativo al que están sometidos los administradores de este régimen, los resultados en función a la rentabilidad histórica (desde que inició el régimen hasta la fecha de estudio) son muy estables.

















Rentabilidad Real Histórico

 Régimen Obligatorio de Pensiones

-2019-2020- 

		

		BAC SJ

		BCR

		BN

		CCSS OPC

		POPULAR

		VIDA PLENA



		MES

		Historico

		Historico

		Historico

		Historico

		Historico

		Historico



		Junio 2019

		4.80

		5.08

		5.08

		5.79

		4.74

		5.53



		Julio 2019

		4.78

		5.07

		5.07

		5.75

		4.74

		5.52



		Ago 2019

		4.79

		5.11

		5.10

		5.76

		4.72

		5.54



		Sep 2019

		4.86

		5.16

		5.14

		5.81

		4.81

		5.60



		Oct 2019

		4.91

		5.20

		5.19

		5.86

		4.86

		5.66



		Nov 2019

		4.98

		5.26

		5.25

		5.88

		4.95

		5.73



		Dic 2019

		5.04

		5.31

		5.31

		5.89

		4.99

		5.78



		Enero 2020

		5.09

		5.35

		5.35

		5.92

		5.06

		5.82



		Feb 2020

		5.15

		5.41

		5.41

		5.96

		5.10

		5.87



		Mar 2020

		5.05

		5.36

		5.37

		5.81

		4.86

		5.79



		Abr 2020

		5.02

		5.33

		5.34

		5.83

		4.83

		5.79



		Mayo 2020

		5.01

		5.31

		5.31

		5.86

		4.86

		5.81



		Jun 2020

		5.05

		5.33

		5.33

		5.93

		4.98

		5.83



		Promedio

		4.96

		5.25

		5.25

		5.85

		4.88

		5.71





Fuente: Estadísticas de SUPEN

Del cuadro anterior podemos establecer que todas las operadoras han superado el nivel estándar actuarial del 3%, siendo la Operadora de la CCSS quien, al corte de junio de 2020, encabeza los rendimientos históricos de este pilar; y la Operadora del Banco Popular (fondo más grande de este pilar) con el rendimiento menor de los participantes en el plazo analizado por la SUPEN.

Como se ha analizado previamente las metodologías de cálculo del rendimiento del FJPPJ y las OPC´s difieren; no obstante, es relevante destacar que el FJPPJ para el periodo de análisis (junio 2020), obtuvo un rendimiento real de 7.75%, muy superior a los rendimientos obtenidos por este sector. 

A continuación, se presentan algunos datos comparativos de la gestión realizada por las Sociedades Anónimas administradoras del ROPC:




a) [image: ]BAC San José Operadora de Planes Complementarios 

Con un activo aproximado a los ₡ 861 mil millones, en el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementario (ROPC), es la única OPC de orden privado en Costa Rica y la cuarta en general. Dentro de los principales elementos observados sobre BAC San José OPC, se destaca que al cierre del periodo en análisis mantiene muy pocos recursos 6% de la cartera al corto plazo (menos de 1 año) y cerca del 58% entre 1 y 10 años. Entre un año y el otro se movilizó más recursos al tramo de 1 a 5 años, el cual aumentó en 7 p.p.

Como ha sido habitual esta Operadora mantiene una fuerte postura en moneda extranjera, superior al 28.55%, lo que la expone fuertemente a las volatilidades de tipo de cambio lo anterior debido a la importante cantidad de recursos en mercados extranjeros el cual alcanza el 12% del activo administrado; muy alineado con su postura de diversificación, ya que es uno de los que posee menor posición en el sector público, pese a que registró un ligero aumento (7%) en instrumentos públicos, todos estos movimientos se pueden observar en el siguiente detalle:

-diciembre 2019- junio 2020-

Estructura de Portafolio BSJ Pensiones
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b) [image: ]BCR Pensiones

BCR Pensiones OPC, ostenta el tercer puesto a nivel general en cuanto a Operadoras que administran el ROPC; con un activo administrado aproximado de ₡ 1.02 billones. En el periodo en análisis, el BCR se muestra cómo una OPC estable. Seguidamente se muestra el detalle del periodo:



-diciembre 2019- junio 2020-

Estructura de Portafolio BCR Pensiones
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Una estructura de portafolio muy balanceado, asignando ligeramente mayor cantidad de recursos en el mediano plazo (1-10 años) dónde se concentra el 57% de sus recursos y dejando prácticamente invariable el largo plazo en busca de sostener el rendimiento en niveles altos, esto provoca que el desempeño de la OPC del Banco de Costa Rica esté entre los primeros lugares de una manera constante y sostenida. Logra sostener su asignación de proporción de cartera en mercados internaciones.






c) [image: ]BN Vital Operadora de Pensiones 

El activo del ROPC bajo la administración de BN Vital alcanza los ₡ 1,470 millones, activo que representa casi el 20.5% del total administrado en la industria y le permite ostentar un segundo lugar en el listado general dentro de las OPC. Para este corte se rebalanceó un poco la distribución de la cartera distribuyendo sus recursos en el mediano plazo, en el segmento comprendido entre 1-10 años contempla el 57% de sus recursos. 

En cuanto al sector público se observa la misma tendencia de toda la industria por aumentar posiciones, en este caso 3 p.p. sacrificando postura de emisores privados y extranjeros. En cuanto a moneda, una pequeña variación al reposicionar recursos en moneda extranjera pasando de un 25.52% a un 27.16%.  

-diciembre 2019- junio 2020-

Estructura de Portafolio BN Vital
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d) [image: ]Popular Pensiones

Popular Pensiones es la OPC más grande de Costa Rica, cuenta con cerca del 38.5% del mercado, su activo asciende a los 2.75 billones de colones, por lo que se convierte en uno de los participantes más importantes dentro del sistema financiero costarricense, a Popular Pensiones le corresponde por ley administrar los recursos de las afiliaciones automáticas (trabajadores que no escogen OPC).

-diciembre 2019 - junio 2020-

Estructura de Portafolio Popular Pensiones
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Este portafolio es muy activo, durante el año experimenta compras y ventas de activos financieros lo que ayuda a mantener niveles razonables de concentración en el sector público costarricense, sin dejar de lado la oportunidad de asegurar rendimientos altos, para este corte cierra en un 68% del activo en instrumentos públicos.




La distribución por plazos muestra un avance significativo en el segmento comprendido entre 5-10 años, donde los rendimientos presentes en el mercado son relativamente altos. Por otro lado, se observa una dolarización de recursos de poco más de 1.27 p.p., y un ligero aumento en la proporción en mercados internacionales de un 1 p.p., esto hace prever la inversión de estas divisas en el mercado externo. 





e) [image: ]Vida Plena Operadora de Pensiones del Magisterio Nacional

La OPC del Magisterio con un volumen de administración de aproximadamente los 819 mil millones de colones, representa un 11.5% del mercado y el quinto lugar en el sector. 

Esta operadora posee cerca de un 77% de su activo en plazos entre 1-10 años y mantuvo la cantidad de recursos asignados en mercado extranjeros en el 6%. En este ejercicio se observa un aumento en instrumentos del sector privado de 2 p.p, sacrificando posiciones del sector público. Este periodo se observa una variación en la composición por moneda de 1.18 p.p, quizás influenciada por la volatilidad presentada en el precio de las divisas. 

A continuación, el detalle de la cartera de esta operadora:

-diciembre 2019-junio 2020-

Estructura de Portafolio Vida Plena OPC
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f) [image: ] CCSS Operadora de Pensiones Complementarias

El más pequeño de los administradores del ROPC es precisamente la OPC de la C.C.S.S, su activo neto ronda los 216 mil millones de colones, cifra que representa poco más del 3% del total administrado en este sector. Precisamente el tamaño del portafolio de la OPC de la C.C.S.S, le permite tener un margen de maniobra más amplio que el resto de los competidores, ya que puede realizar cambios sustanciales en su cartera con montos no tan altos o que el mercado puede absorber con relativa facilidad.

-diciembre 2019 – junio 2020-

Estructura de Portafolio CCSS OPC
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En el periodo en análisis, la OPC de la CCSSS exportó parte de su portafolio (2 p.p.) al mercado internacional pasando de un 23% al 25%, se observa una disminución de 2 p.p. su postura en participaciones de Fondos de Inversión. En cuanto a su composición por plazo resalta el aumento en el tramo de más de 15 años donde asignó el 32% de sus activos y un aumento en la tenencia de divisas de 1.8 p.p justificado por el aumento en instrumentos extranjeros.



3- [bookmark: _Toc525300124]Rendimientos



A continuación, se muestra un comparativo histórico del rendimiento de los Fondos, si bien es cierto se indican los rendimientos de los Regímenes del Primer Pilar cada uno de ellos maneja metodologías de cálculo distintas, por lo que no son del todo comparables los resultados obtenidos, no obstante, es una guía importante para analizar la evolución en términos relativos de cada administrador para este indicador.

Tabla 3

Rendimientos Nominales

-Año 2020-

		

		I Pilar

		II Pilar

		



		Periodo

		IVM

		JUPEMA*

		FJPPJ

		BSJ

		BCR

		BNV

		CCSS

		POPU

		VP

		Industria



		Enero

		6.76

		8.72

		6.85

		13.48

		13.60

		13.76

		11.86

		16.21

		14.93

		11.80



		Febrero

		6.76

		-

		7.40

		13.83

		14.25

		14.34

		11.53

		15.56

		15.32

		12.37



		Marzo

		8.80

		-

		8.54

		12.14

		13.79

		14.20

		9.01

		10.91

		13.91

		11.41



		Abril

		8.80

		-

		7.57

		10.38

		12.20

		12.69

		8.17

		8.22

		12.39

		10.05



		Mayo

		8.80

		-

		7.89

		9.92

		10.67

		10.71

		8.09

		8.32

		11.90

		9.54



		Junio

		8.80

		-

		8.08

		9.99

		10.19

		10.34

		8.75

		9.69

		11.71

		9.69







Fuente: Elaboración propia con información de SUPEN, Estados Financieros 

* Información no disponible.



Durante el periodo analizado se visualiza una clara tendencia a la baja en los rendimientos reportados por las OPC, quizá justificada por la situación económica del país y los niveles de tasas ofrecidas por el Ministerio de Hacienda que iniciaron su caída libre con la entrada en vigor de la reforma tributaria para el segundo semestre del 2019. 






4- CONCLUSIONES DE INDUSTRIA



· JUPEMA mantiene el primer lugar de la industria y el segundo Popular Pensiones en cuanto a activos administrados, que en conjunto con el IVM son los fondos más grandes del país, que concentran el 61% de la industria. 

· Las estructuras de portafolio en cuanto a sector tuvieron un comportamiento similar en la mayoría de las instituciones, donde el factor común fue reposicionar las inversiones en el sector público con el fin de asegurar rendimientos al largo plazo altos. 

· La mayoría de las Operadoras mantuvo sus niveles de cartera en mercados internaciones, pese a la situación de emergencia a nivel mundial por la pandemia de por COVID-19, por otro lado, tenemos a los actores del I pilar, IVM, FJPPJ y JUPEMA, que se mantienen sin incursionar en estos mercados y poseen excesivas inversiones en el sector público costarricense.

· La composición por moneda de las carteras administradas se vio frenada en sus intentos de dolarizar, justificada por las volatilidades en el tipo de cambio del dólar. 

· El mercado bursátil costarricense, si bien es cierto es uno de los más desarrollados en Centroamérica, es poco profundo, por lo que las alternativas de inversión son escasas; el tamaño de los fondos de pensiones y el peso de las transacciones que realizan evidencian el poco margen de acción, dadas las limitaciones de instrumentos y emisores, por lo cual se hace necesario el análisis de otros nichos, muchos han sido los señalamientos por parte del regulador (SUPEN) a los fondos de pensiones en general, dónde las recomendaciones van dirigidas a la diversificación por mercado y emisores, evitando las concentraciones.






GESTIÓN REALIZADA POR LA JUNTA ADMNISTRADORA

La Junta Administradora suscriben un convenio para dar una transición armonioso de funciones, no obstante, a lo interno de la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial, se considera existe una imposibilidad material para el desarrollo de nuevas funciones o tareas relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (el convenio da sostenibilidad únicamente a las funciones ya asumidas), debido al pronunciamiento de la Contraloría General de República mediante criterio N°. DFOE-PG-0436 (Oficio N°. 11481) del 10 de agosto de 2018, del cual se destaca:



“5) Respecto a las consultas relativas a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta Administrativa sus propios funcionarios remunerados con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 2, 5, 8.1 y 9 del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la Contraloría General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.” ** El resaltado no es del original **

Dado lo anterior, se procede a remitir un criterio jurídico y consulta a la Procuraduría General de la República con el número de referencia 4942-2020 (actualmente pendiente de respuesta), mediante la cual se solicita aclaración sobre la naturaleza jurídica de la Junta, grado de desconcentración y nivel de autonomía con respecto al Poder Judicial. Lo anterior con el fin de aclarar inequívocamente la ruta estratégica de crecimiento, tanto para su personal, recursos tecnológicos, activos y demás elementos necesarios para la atención completa y correcto alineamiento a los requisitos generales de la SUPEN.



Además, con el fin de establecer una estructura adecuada, eficiente y capaz para la correcta gestión de la Junta Administradora del FJPPJ, se procede paralelamente a efectuar una invitación a proveedores especializados en el mercado, tomando la decisión de contratar la consultoría de PricewaterhouseCoopers (PwC) para que, entre otros elementos, efectúe:



· Diseño de una organización de corto plazo y otra de mediano plazo para la Junta Administradora.

· Manual de puestos, clasificación y valoración de puestos, así como la escala salarial para las organizaciones de corto y mediano plazo de la Junta Administradora.

· Reclutamiento y selección de posiciones requeridas por la organización de la Junta Administradora.






Se tiene el siguiente plan de trabajo:



[image: ]
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La Junta Administradora del FJPPJ ha atendido en 6 meses de conformación, requerimientos normativos aprobando, entre otros elementos, los que a continuación se destacan:

1) Aprobación y ajustes solicitados por la SUPEN sobre el estudio actuarial del FJPPJ para el periodo 2019.

2) Aprobación de normativa especializada:

a. Política de Inversiones del FJPPJ (Reglamento de Gestión de Activos).

b. Planificación Estratégica de Inversiones (Reglamento de Gestión de Activos).

c. Política de Liquidez (Reglamento de Gestión de Activos).

d. Folleto para Público General (Reglamento de Gestión de Activos).

e. Código de Gobierno Corporativo (Reglamento de Gobierno Corporativo).

f. Declaración de Apetito de Riesgo (Reglamento de Riesgos).

g. Perfil de Riesgo (Reglamento de Riesgos).

h. Marco de Gestión de Riesgos (Reglamento de Riesgos).

i. Metodología General de Valoración de Riesgos (Reglamento de Riesgos).

j. Política de Administración de Riesgos (Reglamento de Riesgos).

k. Manual de Procedimiento Interno del Comité de Riesgos.

l. Política de Solvencia (Reglamento Actuarial).

m. Política de Inversiones de la JAFJPPJ. 

n. Reglamento de Crédito (artículo 240 bis Ley 9544).

o. Reglamento General del FJPPJ (artículo 242 bis Ley 9544) en proceso de aprobación final y publicación.

p. Plan y Hoja de Ruta para salida a Mercados Internacionales.

3) Aprobación de informes y trámite especializados varios:

a. Informe mensual de cartera FJPPJ.

b. Estrategia de Inversiones (I, II y III trimestre de 2020).

c. Informe Anual de Gobierno Corporativo periodo 2019.

d. Informe de Límites Prudenciales (RGA).

e. Propuesta de Límites de Riesgos.

f. Modelo de Selección y Calificación de Emisores Locales y Primas por Riesgos.

g. Metodología de Cálculo de Indicadores por Riesgo Financiero.

h. Metodología para la Evaluación de Solicitudes de Crédito y Primas por Riesgo.

4) Trámites de emisión de personería jurídica para la Junta Administradora, registro tributario, exención de impuestos, inscripción patronal ante la CCSS y demás propios de un órgano de reciente creación.

5) Trámites administrativos bancarios (modificación de titularidad de cuentas corrientes del FJPPJ), apertura de cuentas corrientes propias para la Junta Administradora y demás gestiones necesarias para facultar la utilización de los recursos generados por la comisión de administración (5/1000).

6) Constitución de concurso para la contratación de proveedores de servicios bursátiles y firma de contratos respectivos.

7) Adopción del Reglamento de Información Financiera, ajustes a nivel de archivos de inversiones, compras-ventas y saldos contables, así como el catálogo de cuentas y emisión de estados financieros.


|Revisión y cancelación del canon de supervisión a partir del periodo de mayo 2018 (promulgación de la Ley N°. 9544) a la fecha.



El FJPPJ ejecuta sus operaciones bajo el principio de “negocio en marcha”, que mantiene obligaciones con su población afiliada y debe continuar con una adecuada gestión de su portafolio de inversiones y activos en general, remisión de informes y cumplimiento de trámites operativos especializados necesarios para la correcta operación del FJPPJ, situación que a la fecha se ha cumplido a cabalidad.    



En materia de tecnologías de la información al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hasta la conformación de la Junta Administradora del FJPPJ, se le aplicaba lo establecido en el documento N-2-2007-CO-DFOE denominado "Normas técnicas para la gestión y el control de las Tecnologías de Información” emitido por la Contraloría General de la República y en general las sanas prácticas en materia tecnológica, mismas que son auditadas anualmente, ahora debe establecerse el marco de gestión tecnológica desde la Normativa de SUPEN y se está en proceso de buscar atención a esta tema, lo cual es complejo hasta que se cuenta con el criterio de la Procuraduría.



Desde el inicio se trazó un plan de acción de las labores de la Junta Directiva a diferentes plazos.






[image: ]PLAN OPERATIVO DE LABORES DE JUNTA ADMINISTRADORA




PLAN DE INGRESO A MERCADOS INTERNACIONALES

[image: ]Como parte de la diversificación de portafolios, se trazó un plan para este propósito:




DECLARACIÓN DE VISIÓN, MISIÓN Y VALORES.



Visión Actual: Ser un Fondo de Jubilaciones y Pensiones sostenible que contribuya al bienestar y calidad de vida de las personas beneficiarias, de conformidad con los principios y valores del régimen.



Visión Propuesta: Lograr la solvencia actuarial del fondo tanto en el escenario abierto como cerrado.





Misión actual: Administrar con probidad los fondos provenientes de los diferentes aportes e ingresos, para garantizar la sostenibilidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y la seguridad social de las personas beneficiarias, de conformidad con el ordenamiento jurídico aplicable.



Misión propuesta: Garantizar los pagos de los derechos jubilatorios y pensiones, gestionando los distintos procesos de manera eficiente, logrando la mayor rentabilidad posible dadas los niveles de riesgo declarados





Valores Actuales: Compromiso, Iniciativa, Responsabilidad, Excelencia, Integridad y Honradez



Valores Propuestos: Compromiso, Iniciativa, Responsabilidad, Honradez y Transparencia.





Propósito Estratégico: Lograr el 100% en escenario abierto y 90% en cerrado.





[image: ]FODA ANTERIOR



FODA ACTUAL

FORTALEZAS

1- Experiencia y Conocimiento de la Junta Directiva.

2- Experiencia y Compromiso del personal de apoyo de los Comités y de los Equipos de Inversiones y Riesgos.

3- Marco Desarrollado Normativo sólido.



OPORTUNIDADES:

1- Vencimiento de TUDES y la reinversión en otros títulos permitirá mejor rendimiento del portafolio.

2- Capacitación continua.



DEBILIDADES:

1- Escenario Cerrado deficitario y Abierto apenas solvente.

2- Incertidumbre sobre el grado de autonomía adicional ala funcional (de gobierno, presupuestaria y administrativa) del Fondo del Poder Judicial

3- No hay una estructura administrativa dependiente de la Junta.

4- Se está en el proceso de adaptación a SUPEN, por lo que, todavía falta normativa para implementarse.

5- Falta desarrollo en Comunicación con Gremios y al Público.

6- Falta desarrollo en TI.



AMENAZAS:

1- Cambios de normativa de SUPEN eventuales.

2- Cambios en leyes que afecten el fondo.

3- Entorno macroeconómico actual.





MAPA ESTRATÉGICO








Eje Estratégico Financiero: Maximización del Rendimiento dado el Nivel de Riesgo.

1- Lograr el equilibrio actuarial tanto en escenario abierto como cerrado.

2- Diversificar el portafolio de inversiones

a. Hacer factible las inversiones en mercados internacionales.

b. Generar préstamos a entidades autorizadas.





Eje Estratégico de Mercadeo y Comunicación: Realizar una comunicación efectiva

1- Comunicar periódicamente los resultados del Fondo a los Gremios y al Público

2- Elaborar un protocolo para manejo de noticias no positivas generadas por prensa e instituciones gubernamentales.

3- Imagen Corporativa: Realizar el libro de marca.





Eje Estratégico Tecnológico: Desarrollar la estructura tecnológica óptima

1. Desarrollar del Plan Tecnológico.

a. Elaborar e implementar el marco de gestión tecnológica.

b. Implementar las mejoras en la página web.

c. Digitalizar, incluir y unificar la información de los expedientes de las personas servidoras judiciales en sistemas informáticos para el cálculo de jubilaciones.

d. Dotar al sistema de generación de reportes para consultar el progreso en el cumplimiento de requisitos (tiempo servido, edad, históricos).





Eje Estratégico de Procesos: Implementar procesos eficaces y eficientes.

1- Establecer la estructura administrativa:

a. De corto y largo plazo, capaz de soportar el funcionamiento del Fondo y la regulación de SUPEN.

b. Elaborar los manuales de puesto.

c. Definir la Política de Compensación Salarial.

d. Elaborar el programa de capacitación multi nivel (miembros propietarios y suplentes de la Junta Administradora, Comités y Equipo Administrativo)

2- Analizar y adquirir la infraestructura física y equipo necesario.

3- Finalizar la aprobación de Políticas y Reglamentos requeridos por la SUPEN.

4- Minimizar los tiempos para otorgar las pensiones y jubilaciones.











Generalidades importantes: dentro de los objetivos para el primer año de labores de la Junta Administradora se espera que:

 

a. Mantener el negocio en marcha.

b. Avance en la implementación de normativa SUPEN.

c. Mejorar el rendimiento de inversiones procurando el equilibrio actuarial.

d. Elaborar el Plan Estratégico definitivo.

e. Dotar de una estructura administrativa e infraestructura necesaria para el Fondo.





Finalmente, concluir que el presente documento es el primer modelo creado por la Comisión de Gobierno Corporativo, el cual, debe ser analizado, revisado  y complementado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





Realizado por:  Comisión de Gobierno Corporativo, 

Lic. Parris Quesada Madrigal, Presidente. 





Personas Jubiladas y Pensionadas





Maximización de Rentabilidad





Mercadeo y Comunicación Eficaz





Estrutura y Procesos Eficientes





Tecnología Óptima
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[1] Nota: Los montos de inversión pueden ser nominalmente mayor de un año a otro, sin embargo, porcentualmente también 


pueden representar una cifra menor dentro de la estructura, este efecto se genera por el crecimiento natural de las carteras.


Fuente: Elaboración propia con datos de SUPEN
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[1] Nota: Los montos de inversión pueden ser nominalmente mayor de un año a otro, sin embargo, porcentualmente también 


pueden representar una cifra menor dentro de la estructura, este efecto se genera por el crecimiento natural de las carteras.


Fuente: Elaboración propia con datos de SUPEN
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[1] Nota: Los montos de inversión pueden ser nominalmente mayor de un año a otro, sin embargo, porcentualmente también 


pueden representar una cifra menor dentro de la estructura, este efecto se genera por el crecimiento natural de las carteras.


Fuente: Elaboración propia con datos de SUPEN
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[1] Nota: Los montos de inversión pueden ser nominalmente mayor de un año a otro, sin embargo, porcentualmente también 


pueden representar una cifra menor dentro de la estructura, este efecto se genera por el crecimiento natural de las carteras.


Fuente: Elaboración propia con datos de SUPEN
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[1] Nota: Los montos de inversión pueden ser nominalmente mayor de un año a otro, sin embargo, porcentualmente también 


pueden representar una cifra menor dentro de la estructura, este efecto se genera por el crecimiento natural de las carteras.


Fuente: Elaboración propia con datos de SUPEN
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[1] Nota: Los montos de inversión pueden ser nominalmente mayor de un año a otro, sin embargo, porcentualmente también 


pueden representar una cifra menor dentro de la estructura, este efecto se genera por el crecimiento natural de las carteras.


Fuente: Elaboración propia con datos de SUPEN
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[1] Nota: Los montos de inversión pueden ser nominalmente mayor de un año a otro, sin embargo, porcentualmente también 


pueden representar una cifra menor dentro de la estructura, este efecto se genera por el crecimiento natural de las carteras.


Fuente: Elaboración propia con datos de SUPEN
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[1] Nota: Los montos de inversión pueden ser nominalmente mayor de un año a otro, sin embargo, porcentualmente también 


pueden representar una cifra menor dentro de la estructura, este efecto se genera por el crecimiento natural de las carteras.


Fuente: Elaboración propia con datos de SUPEN
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[1] Nota: Los montos de inversión pueden ser nominalmente mayor de un año a otro, sin embargo, porcentualmente también 


pueden representar una cifra menor dentro de la estructura, este efecto se genera por el crecimiento natural de las carteras.


Fuente: Elaboración propia con datos de SUPEN
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Elemento


Inmediato Corto Mediano Largo


# Detalle 0 - 1 mes 1 a 6 meses Hasta 1 año Hasta 2 años


1 Juramentación de miembros de la Junta Administradora del FJPPJ. X


2 Elección de Representante legal y cuerpo directivo. X


3 Inscripción ante registro público del representante legal. X


4


Trámitedemodificaciónderepresentantelegalyfirmantesanteproveedoresdeservicio(Bancos,Custodios,PuestodeBolsa,SUPEN,MinisteriodeHacienda,CCSS,


entre otros).


X


5


Formalización de contratos de servicio.


X


6 Determinación de estructura mínima necesaria **TEMPORAL**. X


7 Designación de competencia y autorizaciones **TEMPORAL** X


7,01 Pago de Planilla X


7,02 Reporte SICERE X


7,03 Reporte de Impuesto sobre la renta X


7,04 Generación Archivos SUPEN X


7,05 Pago de Planilla de Aguinaldo X


7,06 Gestión de Liquidaciones por defunción X


7,07 Pago de consignación de Prestaciones X


7,08 Trámite de transferencias Devueltos X


7,09 Cruce Base de datos con la CCSS X


7,10 Confección de estudios de cuentas por cobrar X


7,11 Gestión de las cuentas por cobrar Impuesto sobre renta X


7,12 Gestión de las cuentas por cobrar empleados y Jubilados por Reconocimiento de Tiempo Servido X


7,13 Gestión de las cuentas por cobrar empleados y Jubilados por Sumas Pagados de más Jubilados y Pensionados X


7,14 Gestión de las cuentas por cobrar empleados y Jubilados por Entidades Deductoras X


7,15 Gestión de traslado de cuotas derivados de Reconocimiento de Tiempo Servido X


7,16 Gestión de las cuentas por pagar por cuotas a trasladar a otros Regímenes de Pensiones X


7,17 Gestión de las cuentas por pagar del área de Fondo de Fondo de Jubilaciones y Pensiones X


7,18 Gestión del arqueo y la conciliación de los títulos valores. X


7,19 Archivo y Custodia de documentos físicos X


7,20 Gestión de registros contables X


7,21 Envío de saldos contables a la Supen X


7,22 Emisión de Estados Financieros X


7,23 Emisión y publicación de informe de políticas contables  X


7,24 Gestión de las cuentas por cobrar por aportes obrero, patronales y estatales derivados de la planilla de Empleados activos, jubilados y pensionados judiciales X


7,25


GestióncobrosanteelPoderJudicialdelascuentasporcobrarporaportesobrero,patronalesyestatalesderivadosdelaplanilladeEmpleadosactivos,jubiladosy


pensionados judiciales


X


7,26 Gestión para la contratación de la Auditoría Externa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial X


7,27 Atención de las reuniones para la verificación de avances de la Auditoría externa y aprobación de borradores de los informes X


7,28


AprobaciónfinaldelinformedeAuditoríaExterna,remisiónalaAuditoríainterna,alConsejoSuperior.Confección,firmayenvíoalDespachodeContadoresdelacarta


de representación 


X


7,29 Autorización de pago por concepto de Auditoría Externa X


7,30 Confección de informe de conciliación de cobros por concepto de comisión por servicios de la Supen X


7,31 Remisión de conciliación de cobros a la Supen o al Consejo Superior X


7,32 Confección de oficios y respuestas a Supen y Conassif X


7,33 Control histórico administrativo de los beneficios no retirados y por fallecimiento trasladados al ingreso X


7,34 Control histórico administrativo de caja y renta por liquidaciones  X


7,35 Gestión Cartera de Inversiones X


7,36 Autorización de la resolución para la colocación de recursos  X


7,37 Autorización de traslado de recursos para la compra de inversiones y colocaciones X


7,38 Autorización de movimientos de custodia de instrumentos financieros. X


7,39 Registro de movimientos contables de inversiones X


7,40 Control y manejo de efectivo del FJPPJ X


7,41 Gestión de Riesgos X


7,42 Gestión Integral de Riesgos, el Proceso de Riesgos X


7,43 Gestión para la contratación de asesores externos de riesgos y actuariales X


7,44 Cálculo y determinación de beneficios para jubilados y pensionados. X


7,45 Elaboración de informes de trabajo social para la continuidad del beneficio otorgado. X


7,46 Designación de miembros Comité de Inversiones X


7,47 Designación de miembros Comité de Riesgos X


7,48 Designación de miembros Comités Auxiliares (Auditoria, Cumplimiento, Actuarial, Salarial, entre otros). X


8 Estudio de Dirección de Planificación sobre estructura necesaria X


9 Estudio de Mercado sobre opciones de servicio outsourcing y/o contratación de personal y/o convenio de servicios con el Poder Judicial. X


10 Determinación de estructura necesaria **DEFINITIVA**. X


10,01 Análisis de la estructura organizacional. X


10,02 Definición, alcance y asignación de autoridad para el desarrollo de todas las actividades del punto 7 anterior. X


10,03 Establecimiento de códigos de conducta, régimen de responsabilidad y sancionatorio aplicable, así como políticas sobre conflictos de interés. X


10,04 Definición del proceso de selección, reclutamiento y evaluación del desempeño del (los) Órgano (s) de Dirección y Alta Gerencia. X


10,05 Revisión y control de la efectividad del Gobierno Corporativo. X


10,06 Publicación de información para acceso público. X


11 Elaboración de concurso, entrevista y/o establecimiento de convenio. X


12 Selección y contratación de servicio y/o firma de convenio y/o contratación de personal. X


13 Inducción a personal, conocimiento de la organización, funciones e interrelaciones con otras dependencias de la organización. X


14 Designación de miembros definitivos comités de Inversiones y Riesgos. X


15 Invitación para nombramiento de miembros comités auxiliares (Auditoria, Salarios, T.I., Actuarial, Cumplimiento, etc.) exigidos por normativa. X


16 Designación de miembros definitivos de comités auxiliares. X


17


Determinación de estructura propia para la gestión de recursos de la JAFJPPJ o aplicación de economía de escala y utilización de la propia estructura del FJPPJ.


X


18 Elaboración del reglamento general del régimen del  FJPPJ contenido en la Ley. 9544 X


19 Alineamiento, validación y actualización de documentación de normativa existente del FJPPJ (ver detalle). X


19,01 Código de Gobierno Corporativo X


19,02 Declaración de Apetito de Riesgo X


19,03 Marco de Gestión de Riesgos X


19,04 Metodología General para Valoración de Riesgos X


19,05 Perfil de Riesgos X


19,06 Perfiles competenciales de puestos X


19,07 Plan Estratégico X


19,08 Planificación Estratégica de Inversiones X


19,09 Política Solvencia X


19,10 Política de Gestión de Riesgos X


19,11 Política de Inversiones X


19,12 Política de Liquidez del FJPPJ X


19,13 Reglamento de Crédito X


19,14 Reglamento de miembros y responsabilidades del Comité de Inversiones y del Comité de Riesgos X


19,15 Rendimiento Objetivo para la cartera del FJPPJ X


19,16 Rendimiento Objetivo para la cartera del FJPPJ X


19,17 Metodología de Riesgo Financiero X


19,18 Boletín de Gestión de Activos X


19,19 Folleto de Gestión de Activos X


20 Preparación y autorización de normativa pendiente (ver detalle). X


20,01 Código de Conducta X


20,02 Declaración de aceptación de regulación X


20,03 Manuales de Procedimientos (operativos varios) X


20,04 Marco de Gestión de T.I. exclusiva para el FJPPJ. X


20,05 Plan de Recuperación X


20,06 Plan Operativo X


20,07 Política Actuarial X


20,08 Política de Comunicación X


20,09 Política de Conflictos de Interés X


20,10 Política de Inversiones para Mercados Internacionales X


20,11 Política de Tratamiento para Exceso de Límites de Inversión X


20,12 Política de Valores Éticos X


20,13 Política de Valuaciones Actuariales X


20,14 Políticas de T.I. exclusivas para el FJPPJ X


20,15 Supervisión de aplicación de normativa X


20,16 Modelo de valoración de riesgos operativos X


21 Publicación de normativa. X


22


Control de calidad y armonización de normativa.


X


23 Determinación de aspectos contables, tributarios, legales y de presentación de información. X


24 Aceptación de responsabilidades y delimitación de alcances en potestades de supervisión.   X


25 Definición de cronograma para la remisión de información. X


26 Remisión de entrega de reportes, información y atención de requerimientos en tiempo y forma. X


27 Verificación y validación de entrega de información. X


28


Supervisión constante de cumplimiento de requerimientos de supervisores.


X


29 Definición de informes y frecuencia de presentación de resultados (cartera administrada, beneficios, estados financieros, jubilaciones, entre otros). X


30 Procesamiento de información y comparativa de resultados. X


31 Presentación de resultados y rendición de cuentas ante Órgano de Dirección. X


32 Publicación de información para acceso público. X


33 Revisión y análisis de resultados por parte de terceros (Auditorias, Contraloría, SUPEN,  Control Interno u otros). X


34


Implementación de recomendaciones y ajuste de procedimientos.


X


35 Diagnóstico de necesidades de capacitación. X


36 Definición de brechas de capacitación. X


37 Análisis de alternativas de capacitación disponibles. X


38 Obtención de recursos presupuestarios. X


39 Priorización de capacitaciones y elaboración de cronograma asociado. X


40 Presentación, aprobación y ejecución del plan de capacitación. X


41 Medición de efectividad de la capacitación recibida. X


42


Trasmisión de conocimiento.


X


43 Elaboración de documentación de calidad (guías prácticas o manuales de procedimientos para cada proceso efectuado, etc.). X


44 Diagnóstico interno de brechas y debilidades en la gestión de calidad. X


45 Establecimiento de sistema de gestión de la calidad. X


46 Contratación de organismo de certificación. X


47 Aplicación de auditorías de calidad. X


48 Ejecución del plan de acciones correctivas. X


49 Obtención de certificación. X


50


Ejecución de auditorías de seguimiento y renovación de certificación.


X


Seguimiento, 


medición y 


ajuste de resultados


Capacitación 


continua, 


especializada y 


actualizada


Proceso de 


Certificación de 


Calidad


Normativa y regulación interna aplicable al FJPPJ


Relación con 


entes 


supervisores y 


auditores de la 


gestión


Plazo de Implementación Actividad


Conformación 


e investidura 


legal para 


inicio de 


operaciones


Organización y Estructura Funcional
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Etapa Contenido específico Descripción de la actividad Entregable Plazo Responsable


Porcentaje 


de avance


Observaciones


Definición de la estructura y la operativa


Delimitarlaestructuraoperativayfuncional,parallevaracaboelprocesode


operar en los mercados internacionales, delimitando los perfiles, funciones,


responsabilidades y niveles de autorización de los puestos respectivos.


Propuesta de estructura organizacional jul-20


Proceso de Inversiones/Proceso de Riesgos/


Órgano de Dirección


100%


Considerar incluir en los documentos de Política de 


Inversiones y Estrategia La Gobernabilidad de las Inversiones 


propuesta por don Ronald


Análisis de la normativa aplicable


Sedeberealizarunanálisisdelosdiferentescuerposnormativosqueregulanlo


referentealasinversionesenmercadosinternacionales,principalmenteparala


definición de las políticas, estrategias y la definición de límites.


Informe jul-20 Proceso de Inversiones / Proceso de Riesgos 100%


Artículos 6,14,16,17,27,28,54-61,67,69,75, 77 RGA


Artículo 62 LPT


Artículos 4,31, 32 Reglamento de custodia SGV


Factores determinantes y


condición del entorno económico


¿Que impulsa a buscar mercados internacionales? Factibilidad, seguridad,


estabilidad de política de los países a evaluar, principio de diversificación,


informe de Condición del entorno económico y justificar el momento de la


salida a los mercados internacionales (no entrar perdiendo).


Informe ago-20 Proceso de Inversiones 0%


Capacitación


Definir e implementar un programa de capacitación para los funcionaros


involucrados enla gestiónde inversionesinternacionales, asícomo paralos


miembrosdelosComitésdeInversionesydeRiesgos,asícomoparalaJunta


Administradora.


Plan de capacitación jul-20


Proceso de Inversiones/Proceso de Riesgos/


Órgano de Dirección


100%


Se irá cumpliendo según presupuesto asignado y 


disponibilidad de cursos, considerar principios propuestos por 


don Ronald


Definición de la Política de Inversiones


Definición de la propuesta de Estrategia de Inverisones


La Política de Inversiones debe contar con las siguientes consideraciones:


declaración de apetito de riesgo, objetivo de rendimiento, plaza, tiempo de


permanencia (horizonte), diversificación (límites), impuestos, condiciones de


liquidez, criterios de selección, entre otras.


La estrategia de Inversiones deberá considerar las siguiente características:


Adaptabilidad,Flexibilidad, revisión, compra y venta de instrumentos


Propuesta de Política/


Propuesta de Estrategia


ago-20


Proceso de Inversiones


Comité de Inversiones


Órgano de Dirección


0%


Contemplar en la Política de Inversiones los elementos 


propuestos por don Ronald.


De la Estrategia propuesta valorar suprimir los puntos del 4 al 


8


Establecimiento de METAS


Lasmetasdeinversiónqueseestablezcanvanadeterminar,entreotros,eltipo


deinversiónarealizar,lamagnitud(monto),losmercadoseinstrumentosyla


forma de realizarlas.


Esimportantequelasmetasseancongruentesconlosobjetivosestratégicosdel


Fondolaentidadyconsusobjetivosfinancieros,queesténenlíneaconsus


características financieras y necesidades de inversión. También se considera


muyrelevantequesetomeencuentaelperfilderiesgoyelapetitoderiesgo,


niveles de tolerancia y capacidad de riesgo.


Documento ago-20 Proceso de Inversiones  0%


Eliminar lo referente a  la determinación de Límites o 


unificarlas; considerar incluirlo en el objetivo de la estrategia


Definición de límites


PoracuerdodeComitésyÓrganodeDirecciónsedebedeterminarelporcentaje


de la cartera que será sujeto de colocación en Mercados Internacionales


Propuesta de límites ago-20


Proceso de Inversiones


Comité de Inversiones


Proceso de Riesgos


Órgano de Dirección


0%


Relacionar con el Plan Táctico definido por don Ronald


Y en la asignación global de activos


Definición de Apetito de Riesgo 


PorAcuerdodeComitésyÓrganodeDirecciónsedebedeterminarelnivelde


riesgo dispuesto a asumirse


Propuesta de apetito   ago-20 Proceso de Riesgos/Comité de Riesgos 0%


Ampliar o considerar los determinandes prpuestos por don 


Ronald


Política de Riesgos


Se debe proponer una Política de Riesgos específica para las inversiones


internacionales que contenga los lineamientos generales, que reflejan el


compromisoqueseasumeelFJPPJconrespectoaunaadecuadagestiónde


riesgos (identificación, análisis y evaluación de riesgos, gestión o control de


riesgos, junto con el procedimiento de comunicación de los resultados).


Propuesta de Política de Riesgos ago-20 Proceso de Riesgos/Comité de Riesgos 0%


Ampliar o considerar los determinandes prpuestos por don 


Ronald


Proceso contratación proveedor de información 


(bloomberg, morningstar).


Para la ejecución de operaciones en mercados internacionales se requiere


contarconplataformasdeinformaciónquepermitanunadecuadoanálisisde


lascondicionesdelmercado.Esteelementoseconsideraindispensableparasu


ejecución.


Contratación ago-20 Proceso de Inversiones 0%


Definición de modalidad de ingreso


Definicióndeingresoalosmercadoslocales(intermediariosycustodioslocales


ointernacionales),debidadiligencia(aprobacionesenlaplazadondeoperan,


integridad, experiencia, experticia de su equipo de gestión, entre otros),


formalización.


Análisis de las diferentes ofertas. ago-20


Proceso de Inversiones


Comité de Inversiones


0%


Considerar aspectos y condiciones propuestos con don Ronald 


(puntos 8 y 9)


Determinación de estructura y asignación de activos


ElProcesodeInversionesproponeporestrategialaestructuraylosactivospara


suaprobaciónalComitédeInversiones.ElProcesodeRiesgosyelComitéde


Riesgos deben aprobar los activos considerados por el Proceso de Inversiones.


Propuesta de estructura  ago-20 Proceso de Inversiones 0%


Considerar aspectos y condiciones propuestos con don Ronald 


(puntos 8 y 9)


Acumulación y compra de moneda


Establecerestrategiadeacumulaciónderecursosenmonedaextranjera,conel


objetivo de que nohaya afectaciónen elrendimiento dela carteray enel


movimiento del tipo de cambio a nivel de mercado.


Propuesta  oct-20


Proceso de Inversiones


Comité de Inversiones


0%


Análisis de instrumentos


Realizar análisis integral de cada uno de los instrumentos (bloomberg,


morningstar).


Análisis oct-20 proceso de Inversiones/Proceso de Riesgos 0%


Inscripción de instrumentos en SUPEN 


y Proveedores de precios


SedebesolicitaralproveedordepreciosyalaSUPENactualizarlasbasesde


datos con los instrumentos adquiridos.


Plantilla oct-20 Proceso de Inversiones 0%


Ejecución de operaciones Ejecución de operaciones según los medios y activos aprobados Ejecución nov-20 Proceso de Inversiones 0%


Definir mecanismos de control


Pornormativasedebencontarconherramientasparaelseguimientoycontrol


de las operaciones, definir momentos de salida por minimizarpérdidas o


maximizar ganancias 


Aplicar disciplina oct-20


Proceso de Inversiones


Proceso de Riesgos


0%


Considerar lo propuesto por don Ronald punto 10 


Seguimiento de la cartera


Simulaciones


Se deben ejecutar simulaciones de adquisición de las operaciones con el


objetivo de medir los impactos en los límites de inversión y riesgos


Simulaciones nov-20


Proceso de Inversiones


Proceso de Riesgos


0%


Considerar lo propuesto por don Ronald punto 10 


Seguimiento de la cartera


Backtesting


Segúnlodefinidoenelobjetivoderentabilidaddeclarado,sedebetestearla


cartera internacional, con el fin de medir la estrategia y si es necesario


promover cambios.


Ejercicios  dic-20


Proceso de Inversiones


Proceso de Riesgos


0%


Considerar lo propuesto por don Ronald punto 10 


Seguimiento de la cartera


CRONOGRAMA HOJA DE RUTA 


MERCADOS INTERNACIONALES


1


Análisis


2


Alineamiento


4


Monitoreo y 


control


3


Ejecución
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- Fondo constituido por ley desde 1939 que goza de seguridad juridica
- Patrimonio permite tomar decisiones a corto y mediano plazo

- Fondo de Jubilaciones y Pensiones inembargable - Existencia de entes de sequridad social (AISS y OISS).
- Aportes indiduales del personal activo, jubilados y a - Altemativas de inversidn que permiten crecimiento

- Automatizacion de procesos que facilta informacid - Necesidades comunes con atros regimenes de seguridad social
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- Poco conocimiento del personal judicial respecto del Fondo

- Falta de credibiidad a nivel nacional de la sostenibilidad

- Falta de comunicacién con los Gremios

- Falta de procedimiertos escrios formalmente establecidos.

- Etapas de procesos que no estan sistematizadas

- Falta de un modelo organizacional especializado, eficaz y eficiente.
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PJD-19-2020

Página 2



16 de septiembre de 2020

PJD-19-2020



Señora

Rocío Aguilar M.

Superintendente 

Superintendencia de Pensiones 



Estimada señora:



Por medio de tarea que consta en el Sistema de Trámites, la División de Supervisión de Regímenes de Capitalización Colectiva le planteó a esta División de Asesoría Jurídica la siguiente consulta: 



… adjunto para su valoración el artículo XVI del acta 12 de la JA del FPJ, en el cuerpo de dicha acta se encuentra el criterio jurídico, en el cual se negó la pensión por orfandad a la niña del servidor judicial activo, Carlos Alexander Fuentes Núñez, el cual tenía 10 años, 8 meses de laborar para el PJ. Murio a los 45 años, era portador de la cédula 0303310574.

Se corroboró en la Ves que el Sr. Fuentes no tiene cuotas en el IVM, sin embargo, en el ROP tiene acumulado ¢18.186.663 ante la ausencia de beneficiarios por el régimen básico, la viuda ni la huérfana tendrían derecho a retirar dicho monto, para que se valore como se debe proceder en este caso.



Con la consulta se adjuntó el documento denominado “ARTÍCULO XVI, Documento N° 250-20”, en el que se presentan los antecedentes y lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial en el artículo XXXV de la sesión N.º 103-19, celebrada el 26 de noviembre de 2019. 



Para dar respuesta a la División de Supervisión de Regímenes de Capitalización Colectiva, se preparó el siguiente criterio jurídico: 



I. Antecedentes



El Consejo Superior del Poder Judicial rechazó una solicitud de pensión por sobrevivencia, planteada por la señora Adriana Solís Chávez, en favor de Fátima Fuentes Solís, hija del señor Carlos Alexander Fuentes Núñez, funcionario del Poder Judicial fallecido el primero de enero de 2019.



En el siguiente cuadro consta información relevante sobre el señor Carlos Alexander Fuentes Núñez: 

Cuadro #1

Información personal



		Causante

		Carlos Alexander Fuentes Núñez



		Cédula de identidad

		3-0331-0574



		Fecha de deceso

		1 enero 2019



		Edad cumplida al deceso

		45 años, 1 mes y 19 días



		Años de servicio en el Poder Judicial 

		10 años, 8 meses y 25 días





Fuente: elaboración propia.



Para tomar su decisión, el Consejo Superior se basó en lo resuelto por la Dirección de Gestión Humana y en lo recomendado en la resolución N.º DJ-AJ-C-147-2020 de 2 de abril de 2020, emitida por el Director Jurídico y Coordinadora Interinos del Área de Análisis Jurídico, todos del Poder Judicial.



En lo que toca al oficio DJ-AJ-C-147-2020, en este se plantearon las siguientes conclusiones:



Por lo tanto, esta Dirección Jurídica estima, que a la luz de los Principios de Legalidad Administrativa y Primacía de la Ley, el señor Carlos Alexander Fuentes Núñez, al momento de su deceso el 1 de enero del 2019, no cumplía los requisitos dispuestos en la Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (Ley No.9544), por lo que no es posible otorgar a favor de su hija Fátima Fuentes Solís, la pensión por orfandad solicitada por la viuda del servidor Adriana Solís Chaves, tal como lo interpretó la Dirección de Gestión Humana.  

III. Conclusiones.   

1. Las actuaciones de la Administración se encuentran regidas por el Principio de Legalidad Administrativa, es decir, ésta solo puede llevar a cabo actos, actuaciones o conductas previamente autorizadas o dispuestas en el ordenamiento jurídico. Aunado a ello, el Principio de Primacía de la Ley señala que el ejercicio de un poder público debe realizarse acorde a la ley vigente y su jurisdicción, y no a la voluntad de las personas. Aunado a ello, únicamente en el caso de que no haya norma administrativa aplicable, escrita o no escrita, se aplicará el derecho privado y sus principios. 

2. Los requisitos que debe cumplir una persona servidora judicial al momento de su deceso para que sus familiares puedan acceder al beneficio de pensión, de conformidad con la Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial son: que cuenten con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial, siempre que hayan cumplido sesenta y cinco años, y que hayan trabajado al menos treinta y cinco años (artículo 224).  

3. El servidor judicial fallecido Carlos Alexander Fuentes Núñez trabajó para el Poder Judicial por un período de 10 años, 8 meses y 25 días, y falleció el 1 de enero del 2019 a la edad de 45 años, de manera que, al momento de su muerte, no cumplía con el requisito de tiempo de veinte o más años de servicio en la institución y tampoco cumplía el mínimo de edad de sesenta y cinco años requerido para jubilarse y para que sus familiares puedan  ser acreedores de una pensión por parte del Poder Judicial. 

4. Debido a todo lo anterior, no procede otorgarle a la menor de edad Fátima Fuentes Solís, la pensión por orfandad que su madre Adriana Solís Chaves solicitó a raíz de la muerte de su esposo, el funcionario judicial fallecido, Carlos Alexander Fuentes Núñez.  

5. Este criterio debe remitirse a conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto es el órgano competente de conocer la materia de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial, según la reforma legislativa a la Ley Orgánica del Poder Judicial, realizada mediante la ley N° 9544.  Dicha Junta Administradora inició funciones a finales de enero del 2020.  [Lo resaltado únicamente en negrita no es del original].



Con fundamento en lo anterior, en el artículo XXXV de la sesión N.º 103-19, celebrada el 26 de noviembre de 2019, el Consejo Superior dispuso: 



[bookmark: _Hlk51065554]Una vez analizado el oficio N° DJ-AJ-C-147-2020 de 2 de abril de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, por su orden, Director Jurídico interino y Coordinadora interina del Área de Análisis Jurídico, y en apego al principio de legalidad administrativa, se acordó por unanimidad: Acoger el criterio jurídico supra, en consecuencia, rechazar la solicitud de pensión por orfandad a la menor de edad Fátima Fuentes Solís, solicitada por su madre Adriana Solís Chaves, por no cumplir el señor Carlos Alexander Fuentes Núñez con los requisitos pertinentes al momento de su deceso para que sus familiares puedan acceder al beneficio de pensión, de conformidad con la Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial son: que cuenten con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial, siempre que hayan cumplido sesenta y cinco años, y que hayan trabajado al menos treinta y cinco años. Se declara acuerdo firme.  [Lo resaltado es del original].



En síntesis, se rechazó la solicitud para otorgar una pensión por orfandad a la menor de edad Fátima Fuentes Solís, porque el funcionario judicial Carlos Alexander Fuentes Núñez, no cumplía, al momento de su deceso, con los requisitos que exige la Ley Orgánica del Poder Judicial para que sus familiares pudieran acceder al beneficio de pensión, a saber: contar con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial, haber cumplido sesenta y cinco años y haber trabajado al menos treinta y cinco años.



II. Normativa aplicable 



Para la atención de esta consulta, es necesario tener presente lo dispuesto en los artículos 224, 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.º 7333 de 5 de mayo de 1993 y sus reformas, según los cuales: 



Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.





Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

[…]

Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.

1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.

En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este.



Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante. En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido al causante.

Las proporciones para los beneficios por viudez, unión de hecho, orfandad y ascendencia serán las que se estipulen en el reglamento del Régimen.

Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos.

Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de trabajo social y aprobación de la Junta Administrativa del Fondo. [Lo resaltado no es del original]. 



III. Aspectos generales sobre Seguridad Social



De previo a referirnos a la consulta planteada, de seguido se hará un análisis sobre el derecho fundamental a la seguridad social, el derecho a la jubilación y el derecho a la protección de la familia. Además, se mencionarán los compromisos asumidos por nuestro país a nivel internacional en esta materia y a la jurisprudencia de la Sala Constitucional relacionada con las pensiones por sobrevivencia.  











A. El derecho fundamental a la Seguridad Social



De acuerdo con la Declaración Universal de los Derechos Humanos "Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social", la cual se caracteriza[footnoteRef:2] porque:   [2:  NAVARRO FALLAS, Román. El derecho fundamental a la seguridad social, papel del estado y principios que informan la política estatal en seguridad social. Revista de Ciencias Administrativas y Financieras de la Seguridad Social. Volumen 10, N°.1, enero, 2002. Tomado del vínculo https://www.scielo.sa.cr/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1409-12592002000100002 ] 




a) Es un derecho inherente a todo ser humano, a su dignidad, el cual no puede serle arrebatado por la sociedad en su conjunto ni por el Estado; por el contrario, ambos están obligados a respetarlo, promoverlo, garantizarlo y satisfacerlo.



b) Es un derecho universal, porque pertenece a toda persona humana, en condiciones de igualdad y no discriminación, independientemente de si es niño o adulto, hombre o mujer, nacional o extranjero, negro o blanco, entre otros. 



c) Es un derecho fundamental, porque resulta indispensable para el desarrollo pleno del ser humano. Por medio de prestaciones en dinero o en especie se busca satisfacer una serie de necesidades que se consideran ineludibles para el desarrollo de una vida digna.   



d) Es un derecho subjetivo, jurídicamente exigible desde la Constitución Política, aún frente al legislador, por los medios y los mecanismos previstos por el Derecho.



e) Es un derecho a la seguridad de todo individuo, porque si le afectan ciertas contingencias encontrará la protección necesaria para enfrentarlas. 



f) Es un derecho individual de carácter social, porque la única forma de satisfacerlo o hacerlo realidad es con el concurso de todos.  



g) Es un derecho de naturaleza prestacional porque la seguridad social no supone atender la contingencia en sí misma (aunque también lo hace mediante las prestaciones sanitarias), sino la necesidad económica que ella produce. Se trata de prestaciones en dinero o en especie (servicios de salud), en todo caso acciones positivas del Estado o de los entes públicos competentes. La prestación se encuentra informada por criterios como la necesidad que la contingencia ocasiona (su dimensión), la dignidad (no puede verse afecta, es por tanto base y límite), la equidad (el aporte al sistema en ejercicio de su responsabilidad personal) y la solidaridad (redistribución de la riqueza, de los ricos a los pobres, de las generaciones activas a las pasivas, de la actuales a las pasadas, etc.). 



h) Es un derecho complejo porque su contenido es un conjunto de derechos, tales como el derecho a la atención médica, el derecho a la seguridad en el trabajo, el derecho a la jubilación, el derecho a la salud, etc. 



El Sistema de Seguridad Social previsto y garantizado en nuestra Constitución Política ha sido analizado por la Sala Constitucional en diversas resoluciones. Al respecto, en el voto N°.16077-2012 de las dieciséis horas y tres minutos del veintiuno de noviembre del dos mil doce indicó: 



III.- Sobre el Sistema de Seguridad Social. Esta Sala se ha pronunciado, de forma reiterada, acerca del sistema de seguridad social previsto y garantizado por el Derecho de la Constitución, así como sobre su significado en el marco de un Estado Social y Democrático de Derecho. Así, por ejemplo, en la sentencia número 2009-16300 de las 15:07 horas del 21 de octubre de 2009, esta Sala señaló: 

´ (…) De conformidad con el artículo 73 de la Constitución Política, se crean los seguros sociales a cargo de la Caja Costarricense de Seguro Social en beneficio de los trabajadores a fin de protegerles a éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que la ley determine. Por su parte, el artículo 74 constitucional, contiene los principios de justicia social y solidaridad social. El primero es entendido como la autorización para que el Derecho irrumpa en las relaciones sociales con el fin de corregir y compensar las desigualdades entre las personas, que resulten contrarias a su dignidad de tal manera que se pueda asegurar las condiciones mínimas que requiere un ser humano para vivir. El segundo principio, el de solidaridad social, consiste en el deber de las colectividades de asistir a los miembros del grupo frente a contingencias que los colocan en una posición más vulnerable, como la vejez, la enfermedad, la pobreza y las discapacidades. Asimismo, los artículos 50 y 51 de la Constitución, disponen que el Estado debe procurar el mayor bienestar a todos los habitantes del país y brindará una especial protección a la familia, a la madre, al niño, al anciano y al enfermo desvalido. Por su parte, los artículos 22, 23, 24 y 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículo 11, 16 y 35 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y los artículos 9 y 12 inciso d) del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. Todos estos preceptos constitucionales e internacionales deben ser interpretados armónicamente, toda vez que, constituyen el derecho a la seguridad social. (…) De esta manera, se concibe al sistema de seguridad social como un conjunto de normas, principios, políticas e instrumentos destinados a proteger y reconocer prestaciones a las personas en el momento en que surgen estados de vulnerabilidad, que le impidan satisfacer sus necesidades básicas y las de sus dependientes. ´ [Lo resaltado no es del original]. 



En esta misma resolución el Tribunal trae a colación lo resuelto en el voto N°.4881-2002 de las catorce horas cincuenta y seis minutos del veintidós de mayo de dos mil dos y al respecto señala que: 



La regulación constitucional de las instituciones de seguridad social permite a esta Sala reconocer el derecho fundamental de los trabajadores, a que sus instituciones estén en capacidad de prevenir y enfrentar cierto tipo de infortunios relacionados con la condición del trabajo, de la familia y de la propia naturaleza humana (enfermedad, vejez y muerte). Una seguridad social que responda a la filosofía propia de un Estado Social de Derecho, debe tener como base una justicia social para todos, y no para una clase o para determinada función del trabajo, en tanto ello se enfrentaría al principio de igualdad. […] Esta Sala se ha pronunciado en el sentido de que la asociación de particulares a entidades de la seguridad social puede ser compulsiva, en tanto tiene fines de bien común compatibles con el sistema social de derecho en que vivimos. En este sentido -ha dicho este Tribunal - el sacrificio de la afiliación obligatoria tiene como contrapartida la prestación necesaria por parte del organismo en cuestión, una vez producido el evento que está llamado a proteger. El constituyente diseñó el seguro social sobre la base de filiación y contribución obligatorias y esta compulsión tiene como contrapartida el derecho del trabajador a recibir como contraprestación del sistema, protección en los eventos de "enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que determine la ley´ (párrafo primero del artículo 73 constitucional). […]

Se corrobora, de esta forma, que el sistema de seguridad social incluye, entre sus fines primarios y esenciales, brindar protección al trabajador y a su familia, ante posibles estados de desprotección o infortunio, como pueden ser la enfermedad, la invalidez, la vejez o la muerte. Ello con el fin de garantizarles una vida digna y decorosa. […]  [Lo resaltado únicamente con negrita no es del original].



En síntesis, el sistema de seguridad social es un conjunto de normas, principios, políticas e instrumentos destinados a proteger y reconocer prestaciones a las personas en el momento en que surgen estados de vulnerabilidad que les impidan satisfacer sus necesidades básicas y las de sus dependientes. Tratándose de las pensiones por sobrevivencia, este sistema busca garantizar la seguridad de un ingreso a aquellos que, debido al fallecimiento del trabajador, se han visto afectados por la pérdida del sostén familiar. 



B. [bookmark: _Toc394311085]El derecho a la jubilación. Un derecho fundamental



El derecho a la jubilación es un derecho fundamental, que forma parte del derecho a la seguridad social, derivado de los artículos 50, 73 y 74 de la Constitución Política.



Implica una garantía para el trabajador de que recibirá una retribución por sus labores realizadas durante todo el periodo de tiempo trabajado, además, implica la protección de sus descendientes en caso de que el sostén de la familia fallezca antes de que logre pensionarse o jubilarse.



Nuestra Constitución Política consagra la existencia de un régimen de seguridad social universal a favor de todos los trabajadores manuales e intelectuales, cuya administración y gobierno le corresponde a la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS).  



No obstante, además del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (RIVM), que es el régimen universal administrado por la CCSS, coexisten con este otros regímenes de carácter especial, que también forman parte de la seguridad social, los cuales igualmente protegen a los trabajadores ante las coberturas de vejez, invalidez y sobrevivencia, como lo son el régimen general de pensiones con cargo al presupuesto nacional, los regímenes de pensiones y jubilaciones del Magisterio Nacional y el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial.



Estos regímenes deben garantizar a los individuos y los hogares la seguridad del ingreso, en particular, en caso de vejez, invalidez y sobrevivencia, este último en caso de pérdida del sostén de familia.



No obstante, no debe perderse de vista que para poder tener derecho a la seguridad social, todo trabajador ha de cotizar un período mínimo que permita la sostenibilidad del régimen de pensiones y jubilaciones y esto da pie para que el derecho a la jubilación, como cualquier otro derecho, esté sujeto a condiciones y limitaciones, las cuales deben estar previstas por las normas que las reconocen y garantizan, y deben resultar razonablemente necesarias para el ejercicio del derecho mismo, de acuerdo con su naturaleza y fin. En este sentido se pronunció la Sala Constitucional en el voto N°.10986-2012 de las quince horas cinco minutos del catorce de agosto de dos mil doce, en el que indicó que: 



El régimen de pensiones y jubilaciones, dispuesto en el artículo 73 de la Constitución Política, dentro del cual se enmarca la norma impugnada, corresponde a la modalidad llamada régimen contributivo de seguridad social. En dicho régimen se constituye un fondo basado en la contribución forzosa y tripartita de trabajadores, de empleadores o patronos, y del Estado para sufragar el costo de los beneficios, una vez que el trabajador se acoge al retiro. La vejez es la contingencia en torno a la cual gira el régimen; es decir que la persona al llegar a determinada edad y luego de aportar un cierto número de cuotas tiene derecho a disfrutar de los beneficios del mismo. Sin embargo, existen una serie de circunstancias o eventualidades a las que la persona podría verse enfrentada como la invalidez o la muerte antes de llegar a su retiro. A partir de lo anterior, este Tribunal ha sostenido reiteradamente que ‘para poder tener derecho a la seguridad social, todo trabajador ha de cotizar un período mínimo que permita la sostenibilidad del régimen de pensiones y jubilaciones, es decir, debe haber contribuido al fortalecimiento del Fondo´ […] En definitiva, la Sala ha señalado en forma constante que el derecho a la jubilación, como cualquier otro derecho, está sujeto a condiciones y limitaciones, unas y otras solamente en cuanto se encuentren previstas por las normas que las reconocen y garantizan, y además resulten razonablemente necesarias para el ejercicio del derecho mismo, de acuerdo con su naturaleza y fin. [Lo resaltado no es del original]. 





C. Sobre la protección a la familia como un derecho fundamental



La familia como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene derecho a la protección especial del Estado. Esta garantía se encuentra consagrada en el artículo 51 de la Constitución Política según el cual: “La familia, como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene derecho a la protección especial del Estado.   Igualmente tendrán derecho a esa protección la madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido”.



Según se observa, esta norma constitucional obliga al Estado a procurar la protección de la familia en todos los campos de la vida social, a través de una legislación especial y el desarrollo de programas, instituciones y actividades. Esta protección constitucional corresponde a la familia y, en particular, a la madre, el menor, el anciano y el enfermo, como los integrantes más necesitados de ese apoyo.



El principio recogido en el artículo 51 constitucional se encuentra desarrollado e íntimamente relacionado, también, con los derechos a la vida, la salud, la integridad física y la seguridad social de los miembros del núcleo familiar, todos estos garantizados por la Constitución Política y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.



Esta protección especial a la familia es reconocida por la mayoría de los instrumentos internacionales de derechos humanos suscritos por Costa Rica.  Así, el artículo 16 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos[footnoteRef:3] contiene una fórmula muy similar a la establecida en el artículo 51 transcrito líneas atrás, al señalar en el inciso tercero que “La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado”. [3:  Artículo 16.
Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio.
Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el matrimonio.
3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.
] 




En sentido similar, el artículo 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos[footnoteRef:4] y el artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales[footnoteRef:5], reconocen a la familia como célula fundamental de la sociedad y establecen el deber de los Estados de otorgarle protección. [4:  Artículo 23
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.
2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen edad para ello.
3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes.
4. Los Estados Parte en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a los hijos.
]  [5:  Artículo 10
Los Estados Parte en el presente Pacto reconocen que:
1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges.
2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social.
3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.] 




D. Sobre la protección de los menores huérfanos en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos 



En un régimen de seguridad social la pensión por orfandad constituye una prestación económica, una pensión, que se concede a los hijos de la persona fallecida –cotizante– cuyo objetivo es proteger la situación de necesidad económica ocasionada, precisamente, por el fallecimiento del proveedor familiar. 



El derecho a la pensión por orfandad se encuentra consagrado en los instrumentos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos como un derecho de carácter prestacional, que busca garantizar a los beneficiarios del causante la posibilidad de proveerse, por un medio digno y decoroso, de los recursos necesarios para su subsistencia.  



En este sentido, el artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos dispone:

 

Artículo 25

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social. [El resaltado no es del original]



El artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o “Protocolo de San Salvador” reconoce también el derecho a la seguridad social y prevé, expresamente, la tutela de los dependientes en caso de fallecimiento:

 

Artículo 9.- Derecho a la seguridad social

1-Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. […] [Lo resaltado no es de original]. 

 

El Convenio 102 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT)[footnoteRef:6], relativo a las normas mínimas de la seguridad social, se refiere en el Título X a las prestaciones económicas por sobrevivencia.  [6:  Aprobado por medio de la Ley N. °4736 de 29 de marzo de 1971. ] 




En términos generales, el Convenio establece la obligación de los Estados Parte de “garantizar a las personas protegidas la concesión de prestaciones de sobrevivientes” (artículo 59) y agrega que “La contingencia cubierta deberá comprender la pérdida de medios de existencia sufrida por la viuda o los hijos como consecuencia de la muerte del sostén de familia” (artículo 60).  [Lo resaltado no es de original].



De manera específica, el artículo 63 del Convenio establece un periodo mínimo de tres años de cotización para otorgar prestaciones económicas por sobrevivencia. 



[bookmark: A63P1]Artículo 63

1. La prestación mencionada en el artículo 62 deberá garantizarse en la contingencia cubierta, por lo menos:

[..] 

(b) cuando en principio las cónyuges y los hijos de todas las personas ecónomicamente activas estén protegidos, a las personas protegidas cuyo sostén de familia haya cumplido un período de tres años de cotización, a condición de que se haya pagado en nombre de este sostén de familia, en el transcurso del período activo de su vida, el promedio anual prescrito de cotizaciones. [Lo resaltado no es de original].



Finalmente, el Convenio 128 de la OIT, sobre las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivientes[footnoteRef:7], dispone, en lo que interesa:  [7:  Este convenio no ha sido aprobado por la Asamblea Legislativa, sin embargo, la Sala Constitucional lo ha tomado en consideración en algunas de sus resoluciones. ] 




Artículo 20

Todo Miembro para el cual esté en vigor la presente parte del Convenio deberá garantizar a las personas protegidas la concesión de prestaciones de sobrevivientes, de conformidad con los artículos siguientes de esta parte.



Artículo 21

1. La contingencia cubierta deberá comprender la pérdida de medios de subsistencia sufrida por la viuda o hijos como consecuencia de la muerte del sostén de familia.

[…] 



 Artículo 24

1. La prestación mencionada en el artículo 23 deberá garantizarse, en caso de realización de la contingencia cubierta, por lo menos: 

(a) a la persona protegida cuyo sostén de familia haya cumplido, según reglas prescritas, un período de calificación que podrá ser de quince años de cotización o de empleo o de diez años de residencia. Sin embargo, en el caso de prestación de sobrevivientes para una viuda, el cumplimiento por ella misma de un período prescrito de residencia podrá ser considerado como suficiente;

(b) cuando, en principio, los cónyuges y los hijos de todas las personas económicamente activas estén protegidos, a la persona protegida cuyo sostén de familia haya cumplido, según reglas prescritas, un período de tres años de cotización y en cuyo nombre se hayan pagado, durante el período activo de su vida, cotizaciones cuyo promedio anual o número anual alcancen un valor prescrito.

2. Cuando la concesión de la prestación de sobrevivientes esté condicionada al cumplimiento de un período mínimo de cotización o de empleo, deberá garantizarse una prestación reducida, por lo menos: 

(a) a la persona protegida cuyo sostén de familia haya cumplido, según reglas prescritas, un período de cinco años de cotización o de empleo; o

(b) cuando, en principio, las cónyuges y los hijos de todas las personas económicamente activas estén protegidos, a la persona protegida cuyo sostén de familia haya cumplido, según reglas prescritas, un período de tres años de cotización y en cuyo nombre se haya pagado, durante el período activo de su vida, la mitad del promedio anual o del número anual de cotizaciones prescritas a que se refiere el apartado b) del párrafo 1 del presente artículo.

3. Las disposiciones del párrafo 1 del presente artículo se considerarán cumplidas cuando, por lo menos a la persona protegida cuyo sostén de familia haya cumplido, según reglas prescritas, cinco años de cotización, empleo o residencia, se le garantice una prestación, calculada de conformidad con la parte V, pero según un porcentaje inferior en diez unidades al que se indica para el beneficiario tipo en el cuadro anexo a esa parte.

4. Podrá efectuarse una reducción proporcional del porcentaje indicado en el cuadro anexo a la parte V cuando el período de calificación exigido para la concesión de la prestación correspondiente al porcentaje reducido sea superior a cinco años de cotización, empleo o residencia, pero inferior a quince años de cotización o de empleo, o a diez años de residencia. Cuando dicho período de calificación sea un período de contribución o de empleo, deberá concederse una prestación reducida de conformidad con el párrafo 2 del presente artículo.

5. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 del presente artículo se considerarán cumplidas cuando se garantice una prestación, calculada de conformidad con la parte V, por lo menos a la persona protegida cuyo sostén de familia haya cumplido, según reglas prescritas, un período de cotización o de empleo no superior a cinco años a una edad mínima prescrita, pero que podrá aumentar, en función de la edad, hasta un número máximo de años prescrito.



Artículo 25

La prestación mencionada en los artículos 23 y 24 deberá concederse durante toda la duración de la contingencia.



Conviene agregar que, con respecto a las obligaciones asumidas por el país en materia de seguridad social, nuestro Tribunal Constitucional ha estimado que convenios como el N°.102 son mínimos infranqueables para el legislador ordinario o para las políticas gubernamentales, sin embargo, este aspecto no obsta para que puedan fijarse mejores beneficios por medio de leyes. Al respecto, en el voto N°.20473-2014 de las quince horas con veinte minutos del dieciocho de diciembre de dos mil catorce la Sala indicó que: 



Lo expuesto en el Considerando anterior, ha llevado a este Tribunal ha insistir en que en materia de seguridad social, en atención a los principios de justicia social y el desarrollo paulatino de los derechos fundamentales, tanto en nuestra Constitución Política como en los diferentes instrumentos internacionales, existe una serie de condiciones mínimas que deben ser respetadas y promovidas por el Estado Costarricense.



E. Jurisprudencia relacionada con la protección por viudez y orfandad  



En relación con el tema que se analiza, en el voto N°.16077-2012 la Sala Constitucional señala: 



… como bien, lo señaló este Tribunal Constitucional en el Voto No. 378-2001 que ´El importe de la pensión pretende sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas que de él dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia.´. […] Tratándose del régimen contributivo al que pertenece el seguro de invalidez, vejez y muerte, la pensión por viudez viene a sustituir el aporte económico que hacía el asegurado fallecido al núcleo familiar, con independencia de su magnitud respecto del aporte que realiza el cónyuge sobreviviente. A favor de esta tesis, se puede citar, lo expuesto por el Tribunal Constitucional español, el cual, a partir de la sentencia STC 184/1990, de 15 de noviembre de 1990, ha sostenido lo que sigue: 

´ (…) la pensión de viudedad tiene como finalidad compensar la falta o minoración de unos ingresos de los que participaba el cónyuge supérstite y, en general, afrontar las repercusiones económicas causadas por la actualización de una contingencia -la muerte de uno de los cónyuges- otorgando a tal efecto una pensión, siendo irrelevante que el fallecimiento cree o no un estado de necesidad (…) ´. 

Asimismo, la Sala Plena de la Corte Constitucional de Colombia, en la sentencia C-336 de abril 16 de 2008, ha establecido lo siguiente: 

´Anteriormente denominado derecho a la sustitución pensional, la pensión de sobrevivientes corresponde a una garantía propia del sistema de seguridad social fundada en varios principios constitucionales, entre ellos el de solidaridad que lleva a brindar estabilidad económica y social a los allegados al causante; el de reciprocidad, por cuanto de esta manera el legislador reconoce en favor de ciertas personas una prestación derivada de la relación afectiva, personal y de apoyo que mantuvieron con el causante; y el de universalidad del servicio público de la seguridad social, toda vez que con la pensión de sobrevivientes se amplía la órbita de protección a favor de quienes probablemente estarán en incapacidad de mantener las condiciones de vida que llevaban antes del fallecimiento del causante. 

La pensión de sobrevivientes es uno de los mecanismos establecidos por el legislador para realizar los derechos de previsión social; su finalidad es la de crear un marco de protección para las personas que dependían afectiva y económicamente del causante, permitiendo que puedan atender las necesidades propias de su subsistencia y hacer frente a las contingencias derivadas de la muerte del pensionado o afiliado. (el énfasis es agregado). 

Aún más, en la sentencia C-556/09 de 20 de agosto de 2009, la Sala Plena de la Corte Constitucional colombiana, en forma expresa, sostuvo: 

´ (…) debe tenerse en cuenta que la naturaleza de la pensión de sobrevivientes, es suplir la ausencia repentina del apoyo económico del pensionado o del afiliado al grupo familiar, con el fin de evitar que su muerte se traduzca en un cambio radical de las condiciones de subsistencia mínimas de los beneficiarios de dicha prestación. ´

Partiendo de las consideraciones esbozadas, se concluye que la finalidad de la pensión por viudez del seguro de invalidez, vejez y muerte es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba el asegurado fallecido, con independencia de si éste es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite. […]  

En definitiva, de los distintos precedentes previamente trascritos se colige que resulta coherente o congruente con un régimen contributivo de seguridad social, como lo es el de invalidez, vejez y muerte, que, ante la muerte del asegurado directo, el sistema brinde protección a los familiares que dependían, parcial o totalmente, del fallecido, para que estos puedan enfrentar las consecuencias y necesidades económicas que tal infortunio puede generarles, ante la pérdida del aporte o ayuda económica que les brindaba el causante. Lo anterior en consonancia con lo previsto en los artículos 50, 51, 73 y 74 de la Constitución Política.  [Lo resaltado con negrita no es del original]. 



Por su parte, en el voto N°. 1617-2015 de las once horas treinta y uno minutos del cuatro de febrero de dos mil quince, nuestro Tribunal Constitucional se refiere al deber de los progenitores de velar por sus hijos, el cual subsiste aún después de su muerte, como sigue: 



El deber de los progenitores de velar por sus hijos (as) subsiste aun después de su muerte. Para la mayoría de este Tribunal el deber de los padres hacia sus hijos de proveer sustento, habitación, vestido, asistencia médica, educación, diversión, transporte y otros conforme a las posibilidades económicas y el capital que le pertenezca o posea ha de darlos, aun después de su muerte. Este deber no solo tiene un anclaje en el ordenamiento jurídico, sino también es una exigencia derivada de principios elementales de convivencia en el marco de una sociedad políticamente organizada. Es así como se han diseñado políticas públicas que se expresan en actos normativos, a través de los cuales se les garantizan a los (as) menores o mayores menores de 25 años que aún continúan estudiando de forma exitosa, una pensión, una cuota o un beneficio, etc., a causa del deceso de su progenitor. La norma que se impugna en esta acción es un claro ejemplo de ello, así como el artículo 595 del Código Civil, que limita la libertad del testador, pues le impone el deber de asegurar los alimentos a su hijo (a) hasta la mayoría de edad si es menor, y por toda la vida si el hijo (a) tiene una discapacidad que le impida valerse por sí mismo.

[bookmark: _Hlk51175471]Ahora bien, cuando se da la muerte de los progenitores el Derecho Internacional de los Derechos Humanos le impone al Estado la obligación de garantizarle a los (as) menores y mayores menores de 25 años que cursan estudios, un desarrollo pleno, lo que está asociada a una vida digna. No otra cosa puede desprenderse de la Convención sobre los Derechos del Niño cuando establece, entre otras cosas, la obligación del Estado de asegurar una adecuada protección y cuidado, cuando los padres y madres, u otras personas responsables, no tienen capacidad para hacerlo (artículo 3), de adoptar las medidas necesarias para dar efectividad a todos los derechos reconocidos en ese Instrumento Internacional de Derechos Humanos (artículo 4), a garantizar el desarrollo integral de la personalidad del menor (artículo 6). Ahora bien, en aplicación del numeral 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos son extensibles a los mayores menores de 25 años que aún continúan estudiando de forma exitosa los deberes del Estado que se derivan de la Convención que recoge los derechos de los (as) menores de edad. [Lo resaltado no es del original]. 



En este mismo voto, el Tribunal se refiere al Convenio 128 de la OIT “sobre prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivientes” y al respecto concluye que resulta contario a las máximas que rigen la seguridad social que exista una norma que elimine la pensión por orfandad cuando un menor beneficiario ejecute labores por cuenta ajena. Para la Sala Constitucional, tal estipulación limita de forma injustificada el derecho fundamental al trabajo e impide que el huérfano se garantice los ingresos económicos suficientes para llevar un estilo de vida digno. Al respecto señaló lo siguiente: 



Para la mayoría de este Tribunal la norma cuestionada es intrínsecamente injusta, no solo porque vulnera compromisos que ha adquirido el Estado de Costa Rica al aprobar y ratificar Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, sino por razones adicionales.

[bookmark: _Hlk51275207]En primer término, porque desvincula a la entidad aseguradora de compromisos internacionales, que son de obligatorio cumplimiento e infringe, con su negativa, el deber de los padres a velar por sus hijos después de su muerte. En segundo término, porque no cabe duda de que el causante, al haber cotizado para la seguridad social, le trasfiere a sus hijos (as) el derecho a obtener la pensión por orfandad. No estamos en presencia de una liberalidad de la entidad aseguradora, sino más bien frente a un derecho legítimo de los (as) hijos (as) de reclamar lo que a ellos en derecho corresponde atendiendo al deber de los padres suplirles los alimentos aún después de la muerte. Por otra parte, la norma añade sufrimiento al sufrimiento, dolor a dolor, toda vez que, además de la angustia que sufren los (as) adolescentes-trabajadores por la muerte de sus padres, se les agrega otra preocupación -resolver la cuestión de su manutención-, para lo cual, en muchos casos, no se les ha preparado o están en proceso de formación -estudiando para obtener una profesión-.

Por razones de espacio, no es el momento oportuno para traer a colación los estudios que han realizado universidades de gran prestigio sobre los efectos físicos, emocionales y de otra índole que provoca la orfandad. Si a lo anterior se le añade, el hecho de que hay una norma que sanciona al huérfano con el no otorgamiento de la pensión de orfandad por el hecho de estar trabajando, la situación descrita deviene en injusta en sí misma. Por último, la norma va en contra de un valor esencial de toda sociedad, como es el reconocer y estimular a las personas que se esfuerzan y trabajan por forjarse un mejor futuro, toda vez que, en lugar de promover ese hecho como meritorio, al adolescente-trabajador se le sanciona con el no otorgamiento de la pensión de orfandad.



IV. [bookmark: A63P2]Sistema Nacional de Pensiones, condiciones para obtener una pensión por sobrevivencia  



Para una mejor comprensión del análisis de fondo que a continuación se plantea, en este apartado se describen las reglas que aplican para la obtención de una pensión por sobrevivencia en el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS (IVM), al Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional, al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y el Régimen General de Pensiones al Presupuesto Nacional.



Cuadro #2

Regímenes públicos de pensiones

Derechos por sobrevivencia



		Régimen público de pensiones

		Condiciones para obtener una pensión por sobrevivencia

		Beneficiarios

		Beneficio



		Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM)



Reglamento del seguro de invalidez, vejez y muerte

		El derecho a pensión de sobrevivientes, se consolida si al momento de fallecer el asegurado, éste se encuentra en cualquiera de las siguientes situaciones:

a) Pensionado por vejez o invalidez. 

b) Haber aportado 180 cotizaciones mensuales. 

c) Haber cotizado un mínimo de 12 cuotas durante los últimos 24 meses anteriores a la muerte (artículo 18 del Reglamento del seguro de invalidez, vejez y muerte)



Si el asegurado falleciere habiendo contribuido al menos con doce cuotas mensuales, pero esas cuotas no dan derecho a una pensión, sus derechohabientes tendrán derecho a una indemnización equivalente a un doceavo del salario promedio mensual, por cada mes que el asegurado hubiere contribuido a este Seguro.

		Tienen derecho a la pensión por viudez.



El cónyuge dependiente económicamente del fallecido. 



Tienen derecho a pensión por orfandad los hijos que al momento del fallecimiento dependían económicamente del causante, de acuerdo con la determinación que en cada caso hará la Caja: 

a) Los solteros menores de 18 años […] (artículo 12 del Reglamento del seguro de invalidez, vejez y muerte)

		a. Un 70% para la pensión por viudez cuando la viuda o el viudo es mayor de 60 años o se encuentre inválido. 

b. Un 60% para la pensión por viudez cuando la viuda o el viudo es mayor de 50 años y menor de 60 años c. Un 50% para la pensión por viudez cuando la viuda o el viudo son menores de 50 años. 

d. Un 30% para cada pensión por orfandad.



		Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional.

Ley N.°7302 de 15 de julio de 1992.

		Tendrán derecho a disfrutar de una pensión los 
causahabientes del servidor que muera después de haber laborado y 
cotizado por lo menos durante cinco años para el régimen especial al que 
pertenecía y los causahabientes del pensionado que fallezca.  (artículo 8)

		La pensión se regirá por las disposiciones establecidas en el 
Reglamento del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la 
Caja Costarricense de Seguro Social, tanto en cuanto a la determinación de 
los beneficiarios como a la de sus condiciones y monto. (artículo 8)

		El monto de las prestaciones de muerte se regirá en un todo por lo establecido en los artículos respectivos del Reglamento del RIVM de la CCSS.



		Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional Régimen de Capitalización Colectiva (RCC).

Ley N.°7531 de 10 de julio de 1995

		En el caso del trabajador (a) fallecido (a) debe registrar al menos 36 cotizaciones, a favor del Régimen y que el causante haya aportado 12 cotizaciones en los últimos 60 meses previo a la fecha de defunción. 



Si el trabajador fallece antes de cumplir el número mínimo de cotizaciones para acceder a una pensión, el (la) trabajador (a) o los (las) derechohabientes tendrán derecho a la totalidad de una indemnización igual a tres veces el promedio de los últimos 12 salarios cotizados al RCC a favor de los derechohabientes. En caso de tener menos de 12 cotizaciones la indemnización será igual a tres veces el promedio de todos los salarios cotizados, multiplicado por el número de cotizaciones enteradas entre 12. (artículo 9 del Reglamento del Régimen de Capitalización Colectiva)

		Tienen derecho a la pensión por viudez.



El cónyuge dependiente económicamente del fallecido. 



Tiene derecho a pensión por orfandad los (las) hijos (as), que al momento del fallecimiento del (la) causante, dependían económicamente de éste, de acuerdo con las siguientes reglas: 

a) a) Solteros (as) menores de edad […] (artículo 15 RRCC)

		Viuda 50% + 20% hijo





		Régimen de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial.

Ley N.°9544 de 22 de mayo de 2018.

		En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido al causante. (artículo 229).

		Tienen derecho a la pensión por viudez.



El cónyuge dependiente económicamente del fallecido. 



Tienen derecho a pensión por orfandad:


1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:


1.1) Solteros menores de edad […]



		80% de lo que correspondía al causante. 







Fuente: Elaboración propia



En lo que interesa a este criterio, del cuadro anterior es posible concluir que los regímenes básicos de pensiones, con excepción del Poder Judicial, tienen previsto un mínimo de cotizaciones para reconocer el derecho a la pensión por sobrevivencia cuando fallece un trabajador y este mínimo no se encuentra vinculado al cumplimiento de los requisitos para obtener una pensión por vejez, así: 



· En el caso del RIVM, tienen derecho a una pensión por sobrevivencia los causahabientes si, al momento de fallecer el asegurado, este se encontraba pensionado, había contribuido con un mínimo de 180 cotizaciones mensuales, o había cotizado con un mínimo de doce cuotas durante los últimos veinticuatro meses anteriores a la muerte. 



Además, si el asegurado falleciere habiendo contribuido al menos con doce cuotas mensuales, pero esas cuotas no dan derecho a una pensión, sus derechohabientes tendrán derecho a una indemnización equivalente a un doceavo del salario promedio mensual, por cada mes que el asegurado hubiere contribuido a este seguro.



· En el caso del Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, tienen derecho a disfrutar de una pensión por sobrevivencia los causahabientes del servidor que muera después de haber laborado y cotizado por lo menos durante cinco años para el régimen especial al que pertenecía.  



· En el caso del RCC, los causahabientes tienen derecho a una pensión por sobrevivencia si el trabajador fallecido registró al menos 36 cotizaciones a favor del Régimen y aportó 12 cotizaciones en los últimos 60 meses previo a la fecha de defunción. 



Además, si el trabajador hubiere fallecido antes de cumplir el número mínimo de cotizaciones para acceder a una pensión, los derechohabientes tendrán derecho a la totalidad de una indemnización igual a tres veces el promedio de los últimos 12 salarios cotizados al RCC. En caso de tener menos de 12 cotizaciones la indemnización será igual a tres veces el promedio de todos los salarios cotizados, multiplicado por el número de cotizaciones enteradas entre 12.



· En el caso del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, únicamente se le otorgará una pensión por sobrevivencia a los causahabientes del servidor judicial que, al momento de su fallecimiento, había cumplido con los requisitos para obtener una pensión por vejez, a saber: contar con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial, haber cumplido sesenta y cinco años y haber trabajado al menos treinta y cinco años.



V. Análisis del caso particular



El Consejo Superior del Poder Judicial rechazó una solicitud de pensión por sobrevivencia, efectuada por la señora Adriana Solís Chávez, en favor de su hija menor Fátima Fuentes Solís, alegando que al momento de la muerte del servidor Carlos Alexander Fuentes Núñez este no contaba con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial, no había cumplido sesenta y cinco años y no había trabajado al menos treinta y cinco años.



La decisión de dicho Consejo se fundamenta en lo dispuesto en los artículos 224 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los cuales únicamente reconocen el derecho a una pensión por sobrevivencia cuando el trabajador fallecido ha cumplido con los requisitos para obtener una pensión por vejez. 



A la luz de los elementos doctrinales, la normativa internacional y la jurisprudencia constitucional a que se ha hecho mención en este criterio, considera esta Asesoría que el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial podrían resultar sustancialmente disconforme con el Derecho de la Constitución, pues podría estar propiciando una verdadera desprotección de la seguridad social para todos aquellos causahabientes de los servidores judiciales que, a pesar de haber contribuido al régimen, fallezcan sin cumplir los requisitos arriba mencionados. 



Tal y como se indicó con anterioridad, las prestaciones por sobrevivencia buscan proteger al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba el trabajador fallecido.  Desde este punto de vista, permitir el disfrute de una pensión por sobrevivencia únicamente cuando el trabajador fallecido ha cumplido con los requisitos para obtener una pensión por vejez, desvincula al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial de compromisos internacionales que son de obligatorio cumplimiento, e infringe el deber de los padres de velar por sus hijos después de su muerte. 



Además, desconoce que el causante, al haber cotizado para la seguridad social, en este caso por más de diez años, debería tener la posibilidad de transferirle a su hija el derecho a obtener la pensión por orfandad; máxime que, tal y como lo señala el Tribunal Constitucional, “… existen una serie de circunstancias o eventualidades a las que la persona podría verse enfrentada como la invalidez o la muerte antes de llegar a su retiro”.



Si bien la Sala Constitucional ha reconocido que el derecho a la jubilación, como cualquier otro derecho, está sujeto a las condiciones y limitaciones definidas por el legislador, también ha indicado que estas deben resultar razonablemente necesarias para el ejercicio del derecho mismo, de acuerdo con su naturaleza y fin. 



En este sentido, analizando el artículo 18 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, en el voto N°. 10986-2012 la Sala estableció algunos elementos que son de interés para este caso al señalar que: 



Es un principio básico de la justicia redistributiva, aplicable principalmente en regímenes previsionales de la seguridad social, el que las prestaciones monetarias deben guardar relación con el esfuerzo contributivo realizado. Las doce cuotas exigidas durante los dos años previos al fallecimiento del cotizante representan un 4% del total de cuotas que se requieren como mínimo para la obtención de una jubilación por vejez. […] Este Tribunal estima que los mencionados porcentajes resultan razonables ya que ni siquiera llegan a alcanzar una décima parte del mínimo de cotizaciones requerido para la obtención de una pensión por vejez o invalidez. Asimismo, permite la sostenibilidad del régimen, a pesar del plazo de dos años de cotización, que es un lapso muy corto para la consolidación de un régimen contributivo, y a la vez garantiza plenamente el goce del derecho a beneficiarse de la prestación de la población asegurada, en armonía con el artículo 73 de la Constitución Política. En virtud de lo expuesto, se estima que la norma impugnada es razonable y proporcionada y, contrario a lo sostenido por la accionante, conforme al artículo 73 de la Constitución Política. En el régimen previsional, como en el que se enmarca la norma impugnada, la Caja Costarricense de Seguro Social debe asegurarse las cotizaciones necesarias para sufragar el costo de las prestaciones que ofrece; con lo cual garantiza no sólo el fortalecimiento del fondo creado para la protección y beneficio de todos  los trabajadores del país, sino también la consecución de un fin supremo, como lo es el preservar el equilibrio financiero del fondo de Invalidez, Vejez y Muerte, como presupuesto mismo de la existencia del régimen de la Seguridad Social, pues el cargo de la cuota o contribución, es condición esencial para la existencia misma del sistema, creada precisamente en beneficio de los mismos contribuyentes. […] De lo anterior se desprende que, si bien el cuidado especial de los menores se encuentra a cargo del Estado, de su familia y de la sociedad, el diseño de   los procedimientos, límites mecanismos, requisitos, políticas e instancias correspondientes para garantizar esos derechos reconocidos por el Derecho de la Constitución, es potestad discrecional del legislador. (Sentencia número 2008-011922, de las quince horas y trece minutos del treinta de julio del dos mil ocho). Precisamente en aras de brindar esa protección es que la Caja Costarricense de Seguro Social dentro del régimen contributivo dispuso una indemnización por muerte -artículo 4 del Reglamento IVM- en proporción al número de cuotas aportadas. […]  En consecuencia, la acción también debe ser declarada sin lugar en cuanto a este extremo. Con base en los antecedentes de este Tribunal y de las consideraciones expuestas, se concluye que el inciso c) del artículo 18 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social es conforme a los principios de razonabilidad, proporcionalidad; al régimen de protección de los seguros sociales, contenidos en los artículos 71 y 73 de la Constitución Política, y al de protección especial de los menores. En consecuencia, lo procedente es la desestimatoria de la acción en todos sus extremos. [Lo resaltado no es del original]. 



De acuerdo con lo anterior, y a pesar de que, como lo indica la Sala Constitucional, el diseño de los procedimientos, límites, mecanismos, requisitos, políticas e instancias correspondientes para garantizar los derechos de los menores es potestad discrecional del legislador, también es lo cierto que en un caso como el que nos ocupa, esa potestad discrecional no puede ser ejercida de forma tal que conlleve una desprotección injustificada del núcleo familiar, máxime si se toma en cuenta que pueden existir mecanismos, como los que se encuentran vigentes en el caso del RIVM y los otros regímenes básicos existentes, que permitan no solo lograr este objetivo, sino que garantice, también, la satisfacción del principio de justicia redistributiva, según el cual en el caso de los regímenes previsionales de la seguridad social, como es el caso del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, las prestaciones monetarias deben guardar relación con el esfuerzo contributivo realizado. 



En vista de lo anterior, considera esta asesoría que el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial podría resultar violatorio del derecho a la seguridad social, pues el grado de protección que otorga resulta insuficiente, al negar el beneficio de una pensión por sobrevivencia a los causahabientes del servidor judicial fallecido que no ha cumplido con los requisitos para obtener una pensión por vejez; además, podría resultar contrario al principio de igualdad, dado que está propiciando un trato distinto e injustificado entre los causahabientes de los servidores judiciales fallecidos, los cuales, ya sea que el servidor haya cumplido o no los requisitos para la pensión, tienen derecho a la protección que otorga la pensión por sobrevivencia. 



En abono de lo anterior, esta norma también podría resultar irrazonable, pues no cumple con la finalidad de proteger de forma adecuada la contingencia de orfandad en el caso de los causahabientes del trabajador fallecido que no cumpla con los requisitos para la pensión por vejez, y podría resultar también inidónea porque no cumple con la finalidad perseguida por la seguridad social que, tal y como se indicó, busca satisfacer una de las contingencias más relevantes, como es la necesidad de dar cobertura al grupo familiar que dependía para su subsistencia del ingreso o prestación de aquél, a fin de garantizarles el mantenimiento de un nivel de vida digno (socialmente aceptable). 



En vista de lo anterior, esta asesoría recomienda que, dadas las potestades de supervisión y regulación que la ley le otorga a la Superintendencia de Pensiones, se solicite a la entidad administradora del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial que valore los argumentos planteados en este criterio y plantee las reformas que considere convenientes, a fin de que  las pensiones por sobrevivencia que otorga ese Régimen se ajusten a los compromisos internacionales asumidos por Costa Rica en esta materia y a la jurisprudencia constitucional a que se ha hecho mención. 



VI. Sobre el retiro de los recursos del ROP 



En cuanto a los requisitos para retirar los recursos del Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP) del servidor Carlos Alexander Fuentes Núñez, el artículo 20 de la Ley Protección al Trabajador dispone que, en caso de muerte del afiliado o pensionado, los beneficiarios serán los establecidos en el régimen básico al que pertenecía. En este sentido, el artículo 17 del Reglamento de Beneficios del Régimen de Capitalización Individual (Reglamento de Beneficios) dispone que la distribución de los recursos acumulados en la cuenta individual se hará según la proporción de beneficio que le corresponde a cada beneficiario, tomando como base lo indicado por el régimen básico.



Si no existieren beneficiarios establecidos por el régimen básico, el artículo 18 del Reglamento de Beneficios dispone que los recursos podrán ser reclamados por los beneficiarios que hayan sido definidos por el afiliado o pensionado ante la operadora de pensiones. En este caso, los beneficiarios podrán gestionar el retiro doce meses después de la muerte del causante y para ello deberán presentar ante la operadora de pensiones una certificación del régimen básico que indique la no existencia de personas disfrutando o solicitando el derecho de pensión de sobrevivencia. Esta certificación será suficiente para que la operadora entregue los recursos según los porcentajes designados.  



Finalmente, si no existieren beneficiarios declarados por el régimen básico, ni tampoco beneficiarios debidamente designados como tales ante la operadora, el artículo 19 del Reglamento de Beneficios dispone que el saldo de la cuenta individual podrá ser reclamado ante la autoridad judicial de trabajo que corresponda, por cualquiera que tenga interés legítimo en ello, según establece el artículo 85 del Código de Trabajo. 



Esto significa que de no existir beneficiarios declarados por el régimen básico en el caso del señor Fuentes Nuñez, el retiro de los recursos del ROP deberá gestionarse de conformidad con los artículos 18 o 19 del Reglamento de Beneficios, según corresponda. 



VII. Conclusión 



De acuerdo con lo indicado se concluye lo siguiente.



1. [bookmark: _GoBack]En la Ley Orgánica del Poder Judicial únicamente se contempla el derecho a pensión por sobrevivencia para los causahabientes de los trabajadores que, al momento de su fallecimiento, hayan cumplido los requisitos para una pensión por vejez.

2. Esta situación podría resultar sustancialmente disconforme con el Derecho de la Constitución, pues podría estar propiciando una verdadera desprotección de la Seguridad Social para todos aquellos causahabientes de los servidores judiciales que, a pesar de haber contribuido al régimen, fallezcan sin cumplir los requisitos arriba mencionados.

3. El artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial desconoce la protección especial que tanto los Convenios Internacionales, como la Constitución Política y los diferentes regímenes públicos de pensiones dan a la familia como núcleo fundamental de la sociedad, y desprotege a quienes, como en el caso de la menor Fuentes Solís, se encuentran en situación de debilidad manifiesta.

4. En vista de lo anterior, se recomienda que, dadas las potestades de supervisión y regulación que la ley le otorga a la Superintendencia de Pensiones, se solicite a la entidad administradora del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial que valore los argumentos planteados en este criterio y plantee las reformas que considere convenientes, a fin de que  las pensiones por sobrevivencia que otorga ese Régimen se ajusten a los compromisos internacionales asumidos por Costa Rica en esta materia y al Derecho a la Constitución.



Cordialmente,

Realizado por: [image: ]		Revisado por: [image: ]

Ana Matilde Rojas Rivas 				Jenory Diaz Molina

Abogada encargada 					Abogada principal

Aprobado por: [image: ]

Nelly María Hernández Vargas

Directora

División Asesoría Jurídica



Teléfonos 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr



Teléfonos 2243-4446 / 2243-4445	             Fax 2243-4444            supen@supen.fi.cr
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REGLAMENTO GENERAL DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES 


DEL PODER JUDICIAL 


De conformidad con las disposiciones de la Ley 9544 del diecinueve de abril de dos mil 


dieciocho, publicada en la Gaceta N. 89 del veintidós de mayo de dos mil dieciocho (en 


adelante la L.O.P.J), la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial (en lo sucesivo Junta Administradora), dicta el siguiente Reglamento General 


del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


 


TÍTULO I 


 


GENERALIDADES 


 


CAPÍTULO ÚNICO 


 


Artículo 1. – Regulación. El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el 


Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme a lo definido en el artículo 242 de 


la Ley N°. 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 


Contenido en la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de Mayo de 1993, y sus 


Reformas, en adelante LOPJ. 


 


Artículo 2. – Definiciones. Para los efectos de este reglamento, entiéndase: 


 


Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación calculada 


según los años de servicio y la edad al retirarse libremente de la función judicial y que se 


adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la Ley y que consisten en alcanzar 


la edad prefijada tanto de la persona como de servicio. 


 


Pensión: Derecho que tienen las personas beneficiarias a percibir una asignación mensual 


cuando fallece la persona servidora o jubilada judicial y que se adquiere con el cumplimiento 


de los requisitos fijados por la ley para la obtención de tal beneficio. 


 


Persona servidora judicial: Persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que 


presta sus servicios a la Institución y que recibe como contraprestación un salario. 


 


Junta: Órgano denominado Junta Administradora, jerarca supremo en materia de 


administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


FJPPJ: Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


 


LOPJ: Ley Orgánica del Poder Judicial. 


 


IVM: Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. 


 


MTSS: Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 







 


MEP: Ministerio de Educación Pública. 


 


INA: Instituto Nacional de Aprendizaje. 


 


TÍTULO II 


 


DEL OTORGAMIENTO DEL BENEFICIO DE JUBILACIONES Y PENSIONES 


 


CAPITULO I 


 


SOBRE LA JUBILACIÓN DE LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES: 


 


Artículo 3. – Contingencias de beneficio a sus afiliados. 


El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con lo establecido 


en la LOPJ, otorga las siguientes contingencias:  


a) Jubilaciones ordinarias. 


b) Jubilaciones anticipadas. 


c) Jubilaciones por invalidez. 


d) Pensiones por sobrevivencia. 


e) Pensiones por orfandad. 


f) Pensiones por ascendencia. 


Los requisitos para el otorgamiento de tales prestaciones se establecerán tanto en la Ley 


dicha, como en el presente reglamento. 


 


Artículo 4. – Requisitos. Los servidores y servidoras judiciales podrán acogerse a una 


jubilación ordinaria o anticipada, cumpliendo los requisitos establecidos en los artículos 224 


y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, respectivamente, requisitos que deben ser 


considerados a cabalidad y revisados por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial 


o la dependencia o personal con el que pueda contar la Junta para tales labores. 


 


Artículo 5. – Verificación. Para la verificación de los requisitos, la persona interesada deberá 


presentar con al menos dos meses de anticipación a la fecha de retiro pretendida, la solicitud 


formal ante la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o ante la dependencia o 


personal que disponga la Junta para tales labores, la cual realizará los cálculos de jubilación 


de conformidad con las fórmulas indicadas en los numerales 224 y 224 bis de la LOPJ, 


correspondiente a cada caso en concreto y los remitirá para conocimiento de la Junta en un 


plazo no mayor a quince días naturales previo a la salida de la persona funcionaria. La Junta 


deberá conocer de los cálculos dichos en la siguiente agenda de sesión después de recibida 


la información por parte de las oficinas competentes. La solicitud deberá contener la siguiente 


información:  


 


a) Nombre y número de identificación. 







 


b) La fecha exacta del retiro. 


 


c) Un lugar, medio electrónico o de otra índole para recibir notificaciones. 


 


La persona gestionante podrá solicitar que el disfrute de su derecho a jubilación se difiera 


para una fecha posterior. En caso de que el ejercicio efectivo del derecho ya aprobado se 


lleve a cabo sin dar el tiempo suficiente para la actualización de los cálculos, se le cancelará 


la jubilación con el monto originalmente aprobado. En este caso la Dirección de Gestión 


Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta para tales 


labores, actualizará el monto del beneficio, con el pago retroactivo que corresponda y lo 


remitirá a la Junta Administradora para su aprobación en un plazo no mayor a un mes. La 


Junta deberá conocer de los cálculos dichos en el siguiente mes calendario después de 


recibida la información por parte de las oficinas competentes. 


 


Artículo 6. – Remisión de la información. Una vez verificados por la Dirección de Gestión 


Humana del Poder Judicial o por la dependencia o personal que disponga la Junta para tales 


labores los requisitos y al determinar que se cumple con cada uno de ellos, deberá remitir el 


informe de la gestión con el cálculo del monto de jubilación respectivo a la Junta 


Administradora, con la finalidad de agendarse para la sesión que corresponda. 


 


Todo lo anterior en los plazos de calificación establecidos en el artículo 5 de este reglamento. 


 


Artículo 7. – Cálculos de jubilación. Previa verificación de la documentación remitida por 


la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o por la dependencia o personal que 


disponga la Junta para tales labores, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, aprobará en sesión los cálculos de jubilación que correspondan 


a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los cálculos.   


 


Artículo 8. – Solicitud de información. La Junta Administradora a través de sus integrantes 


o por medio de las oficinas y personal en la que esta delegue tal requerimiento, en caso de 


requerirse, puede solicitar la información que estime pertinente. 


 


Artículo 9. – Suspensión de beneficio. La persona beneficiaria de una jubilación, en el 


eventual caso de que llegare a laborar cualquier dependencia del Estado, sus instituciones y 


de las municipalidades, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté 


percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la LOPJ, excepto 


cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior. 


 


Artículo 10.- Procedimiento para la suspensión del beneficio jubilatorio. La persona 


jubilada por invalidez que desee reincorporarse al sector laboral deberá solicitar el permiso 


respectivo ante la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o ante la dependencia o 


personal que disponga la Junta para tramitar tales solicitudes, quienes verificarán que la 







nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Si se comprueba 


que la actividad laboral es distinta a aquella en la cual se le declaró el estado de invalidez, el 


interesado podrá continuar con el trámite y solicitar el permiso respectivo por parte de la 


Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense 


de Seguro Social (CCSS) designe según lo establecido en el artículo 233 de la reforma a la 


LOPJ. Una vez obtenido el permiso respectivo, la persona solicitante deberá informar a la 


Junta, a través de las dependencias que esta designe, de la fecha de inicio de las labores que 


le fueron autorizadas, de lo cual se llevará constancia en el expediente de la persona jubilada. 


 


Artículo 11.- Procedimiento de suspensión del beneficio jubilatorio y recuperación de 


sumas indebidamente giradas. Cuando la persona jubilada por invalidez, inicie labores 


remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar regulado en el artículo 


10 de este reglamento, o bien lo haga a pesar de que se le haya denegado el permiso por parte 


de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja 


Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, se procederá por parte de la oficina interna 


del Poder Judicial, de la dependencia de la Junta o la asesoría externa que designe esta, a la 


apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la 


Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas 


pueda dictar la Junta, lo anterior a efecto de proceder a la suspensión del beneficio jubilatorio, 


luego de respetársele el debido proceso. Por la misma vía y órganos, se procederá a la 


recuperación de los dineros recibidos indebidamente, al encontrarse laborando sin la 


autorización correspondiente y sin que se hubiera suspendido el beneficio jubilatorio. 


 


Artículo 12. – Reajustes. La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la 


dependencia o personal que disponga la Junta para la elaboración de los cálculos 


correspondientes, comunicará a la Junta Administradora los reajustes que se deben realizar a 


los montos de las pensiones y jubilaciones en curso de pago y futuras, de conformidad con 


las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor y definido por el Instituto Nacional de 


Estadística y Censo, para la aprobación correspondiente.   


 


Toda persona jubilada que reingrese al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su 


beneficio jubilatorio por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. 


Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se 


reactivará la jubilación con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el 


índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y 


Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del 


Poder Judicial, nuevo monto jubilatorio que será calculado por la Dirección de Gestión 


Humana del Poder Judicial o por la dependencia o personal que disponga la Junta para tales 


labores. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el exjubilado tendrá 


derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de 


esta ley, procedimiento que estará a cargo de las dependencias dichas, quienes deberán 


remitir el respectivo informe para la correspondiente aprobación de la Junta, la que agendará 







en sesión los recálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de 


ser requerido, se solicitará la revisión de los recálculos bajo estudio. 


 


Artículo 13. – Límites en los cálculos. La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial 


o la dependencia o personal que disponga la Junta para la elaboración de los cálculos de 


jubilación, deberán contemplar en estos lo estipulado en el artículo 225 de la Ley Orgánica 


del Poder Judicial, en el entendido de que ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces 


el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte 


del salario base del puesto más bajo del Poder Judicial.  


 


Artículo 14. –  Cómputo de tiempo. Conforme al artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder 


Judicial, para el cómputo del tiempo laborado, según lo indicado en los artículos 224 y 224 


bis de ese cuerpo normativo, no será necesario que las personas servidoras hayan servido 


para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en 


cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber servido al 


Poder Judicial al menos los últimos veinte años, por lo anterior, deberá la Dirección de 


Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta, 


realizar el estudio correspondiente a las personas servidoras judiciales al momento de 


tramitar la solicitud de estudio para el derecho jubilatorio, para determinar el cumplimiento 


del citado requisito. 


 


Artículo 15. –  Traslado de cuotas a otros regímenes de pensión. En caso de que la persona 


solicitante hubiere cotizado en otros regímenes de pensiones, la Junta, a través de las oficinas 


del Poder Judicial o de esta, al momento de otorgar la jubilación, tramitará el traslado de esas 


cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial, todo lo anterior 


mediante el protocolo que establecerá la Junta para tales efectos. 


 


Artículo 16. –  Reconocimiento de tiempo servido. En el caso de que lo cotizado por la 


persona interesada, el patrono y el Estado no alcanzará el monto que corresponde al FJPPJ, 


este deberá reintegrar a dicho Fondo, la suma adeudada por las diferencias de cotización 


actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el 


Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá cancelar el 


rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas 


invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período 


reconocido. Todo lo anterior mediante el protocolo que establecerá la Junta para tales efectos. 


 


Artículo 17. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las jubilaciones y 


pensiones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en 


propiedad o interinamente. 


 


 


 


 







 


 


 


 


CAPITULO II 


 


SOBRE LA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE 


 


Artículo 18. – Procedimiento: Para dar el trámite que corresponda a las solicitudes de 


jubilación por invalidez, se deberá contar con un dictamen médico emitido por la Comisión 


Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por 


la instancia que esa institución designe, en donde declare el estado de invalidez de la persona 


servidora judicial solicitante, de conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial. 


 


Artículo 19. – Presentación de solicitud. La gestión de jubilación por invalidez deberá ser 


presentada con la documentación que se solicita ante la Dirección de Gestión Humana o ante 


la dependencia o personal que disponga la Junta para tales efectos, con la finalidad de que 


esa instancia tramite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de 


Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS). La gestión debe acompañarse 


de: 


a)    Solicitud formal de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, que incluya 


▪ Nombre completo y número de identificación 


▪ Medio para recibir notificaciones y número de teléfono 


b)    Documentos médicos que justifiquen la solicitud 


Artículo 20. – Criterio de la Comisión Calificadora. Cuando la Comisión Calificadora del 


Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja 


de criterio” indicando que la persona evaluada se encuentra inválida para ejercer funciones, 


la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que disponga la Junta para tales 


efectos, remitirá a la Junta Administradora la información, en conjunto con los cálculos del 


monto de jubilación que le correspondería de conformidad con la fórmula matemática 


indicada en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, obedeciendo los topes 


establecidos en el artículo 225 de ese cuerpo normativo. 


 


En un plazo no mayor de dos meses, la gestión deberá ser remitida por la oficina tramitadora, 


a la Junta Administradora para su conocimiento. 


 


Artículo 21. – Conocimiento. La Junta Administradora conocerá en sesión, de forma 


prioritaria la información aportada y en un plazo no mayor a un mes, después de recibida la 


información recabada por las oficinas tramitadoras, la gestión de jubilación por invalidez, 


para su aprobación o denegatoria. 







 


Artículo 22. – Aprobación. La fecha de aprobación de jubilación por incapacidad absoluta 


y permanente regirá a partir de la firmeza del acuerdo adoptado por la Junta Administradora. 


 


Artículo 23. – Dictamen negativo. En los casos que la Comisión Calificadora del Estado de 


Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” 


con un resultado indicando que la persona servidora judicial evaluada tiene las condiciones 


para continuar laborando, la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la 


dependencia o personal que disponga la Junta para la elaboración del trámite correspondiente 


remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial la información para lo que corresponda.  


 


Artículo 24. –  Reingreso a ejercer funciones en el Poder Judicial. Cuando una persona 


beneficiaria de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente desee reincorporarse 


al Poder Judicial, de previo a conocer la gestión en sesión de la Junta Administradora, deberá 


comprobar haber realizado el procedimiento establecido en el artículo 10 de este reglamento. 


Una vez conocida la gestión, se tomará nota del criterio y se remitirá al Consejo Superior del 


Poder Judicial o a la dependencia donde el gestionante indique que laborará, para su 


conocimiento. Dicho reingreso suspenderá el goce del beneficio de jubilación a partir del 


momento de la efectiva designación de la persona servidora. 


 


 


CAPITULO III 


 


DE LAS PENSIONES OTORGADAS POR EL FONDO DE JUBILACIONES Y 


PENSIONES DEL PODER JUDICIAL 


 


Artículo 25. – Documentación: Documentos que se deben presentar con la solicitud de 


pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página 


Web de la Dirección de Gestión Humana o de la dependencia o personal que la Junta 


disponga: 


 


a) Declaración jurada rendida ante notario público habilitado para tales efectos, para 


solicitud de pensión debidamente cumplimentada. 


 


b) Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, 


a efecto de verificar la fidelidad de la copia. 


 


c) Certificación de los regímenes básicos de pensiones (IVM, JUPEMA, MTSS) 


referente a si la persona gestionante recibe o no pensión del régimen con no más de un mes 


de emitidas. 


 


d) Certificación de matrimonio inscrito en el Registro Civil y de estado civil del causante 


y de la persona solicitante. 


 


e) En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la persona servidora 


judicial fallecida o de la persona jubilada fallecida, deberá aportar declaración jurada rendida 


ante notario público habilitado para tales efectos en que haga constar la convivencia durante 







al menos tres años de manera estable, continua y singular y tuvieran ambos aptitud legal para 


contraer nupcias, conforme la legislación civil.  


 


f) Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. (Debe presentar el 


original para el trámite correspondiente de conformidad con lo que establece el artículo 95 


inciso c) de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones). 


 


g) En el caso de que se gestione pensión para los hijos o hijas de la persona servidora 


judicial fallecida o persona jubilada fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además 


se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que 


la persona es estudiante. La Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que 


la Junta disponga, consultará en línea en el Registro Civil el nacimiento de los hijos e hijas, 


así como el estado civil de estos. 


 


h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presenten 


alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, 


deberá aportarse certificación del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad 


(CONAPDIS). 


 


Una vez que se haya recibido la documentación completa, la Dirección de Gestión Humana 


o la dependencia o personal que la Junta disponga, deberá rendir el informe respectivo, en un 


plazo no mayor a dos mes, contado a partir del recibo de la totalidad de la documentación 


solicitada en este artículo. La Junta deberá conocer la solicitud de pensión dentro del mes 


siguiente al recibo del informe de las oficinas tramitadoras y en ese plazo, deberá emitir la 


aprobación o denegatoria de la solicitud de pensión planteada. 


 


Artículo 26. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las pensiones, en el caso 


de las personas servidoras judiciales fallecidas, no debe hacerse diferencia entre los salarios 


devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente 


 


Artículo 27. – Pensión por sobrevivencia. Tienen derecho a pensión por sobrevivencia las 


personas que se encuentren dentro de los siguientes supuestos: 


 


a) Persona cónyuge sobreviviente de la persona servidora judicial fallecida o jubilada 


fallecida que dependa económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento. 


 


b) Compañero o compañera sentimental económicamente dependiente al momento del 


fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres 


años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la 


legislación civil. 


 


c) Persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera 


sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión 


alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda 


económica por parte de la causante. 


 







Artículo 28. – Pensión por orfandad. Tiene derecho al beneficio de pensión por orfandad, 


los hijos o hijas que, al momento del fallecimiento de la persona causante, dependían 


económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: 


 


a) Personas solteras menores de edad. 


 


b) Personas Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen 


estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de 


Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora, por lo que 


deberá demostrar mediante documento idóneo las matrículas correspondientes. 


 


c) Personas Mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona causante, se 


encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas. 


 


Artículo 29. –  Requisitos para las pensiones por orfandad. En los casos contemplados en 


el inciso b) del artículo anterior y de conformidad con la potestad otorgada a la Junta en el 


inciso f) del artículo 242 de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que permite a la 


Junta, solicitar todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta 


administración del Fondo, deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran 


matriculadas en alguno de los centros de estudios autorizados por el numeral 228 de la ley 


referida y que han de obtener el puntaje mínimo para la aprobación de las materias cursadas, 


para lo cual la Junta Administradora del Fondo requerirá la información que considere 


oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo 


razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de 


pensión. 
 


En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, 


la Junta Administradora podrá suspender el beneficio para lo cual establecerá un 


procedimiento de ajuste al beneficio de pensión otorgado, en aras de mantener un buen uso 


de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-


fondo.  


 


Asimismo, en los casos que las personas beneficiarias finalicen sus estudios de previo a 


cumplir los veinticinco años, la Junta Administradora podrá valorar si es necesario mantener 


el beneficio de pensión. 


 


Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo 


emitido por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), en donde 


certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada. 


 


 


Artículo 30. – Pensión por ascendencia. Tienen derecho a pensión los padres de la persona 


causante si se cumplen los siguientes requisitos:  


 


a) Haber ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad. 


 


b) Depender económicamente de la persona causante al momento de su fallecimiento. 







 


Artículo 31. – Monto de pensión. El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia 


en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto 


de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este 


monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía a la causante. En 


caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de 


hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que hubiera recibido 


la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos indicados en los 


artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el momento de la 


contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo 


que le hubiera correspondido a la persona causante. 


 


Artículo 32. – Fijación de los montos de pensión. Para fijar las proporciones de las 


pensiones en los casos que una persona causante tenga más de una persona beneficiaria, la 


Junta Administradora analizará la información aportada en los informes de la Dirección de 


Gestión Humana o en la dependencia o persona que la Junta designe para tal efecto, en el 


entendido que, en su conjunto, no excederá del ochenta por ciento (80%) del monto de 


jubilación que le correspondía a la persona causante, bajo los siguientes porcentajes. 


 


Proporciones de los beneficios por sobrevivencia: 


 


a) Cuando únicamente se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) de 


convivencia: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por 


jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 


 


b) Cuando se presente solicitud tanto de la persona cónyuge o compañero (a) sentimental 


económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora 


activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y 


tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil y a 


la vez, solicitud de una persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada 


de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona 


causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que 


demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante: máximo un 80% 


conforme a lo definido en el artículo 228 inciso c) de la LOPJ, entre las personas 


gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en 


caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 


 


c) Cuando únicamente se presente solicitud de hijos (as): máximo un 80% repartido en 


partes iguales, entre todas las personas gestionantes, del monto de jubilación o del 


que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, 


respectivamente. 


 


d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental 


económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora 







activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o 


compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del 


fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes 


iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede 


otorgar conforme el 229 de la LOPJ. 


 


e) Cuando se presente solicitud de los padres de la persona fallecida: máximo un 80% 


del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser 


persona jubilada o activa fallecida, respectivamente, repartido en partes iguales, en 


caso de que le sobrevivan ambos padres a la persona causante”. 


En todos los casos se debe demostrar dependencia económica con el fin de considerar la 


solicitud de pensión respectiva. 


 


Artículo 33. – Extinción y/o acrecimiento de la pensión.  Todas las pensiones caducarán 


por la muerte de la persona beneficiaria, sin excepción alguna, salvo para la pensión que 


corresponde a los hijos, las que podrán acrecer proporcionalmente a solicitud de parte, previo 


estudio del dictamen socioeconómico y aprobación de la Junta Administradora. 


 


 


Artículo 34. – Servicios profesionales. En caso de requerirse, la Junta Administradora podrá 


contratar servicios profesionales de trabajo social externos al Poder Judicial para la 


elaboración de estudios socioeconómicos. 


 


Artículo 35. – Documentación. En cualquier momento, la Junta Administradora podrá 


solicitar a las partes interesadas la información que considere pertinente, con la finalidad de 


evacuar cualquier duda al momento de estudiar las solicitudes presentadas por las personas 


beneficiarias. 


 


CAPÍTULO IV 


 


VIGENCIA DE LOS DERECHOS DE JUBILACIÓN Y PENSIÓN. 


 


Artículo 36. – Sobre el derecho de jubilación. El derecho a la jubilación es facultativo, 


salvados los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo, una vez que 


cumpla con los requisitos previstos en la ley. El derecho debe ser acogido por la Junta 


Administradora y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como persona 


servidora activa. 


 


Artículo 37. – Sobre el derecho de pensión. El derecho de la pensión regirá al día siguiente 


del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida siempre y 


cuando tanto el causante, como la persona solicitante, cumplan con todos los requisitos 


establecidos tanto en la LOPJ, este reglamento y demás normativa aplicable, para el goce de 


tal beneficio.  


 







Lo anterior, en caso de que la solicitud respectiva se presente durante los primeros quince 


días hábiles de acontecida la muerte de la persona jubilada o servidora activa, en los casos en 


los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la 


fecha de presentación de la respectiva gestión. Para el supuesto de que, con posterioridad a 


la distribución inicial realizada por la Junta Administradora, se presenten solicitudes de 


personas beneficiarias con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, 


con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión. 


 


Artículo 38. – Fraude en documentación. Con estricta sujeción al debido proceso, cuando 


la Junta Administradora, tenga conocimiento que una persona beneficiaria del derecho de 


jubilación o pensión ha suministrado información falsa o de dudosa procedencia, o en su 


defecto, realice acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de 


que a su fallecimiento le suceda en el beneficio, se realizará por parte de la oficina interna 


del Poder Judicial, de la dependencia de la Junta o la asesoría externa que designe esta, la 


apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la 


Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas 


pueda dictar la Junta, la investigación pertinente, para la averiguación de la verdad real en el 


caso en cuestión. 


 


 


CAPITULO V 


 


RECONOCIMIENTO DE TIEMPO PARA EFECTOS JUBILATORIOS 


 


Artículo 39. – Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus 


instituciones. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones para 


efectos de jubilación se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa. Estos 


deberán presentar ante la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que 


designe la Junta para la realización de tales estudios la solicitud de reconocimiento de tiempo 


servido. En estos casos, la persona servidora judicial, podrá presentar su gestión en cualquier 


momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido.  


 


La vigencia del reconocimiento será a partir de la fecha en que la persona interesada cumplió 


con los requisitos establecidos en este reglamento. 


 


Artículo 40. – Prueba que se debe aportar para el reconocimiento de tiempo servido. La 


solicitud presentada por la persona interesada deberá acompañarse de la prueba que la 


respalde, sin demérito de que la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal 


que designe la Junta para la realización de tales estudios lleve a cabo las indagaciones y 


comprobaciones que considere pertinentes. 


 


Artículo 41. – Prohibición de doble cómputo. En caso de que una persona haya trabajado 


simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, el tiempo servido no se 


podrá computar doble, es decir, solamente se computará el tiempo servido en uno de ellos. 


 







Artículo 42. – Cómputo por tiempos paralelos. Ninguna persona que tenga jubilación en 


otro régimen podrá solicitar el reconocimiento del tiempo que se le computó para constituir 


ese derecho, con el propósito de obtener también la condición de persona jubilada judicial. 


La persona que gestiona la concesión de la jubilación deberá presentar a la Dirección de 


Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales 


estudios, documento en que se consigne que no ostenta la condición de persona jubilada o 


pensionada de ningún régimen de jubilación o pensión público, salvo los supuestos de 


excepción contemplados en la ley. 


 


Artículo 43. – Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de jubilación. El 


tiempo servido por la persona gestionante en el Estado se reconoce para efectos de jubilación. 


Para el cómputo del tiempo servido se tomarán en cuenta las siguientes reglas:  


 


a) El reconocimiento de tiempo servido es procedente aun cuando la prestación del 


servicio se haya dado de manera discontinua, interina o en propiedad. 


 


b) No será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial 


consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de 


trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber laborado para el Poder Judicial al 


menos los últimos veinte años.  


 


c) Los períodos de permisos sin goce de salario no serán tomados en cuenta para el 


cálculo.  


 


d) No se reconocerá cuando la prestación del servicio haya sido bajo la modalidad de 


servicios profesionales (sistema de honorarios o dietas). 


 


e) Para efectos jubilatorios, no se reconocerá el tiempo laborado en las instituciones de 


derecho público no estatales de base corporativa. 


 


f) Si la prestación del servicio, por parte de la persona servidora en las dependencias o 


instituciones públicas estatales, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que 


corresponda respecto de ese salario, para tales efectos, será admisible todo medio de prueba 


para comprobar el tiempo servido por la persona trabajadora. Al valorar la prueba, la Junta 


Administradora tomará en consideración el principio in dubio pro-fondo. 


 


Artículo 44. – Cómputo de pasos por cursos de capacitación. Para los efectos del tiempo 


reconocido para jubilación se tomará en cuenta únicamente el tiempo laborado en forma 


efectiva en el Estado y sus instituciones, no así aquellos "anuales" o pasos otorgados por 


aprobación de cursos de capacitación en la Escuela Judicial o bien los aprobados en materia 


policial. 


 


Artículo 45. – Fecha de rige del reconocimiento de tiempo servido. - El reconocimiento 


de tiempo servido rige a partir del día en que la persona interesada complete la 


documentación requerida por la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal 


que designe la Junta para la realización de tales estudios, para su respectivo trámite, cuando 







sea su obligación presentarla. Si en el plazo de tres meses no la completa, esa Dirección 


procederá al archivo de la gestión. 


 


Artículo 46. – Reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para 


efectos de la jubilación. Al aprobarse el reconocimiento de tiempo servido para efectos de 


jubilación, la Junta Administradora le indicará a la persona gestionante el correspondiente 


reintegro al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se determinó en el 


respectivo estudio, mismo que será calculado a valor presente más el rendimiento real que se 


hubiere obtenido sobre las sumas a trasladar de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.  


 


Para el traslado y reintegro de cuotas por reconocimiento de tiempo servido se aplicarán las 


siguientes reglas: 


 


a) Si la persona interesada había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos 


por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva 


institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, 


patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial. 


 


b) En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no 


alcance el monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, 


la persona interesada deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de 


cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), 


definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, la persona 


interesada deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas 


trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


durante el período reconocido. 


 


c) La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba 


idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro - fondo.  


 


d) Cuando una persona ha trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y 


sus instituciones, laborando en jornadas inferiores a la ordinaria y haya cotizado en ambos 


para un mismo régimen, se le deberá reconocer como un sólo período, dando lugar a una 


única jubilación por esos servicios y se deberá trasladar la totalidad de las cuotas aportadas.  


 


e) La Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta 


para la realización de tales estudios, digitalizará la documentación presentada por la persona 


interesada para el trámite de reconocimiento de tiempo servido, la cual se adjuntará al 


expediente personal electrónico que custodia dicha dependencia. 


 


 


Artículo 47. – Valor presente y rendimiento real. Para el cálculo del valor presente a que 


se refiere el artículo anterior, se observará la siguiente metodología:  


 







La inflación acumulada, aplicada a cada cuota desde la fecha de inicio del reconocimiento, 


conforme la siguiente fórmula: 


 


(IPC final/ IPC inicial) * 100-100=X,  


 


Donde:  


 


X=Cuota*(1+X/100)  


 


IPC: Índice de precios al consumidor  


 


Para el cálculo del rendimiento mensual real, se observará la siguiente fórmula:  


 


RNR= 1+RN del plazo /1+IPC del plazo  


 


Donde:  


 


RNR: Rendimiento Nominal Real. 


 


RN del plazo: Es el rendimiento nominal según el plazo desde la fecha de inicio.  


 


IPC del plazo: Es la inflación acumulada según el plazo desde la fecha de inicio. 


 


La sumatoria de las cuotas indexadas por la inflación acumulada más el rendimiento mensual 


real de las inversiones, constituyen la suma a cobrar a la persona gestionante. 


 


Artículo 48. – Proceso de reintegro de dinero. El rebajo del monto por el reconocimiento 


del tiempo servido no será menor al 10% del salario bruto que devengue la persona servidora 


judicial, quien no podrá acogerse a su derecho jubilatorio sin antes haber cancelado la 


totalidad del monto adeudado. 


 


Artículo 49. – Devolución de montos cobrados de más. Cuando se haya reintegrado una 


suma mayor por el reconocimiento de tiempo servido, el Departamento Financiero Contable 


o la dependencia o personal que designe la Junta, reintegrará al servidor o servidora judicial 


la suma respectiva. En caso de fallecimiento de la persona beneficiaria a quién corresponde 


el reintegro, se procederá a la devolución según lo que establezca el proceso sucesorio o sede 


notarial. 


 


Artículo 50. – Requisitos para el traslado de cuotas de cualquier Régimen Básico 


Público de Pensiones hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y 


servidoras del Poder Judicial. La solicitud de traslado de cuotas obrero patronales para 


efectos del artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se hará mediante oficio del 


Departamento Financiero Contable del Poder Judicial o la dependencia que la Junta designe, 


dirigido a la Jefatura de la Sección de Cuenta Individual de la Caja Costarricense de Seguro 


Social, a la Jefatura Financiera de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional o a la 


persona responsable o encargada del respectivo régimen con indicación del nombre, 


apellidos, número de cédula y la referencia de lo acordado por la Junta Administradora 







(número de sesión, día, mes, año, artículo y descripción de lo acordado). La solicitud deberá 


ir firmada por la jefatura del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial o por 


quien determine la Junta. 


 


A la solicitud se acompañará la fotocopia del acuerdo de la Junta Administradora en que se 


aprobó el reconocimiento de tiempo servido y el reporte de tiempo servido confeccionado 


por la Dirección de Gestión Humana o la oficina designada por la Junta para tales efectos. 


 


Artículo 51. –  Requisitos para el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial hacia cualquiera de los otros 


Regímenes Básicos Públicos. De conformidad con el artículo 234 de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial, la solicitud de traslado de cuotas la hará la respectiva entidad Administradora 


del Régimen Básico Público, cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud 


deberá dirigirse al Departamento Financiero Contable del Poder Judicial o la dependencia 


que la Junta designe.  


 


Se realizarán los estudios y cálculos respectivos por parte del Departamento Financiero 


Contable o la dependencia que la Junta designe, y se harán de conocimiento de la Alta 


Dirección, la que dictará la resolución de estilo ordenando la devolución de las cuotas.  


 


 


CAPITULO VI 


 


OTRAS DISPOSICIONES SOBRE JUBILACIONES Y PENSIONES 


 


Artículo 52. – Prohibición de embargo y otros. De conformidad con el artículo 984 del 


Código Civil y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las jubilaciones y 


pensiones no podrán ser objeto de embargo, venta, cesión, traspaso ni perseguidas por 


acreedores. La única excepción a esta regla es en el supuesto de pensión alimentaria.  


 


Artículo 53. – Sumas giradas de más. Cuando se detecte que se generó una suma girada de 


más a una persona beneficiaria de una jubilación o pensión se procederá por parte de la 


oficina interna del Poder Judicial, de la dependencia de la Junta o la asesoría externa que 


designe esta, a la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley 


General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones 


administrativas pueda dictar la Junta, lo anterior a efecto de proceder a la recuperación de los 


dineros girados de más. 


 


La oficina interna del Poder Judicial, la dependencia de la Junta o la asesoría externa que esta 


designe, según corresponda, informará semestralmente a la Junta Administradora los 


procesos de recuperación de sumas pagadas de más a una persona beneficiaria.  


 


 


 


 


 


  







TÍTULO III 


 


DISPOSICIONES FINALES 


 


CAPÍTULO ÚNICO 


 


DISPOSICIONES GENERALES 


 


Artículo 54 – Medios de notificación. Las personas beneficiarias de una jubilación deben 


señalar medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de Gestión Humana y el 


Departamento de Financiero Contable del Poder Judicial u otra oficina que designe la Junta 


Administradora. De no señalar medio, las comunicaciones relacionadas con acuerdos 


adoptados por la Junta Administradora quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro 


horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones 


Judiciales.  


 
 
Artículo 55. – Inversión de recursos. Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


y los de la comisión del “cinco por mil” se invertirán conforme la Política específica de 


Inversiones aprobada por la Junta Administradora para cada uno. 


 


Artículo 56. – Fundamento de la Junta en la toma de decisiones. Las decisiones tomadas 


por la Junta Administradora se realizarán bajo los parámetros establecidos por el 


ordenamiento jurídico en aplicación al Principio Pro-Fondo. 


 


Artículo 57. – Situaciones imprevistas. Las situaciones no previstas en este Reglamento, 


sobre las materias aquí reguladas, serán resueltas por la Junta Administradora. siempre con 


sujeción a la normativa correspondiente, jurisprudencia aplicable, estudios técnicos y en 


atención al Principio Pro-Fondo”. 


Artículo 58. – Reformas. El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta 


Administradora mediante votación calificada. 


 


Artículo 59. – Derogatoria. Este reglamento deroga cualquiera otra disposición 


reglamentaria que se le oponga. 


 
Artículo 60. – Vigencia. Este Reglamento rige a partir de su publicación, en el diario oficial 


La Gaceta. 


-o0o- 


 


 


 


 


Carlos Montero Zuñiga 


Presidente  


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
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SE ADICIONA UN “CAPÍTULO VII. PRÉSTAMOS” AL MANUAL DE INFORMACIÓN 





Superintendencia de Pensiones, al ser las diez horas del día veintinueve de setiembre de 2020.





CONSIDERANDO:



1. El artículo 38, inciso r), de la Ley No. 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias,  establece, como una de las atribuciones del Superintendente de Pensiones, dictar normas específicas sobre el contenido, la forma y la periodicidad con que las entidades supervisadas deben proporcionar a la Superintendencia, al afiliado y al público, información sobre su situación jurídica, económica y financiera, sobre las características y los costos de sus servicios, las operaciones activas y pasivas y cualquier otra información que considere de importancia, con el fin de que exista información suficiente y confiable sobre la situación de las entidades supervisadas.



2. Colateralmente, el  artículo 36 de la ley No. 7423, antes citada, señala que, en materia de supervisión y resguardo de la solidez financiera de los regímenes de pensiones creados por ley o convenciones colectivas, la Superintendencia tendrá, en lo que interesa, las siguientes facultades:  (…) “b) Supervisar la inversión de los recursos administrados y dictar políticas respecto de la composición y valoración de cartera de inversiones. (…) d) Definir el contenido, la forma y la periodicidad de la información por suministrar a la Superintendencia sobre la situación financiera de los sistemas, las características y los costos de los servicios en materia de pensiones, todo con el fin de que exista información oportuna y confiable en cuanto a la situación de dichos sistemas.”



3. El objetivo del Manual de Información para las Entidades Supervisadas y Fondos Administrados es mantener actualizadas las instrucciones y procedimientos necesarios para el suministro de la información que deben enviar las entidades supervisadas a la Superintendencia de Pensiones.



4. La Superintendencia de Pensiones desarrolló un sistema de información para la carga, procesamiento y generación de indicadores para las carteras de los créditos otorgados. Dicho sistema permitirá automatizar la carga y los cálculos asociados a los préstamos otorgados por los entidades supervisadas que adelante se indican, a los efectos de que el supervisor pueda contar con información precisa y confiable sobre la morosidad y pérdida estimada de las carteras de crédito.



5. La implementación del sistema de información  requiere de la inclusión, en el  Manual de Información, de un Capítulo VII, denominado “Crédito”, con el propósito de incorporar el descriptivo que aplica para las entidades supervisadas, así como los requerimientos para el suministro del archivo de préstamos por parte de las entidades supervisadas para, de esta manera, cumplir con la normativa establecida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.



Dicha normativa resulta de aplicación al Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional, al Fondo de ICE, al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, y al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social, según los artículos 39 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, Ley N° 17;  240, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N° 9544; artículo 21 de la  Ley del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, Ley N° 8721; y 30 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, Ley N° 8660.



POR TANTO:





1. Se incluye el Capítulo VII al Manual de Información, para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:



Capítulo VII. Préstamos

Este capítulo incluye el descriptivo que aplica para las entidades supervisadas, así como los requerimientos para el suministro del archivo de préstamos por parte de las entidades supervisadas. 



Se reportará a la Superintendencia de Pensiones el archivo con el detalle de la totalidad de las operaciones de la cartera de préstamos realizadas por el Fondo de acuerdo con la normativa emitida por la Superintendencia de Pensiones y las Leyes especiales para cada régimen donde se les aprueba la posibilidad de otorgar créditos.



Seguidamente se definen los datos, campos y validaciones de los archivos.



 

7.1. Instrucciones Generales 



Las operaciones de préstamos realizadas por las entidades supervisadas deben cumplir con la normativa establecida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y los autorizados por Ley especial a saber: Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional, Fondo de ICE, Poder Judicial, Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS.



Todas las operaciones de la cartera otorgados por los Fondos deben ser valorados conforme la normativa establecida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y por lo establecido en cada una de las entidades autorizadas por Ley para colocar sus recursos en el otorgamiento de préstamos 



7.2. Definición de los datos y validaciones de los archivos 



7.2.1. Nombre del archivo de datos 



El nombre de los archivos debe cumplir con lo requerido en el apartado “2. Estructura del nombre de los archivos” del capítulo I de este documento. 



7.2.2. Periodicidad de los datos: Mensual 



El Fondo deberá efectuar el proceso de precarga, carga, validación e inclusión de los archivos de cada mes, a más tardar el quinto día hábil siguiente a la fecha de corte, para los fondos Regímenes de Capitalización Colectiva (RC). 



7.2.3. Estructura de registros 



Carátula del crédito



		CAMPO

		TIPO Y TAMAÑO



		Entidad que reporta

		Alfanumérico de 3 (ej. E01)



		Tipo de identificación

		Conforme los padrones que posee SUPEN



		Número de identificación

		Conforme los padrones que posee SUPEN



		Número de operación

		Alfanumérico de 20



		Fecha del dato

		Fecha, sin hora



		Condición del deudor

		Alfanumérico de 1, se debe validar contra un catálogo



		Línea de crédito

		Numérico de 3, sin decimales. Se debe validar contra un catálogo



		Monto Original

		Numérico de 24, con 2 decimales



		Fecha de Otorgamiento

		Fecha, sin hora



		Fecha pactada de vencimiento

		Fecha, sin hora



		Plazo en cuotas

		Numérico de 3, sin decimales



		Valor de garantía

		Numérico de 24, con 2 decimales



		Tipo de garantía

		Alfanumérico de 1, se debe validar contra un catálogo



		Pólizas que cubren el crédito al momento de su constitución

		Alfanumérico de 120



		Clasificación del deudor al momento de la constitución del crédito

		Alfanumérico de 2, se debe validar contra un catálogo











Estado del crédito

		Campo

		Tipo y Tamaño



		Entidad que reporta

		Alfanumérico de 3 (ej. E01)



		Tipo de identificación

		Conforme los padrones que posee SUPEN



		Número de identificación

		Conforme los padrones que posee SUPEN



		Número de operación

		Alfanumérico de 20



		Fecha del dato

		Fecha, sin hora



		Tasa base

		Numérico de 5, con dos decimales



		Tasa spread

		Numérico de 5, con dos decimales



		Cuota completa

		Numérico de 24, con 2 decimales



		Saldo Principal

		Numérico de 24, con 2 decimales



		Saldo Intereses corrientes

		Numérico de 24, con 2 decimales



		Saldo intereses moratorios

		[bookmark: _Hlk47535446]Numérico de 24, con 2 decimales



		Saldo cubierto

		Numérico de 24, con 2 decimales



		Saldo descubierto

		Numérico de 24, con 2 decimales



		Fecha del movimiento

		Fecha, sin hora



		Fecha del último pago

		Fecha, sin hora



		Total, último pago

		Numérico de 24, con 2 decimales



		Cuotas canceladas

		Numérico de 3, sin decimales



		Condición del préstamo

		Numérico de 2, sin decimales. Se debe validar contra un catálogo



		Días de atraso

		Numérico de 5, sin decimales



		Condición actual del deudor

		Alfanumérico de 2, se debe validar contra un catálogo



		Condición laboral del deudor

		Alfanumérico de 1, se debe validar contra un catálogo









Las descripciones de los campos se encuentran en el anexo 6, Tabla 6.1 de los anexos ubicados en el portal VES.





7.2.5 Validaciones y mensajes de error para la carga de archivos de préstamos y saldos contables de las entidades supervisadas y autorizadas 



En este apartado se detallan las validaciones que se aplican a la información obtenida de las entidades supervisadas a través del archivo de préstamos. En caso de que la información no cumpla con estas validaciones se generará un reporte de errores para que la entidad supervisada proceda con la verificación y corrección, y reinicie el proceso de validación y carga respectivo. En la Tabla 7.1 Validaciones y mensajes de error para el archivo de préstamos del anexo 7 ubicado en el portal VES, se presenta el detalle de validaciones aplicables a el reporte contenidos en el archivo mensual de créditos. 



El detalle de las validaciones entre los archivos de préstamos de las entidades autorizadas, se encuentran en el Anexo 7 ubicado en el portal VES.



2. Vigencia.



Rige a partir del día cuatro (04) de enero de 2021.



Comuníquese.
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Rocío Aguilar M.

Superintendente de Pensiones



[bookmark: _GoBack]Aprobado por PRF



Teléfonos 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 


 


N.º 0139-PI-2020 


 


MPM OSLEAN MORA VALDEZ, JEFE 


PROCESO DE INVERSIONES 


MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE, PODER JUDICIAL 


 


CERTIFICA: 


Que los recursos económicos producto de la aplicación del rebajo denominado “comisión 


por gastos administrativos del cinco por mil” según el artículo N.º 239 de la Ley N.º 9544 


que “Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial", con destino 


a financiar la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, se acreditan a la Cuenta Platino N.º 229-0000032-9 que mantiene dicho Fondo 


en el Banco de Costa Rica, en la cual se reconocen intereses del 5.10% anual sobre saldos 


bancarios, siendo que con corte al 30 de abril de 2020 se mantiene la suma del principal 


por ¢3,335,080,723.88 (tres mil trescientos treinta y cinco millones ochenta mil 


setecientos veintitrés colones con 88/100) e intereses por ¢157,677,553.37 (ciento 


cincuenta y siete millones seiscientos setenta y siete mil quinientos cincuenta y tres  


colones con 37/100). 


 


 
 


 


ES CONFORME. Extiendo la presente en la ciudad de San 


José, a las quince horas del 05 de mayo de dos mil veinte. 


 


 


OMV/BCH/CGS 





				2020-05-05T15:08:06-0600

		BERNAL CISNERO HERRA (FIRMA)





				2020-05-05T15:10:29-0600

		CRISTIAN GOMEZ SOLIS (FIRMA)

		 He revisado este documento 





				omorava@poder-judicial.go.cr

		2020-05-05T15:44:36-0600

		Costa Rica

		OSLEAN MORA VALDEZ (FIRMA)

		Estoy aprobando este documento
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           San José, 18 de mayo de 2020 
 
 
Comité de Auditoría 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
Poder Judicial 
S.            D. 
 


Asunto: Informe de los Estados 
Financieros del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones al 30-04-
2020. 


 
Estimados señores: 
 


Mediante acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial de sesión N° 14-2020 celebrada el 04 de mayo del 


2020 indican: 


“[…] 3) En virtud de la normativa de SUPEN se solicita al Departamento Financiero 
Contable que una vez se tengan los estados financieros mensuales, trimestrales y anuales 
sean remitidos al Comité de Auditoría, para su valoración y posterior envío a la Junta 
Administradora y a la Superintendencia de Pensiones y que se ajusten los cronogramas.”  


 


Por tanto, se remiten el Informe de los Estados Financieros del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al 30 de abril de 2020 y el documento 


de Políticas Contables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder  


El estado financiero se encuentra conformado por los siguientes balances: 


1. Estado de Cambios en Activos Netos Disponibles para Beneficios 
2. Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios 
3. Flujo de Efectivo 
4. Estado de Cambios en el Patrimonio 


 
El documento de Políticas Contables del Fondo, comprende aquellas reseñas 
históricas, aspectos generales, ciclos contables sobre aportes, inversiones, cuentas 
por cobrar, cuentas por pagar, reconocimiento de tiempo servido, préstamos, 
activos intangibles, cuentas de orden y otras condiciones. 
 
Es importante indicar que, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), solicita 
cargar en la Ventanilla Electrónica (VES) los saldos contables al 5 día hábil del mes, 
por lo tanto, cualquier observación que no sea cualitativa, será aplicada mediante 
ajuste contable el mes siguiente, ya que no se pueden cambiar saldos. 
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Por otra parte, es importante señalar que, la SUPEN en el documento SP-A-211-
2019 del 9 de setiembre de 2019, solicita remitir a dicha entidad los informes 
Trimestrales a más tardar el último día hábil del mes siguiente posterior al cierre 
trimestral o corte anual. Por lo tanto, los informes contables mensuales del FJP PJ 
serán remitidos a esa Junta Administrativa, en caso que no disponga lo contrario y 
ser publicados en la página oficial del Departamento Financiero Contable. 
 
Finalmente, se detalla el cronograma solicitado referente a las fechas de los Estados 
Financieros de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial: 
 


ESTADOS FINANCIERCOS DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PJ 


Mes 


Saldos 
Contables a la 


SUPEN 


Estados 


Financieros 
Comité de 


Auditoria 


Estados Financieros a 


la Junta Adm. FJPPJ 


Trimestrales a la 


SUPEN 


ABRIL  08 MAYO 18 MAYO 21 MAYO   


MAYO 05 JUNIO 15 JUNIO 18 JUNIO   


JUNIO 07 JULIO 15 JULIO 20 JULIO 24 JULIO 


JULIO 07 AGOSTO 17 AGOSTO 20 AGOSTO   


AGOSTO 07 SETIEMBRE 16 SETIEMBRE 21 SETIEMBRE   


SETIEMBRE 07 OCTUBRE 15 OCTUBRE 20 OCTUBRE 26 OCTUBRE 


OCTUBRE 
06 
NOVIEMBRE 


16 
NOVIEMBRE 19 NOVIEMBRE   


NOVIEMBRE 07 DICIEMRE 15 DICIEMBRE 18 DICIEMBRE   


DICIEMBRE 
08 ENERO 
2021 


15 ENERO 
2021 19 ENERO 2021 22 ENERO 2021 


 


Atentamente;  
 
 
 
 


Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña 
Jefe Subproceso de Contabilidad 


MBA. María A. Herrera Charraun  
Jefa Proceso Presupuestario Contable 


 
 
 


Licda. Floribel Campos Solano 
Jefa a.i. Macroproceso Financiero Contable 


 
YFC 
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Políticas contables del Fondo de Jubilaciones 


  


• Reseña histórica 


El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fue creado el 9 de junio de 1939, fecha en 
que el presidente de la República de ese entonces, León Cortés Castro, aprobó el proyecto de Ley 


para crear el Régimen de Pensiones del Colectivo Judicial, presentado por el diputado del Congreso 


de la República, Teodoro Picado. Esto conllevó a la modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
(No. 8 de 1937) para incluir el Título: “De las jubilaciones y pensiones judiciales”.  La ley fue 


promulgada el 7 de julio de 1939 mediante el “Reglamento de la Ley de Jubilaciones y Pensiones” 
 


Antes de la Ley 9544 el artículo 81 en su inciso 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, indicaba lo 
correspondiente al Consejo Superior:  
 


“[…] Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las 
políticas de inversión de ese Fondo, establecidas por la Corte.” 


 
Ya que la Ley 9544 en su capítulo IV en su artículo 239 referente a la Administración del Fondo indica: 


 
“[…] Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica 
y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones 
que le otorga la ley. 
Le corresponde a la Junta: 
a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.” 
 


Además, en acuerdo del Consejo Superior en la sesión N ° 53-18 del 19 de noviembre de 2018, en 
el artículo XXI se acuerda: 


 
“[…] 2.)  El Consejo Superior del Poder Judicial tendrá la competencia y responsabilidad de 
implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la 
competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder 
Judicial…” 
 


Según Acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión Nº 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019, 


artículo VI, en noviembre 2019 se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial, la cual asumirá funciones a partir del 3 de febrero de 2020. 


 


En el artículo 241 de la Ley 9544 indica que “La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa 
y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de 


Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), 
respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora 


estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley 
Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los 


ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” 
 


 


• Aspectos Generales 


 


A partir del 2007, considerando las recomendaciones de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) 


y las observaciones del Despacho Carvajal & Colegiados, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones decidió 


adoptar con algunos ajustes el Manual de Cuentas para los Regímenes de Pensiones de Capitalización 
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Colectiva de la SUPEN. La adaptación de esta normativa genera una operativa diferente, por cuanto 


establece dos cuentas independientes para el control de los recursos disponibles en la atención de 


las jubilaciones y pensiones actuales y futuras, a saber: 


 


Provisión Para Pensiones en Curso de Pago: Pasivo actuarialmente necesario para atender los 


beneficios con los jubilados y pensionados actuales, para un período determinado o en su defecto lo 
constituye el total de los recursos acumulados, generados de las actividades del Fondo para el pago 


de estos beneficios, cuando estos son insuficientes para cubrir el pasivo actuarial. 
 


Según lo dispuesto por la Superintendencia de Pensiones mediante oficio SP 236-2010 con fecha del 


16 de febrero de 2010, a partir de marzo de 2010 se registraran en esta cuenta, todas aquellas 
liquidaciones de sumas canceladas de más a jubilados y pensionados, sin embargo, este rubro no 


representa un incremento efectivo, hasta que las sumas en mención sean recuperadas en el tiempo, 
y en caso de no lograrse la recuperación del monto, previa autorización de la Dirección Ejecutiva se 


procederá con la respectiva reversión.  


 
Con el fin de reflejar la cancelación parcial de la Provisión Para Pensiones en Curso de Pago, el 


importe proveniente de la cancelación mensual de la jubilación, así como el aguinaldo afectarán a la 
sub-cuenta Pago Plan de Beneficios de dicha Provisión. 


 


 
Reserva en Formación: Constituye los recursos destinados para el pago de las prestaciones 
futuras, una vez cubierto el déficit actuarial de la Provisión Para Pensión en Curso de Pago. Para tales 


efectos, las reservas en formación se conformarán por:  
 


• Aporte de los Trabajadores  


• Aporte del Patrono 
• Aporte del Estado 


• Aporte del Jubilado y Pensionado 
• Rendimientos acumulados 


 


Asimismo, el Manual de Cuentas de Capitalización Colectiva definía en forma independiente, cuentas 
en el activo, en los ingresos y los gastos que permitían el registro de la adquisición de instrumentos 


financieros con recursos provenientes de la Provisión Para Pensiones en Curso de Pago y de las 
Reservas en Formación, no obstante, en atención al oficio SP-A-161-2012 emitido por la SUPEN el 23 


de julio de 2012, mediante el cual se informa que a partir de enero de 2013 se modifica el “Manual 


de cuentas para los regímenes de pensiones de capitalización colectiva”, con autorización de la 
Dirección Ejecutiva según oficio 1669-DE-2013, del 25 de febrero de 2013, se procede a la adaptación 


del manual de cuentas para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones en la contabilidad de enero de 
2013. 
 


En el Informe Actuarial elaborado por el Instituto de Investigaciones en Ciencias Económicas de la 


Universidad de Costa Rica al 31 de diciembre de 2015,  se determina la existencia de un déficit 


actuarial bajo el sistema de grupo abierto, es decir, considerando la existencia de una generación 
futura como reemplazo de la generación actual, por lo tanto, todos los recursos acumulados al cierre 


del 2006, más los aportes obrero – patronales y los rendimientos por la inversión de recursos, se han 
destinado a partir del 2007, a las cuentas respectivas de la Provisión Para Pensiones en Curso de 


Pago, hasta tanto se presente un nuevo estudio actuarial que determine un superávit actuarial y 
permita crear la cuenta Reservas en Formación.  
 


La Asamblea Legislativa aprueba la Ley 9544 denominada “Reforma de Régimen de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial contenido en la Ley N° 7333 Ley Orgánica del Poder Judicial, del 5 de 


mayo de 1993, y sus reformas”, publicada en el Diario Oficial la Gaceta N° 89 del 22 de mayo de 
2018, por lo cual rige a partir de dicha fecha. 


 



PC-Arnoldo

Nota adhesiva

Esto debe cambiarse ya existe un nuevo estudio Actuarial, donde el grupo abierto da un superavit. 
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En virtud de lo anterior, el “Equipo de Traslado Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial (FPPJP)”, se encuentra en proceso de elaboración del respectivo reglamento de la Ley 
citada.   


 


 
Además, el último estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones fue realizado por Proveedor 


Integral de Precios Centroamérica S.A. (PIPCA), con corte al 31 de diciembre de 2018. El cual fue 
presentado al Consejo Superior el 04 de setiembre 2019, por lo que el proyecto ya fue concluido.  


 
Dentro de las conclusiones se menciona lo siguiente:  


 


“[…]Es claro que la reforma ha sido muy positiva para sanear las finanzas del Fondo. La comparación 
entre este estudio, realizado tanto bajo el supuesto de población cerrada como el de población 


abierta, muestra una diferencia marcada en el Superativit/Déficit, aunque en ambos estudios se 
realizan valuaciones de distintas leyes, el del 2015 evalúa la Ley 7333 y este estudio con la nueva 


Ley 9544. Sin embargo, se evidencia la mejora que existe entre las dos leyes, en cuanto a los 


resultados de un escenario base propuesto en cada estudio. En el modelo de 2015, se presenta un 
monto de déficit de 6.37 billones (millones de millones), lo cual comparado con 0.62 de billones que 


arrojó el estudio del 2019 bajo población cerrada nos da un cambio de 5.75 MM, mientras que con 
población abierta da un cambio de 5.66 MM”. 


 


Mediante oficio N° SP-A-210-2019 del 9 de setiembre de 2019, la Superintendencia de Pensiones 
(SUPEN), instaura para su aplicación a partir de la información contable emitida a partir de enero del 


2020, una nueva estructura y descriptivo de cuentas, cuyo objetivo primordial es una codificación 


ordenada de las cuentas homogéneas, que facilitarán la elaboración y el envío de la información 
financiera atendiendo lo requerido por este ente. 


 
Cabe destacar, que en forma general se indica que las cuentas contables cambiaron en código y 


algunas cuentas se especializaron para que la información sea más explícita, para citar el caso más 
significativo lo atinente a inversiones y sus cuentas relacionadas. 


 


La Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 


De conformidad con lo establecido en el artículo N° 239, Capítulo IV de la Ley N° 9544, se crea una 
Junta Administrativa del Fondo, como órgano del Poder Judicial que contará con independencia 


completa funcional, técnica y administrativa, en dicho artículo se regula las funciones de la citada 


Junta.   


  


El artículo N° 240 de la Ley en mención, regula como se conforma la Junta Administrativa, siendo 
que, será  “[…]  por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así 
como por tres miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos.”  
  


La Junta Administrativa, según el artículo N° 239, se financiará con “[…] una comisión por gastos 
administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 
judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo.”  
 


Al respecto de la conformación de la Junta Administrativa, el transitorio I de la Ley, indica:  


“[…]  La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial deberá estar 
integrada en un plazo no mayor a seis meses, contados a partir de la entrada en vigencia de esta ley. 
En tanto se Integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará 
ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley N.º 
7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas.” 
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En acuerdo del Consejo Superior en la sesión N ° 53-18 del 19 de noviembre de 2018, en el artículo 


XXI se acuerda: 
 


“[…] 2.)  El Consejo Superior del Poder Judicial tendrá la competencia y responsabilidad de implementar 
los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta 
Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial…” 


 


Según Acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión Nº 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019, 
artículo VI, en noviembre 2019 se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial, la cual asumirá funciones a partir del 3 de febrero de 2020. 


 
 


Con acuerdo del Consejo Superior en sesión N° 06-2020 celebrada el 23 de enero de 2020 en el 
artículo LXXVIII hacen de conocimiento el “Convenio específico de cooperación 


interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. En el cual se 
acuerda:  


 
Se acordó: 1.) Aprobar la suscripción del “Convenio específico de cooperación interinstitucional 
y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 2.) Con respecto a la cláusula décimo segunda, en 
dónde se establece que, “para el desarrollo del presente convenio el Poder Judicial ha designado 
como punto focal de comunicación a la Secretaría General de la Corte y como responsable de 
seguimiento, control y fiscalización del cumplimiento del presente convenio al Consejo Superior 
en pleno”, este Consejo, tendrá apoyo por parte de la Comisión de Traspaso del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, creada en sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo 
del 2018, artículo II, conformada por las Direcciones Ejecutiva, Jurídica, de Gestión Humana, 
Tecnología de la Información y el Departamento Financiero Contable, quien se encargará de 
remitir informes de rendición de cuentas periódicos a este Consejo, con el fin de poder dar el 
respectivo seguimiento, control y fiscalización a la Junta Administradora. 


 


 


• Estado de Cambios en Activos Netos Disponibles para Beneficios 
 


El estado de Cambios en Activos Netos Disponibles para Beneficios tiene como finalidad determinar 


el total de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones al cierre de cada período, respecto a 
los ingresos por contribuciones obrero-patronales, los ingresos generados de la inversión de los 


recursos y otros ingresos diversos con respecto a los gastos. Además, comprende el traslado del 


saldo del patrimonio registrado al 31 de diciembre de 2006 al pasivo denominado “Provisión para 
Pensiones en Curso de Pago”, de conformidad con la nueva estructura definida en el manual de 


cuentas para los Regímenes de Pensiones de Capitalización Colectiva de la SUPEN, el cual fue 
adaptado por el Poder Judicial, a partir de 2007.  
 


A partir de enero de 2013, con la adaptación del nuevo manual de cuentas emitido por la SUPEN, no 


se considera dentro del estado en mención la salida de recursos derivados del pago de la planilla, en 


virtud de que éstos corresponden a la sub-cuenta de pasivo “Pago plan de beneficios”, la cual 
disminuye contablemente a la cuenta de “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”, ya que 


pertenece al Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios. 
 


Como parte de los cambios se registran los aportes en las cuentas de patrimonio creadas para tal 
efecto según el concepto de cada contribución, siendo que en el mismo mes de registro se procede 


con el traslado contable de dichos recursos a la “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”. 


 
No obstante, el aporte correspondiente a la “Contribución Especial” de los jubilados y pensionados 


de conformidad con lo establecido en el artículo según el art 236 bis de Ley 9544, se mantiene 
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registrado contablemente en la cuenta patrimonial respectiva y no se traslada a la “Provisión para 


Pensiones en Curso de Pago”, en tanto se resuelvan los recursos de amparo interpuestos ante la Sala 
Constitucional al respecto.   


 


Según lo indicado anteriormente, acerca de los cambios solicitados por la Supen este estado mostrará 
la información de las inversiones englobada en lo esbozado por las Normas Internacionales de 


Información Financiera Instrumentos Financieros (Niff 9), considerando el modelo de negocios en los 
que se gestionan los activos financieros, los flujos de efectivo, las políticas y procedimientos de 


inversión y gestión de riesgo, dichos modelos se basan en la intención de tenencia:   
 


• Al valor razonable con cambios en otros resultados integral: el activo financiero se mantiene 


dentro de un modelo cuyo objetivo se logra obteniendo flujos contractuales y vendiendo 


activos financieros, las condiciones contractuales dan lugar a fechas especificas que son 
únicamente pagos del principal e intereses sobre el importe del principal pendiente. 


 


• Al Costo amortizado: en este modelo el activo financiero se conserva considerando el objetivo 
de mantener los activos para obtener los flujos de efectivo contractuales y que las 


condiciones contractuales dan lugar, en fechas específicas a flujos que son únicamente pagos 


de principal e intereses sobre el importe del principal pendiente. 
 


• Al Valor razonable con cambios en resultados: Se consignan en este modelo cuando no se 


pudieran aplicar las condiciones de los dos modelos citados anteriormente.  
 


• Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios  
 


Sustituye el Balance de Situación y muestra la situación financiera del Fondo de Jubilaciones al cierre 


de cada período. En él se resume el saldo de los activos propiedad de este Fondo, así como el saldo 


de las obligaciones adquiridas (pasivos), entre las cuales destaca la creación de la Provisión para 


Pensiones en Curso de Pago, la cual sustituye al patrimonio, de acuerdo a la nueva nomenclatura del 


Manual de Cuentas para los Regímenes de Pensiones de Capitalización Colectiva de la SUPEN.  


Este estado también muestra modificaciones en las cuentas de Inversiones, ya que se dividen por 


modelo (Al valor Razonable con cambios en otros resultados Integrales, Al valor Razonable con 


cambios en resultados y al Costo Amortizado), considerando lo solicitado por la SUPEN y lo indicado 


por las Normas Internacionales de Información Financiera Instrumentos Financieros (Niff 9) 


 


• Políticas Contables 


 


En las políticas contables se consignan las bases de medición empleadas en la preparación de los 
estados financieros, así como los principios, reglas y prácticas contables específicas, establecidas por 


la entidad en la preparación de sus estados financieros. 


 


• Generales 


• El ciclo económico comprende del 1º de enero al 31 de diciembre de cada año, con cierres 


mensuales. 
 


• Los registros contables se presentan en colones, moneda de curso legal en Costa Rica. 
 


• Conforme el criterio emitido por el Despacho Carvajal & Colegiados, en lo que corresponde a la 
valuación de activos monetarios en moneda extranjera, se debe utilizar el tipo de cambio para 


la compra del colón con respecto al dólar estadounidense. 
 


• Los pasivos monetarios en moneda extranjera se deben re-expresar, utilizando el tipo de cambio 
de venta del colón con respecto al dólar estadounidense, este índice se constituye en la unidad 







7 
 


de referencia para el registro contable y liquidación de esas transacciones. Igual principio 


prevalece en el pago de los servicios facturados en dólares, según criterio emitido por la Asesoría 
Legal de la Dirección Ejecutiva, mediante oficio 920-DE/AL-05, del 24 de junio de 2005. 


 


• Por otra parte, los gastos y los ingresos se registran al tipo de cambio del día de la transacción. 


Lo anterior con base al criterio emitido por la Dirección General de Tributación Directa en el 
documento DGT-26-06, del 10 de noviembre de 2006 y con base a la Norma Internacional de 


Contabilidad No. 21 “Efectos de las variaciones en los tipos de cambio de la moneda 


extranjera”. 
 


• Según se informó a la Dirección Ejecutiva mediante oficio 110-SC-2010, del 1° de marzo de 
2010, a partir de junio 2008 el tipo de cambio utilizado para la conversión de las inversiones en 


dólares, es el de referencia del Banco Central de Costa Rica para el Sector Público no bancario, 
esto de conformidad con el artículo 89 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica 


“Transacciones del Sector Público no Bancario” el cual literalmente indica: 
 


“Las instituciones del sector público no bancario efectuarán, sus transacciones de compra y 
venta de divisas por medio del Banco Central de Costa Rica o de los bancos comerciales del 
Estado, en los que este delegue la realización de tales transacciones. En todo caso, estas 
transacciones se realizarán a los tipos de cambio del día, fijados por el Banco Central para 
sus operaciones”.      


 


Mediante oficio 2326-DE-2010, del 9 de marzo de 2010, emitido por la Dirección Ejecutiva, se 


avala el procedimiento para el registro contable, tanto de los pasivos como de la conversión de 
las inversiones en moneda extranjera del FJP, anteriormente expuestos.  


 


• A partir de mayo de 2012, la valoración de los movimientos de las cuentas bancarias en dólares, 
se utiliza el tipo de cambio de compra del colón con respecto al dólar estadounidense para el 


sector público no bancario según lo informado a la Dirección Ejecutiva mediante oficio 2085-TI-
2009 del 18 de agosto del 2009, que en los intereses cita: 


 


“[…] se considera conveniente para el registro contable de las inversiones de dicho Fondo y 
de los movimientos de las cuentas bancarias en dólares el tipo de cambio (TC) para el sector 
público no bancario (SPNB).”  


 


Dicho indicador se aplica tanto a la valoración de los intereses ganados sobre los saldos de las 
cuentas corrientes en dólares, así como a la revaloración de los saldos de las citadas cuentas 


bancarias.  
 


A partir de marzo 2015, el registro contable de la valoración de las inversiones en dólares y 
cuentas relacionadas, así como de los saldos bancarios en dólares, en los casos en que el último 


día del mes corresponda a un día no hábil, utilizará el tipo de cambio de compra del colón con 
respecto al dólar estadounidense para el sector público no bancario del último día hábil del cierre 


de cada mes. 
 


• Para el registro contable de las transacciones económicas se empleó la “base acumulativa”, 


utilizando la partida doble. 
 


• Como medida de control interno, se considera la adecuada segregación de funciones contables, 
estableciendo rutinas de revisión y verificación de la información contenida en los estados 


financieros, de manera tal que permita obtener mayor confiabilidad y razonabilidad de la 


situación real del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, a una fecha determinada. 
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• Específicas 


Disponibilidades: 


 


• Los registros de transacciones se contabilizan con una copia del estado de cuenta bancario. 


Conforme las recomendaciones emitidas por el Despacho Carvajal & Colegiados, respecto a las 
transacciones bancarias no identificadas y acreditadas en las diferentes cuentas corrientes del 


Fondo, se registran transitoriamente en la cuenta denominada “Sumas en tránsito por aclarar”, 
en tanto se gestiona, ante las instancias e instituciones internas y externas que correspondan, 


las aclaraciones respectivas a efecto de determinar el origen y concepto de estos recursos.  
 


• Las cuentas bancarias y recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones son inembargables, 


según lo establecido en el artículo 231 de la Ley 9544. 
 


• Con el fin dar cumplimiento a la normativa contable de mantener el registro de documentos 
actualizado de forma oportuna, cada área responsable debe asociar y aprobar semanalmente 


en el Sistema Contable los documentos bancarios que le correspondan, quedando pendientes 


únicamente aquellos documentos que se tramiten el último día de mes para ser procesados en 
los primeros días del mes siguiente, tratando de evitar así los saldos negativos y diferencias. 


 


 


Inversiones: 


 


• El registro de las inversiones se realiza en la fecha de liquidación de la transacción y no en la 


fecha de negociación. 
 


• El registro de inversiones es al costo de adquisición y no a su valor facial, es decir: 


 
Valor facial + Primas - Descuentos 


 
• Las sub-cuentas de Primas y Descuentos muestran el importe amortizado y no el monto 


pendiente de amortizar. 
 


• A partir de mayo de 2009, el registro de la amortización de las primas y descuentos se realiza 


mediante el método de interés efectivo y no por línea recta como se venía efectuando, lo que 
podría generar eventualmente una prima positiva o un descuento negativo, que se cargará o 


acreditará en la cuenta analítica correspondiente, según lo establece el “Manual de Cuentas para 
los Regímenes de Pensiones de Capitalización Colectiva” y o indicado por la Superintendencia 


de Pensiones (SUPEN) mediante oficio SP-001 del 4 de enero de 2010. El procedimiento para la 
aplicación de la metodología de interés efectivo fue ratificado por este Macroproceso mediante 


oficio 1386-TI-2011/0244-SC-2011, del 5 de agosto de 2011, dirigido a la Sección de Auditoria 


Financiera.  
  


• La cuenta de Ingreso por Intereses se afecta por la amortización de la prima, comisiones y 
descuentos, así como los intereses por la inversión. 


 


• El registro de intereses se ejecuta al día siguiente de la compra y por consiguiente se registra 


también el día de vencimiento del período de pago para los intereses, tal como lo señala el 


Manual de Información, capítulo de inversiones, emitido por SUPEN. 
 


• También, forma parte de las inversiones, las sub-cuentas de Plusvalía o Minusvalía no realizada 
por valoración y la estimación por riesgo de crédito y deterioro.  


 
• A partir de la contabilidad del mes octubre 2017, se da inicio al registro contable del sector 


“Títulos de Participación de Fondos de Inversión Cerrados” (Fondos Inmobiliarios). 
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• A partir de la contabilidad del mes noviembre 2017, se da inicio al registro contable del sector 


“En Valores Emitidos por Bancos Privados”. 
 


• A partir de la contabilidad del marzo 2019, se da inicio al registro contable de operaciones de 
reportos, las mismas consisten en una negociación de compra-venta, en  la que el comprador a 


hoy aporta el efectivo para la compra de un activo financiero y se compromete a venderlo en el 


plazo pactado, recibiendo un rendimiento por la operación, se debe destacar que se denominan 
tripartitos porque los títulos valores en estas negociaciones son depositados en un fideicomiso 


administrado por la Bolsa Nacional de Valores, la cual se encarga de administrar todo lo referente 
a dicho título.  


 


• A partir de la contabilidad del mes agosto 2019, se da inicio al registro contable del sector 


“Títulos de Participación de Fondos de Inversión Abiertos”. Los cuales son fondos de liquidez, y 
su rendimiento se da por el aumento en el valor de la participación que se tenga. 


 


• El Despacho Carvajal y Colegiados, en el informe de auditoría externa carta de gerencia CG1-


2016, en la página 15, punto tercero denominado “Proceso de Tesorería” menciona: 


 
“De acuerdo con la normativa vigente de la SUPEN, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial está obligado a valorar a precios de mercado su portafolio de inversiones y debe registrar el 
resultado de esa valoración”. 
 


Adicionalmente se debe considerar lo dispuesto por la Contraloría General de la República en el 


informe DFOE-EC-IF-03-2013, que en lo que interesa señala: 


 
“[…] Sobre este particular, esta Contraloría General también es del criterio de que el FJPPJ debe 
sujetarse a las disposiciones que sobre el particular apruebe el CONASSIF, salvo en lo que 
se refiere  a  las políticas  de  inversión,  las  cuales,  por ley,  es  una  facultad  que  ostenta  la 
Corte  Plena,  posición  que  igualmente  es  compartida  por  la  Procuraduría  General  de  la 
República,  en su Dictamen  No. 078-2002 del 21 de marzo del 2002 […] ”. (Subrayado no pertenece 


al original) 


 


En relación con la carga del archivo de inversiones por medio de la VES, a partir de la carga de enero 


2015, se remitió de forma oficial la información de inversiones a la SUPEN utilizando la VES, ya que 
anteriormente se remitía por correo electrónico. Sin embargo, en lo que respecta a la información de 


los saldos contables se remiten mensualmente por correo electrónico, en el formato establecido por 
SUPEN, debido a la imposibilidad de usar la VES, como se informó por parte de la Dirección Ejecutiva 


a la SUPEN con oficio N° 2651-DE-2015. 


 


No obstante, con oficio N° 293-SC-2018 de fecha 26 de julio de 2018, se indicó a la Dirección 


Ejecutiva, que en atención a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N°. 03-18, articulo XX, 


celebrada el 16 de enero del 2018, el cual cita “elabore una propuesta del procedimiento 


correspondiente para que la Superintendencia de Pensiones “SUPEN” supervise y fiscalice el fondo 


de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial”; este Macroproceso se encuentra trabajando en los 


ajustes en normativa y operativos necesarios para efectuar la valoración de los instrumentos a precios 


de mercado, en apego a la normativa dictada por el CONASSIF, lo cual fue comunicado a la SUPEN 


con oficio N° 3547-DE-2018.  


Lo anterior, con el fin de realizar las pruebas necesarias para remitir por medio de la VES el archivo 


de saldos contables.  


El Comité de Inversiones del FJPPJ, en sesión N°. 072-CI-FC-2019 del 22 de julio del 2019, analiza 


lo referente al comunicado del oficio N° SP-498-2019 del 30 de mayo de 2019 de la Superintendencia 
de Pensiones (SUPEN) , donde señalan los cambios a realizar por el proyecto de reforma al “Manual 


de Información de Capitalización Individual”, el “Manual de Información de Capitalización Colectiva” 
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y un nuevo “Manual de Información Relativo a Saldos Contables e Inversiones”, elaborado como 


consecuencia de la implantación del modelo de supervisión basado en riesgos del CONASSIF y la 
entrada en vigencia del “Reglamento de Información Financiera” y el “Reglamento de Gestión de 


Activos”, cuya fecha de aplicación es a partir del 1 de enero de 2020;  del análisis efectuado en dicha 


sesión se desprende el siguiente acuerdo:  
 


 
“Se acuerda:   
 


✓ Registrar contablemente el resultado de la valoración del portafolio a precios de mercado, una 


vez concluida la separación de la cartera por modelo de negocio y entrada en vigor del 


Reglamento de Información Financiera”. 


 


• En relación con la venta de instrumentos financieros, la ganancia o pérdida se contabiliza en la 
cuenta de ingresos o gastos por negociación de instrumentos financieros y se determina 


comparando la diferencia entre el valor de venta y el valor en libros, donde el valor en libros es 


la sumatoria del costo de adquisición más el acumulado de las sub-cuentas de descuento o 
primas amortizadas, conforme con el “Instructivo para registrar el efecto de la valoración a 


precios de mercado”. 
 


• A partir de junio de 2006, el registro de los intereses ganados de los títulos en la modalidad 
“cero cupón”, se efectúa considerándose esos rendimientos como descuentos ganados, de tal 


forma que una vez registrada la inversión a su valor facial, el reconocimiento de los intereses 
mensuales, se presenta como un Ingreso por descuento en inversiones. Anteriormente se 


reconocían como intereses ganados.     
 


• De conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 87-11 del 1° de 


noviembre del 2011, artículo LXIII el Poder Judicial atenderá las disposiciones del Banco de 
Costa Rica de comunicar antes del mediodía las transacciones vía SINPE por sumas iguales o 


mayores a ¢1.000.000.000.000 y/o $2.000.000,00, en el entendido que si lo realiza luego de la 
hora mencionada debido a circunstancias especiales, y dicha institución no logra efectuar la 


transferencia de los recursos, esta le reconocerá al Fondo de Jubilaciones y Pensiones las sumas 


dejadas de percibir por concepto de gastos o pérdidas que se causen. Adicionalmente el BCR 
comercial mediante correo electrónico del 24 de abril de 2019 indica lo siguiente: “[…] en la 


plataforma de  BCR comercial se realizan en  la opción de transferencias interbancarias  y no 
por la opción de Sinpe en Línea,  adicional para las transferencia a la cuenta reserva mantiene 


diferentes horarios para recibir fondos adjunto detalle:”   


 


 


 


• El Consejo Superior en sesión 27-16 celebrada el 17 de marzo de 2016, artículo LXXXV, se 


aprobó el informe de la Dirección Ejecutiva sobre la “Propuesta de Modificación al Capítulo VIII 
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de las Inversiones” del reglamento al Título IX de la ley Orgánica del Poder Judicial de las 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde se aprobaron los cambios en cuanto a la 
integración, invitados y dinámica de reuniones de los Comités de Inversiones y Riesgos.  


 
 


• En acuerdo de Corte Plena, sesión N° 16-15, del 27 de abril de 2015, articulo IX, literalmente 
dice: 


 


“En sesión N° 31-12 celebrada el 3 de setiembre del 2012, artículo XXV, se aprobó la “Política 
de Riesgo para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial […]”. 


 
En sesión 5-15 celebrada el 9 de febrero de 2015, artículo XVI, la Corte Plena aprobó la 


propuesta de modificación de la Política de Inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, dentro de la cual se incorporó la figura del canje de títulos valores. 
 


• Mediante acuerdo del Consejo Superior N° 50-17, celebrada el 23-05-2017, se ratifica lo 


dispuesto por la Corte Plena, en la sesión N° 9-17 celebrada el 24 de abril del año 2017, 
artículo XXX, el cual aprueba la actualización de la Política de Inversión1 del FJPPJ, entre las 


principales variaciones se encuentran las siguientes: 
 


• El Perfil de Inversionista establecido para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial es “Profesional-Conservador”. 


 


• Las inversiones se realizarán y se contabilizaran en los modelos expresados en la Normas 
Internacionales de Información Financiera Instrumentos Financieros (Niff 9), los cuales se 


basan en la intención de tenencia:   
 


o Al valor razonable con cambios en otros resultados integral: el activo financiero se 


mantiene dentro de un modelo cuyo objetivo se logra obteniendo flujos contractuales 
y vendiendo activos financieros, las condiciones contractuales dan lugar a fechas 


específicas que son únicamente pagos del principal e intereses sobre el importe del 
principal pendiente. 


 
o Al Costo amortizado: en este modelo el activo financiero se conserva considerando 


el objetivo de mantener los activos para obtener los flujos de efectivo contractuales 


y que las condiciones contractuales dan lugar, en fechas específicas a flujos que son 
únicamente pagos de principal e intereses sobre el importe del principal pendiente. 


 
o Al Valor razonable con cambios en resultados: Se consignan en este modelo cuando 


no se pudieran aplicar las condiciones de los dos modelos citados anteriormente.  


 


 


• Las Normas Internacionales de Información Financiera Instrumentos Financieros (Niff 9), han 


cambiado la conceptualización en la forma de reconocer el deterioro, dado que 


anteriormente, la premisa fue la pérdida incurrida, mientras que el nuevo enfoque es la 


pérdida esperada. La norma exterioriza que todos los instrumentos financieros se  exponen 


al riesgo de deterioro, para la Niff 9 solo hay un único modelo de deterioro sin importar la 


forma de valoración del instrumento financiero, se basa en dos grandes aspectos: las 


pérdidas esperadas de los próximos 12 meses y las esperadas durante toda la vida del activo, 


las condiciones para discriminar dependen del aumento del riesgo de crédito, se aclara, que 


la SUPEN estableció códigos contables para el deterioro del modelo “Al valor razonable con 


cambios en otros resultados integral”. 


 
1 Mediante el siguiente enlace puede conocer más sobre las políticas de Inversión aprobadas las cuales se encuentran publicadas en la 
pag web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. ENLACE 



http://intranet/fjp/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=177&Itemid=323
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• Aspectos de Aplicación General: 


 


1. Los plazos de las inversiones responderán a las necesidades de rentabilidad, liquidez, 
diversificación, calce de plazos, condiciones de mercado y oportunidad. El análisis de 


plazos responderá a normas prudenciales de riesgo aceptadas en los mercados 


costarricenses. 


 


2. Con el objetivo de desconcentrar la moneda de inversión, un porcentaje de la cartera 
de inversiones del fondo de jubilaciones y pensiones se podrá invertir en una moneda 


extranjera fuerte, preferiblemente dólar estadounidense o euros. 


 


3. Las transacciones bursátiles en el ámbito nacional que realice el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se realizarán con base en los contratos 
establecidos con los diferentes Intermediarios Bursátiles y Custodios de Valores. 


 


4. Los títulos valores deben ser de oferta pública en Costa Rica y estar inscritos en el 


Registro Nacional de Valores e Intermediarios exceptuando: a) instrumentos emitidos 
por el Banco Central; b) la banca estatal y pública supervisados por la SUGEF; c) los 


negociados en forma directa con el Ministerio de Hacienda o Banco Central y d) las 


inversiones realizadas a través de ventanilla a menos de un año plazo (365 días), los 
que sí podrán ser objeto de inversión sin estar registrados en el RNVI. 


 


5. Las operaciones que se realicen para la compra y venta podrán realizarse conforme 


a los medios de pago autorizados por la Bolsa Nacional de Valores o el Emisor que 


con el cual se transe la inversión (sea al contado o a plazo). 


 


• Tipos de Valores Autorizados: 


 
1. Valores representativos de deuda emitidos en serie. Exceptuar:  


 
o Instrumentos emitidos por el Banco Central y Ministerio de Hacienda. 


o La banca estatal y pública supervisada por la SUGEF. 


o Bancos creados por leyes especiales supervisados por la SUGEF. 
o Los negociados en forma directa (ventanilla) con emisores autorizados, 


aunque no sean emitidos en serie.  
 


2. Valores de participación en fondos de inversión “Financieros” con garantía estatal, 


independientemente del grupo de interés económico al que pertenece la SAFI, con 
la condición de que los portafolios de dichos fondos estén conformados en al menos 


un ¾ partes por instrumentos del sector público costarricense. 
 


3. Valores de participación en fondos de inversión “No Financieros” (Inmobiliarios), 
independientemente del grupo de interés económico al que pertenece la SAFI. 


 


4. Títulos de deuda del sector privado con calificación de grado de inversión igual a AAA 
a nivel local. 


 


5. Valores individuales de deuda emitido por las entidades financieras supervisadas por 


la Superintendencia General de Entidades Financieras (CDP). 


 


6. Valores o instrumentos de inversión estructurados producto de procesos de 


titularización de obra pública, fideicomisos, vehículos de propósito especial y/o 
similares. 
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7. Operaciones de recompras o reportos con valores estatales negociados a través de 
Puestos de Bolsa con respaldo Estatal, realizados bajo las regulaciones establecidas 


por las bolsas de valores autorizadas por la Superintendencia General de Valores. 
 


• Tipos de transacciones autorizadas: 


 


1. Compra de instrumentos por medio de ventanilla (electrónica, física y/o emisiones 
privadas). 


 
2. Compra de instrumentos por medio de subasta (mercado primario) y/o a través de 


los mercados secundarios de negociación. 


 
3. Venta de instrumentos. 


 


4. Canje de operaciones. 


 
5. Subastas inversas. 


 


6. Operaciones de reporto. 


 


7. Inversión en Fideicomisos de Titularización y/o Construcción de Obra Pública. 
 


8. Adquisición de participaciones en fondos de inversión “Financieros”. 
 


9. Adquisición de participaciones de fondos de inversión “No Financieros”. 


 
 


• Transacciones NO autorizadas: 


 
Los gestores de dicho (s) portafolio (s) NO podrán efectuar las siguientes operaciones, salvo 


autorización expresa del Comité de Inversiones y/o máxima autoridad jerárquica 


administradora del FJPPJ: 
 


1. Compra/venta de acciones de cualquier tipo y/o emisor. 
 


2. Venta de instrumentos financieros con pérdidas de capital, salvo que haya sido 


expresamente autorizado por el Comité de Inversiones y/o máxima autoridad 
jerárquica administradora del FJPPJ. 


 
3. Bonos u obligaciones convertibles en acciones comunes o preferentes. 


 
4. Operaciones de reporto con garantía de instrumentos acá vedados. 


 


5. Operaciones con derivados cambiarios. 
 


6. Operaciones en mercados internacionales. 
 


7. Todas aquellas que no hayan sido expresamente autorizado por el Comité de 


Inversiones y/o máxima autoridad jerárquica administradora del FJPPJ. 
 
 


 Aportes por cobrar  
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Corresponde a los aportes pendientes de cobrar por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, del Estado 


(1.41%), del Poder Judicial en su condición de Patrono (14.36%) y aporte obrero (13%).  
 
 


Aporte obrero: 


Corresponde al aporte aplicado a las planillas quincenales de los servidores activos, jubilados y 


pensionados, conforme lo establece el artículo N° 236 de la Ley N° 9544 “Reforma de Régimen de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder 


Judicial, del 5 de mayo de 1993, y sus reformas”  (a partir de mayo 2018 corresponde a un 13%), 


monto que se registra inicialmente en cuentas patrimoniales y en el mismo mes se traslada a la 
cuenta “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”. 


  
Adicionalmente, según el artículo N° 236 bis de Ley 9544, se establece la “Contribución Especial, 


Solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, la cual cita en lo que interesa:  
 


“[…] Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y 
los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán de forma 
especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla: 
a) Sobre el exceso del tope establecido en el artículo 225 y hasta por el veinticinco por 
ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal 
exceso. 
b) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, 
contribuirán con el cuarenta por ciento (40%) de tal exceso. 
c) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, 
contribuirán con el cuarenta y cinco por ciento (45%) de tal exceso. 
d) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, 
contribuirán con un cincuenta por ciento (50%) de tal exceso. 
e) Sobre el exceso del margen anterior contribuirán con un cincuenta y cinco por ciento 
(55%).”   


 
 


Este monto, se mantiene registrado contablemente en la cuenta patrimonial respectiva y no se 
traslada a la “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”, en tanto se resuelvan los recursos de 


amparo interpuestos ante la Sala Constitucional al respecto.   


 
Por otra parte, con la entrada en vigencia de ley N° 9544, en cuanto a los aportes de las personas 


funcionarias del Tribunal Supremo de Elecciones, el transitorio II de dicha Normativa cita: 
 


“TRANSITORIO II- Las personas funcionarías del Tribunal Supremo de Elecciones a los que 
hacía referencia el artículo 242 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de 
mayo de 1993, y sus reformas, que hayan cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial de previo a la entrada en vigencia de esta ley, la presente reforma no les será 
aplicada en su perjuicio y en todo momento se les deberá respetar sus derechos adquiridos 
de buena fe. No obstante, quedan facultados para solicitar, en los términos dispuestos en los 
artículos 226 y 234 de esta ley, la devolución de las cotizaciones obreras, estatales y 
patronales realizadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin de que 
puedan trasladarse al Régimen de Pensiones, Invalidez, Vejez y Muerte, administrado por la 
Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), si así lo desean.” 
 


 


Aporte estatal: 


 
Según la directriz del Ministerio de Hacienda, emanada mediante el oficio DGPN-SD-0242-2019 del 


12 de abril de 2019, el porcentaje del aporte estatal cambia a 1.41%, a partir de enero del 2020. 


 
Aporte patronal: 
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A partir del 01 de octubre de 2016, se efectúa el aumento del aporte patronal para un ajuste total 


del 14.36%, generándose un incremento del 0.61% en comparación al 13.75% que se venía 
cancelando hasta el 30 de setiembre del 2016, de conformidad con el  acuerdo de Corte Plena, sesión 


N° 30-16 celebrada el 3 de octubre de 2016 lo anterior en base al estudio “Incremento proporcional 


del aporte patronal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones” realizado por la Auditoria Judicial N° 972-
62-SAFJP-2016 del 26 de setiembre de 2016, dicho aumento al aporte patronal encuentra su 


fundamento en la errónea interpretación al inciso 2, artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
el cual indica lo siguiente: 


 
“2.- El monto establecido como aporte del Estado para el Régimen de Invalidez, Vejez y 
Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, y el que determine el Poder Judicial 
como patrono. Estos porcentajes se ajustarán proporcionalmente, conforme a los 
incrementos que la Corte acuerde junto con el aporte de los trabajadores.” 


 


A partir del mes noviembre 2017, se realiza el cambio en el procedimiento de registro de los aportes 
por cobrar, debido a la implementación del Sistema Contable.  


 


Aporte estimación sobre salario escolar:  


 


Se registra la contribución obrera (13%), el aporte del estado (1.41%) y el aporte patronal (14.36%) 
del salario escolar pendiente de cobrar, siendo que, a partir de la segunda quincena de enero 2015, 


el cálculo de dichos rubros se basa en el reporte confeccionado por el equipo técnico del Sistema 
Contable y Dirección de Tecnología de la Información, según lo informado mediante correo 


electrónico del lunes 27/11/2017 de la Licda. ELR. 
 


Por otra parte, según Decreto Ejecutivo N° 39202-MTSS-H en su artículo 2, publicado en la Gaceta 


N° 170 del martes 01 de setiembre del 2015, aprobado por Corte Plena en sesión 41-15 del 16 de 
noviembre de 2015, artículo XIV, se dispone a ajustar el salario escolar en forma paulatina, hasta 


llegar a un 8.33% para el período 2018. 


 


Aporte por reconocimiento de tiempo servido:  


 


Se registran los aportes por cobrar que se originen del reconocimiento de tiempo servido fuera del 
Poder Judicial de aquellos funcionarios que ingresan a laborar a la Institución provenientes de otras 


Entidades del Estado.  


 


Sumas canceladas de más:  


 


Se registran las deudas como resultado del fallecimiento de beneficiarios del Fondo, cálculos 
incorrectos, así como el total de sumas a recuperar derivados de los estudios por sumas giradas de 


más a jubilados y pensionados que se encontraban laborando para otra institución del Estado 
mientras recibían el beneficio de este Fondo de conformidad con lo establecido en el artículo N° 233 


de la Ley 9544, o cuando se han girado sumas de más a sus beneficiarios, cuando estos hayan 


alcanzado la mayoría de edad, salvo que sean inválidos o que no hubieren terminado sus estudios 
para una profesión u oficio, mientras obtengan buenos rendimientos en ellos y no sobrepasen la edad 


de veinticinco años conforme lo estipulado en el artículo 228 de dicha Ley, y otros ajustes en el monto 
de la jubilación o pensión. 


 


Hasta febrero de 2010 todas estas transacciones se registraban en la cuenta complementaria de 


cuentas por cobrar denominada “Estimación de Riesgo de Crédito y Deterioro”, sin embargo, a partir 
de marzo 2010, en atención a la recomendación efectuada por la Superintendencia de Pensiones 


mediante oficio SP-236 del 16 de febrero 2010, y según se indicó en el oficio 244-SC-2010 del 4 de 


mayo 2010 emitido por este Macroproceso y remitido a la Dirección Ejecutiva, se procedió con la 
reclasificación del saldo al 28 de febrero 2010 de la cuenta denominada “Estimación de Riesgo de 


Crédito y Deterioro”  a la cuenta 241.00.00 “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”. 
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A partir de enero de 2013, si el registro de la reversión del aporte obrero corresponde a una deuda 
por pagos en demasía del mismo mes se procede con la reversión de la cuenta de patrimonio 


respectiva, no obstante, si obedece a una suma cancelada de más en periodos anteriores se registrará 


en la cuenta de “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”, dado que los recursos son 
contablemente trasladados de las cuentas patrimoniales a dicha cuenta mensualmente.    


 
En caso de no recuperación, con previa autorización de la Dirección Ejecutiva, se procederá con la 


reversión contable. 
 


Según lo indicado por la Dirección Ejecutiva mediante oficio 9781-DE/CA-06, del 28 de noviembre del 
2006, “(…) el registro de las deudas que son remitidas a la Procuraduría General de la República, 
debe ser eliminado por ese Departamento…” 


 


 


Cuando un servidor (a) o jubilado (a) judicial fallecido presente deudas por RTSFPJ, de conformidad 


con lo establecido en el “Reglamento para el reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, 


en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial” 
en su Capítulo V, artículo 17, los beneficiarios deberán seguir cancelando el saldo para obtener los 


beneficios de la pensión.  
 


En caso de servidor (a) o jubilado (a) judicial fallezca y presente alguna deuda pendiente con el Poder 
Judicial (incluyendo el Fondo de Jubilaciones y Pensiones), el Macroproceso Financiero Contable 


aplicará los procedimientos técnicos establecidos por medio de las liquidaciones del Fondo de Socorro 


Mutuo, siendo que, se procederá con la invitación a los beneficiarios a cancelar voluntariamente las 
sumas adeudadas.  
 


Aunado a lo anterior, de existir anuencia o negativa por parte de los beneficiarios, a cancelar las 


sumas pendientes, el Subproceso Contable, lo informará a la Dirección Ejecutiva, mediante el oficio 
de remisión de la respectiva liquidación del Fondo de Socorro Mutuo. 
 


De no existir gestión por parte de algún beneficiario para el eventual giro del beneficio del Fondo de 
Socorro Mutuo, durante un tiempo prudencial de 15 días hábiles, este Macroproceso a través del 


Subproceso de Ingresos, dará respuesta al comunicado de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de 
la Dirección de Gestión Humana, informando lo pertinente a la Sección de Administrativo de la 


Dirección Ejecutiva, para lo que a bien tenga resolver. 
 


Respecto al oficio citado, la Dirección Ejecutiva con oficio 7803-DE/CA-2013, del 5 de setiembre de 
2013, informó aviso de recibo de lo comunicado por parte del Macroproceso Financiero Contable. 


 


 


Otros aportes por cobrar a Entidades Deductoras: 


 


Corresponde a cuentas por cobrar a las entidades deductoras por conceptos diversos entre los cuales 
los más relevantes son producto de la anulación de pagos por concepto de asignaciones por exclusión 


de beneficiarios del Fondo (fallecimiento, mayoría de edad, matrimonio o cuando el beneficiario se 
encuentra laborando para otra Institución del Estado mientras recibía el beneficio de su jubilación 


por parte de este Fondo), diferencias en la aplicación de ajustes en los montos de las jubilaciones y 


pensiones que corresponden a deducciones en planilla que ya han sido giradas a dichas Entidades, 
cuando el Fondo se entera del suceso. 


 
En virtud de la imposibilidad de recuperar los montos girados de más a Caprede, Anejud y 


Coopejudicial, a partir de setiembre de 2007 se incorporan dichas deudas dentro de la obligación del 


jubilado o pensionado. 
 


En caso de existir cuentas por cobrar al Ministerio de Hacienda, con fundamento en la resolución N° 
DGT-20-2006 del 28 de agosto del 2006 publicado en el Diario Oficial la Gaceta No 179 del 19 de 
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setiembre del 2006 y considerando lo establecido en los artículos 45 y 46 del Código de Normas y 


procedimientos Tributarios N° 4755, este Macroproceso una vez revisados los casos de sumas 
pagadas de más por concepto de impuesto de renta, procede a realizar la rectificación procedente.  


 


 


Obligaciones por liquidar   


Las transferencias emitidas a favor de terceros y que no hayan sido retirados en el plazo de los tres 
meses siguientes a la fecha de su emisión, serán anulados registrándose un pasivo que se mantendrá 


durante un año desde la fecha de su pago, en espera de su reposición. Una vez cumplido ese plazo, 
se registrará el importe del pasivo como un ingreso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


considerando el criterio emitido por la Asesoría Legal de la Dirección Ejecutiva en su oficio 339-DE/AL-
07, donde indica que las sumas que le adeuda el Fondo de Jubilaciones y Pensiones a los jubilados y 


pensionados fallecidos, o a sus beneficiarios, prescriben el término previsto en el artículo 607 del 


Código de Trabajo.    
 


Las deudas provenientes de liquidaciones cuyo saldo sea a favor de los beneficiarios se registrarán 
como pasivo hasta cumplir un año de haberse determinado esta obligación. Posteriormente, se 


registran como un ingreso considerando el criterio emitido por la Asesoría Legal de la Dirección 


Ejecutiva, del cual se hizo referencia en el párrafo anterior. 
 


Se implementa, el control de las sumas trasladadas al ingreso por los conceptos aludidos 
anteriormente, mismo que significará “control administrativo histórico” permanente, el cual tiene 


como objetivo realizar un control cruzado entre los Subprocesos de Contabilidad y Egresos de este 


Macroproceso, para los controles internos pertinentes. 
 


Pasado un año y trasladado el monto al ingreso, según el procedimiento mencionado en el párrafo 
anterior, y si se recibiera diligencia por parte de un Notario Público o bien Resolución Judicial del 


Juzgado correspondiente para el pago de las sumas a favor de los beneficiarios, se deberá realizar la 
reversión contable afectando la cuenta “Recursos Recibidos en Reservas en Formación”, en vez de la 


cuenta “Ajustes de Periodos Anteriores”, según lo acordado en reunión del 16 de noviembre 2017 


entre las Jefaturas del Macro Proceso Financiero Contable y el equipo técnico del Sistema Contable. 
 


Traslados de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otros 
regímenes de pensiones del Estado: 
 


 


A partir de la publicación de la Ley N° 9544 “Reforma de Régimen de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, se indica que las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado 


en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrían 


derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas. 
 


El cálculo de las cuotas aportadas por los exservidores serán trasladas mediante una liquidación 
actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del 


régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. Considerando lo citado en el 


artículo: 
“[…] si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se 
trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de 
pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el 
Poder Judicial.” 
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Aporte Patronal (*) Aporte Obrero Total Periodos 


10% 5% 15% Hasta dic de 1966 


15% 5% 20% Desde 1-1-67 hasta 31-12-80 


17.50% 5% 22.50% Desde 1-1-81 hasta 31-12-93 


14% 7% 21% Desde 1-1-94 hasta 15-7-96 


12% 9% 21% Desde 16-7-96 hasta 31-12-2009 


12.16% 9% 21.16% Desde 1-1-2010 hasta 31-12-2012 


12.66% 9% 21.66% Desde 1-1-2013 hasta 31-01-2013 


12.81% 9.50% 22.31% Desde 1-2-2013 hasta 30-6-2013 


13.47% 10% 23.47% Desde 1-7-2013 hasta 31-12-2013 


14.12% 10.50% 24.62% Desde 1-1-2014 hasta 30-6-2014 


14.77% 11% 25.77% Desde 1-7-2014 hasta 31-12-2014 


14.94% 11% 25.94% Desde 1-1-2015 hasta 31-8-2016 


15.60% 11% 26.60% Desde 1-9-2016 hasta 21-5-2018 


15.60% 13% 28.60% Desde 22-5-2018 hasta 31-12-2019 


15.77% 13% 28,77% Desde 1-1-2020  


(*) Incluye el aporte del Poder Judicial en su condición de patrono y su condición de estado  


 
 


El traslado de cuotas es un evento en el cual la Institución no cuenta con los elementos 
necesarios para confirmar la ocurrencia de solicitud, ni está bajo su control la frecuencia del 


trámite de los otros regímenes de pensiones, aunado a lo anterior, el Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial no realiza provisiones individuales pues no cuenta con los insumos 
necesarios para este fin y resulta impracticable para este Fondo la recopilación de los datos, por 


lo anterior y en base a la Norma Internacional de Contabilidad 8 conocida por “Políticas 
Contables, Cambios en las Estimaciones Contables y Errores”, en el apartado 50 denominado 


“Impracticabilidad de la aplicación y de la reexpresión retroactivas”, se menciona lo siguiente: 


 
“En algunas circunstancias, cuando se desea conseguir la comparabilidad con el periodo 
corriente, el ajuste de la información comparativa de uno o más periodos anteriores es 
impracticable. Por ejemplo, los datos podrían no haberse obtenido, en el periodo o 
periodos anteriores, de forma que permitan la aplicación retroactiva de una nueva 
política contable (incluyendo, para el propósito de los párrafos 51 a 53, su aplicación 
prospectiva a periodos anteriores), o la reexpresión retroactiva para corregir un error de un 
periodo anterior, como consecuencia de lo cual la reconstrucción de la información 
es impracticable.” 


 
A nivel de revelación de los Estados Financieros, el monto total de los traslados de cuotas 


efectuados se puede identificar en la nota 22 denominada “Provisión para Pensiones en Curso 


de Pago”, dicha nota muestra el monto total trasladado a otros Regímenes de Pensiones, el 
detalle del mismo estará en custodia del Subproceso de Contabilidad, mediante el auxiliar 


contable respectivo, de conformidad con la Ley N.° 8968 Protección de la Persona frente al 
tratamiento de sus datos personales, según el artículo 1 que tiene como objetivo: 


 


“… garantizar a cualquier persona, independientemente de su nacionalidad, residencia o 


domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la 


autodeterminación informativa en relación con su vida o actividad privada y demás derechos 


de la personalidad, así como la defensa de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento 


automatizado o manual de los datos correspondientes a su persona o bienes.” 


Es importante mencionar que el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial menciona: 
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“[…] Los funcionarios y empleados que hubieran retirado sus cuotas e ingresen de nuevo 
al Poder Judicial, tendrán derecho a que se les compute el tiempo anteriormente servido, 
si ellos o la entidad pública respectiva reintegran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones el 
monto de las cuotas que hubieran recibido. El Consejo podrá dar facilidades para el 
reintegro de esas sumas.” 


  
      


Reconocimiento del tiempo servido fuera del Poder Judicial: 
 


• El reconocimiento del tiempo servido fuera del Poder Judicial se hará conforme lo establecido 


en el artículo 226 de la Ley 9544. 
 


• En atención a lo recomendado por la Auditoria Judicial mediante oficio 1003-131-AF-2011 del 
10 de agosto del 2011, a partir de junio del 2012 se dio apertura a cuentas de orden en las 


cuales se registran los saldos de las cuentas por cobrar por concepto de reconocimiento de 
tiempo servido de servidores en condición de propietarios que renunciaron al Poder Judicial.  


 


Lo anterior, en virtud de que no existe una certeza razonable sobre la recuperación de dichos 


saldos, y según lo que establece la NIC 37 “Provisiones, Pasivos y Activos Contingentes” en 


cuanto al tratamiento contable para aquellos activos surgidos a raíz de sucesos pasados, cuya 
existencia depende de la ocurrencia, de uno o varios eventos inciertos en el futuro, que no estén 


bajo el control de la entidad, que en lo que interesa indica: 
 


“Los activos contingentes no son objeto de reconocimiento en los estados financieros, 
puesto que ello podría significar el reconocimiento de un ingreso que quizá no sea nunca 
objeto de realización”. 


 
 


Con respecto a lo anterior, con el fin de tener un mayor control sobre las cuentas cobrar por el 


concepto citado en el Subproceso de Ingresos se estableció como medida establecer una mejora 


de control interno vía sistema de Gestión Humana, con el objetivo de que si el ex servidor 
reingresa a laborar al Poder Judicial se reactive la deuda, para lo cual el Subproceso de Ingresos 


confeccionó un auxiliar para efectos de registro.  
 


En Minuta 302-SC-2017 de fecha 26 de julio de 2017, se acordó en lo referente a la 


recomendación del punto 4.5 del informe de Auditoria Interna N° 634-32-SAFJP-2017, definir 
como política contable “reversar y trasladar a un Auxiliar de “Cuentas de Orden”, aquellos 


interinos que transcurrido el plazo de un año, presenten cuentas por cobrar por Reconocimiento 
de Tiempo Servido y que no se les haya aplicado rebajos por dicho concepto.”      


 
Según el artículo N° 226 de la Ley 9544, cita “[…] el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva 


institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal 
y estatal) mediante una liquidación actuarial.”  


 


     


Cálculo y pago de las jubilaciones y Pensiones 


• El procedimiento para el cálculo de las jubilaciones y pensiones, los ajustes por costo de vida y 
cualquier otro ajuste relacionado, lo realiza la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial y 


es aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y se comunica lo resuelto al 


Macroproceso Financiero Contable para que efectúe el pago correspondiente. 


 


Préstamos 


De conformidad con lo establecido en el inciso a) del artículo 240 de la Ley 9544 que entró en vigencia 
el 22 de mayo 2018, se dispone lo siguiente en lo referente a la inversión de los recursos del Fondo:  
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“[…] Hasta un veinticinco por ciento (25%) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de 
instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de 
servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita 
administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de 
Entidades Financieras (Sugef), lo anterior para financiar préstamos para construcción o mejoramiento 
de vivienda y otros de carácter social para sus asociados, según el reglamento que al efecto debe 
dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y 
construcción de edificios destinados al Poder Judicial, conforme a la reglamentación que se emita al 
efecto.” 
 


Activos Intangibles 
 


Corresponde al registro de la compra del Sistema de Inversiones a la empresa Internet Systems 
Development Insyde S.A. con un valor de $14,750.00, valorado al tipo de cambio de la fecha de 


adquisición del activo (15 de agosto de 2007) de ¢516.52, para un total de ¢7,618,670. A dicho 


monto se descuenta la amortización acumulada al cierre del presente mes que asciende a ¢7,618,670 
para un activo neto de ¢0.00. La vida útil del sistema en mención es de 5 años y considerando que 


fue registrado en setiembre del 2007 se encuentra depreciado en su totalidad, no obstante, a la fecha 
de este informe se encuentra en funcionamiento.  


 
Con oficio 425-SC-2015 de 26 de agosto del 2015, se realizó la consulta a la Superintendencia de 


Pensiones (SUPEN) sobre la forma de registro contable de la información suministrada por la 


Dirección de Tecnología de Información, en virtud de que, en el Manual de Cuentas para el Régimen 
de Capitalización Colectiva emitido por dicha Superintendencia, no se observa alguna cuenta contable 


para el registro de la reevaluación de activos intangibles. 
 


 La SUPEN ante la consulta realizada, indicó lo siguiente: 


 
“[…] conforme lo establecido en las Normas internacionales de Información Financiera (NIIF), se le 


comunica que no existe forma alguna de atribuir costo a un activo intangible luego del final de su 
vida útil: aunque esté en operación y generando beneficios, su valor en libros deberá seguir siendo 


cero…” 


 


Activos y pasivos contingentes 


De acuerdo con la Norma Internacional de Contabilidad No. 37 “Provisiones, Activos Contingentes y 


Pasivos Contingentes”, este Macroproceso remite semestralmente consulta a la Dirección Jurídica del 
Poder Judicial solicitando información de los pasivos y activos de carácter contingente, incluyendo 


litigios, litigios pendientes, demandas, avalúos, recursos de amparo, u otros asuntos legales donde 
figure como demandado o demandante el Fondo de Jubilaciones y Pensiones.  


 
De lo cual mediante oficio DJ-4070-2019 del 22 de octubre 2019 la Dirección Jurídica indica: 


 
 “[…] según nuestros registros los casos que se encuentran en la vía jurisdiccional y que involucran 
al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, son los siguientes:  
 
 -  Juicio Monitorio que se tramita en el Juzgado Especializado de Cobro del Segundo Circuito Judicial 
de San José, Sección Tercera, expediente 18-003030-1765- CJ, donde parece como actor el Ministerio 
de Hacienda y como demandado el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la pretensión 
económica es de ¢ 41.342.128,00.   
 
- Juicio Ordinario que se tramita en el Tribunal Contencioso Administrativo, del Segundo Circuito 
Judicial de San José, expediente 13-001595-1027-CA, donde aparece como actor la Asociación 
Costarricense de la Judicatura (ACOJUD) y como demandada la Asociación Nacional de Empleados 
Judiciales y el Estado. 
 



PC-Arnoldo

Nota adhesiva

Se ha pensado hacer un cambio del Sistema, por uno más actualizado .
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- Recurso de Amparo N° 18-008357-0007-CO interpuesto por Ana Eugenia Romero Jenkins, contra el 
Ministerio de Hacienda con motivo del reajuste del aporte estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial 0.58% a un 1.24%”. 


  
Cuentas de Orden Deudoras y Acreedoras. 


 


A partir de junio del 2012, en esta cuenta se registran los saldos de las cuentas por cobrar por 
concepto de reconocimiento de tiempo servido en otras dependencias o instituciones públicas, de 


aquellos servidores en condición de propietarios que renunciaron al Poder Judicial.  
 


Lo anterior, en atención a la recomendación realizada por Auditoria Judicial mediante oficio 1003-
131-AF-2011 del 10 de agosto del 2011, con el fin controlar dichos saldos.  


 


Adicionalmente atendiendo, las recomendaciones emitidas por la Auditoría Judicial, en el informe N° 
634-32-SAFJP-2017, denominado “Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido”, se indica que 


en los casos de interinos con corte de nombramiento continuo, que tienen periodos extensos de no 
ser nombrados, y dada la probabilidad baja de recuperación de la cuenta por cobrar, se incorporan 


en cuentas de orden aquellos que transcurrido un plazo de un año, presenten cuentas por cobrar por 


Reconocimiento de Tiempo Servido y no se les haya aplicado rebajos. 
 


Estudio Actuarial. 
 


El último estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones fue realizado por Proveedor Integral 
de Precios Centroamérica S.A. (PIPCA), con corte al 31 de diciembre de 2018. El cual fue presentado 


al Consejo Superior el 04 de setiembre 2019, por lo que el proyecto ya fue concluido.  


 
Dentro de las conclusiones se menciona lo siguiente:  


“[…]Es claro que la reforma ha sido muy positiva para sanear las finanzas del Fondo. La comparación 
entre este estudio, realizado tanto bajo el supuesto de población cerrada como el de población 


abierta, muestra una diferencia marcada en el Superativit/Déficit, aunque en ambos estudios se 


realizan valuaciones de distintas leyes, el del 2015 evalúa la Ley 7333 y este estudio con la nueva 
Ley 9544. Sin embargo, se evidencia la mejora que existe entre las dos leyes, en cuanto a los 


resultados de un escenario base propuesto en cada estudio. En el modelo de 2015, se presenta un 
monto de déficit de 6.37 billones (millones de millones), lo cual comparado con 0.62 de billones que 


arrojó el estudio del 2019 bajo población cerrada nos da un cambio de 5.75 MM, mientras que con 


población abierta da un cambio de 5.66 MM”. 
 


Las nueve conclusiones restantes, así como el estudio completo se encuentra publicado en la página 
oficial del Macroproceso Financiero Contable en la siguiente dirección: Financiero Contable/Estados 


Financieros/Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial/Estados Financieros/Estudios 
Actuariales Fondo de Jubilaciones/Estudio Actuarial 2019.  


 


Otras condiciones 


• Desde el 2006 el período de cálculo del aguinaldo se realiza obteniendo la doceava parte o 
fracción menor de las asignaciones devengadas en los doce meses comprendidos entre el 1º de 


noviembre hasta el 31 de octubre del año siguiente. 
 


• Para efectos de registros contables, no se realiza un cálculo y registro de provisión para 
aguinaldo, debido a que según el manual de la Supen, dicho rubro se encuentra contenido en 


la cuenta provisión para pensiones en curso de pago. 
 


• A partir de enero del 2013 y producto de los cambios realizados en el manual de cuentas emitido 


por la SUPEN se eliminan las cuentas Ingresos o Gastos de Ejercicios Anteriores, por lo cual los 
ajustes que se relacionan con periodos anteriores deben constituir un ajuste a los saldos de las 


utilidades retenidas, no obstante, por cuanto mensualmente dicha utilidades son trasladadas a 
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la sub-cuenta “Recursos Recibidos en Reservas de Formación”  la cual forma parte de la cuenta 


de Provisión, dichos ajustes afectarán directamente la citada sub-cuenta según su procedencia. 
 


• En caso de existir ajustes en la cuenta de “Ajustes de Periodos Anteriores”, se requerirá:  
 


− Hasta el treinta de junio del 2014 (Contabilidad de mayo 2014), la firma del jefe o jefa del 


Macroproceso.  
 


− Hasta el 31 de julio de 2017 además de contener la firma de aprobación de la Jefatura del 


Macroproceso, debe incluir las firmas del jefe (a) del Subproceso y del Proceso del área 
donde se genere el asiento de no contar con las mismas procede a devolver el asiento al 


Subproceso que lo generó para lo que corresponda. Esto en atención a la recomendación 


efectuada de la Auditoria Judicial según oficio 661-67-AFJP-2014 del 3 de julio del 2014.  
 


− A partir del mes agosto 2017, según lo acordado en la minuta 32-FC-2017 con fecha del 25 
de agosto de 2017, los ajustes de la cuenta “Ajustes de Periodos Anteriores”, serán firmados 


por la Jefatura del Subproceso Contable, siempre y cuando se considere lo siguiente: 


 


a. Que el ajuste no implique omisiones o errores de registros de meses anteriores, por 


parte del Subproceso Contable, en cuyo caso el jefe de ese Subproceso debe revisar 
y aprobar dicho ajuste y proceder a comunicarlo a la jefatura de Proceso, así como 


su efecto en meses o periodos  pasados y futuros. 
 


b.  En caso que el ajuste implique cambios importantes, que deban ser autorizados o 


comunicados a la Dirección Ejecutiva, previo a esto, el jefe de Subproceso Contable, 


debe comunicarlo mediante correo electrónico tanto al jefe de Proceso como el del 


Macroproceso. 


 


c. Los ajustes producto de procesos de depuración y conciliación tales como el SICA-


PJ e intangibles deben, llegar hasta la jefatura del Subproceso siempre que no 
impliquen cambios en información remitida a entes externos como la Dirección de 


Contabilidad Nacional, Tributación Directa o cualquier otro. 
 


d. Todo ajuste, producto de depuración de cuentas, por diferencias en saldos o 
auxiliares, deberán ser trasladados a la Jefatura de Proceso y Macroproceso 


independientemente de la cuantía. 
 
 


• De presentarse diferencias mínimas en los saldos contables con los auxiliares contables, se 
procederá a ajustar contra la cuenta de “Ingresos diversos” u “Gastos diversos” según 


corresponda, considerando el principio de importancia relativa y autorizado por el Master WJS, 
según correo electrónico del 12 de agosto de 2011.  


 


 
• Según reunión del 06 de diciembre de 2017 entre la Jefatura del Subproceso Contable, Jefatura 


del Proceso Presupuestario-Contable, Jefatura del Proceso de Inversiones, Jefatura del 
Macroproceso Financiero Contable y el equipo técnico del Sistema Contable, se acordó realizar 


los registros contables correspondientes a los  errores bancarios en cuentas en dólares con el 
tipo de cambio del dólar para el Sector Público no Bancario, con el movimiento del primer 


registro, para así evitar que en el Sistema Contable se presenten diferencias por diferencial 


cambiario y el ajuste a la cuenta bancaria y el reconocimiento de pérdidas o ganancias se 
realizará mediante el proceso de revaloración 


 


• Los activos netos disponibles para beneficio (Reservas en Formación y utilidad o déficit por 


valoración) están conformados por los recursos netos con que cuenta el Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones para el cumplimiento del perfil de beneficios futuros establecidos. 
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Hasta diciembre del 2012, el Fondo no registra Activos netos disponibles para beneficios 
(Reservas en Formación). Lo anterior con base en lo indicado en el oficio 885-SC-2006 del 7 de 


setiembre del 2006 remitido a la Dirección Ejecutiva, en el que se indicó lo siguiente: 
 


“En principio este Departamento trabajará, únicamente con la cuenta de Provisión para 
Pensiones en Curso de Pago, sin perjuicio de ajustes posteriores que se originen del futuro 
estudio actuarial.”   
 


  En virtud de lo expuesto, todos los recursos generados de los ingresos operativos del Fondo 


serán contabilizados en la “Provisión para Pensiones en Curso de Pago” hasta contar con nuevos 
estudios actuariales que revelen la existencia de un superávit actuarial. Lo anterior, basados en 


el criterio emitido por la SUPEN con oficio del 6 de octubre de 2005, suscrito por R.G.V., 


funcionario de esa Superintendencia. 
 


Dado lo anterior, con la implementación a partir de enero 2013 del nuevo Manual de Cuentas 
de la Superintendencia de Pensiones y a solicitud de dicha dependencia, se registran en cuentas 


de la “Reserva en Formación” los aportes obreros, patronales y estatales al Fondo, siendo que 
en el mismo mes son trasladados contablemente a la “Provisión para Pensiones en Curso de 


Pago.” 
 


Con respecto a los rendimientos netos mensuales, a partir de enero del 2013 se registran en 


una subcuenta de “Reservas en Formación”, y en atención a la solicitud realizada por el Lic. C 
O, Supervisor de la Superintendencia de Pensiones designado a esta Institución, a partir de 


octubre del 2013 se trasladan a la “Provisión para Pensiones en Curso de Pago” en el mes 
siguiente, lo cual fue avalado por la Dirección Ejecutiva con oficio 9872-DE-2013 del 7 de 


noviembre del 2013. 
 
 


• De conformidad con el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión 32-10 celebrada el 8 de 


noviembre del 2010, artículo XXIII, todas aquellas sumas que se deben girar a los tribunales 


cuando éstos lo ordenan y se trate de salarios, jubilaciones u otros rubros, debe serlo en el 
monto que el fallo dispone depositar. En consecuencia, la Administración debe girar el monto 


bruto que se ordenó en sentencia judicial a la cuenta del despacho, advirtiéndole que en la suma 
depositada no se aplicaron las cargas sociales para lo que a bien estime resolver. Esto en los 


casos en que el despacho ordene girar alguna suma que no considere cargas sociales. 
 


La Corte Plena en sesión 8-14 del 3 de marzo del 2014, artículo XL dispuso en lo que interesa lo 
siguiente: 


 


4.) La Dirección de Gestión Humana y Departamento Financiero Contable de previo a ejecutar 
el pago de una sentencia judicial en la que no se realizó la indicación expresa de las 
deducciones de ley, causando una afectación económica al Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones, así como a las entidades del Estado que no recibieron las cargas sociales y 
tributarias correspondientes, deberán informar esa situación al Consejo Superior, para que 
tome una decisión al respecto, en cuanto a la recuperación de los recursos correspondientes. 


 


• En sesión 54-17 del Consejo Superior celebrada el 02 de junio de 2017, artículo XXIX  se acordó 
acoger la recomendación de la Dirección Ejecutiva y aumentar a ¢174.000,00 el monto para el 


archivo de aquellos expedientes por concepto de cobro administrativo de sumas giradas de más 
y daño o pérdida de patrimonio judicial, lo anterior luego de realizar al menos dos gestiones de 


cobro para recuperar sumas adeudadas que no superan dicho monto, valore la razón 
costo/beneficio del trámite de cobro y disponga, si es procedente, la incobrabilidad de la suma 


de que se trate y el archivo de las diligencias. Mediante oficio 428-SC-2015 del 09 de setiembre 


2015, se procede a solicitar criterio a la Dirección Ejecutiva en cuanto al registro de las cuentas 
por cobrar, específicamente aquellas donde existe una resolución de archivo definitivo por costo 


beneficio o economía procesal de la deuda neta contraída por la persona, con oficio de respuesta 
3219-DE/CA-2015 del 13 de octubre 2015, dicha Dirección indica: 
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 “[…]Los esfuerzos de recuperación que realiza el Área de Cobro Administrativo de la Dirección 
Jurídica corresponden al monto neto de la suma adeudada por el jubilado o pensionado según 
corresponda y no contempla las cargas de ley correspondientes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
y a la Caja Costarricense del Seguro Social, por tanto, esta Dirección estima que tales rubros deben 
seguir su proceso de recuperación normal y debe ese Macroproceso realizar el trámite de cobro 
correspondiente, entendiéndose que el archivo definitivo lo es únicamente del monto neto pagado de 
más.”  


 


• Las jubilaciones y pensiones percibidas por los beneficiarios del Fondo están sujetas a la 
aplicación del impuesto de renta de conformidad con lo establecido en el artículo 32 de la Ley 


7092 “Ley del impuesto de renta” que en lo que interesa cita: 
   


 “A las personas físicas domiciliadas en el país se les aplicará, calculará y cobrará un impuesto 
mensual, de conformidad con la escala que se señalará sobre las rentas que a continuación se detallan 
y cuya fuente sea el trabajo personal dependiente o la jubilación o pensión u otras remuneraciones 
por otros servicios personales:  


 


 ch) Las jubilaciones y las pensiones de cualquier régimen. […]”  


 
• Con la entrada del Sistema Contable se vieron afectados los saldos contables entre auxiliares y 


analíticos por diferencias en decimales. De lo cual en minuta de reunión de fecha 04 de abril de 


2017, en la que se trató en la Dirección Ejecutiva el tema de diferencias en el Sistema Contable, 


siendo que entre los principales acuerdos se indicó: 
 
“En relación con las diferencias por temas de redondeo, se acuerda que este tema no será 
prioritario y que se autoriza por parte de la Dirección Ejecutiva a mantener diferencias por 
redondeo entre auxiliares y saldos contables.” 
 


• Mediante oficio N° 439-SC-2019 del 3 de diciembre de 2019 enviado a la Dirección Ejecutiva, se 


retoma nuevamente el tema para que se valore solicitar a la Dirección de Tecnología de 
Información la revisión correspondiente, con el fin de procurar la exactitud de la información 


contable, tal como lo establece la normativa. Del cual mediante oficio N° 5689-DE-2019 del 10 


de diciembre 2019, la Dirección Ejecutiva lo remite a la Dirección de Tecnología de Información, 
para que valore la revisión del Sistema Contable referente a este tema. Del cual se está a la 


espera de la respuesta. 
 


• De conformidad a la recomendación emitida por la Auditoria Judicial con informe N°1022-125-
AFJP-2014 denominado “Evaluación de las cuentas por pagar del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones, su presentación y revelación en los estados financieros” y según oficio Dirección de 


Tributación Directa del Ministerio de Hacienda N° DGT-386-2015 del 22 de abril de 2015, a partir 
de febrero de 2017 se instala en producción en el sistema SIGA-FJP la mejora correspondiente 


a la modificación en el cálculo de impuesto sobre la renta, siendo que, toda la población jubilada 
y pensionada judicial que reciba en un mismo periodo (mensual) pago por parte de la Dirección 


de Gestión Humada del Poder Judicial y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de dicho Poder, 


se deducirá el impuesto sobre la renta unificando el monto que recibe por cada concepto (salario 
y jubilación y/o pensión), con el fin de aplicar los topes del impuesto citado a un solo monto y 


no en forma individual. 
 


• Mediante acuerdo del Consejo Superior del 27 de febrero del 2014, tomado en sesión 18-14, 
artículo LVIII, se conoció el “Reglamento Comité de Vigilancia del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial”. 
 


A partir de enero 2016 los gastos en que incurre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, 


para los estudios actuariales, auditorías externas y asesoría externa en riesgos e 
inversiones, de conformidad con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 99-


15 del 10 de noviembre del 2015, artículo LXXXIII, se cancelan con presupuesto del 
Poder Judicial.   
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Para cuando se espera tener corregido este asunto.
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Al respecto, el Consejo Superior en sesión 99-15 del 10 de noviembre del 2015, artículo 


LXXXIII acordó lo siguiente: 
 


1) Acoger el informe rendido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora 


Ejecutiva y con base en el Dictamen Jurídico DJ-AJ-1468-2015, disponer que 
esa Dirección, en coordinación con el Departamento Financiero Contable, incluya 


para el presupuesto 2017 los recursos para cubrir, con cargo al presupuesto del 
Poder Judicial, los gastos por concepto de servicios profesionales del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones.  En cuanto al periodo 2016, coordinará lo correspondiente 
para incluir los recursos necesarios, para ese mismo propósito, mediante 


modificaciones presupuestarias, ya que no fueron formulados. 2) Hacer este 


acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación y del Departamento 
Financiero Contable.”  


 


• Con la entrada en vigencia del sistema contable en el 2017 en la cuenta por cobrar del 


aporte obrero quedan saldos pendientes, lo cual fue comunicado a la Dirección Ejecutiva y solicitado 


a la Dirección de la Gestión la revisión de los sistemas, sin embargo, indican que los pagos realizados 


por ese concepto son correctos y no tienen nada pendiente y dan la explicación técnica mediante 


oficio 358-UD-AS-2019 del porque no puede remitir o revisar los saldos detalladamente. Por lo que 


con oficio N° 5028-DE-2019 la Dirección Ejecutiva lo remite al Consejo Superior el cual mediante el 


acuerdo de la sesión 98-19 celebrada el 7 de noviembre de 2019, acordó: a- Proceder a reversar los 


saldos existentes en las cuentas por cobrar por aporte obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 


b- En lo sucesivo, mensualmente la cuenta por cobrar que se genere producto del procedimiento 


seguido de registro previo de la reserva, se reversará por los motivos aludidos en el punto anterior.  


Cobro por conceptos de servicios de supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial 


 


Mediante Decreto Ejecutivo N° 38292-H la Presidencia de la República y el Ministerio de Hacienda en 


su Artículo N°12 “Remisión de información para el cálculo” indica: 


“[…] Las cuentas de ingresos o gastos utilizadas para el cálculo de la liquidación final 


del cobro por servicios de supervisión, deberán ser certificadas por un auditor” “Dicha 


certificación deberá de presentarse en la misma fecha en que se remita el informe que 


contiene la opinión de razonabilidad de los estados financieros auditados”. 


Mediante oficio N° 2883-DE-2019 del 20 de agosto de 2019 se remitió a la Superintendencia de 


Pensiones la certificación de ingresos y la certificación de gastos emitida por la firma Despacho 


Carvajal & Colegiados, del auditoraje externo practicado a la Estados Financieros del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, periodo 2018. 


Además, se transcribe los indicado en el oficio DJ-3301-2019 con fecha 18 de octubre de 2019 de la 


Dirección Jurídica referente al tema: 


“[…] para los montos que reclama la Superintendencia de Pensiones previos al año 2010 es 
improcedente el pago al haberse declarado en resolución judicial firme número 30-2018-VI del 
Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Sexta de las nueve horas veinticinco minutos del trece 
de marzo de dos mil dieciocho. Además, de que los montos posteriores a esa fecha por estar en 
pendencia de la prescripción establecida en el artículo 51 del Código de Normas y Procedimientos 
Tributarios es prudente no hacer los pagos salvo resolución judicial que así lo ordene, aunado a que 
se encuentra en trámite el expediente No. 18-003030-1765-CJ-2 y no existe resolución en firme que 
así lo ordene. Así se sostiene lo indicado por el Consejo Superior en sesión N°26-19 del 21 de marzo 
2019: 
“[…] deberá la Dirección Ejecutiva continuar con el rechazo de los cobros reclamados por la 
Superintendencia de Pensiones, hasta tanto se cuente con una sentencia en firme que dictamine su 
cancelación, lo anterior bajo el amparo del Principio Pro Fondo y con el fin evitar una afectación a los 
intereses económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de este Poder de la República” 
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Bajo ese contexto, en beneficio del Principio Pro Fondo no resulta procedente realizar pago requerido 
por la  Superintendencia de Pensiones en este momento, sobre todo teniendo en cuenta que existen 
montos en disputa judicial, a este respecto, en virtud de los cambios correspondientes al Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial contenidos en la Ley 9544 que cambia el articulado de la 
Ley 7333 en su título IX, debe esperarse, para efectos de legitimación y defensa del fondo, a la 
conformación de la Junta Administradora creada en el Capítulo IV de esa ley, para que sea esa junta 
la que, al contar con personalidad jurídica instrumental establecida en el artículo 239 de la ley citada 
tome las decisiones correspondientes para el buen desempeño del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial como lo estatuye ese mismo artículo en su inciso a) en el que delega la 
administración total del fondo a esa junta y sea esta la que determine la procedencia o no de pagos 
actuales y futuros que se le requieran”. 
 


Cabe señalar que el rechazo del cobro se fundamenta en lo dispuesto por el Consejo Superior en 


sesión celebrada el 21 de marzo de 2019, artículo XX 


Para efectos de cobro la Superintendencia remite oficios al Poder Judicial, cuyos cálculos y datos 


suministrados son cotejados por el Subproceso Contable, y se remite lo correspondiente a la 


Dirección Ejecutiva.  


En febrero 2020 mediante acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 4-2020 del 17 de febrero de 2020, acuerdo II: 


“[…] 2.)  De conformidad con el oficio N° SP-206-2020 del 10 de febrero de 2020, suscrito por el 
señor José Ezequiel Arias González, jefe del Área de Comunicación y Servicio de la Superintendencia 
de Pensiones, esta Junta Administradora autoriza el pago a la Superintendencia de Pensiones de ¢ 
1 856 842,00 colones, por concepto de supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial correspondiente a enero 2020.” 


 


A partir de febrero de 2020 la Junta Administradora inició con la cancelación por concepto de 


servicios de supervisión a la Superintendencia de Pensiones retroactivo desde mayo 2018.  
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Aspectos generales a revisar
Se considera que se debe hacer una revisión general de todo el texto de Políticas Contables, en las referencias que se hacen; que es difícil individualizar de:
-Acuerdos del Consejo Superior ya obsoletos.
-Referencias de la SUPEN y CONASIFF que deben ser actualizadas.
-Del Comité de Inversiones y de Riesgos.
-Contribución Solidaria
-Actualizar sobre los litigios pendientes.
-Actualizar datos sobre Estudios Actuariales más recientes.
-Se hace referencia a un Comité de Vigilancia que ya no existe
-Se hace referencia a cobros de Supervisión de la SUPEN ya subsanados. 
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Cuentas Corrientes y De Ahorro 8 475 615 599
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Al costo amortizado 203 854 890 464


Productos y dividendos por cobrar asociados a inve 8 030 833 673
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Gastos de administración 602 113 364


PASIVO


Retenciones a Pensionados 943 814 899


Obligaciones por liquidar empleados y exempleados 3 722 764


Obligaciones transitorias por liquidar 3 400 206 559


Provisiones 594 675 568
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PATRIMONIO


Aportaciones recibidas 15 530 800 134


INGRESOS


Ingresos financieros por efectivo y equivalentes de efectivo 37 860 266
Ingresos Financieros por inversiones en instrumentos 3 667 815 673
Otros Ingresos Financieros 2 131 907 276


Ingresos operativos 13 422 560
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Fondo de Jubilaciones y Pensiones


Estado de Cambios en los Activos Netos Disponibles


Por el mes terminado al 30/04/2020


(En colones sin céntimos)


SALDO MENSUAL SALDO ACUMULADO


NOTAS 


SALDO INICIAL 26 925 473 819 (1) 5 970 351 615 (2)


INGRESOS 5 851 005 775 24 203 681 482


INGRESOS FINANCIEROS 5 837 583 215 24 177 252 270


Ingresos Financieros por efectivo y equivalentes de efectivo 37 860 266 154 971 857


Productos por cobrar por intereses en cuentas corres Nota 1 37 860 266 154 971 857


Ingresos Financieros por inversiones en instrumentos financieros 3 667 815 673 14 801 597 488


Al valor razonable con cambios en otros resultado Nota 2 2 834 706 604,89 10 918 414 339,39


Al costo amortizado Nota 2 833 109 068 3 883 183 148


Otros ingresos financieros 2 131 907 276 9 220 682 925


Efectivo y equivalentes de efectivo $ Nota 3 3 084 919 71 310 613


Al valor razonable con cambios en otro resultado integral Nota 3 1 787 453 488 7 533 693 013


Al costo amortizado Nota 3 341 368 870 1 615 679 300


Ingresos Operativos Nota 4 13 422 560 26 429 212


PLAN DE CONTRIBUCIONES Nota 5 7 615 155 345 30 512 881 771


RESERVAS EN FORMACION


De los trabajadores 3 096 261 183 12 147 119 078


Del Patrono 3 245 741 324 13 245 142 872


Del Estado 318 395 701 1 297 297 325


De los Pensionados 954 757 136 3 823 322 495


AJUSTES AL PATRIMONIO


Ajuste por  deterioro y por valuación de instrumentos Nota 6 -6 866 364 680 13 812 739 624


RESULTADO DEL PERIODO 1 775 522 493


Utilidad del Periodo 1 775 522 493


TOTAL ADICIONES 6 599 796 440 68 529 302 877


SALIDA DE RECURSOS 12 143 464 350 45 066 958 411


Por Nuevos Pensionados Nota 7 12 143 464 350 45 066 958 411


GASTOS 4 075 483 282 12 126 373 454


GASTOS FINANCIEROS 3 470 315 387 9 420 095 008


Otros Gastos Financieros 3 470 315 387 9 420 095 008


Pérdida por diferencial cambiario y unidades de desarrollo 6 250 085 69 769 176


Efectivo y Equivalentes de Efectivo $ Nota 8 6 250 085 69 769 176


Inversiones en instrumentos financieros 3 464 065 302 9 350 325 832


Al Valor Razonable con cambios en otro resultado integral Nota 8 3 022 882 426 7 996 185 504


Al Costo Amortizado Nota 8 441 182 875 1 354 140 328


Gastos por estimación del Deterioro Nota 9 3 054 531 298 315 829


GASTOS DE ADMINISTRACIÓN 602 113 364 2 407 962 616


Gastos Genrales Nota 10 602 113 364 2 407 962 616


TOTAL DE DEDUCCIONES 16 218 947 632 57 193 331 865


ACTIVOS NETOS DISPONIBLES PARA BENEFICIOS


FUTUROS AL FINAL DEL PERIODO (3) 17 306 322 627 17 306 322 627


Observaciones: 


(1) Saldo inicial mensual: Corresponde al total de activos disponibles para beneficios futuros al final del mes de Marzo 2020.


(2) Saldo acumulado: Pertenece al total de activos disponibles de beneficios futuros al final del año anterior (Diciembre 2019).


(3) Activos Netos Disponibles para Beneficios Futuros al Final del Periodo: Corresponde a la suma del saldo inicial mas el total de adiciones, menos el total de deducciones.
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Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial


Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios


AL 30/04/2020


(En colones sin céntimos)


NOTAS


EFECTIVO Y EQUIVALENTES DE EFECTIVO 8 475 615 599


Cuentas Corrientes y de Ahorro Nota 11 8 475 615 599


INVERSIONES EN INSTRUMENTOS FINANCIEROS 597 329 752 767


Al Valor Razoanble con cambios en otro resultado integral Nota 12 385 444 028 630


Al Valor Razoanble con cambios en resultados Nota 12 0


Al Costo Amortizado Nota 12 203 854 890 464


Vencidos y Restringidos Nota 12 0


Productos y dividendos por cobrar asociados a inversiones en instrumentos financieros Nota 13 8 030 833 673


673 671 570


CUENTAS POR COBARA


Impuesto sobre la renta por cobrar Nota 14 673 671 570


APORTES POR COBRAR 7 584 352 820


Aportes Por Cobrar A Los Trabajadores Nota 15 4 581 803 650


Aportes Por Cobrar Al Patrono Nota 15 2 545 081 801


Aportes Por Cobrar Al Estado Nota 15 249 571 008


Otros Aportes Por Cobrar Nota 15 207 896 360


OTROS ACTIVOS 0


Intangibles Nota 16 0,00


ACTIVO TOTAL 614 063 392 754


CUENTAS POR PAGAR 4 347 744 222


Retenciones A Pensionados Nota 17 943 814 899


Obligaciones Por Liquidar Empleados y Exempleados Nota 18 3 722 764


Obligaciones Transitorias por Liquidar Nota 19 3 400 206 559


PROVISIONES 594 675 568


Cotización Seguro De Enfermedad y Maternidad Nota 20 594 675 568


PROVISIONES PARA PENSIONES EN CURSO DE PAGO Nota 21 591 814 650 338                   


PASIVO TOTAL 596 757 070 127,72


 


ACTIVOS NETOS DISPONIBLES PARA BENEFICIOS FUTUROS (1) 17 306 322 627


RESERVAS EN FORMACIÓN Nota 5 7 615 155 345


De los trabajadores 3 096 261 183


Del patrono 3 245 741 324


Del Estado 318 395 701


De los pensionados 954 757 136


RENDIMIENTOS ACUMULADOS Nota 23 0


Rendimientos devengados 4 599 735 491


(Traslado de recursos a la provisión para pensiones en curso de pago) -4 599 735 491


AJUSTES AL PATRIMONIO Nota 6 -6 866 364 680


Ajuste por  deterioro y por valuación de instrumentos -6 866 364 680


RESULTADO DEL PERIODO Nota 24 1 775 522 493


Utilidad del periodo 1 775 522 493


CUENTAS DE ORDEN Nota 22 331 222 636


Observaciones:


(1) Activos Netos Disponibles para Beneficios Futuros al Final del Periodo: Corresponde al total de activo menos el total de pasivo.
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Observación: Enlace al Manual de Políticas Contables.
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Fondo de Jubilaciones y Pensiones
Flujo de Efectivo
Por el mes terminado al 30/04/2020
(En colones sin céntimos)


NOTA Perido actual Periodo anterior
Flujo de efectivo de las actividades de operación


Resultados del período NOTA 24 1 775 522 493              4 599 735 491                  


Partidas aplicadas a resultados que no requieren uso de fondos


Aumento/(Disminución) por


Depreciaciones y amortizaciones -                                -                                    


Ganancias o pérdidas por diferencias de cambio y unidades de desarrollo NOTA 25 1 338 408 111              -1 373 389 432                 


Ganancias o pérdidas por venta activos no financieros -                                -                                    


Ingresos Financieros -                                -                                    


Estimaciones por Inversiones -                                -                                    


Estimaciones por cartera de crédito -                                -                                    


Estimaciones por otros activos -                                -                                    


Provisiones por prestaciones sociales -                                -                                    


Otras provisiones -                                -                                    


Deterioro de activos financieros NOTA 26 3 054 531                     17 779 781                       


Deterioro de propiedades, mobiliario y equipo -                                -                                    


Deterioro de otros activos -                                -                                    


Otros cargos (abonos) a resultado que no significan movimientos de efectivo -                                -                                    


Gasto impuesto de renta -                                -                                    


Flujos de efectivo por actividades de operación -                                -                                    


Aumento/(Disminución) por -                                -                                    


Efectivo y equivalentes de efectivo -                                -                                    


Instrumentos financieros - Al valor Razonable con cambios en el otro resultado integralNOTA 27 -12 570 767 117          -28 307 735 566               


Instrumentos financieros - Al valor Razonable con cambios en Resultados


Instrumentos financieros - Al costo amortizado NOTA 28 11 434 457 842           14 852 192 510                


Instrumentos financieros - Derivados -                                -                                    


Cartera de créditos -                                -                                    


Productos y dividendos por cobrar NOTA 29 -3 955 379 198            -6 619 413 998                 


Cuentas por cobrar NOTA 30 357 309 302                 -469 486 339                    


Aportes por cobrar NOTA 31 983 134 292                 778 168 283                     


Bienes y valores adquiridos en recuperación de créditos -                                -                                    


Otros activos -                                -                                    


Cuentas por pagar NOTA 32 -245 259 774               -1 707 632 679                 


Productos por pagar - Derivados -                                -                                    


Provisión para pensiones en curso de pago NOTA 33 733 390 161                 762 279 230                     


Otros pasivos NOTA 34 -3 538 243                   -591 265 739                    


Impuesto sobre la renta -                                -                                    


Flujos  de efectivo por actividades de inversión -                                -                                    


Aumento/(Disminución) por -                                -                                    


Productos y dividendos cobrados NOTA 29 2 112 958 667              12 290 080 295                


Propiedades, planta y equipo -                                -                                    


Intangibles -                                -                                    


Otras actividades de inversión -                                -                                    


Efectivo neto proveniente de actividades de inversión -                                -                                    


Flujos de efectivo por actividades de financiación -                                -                                    


Aumento/(Disminución) por: -                                -                                    


Obligaciones Financieras -                                -                                    


Aportaciones recibidas - Reservas en formación NOTA 35 71 426 486                   71 451 416                       


Dividendos -                                -                                    


Otras actividades de financiación -                                -                                    


Efectivo neto proveniente de actividades de financiación -                                -                                    
Efectos de las ganancias o pérdidas de cambio en el efectivo y equivalentes 


al efectivo -                                -                                    


Incremento (Disminución) neto de efectivo y equivalentes de efectivo -                                -                                    


Efectivo y equivalentes de efectivo al principio del período 6 440 898 046              12 138 134 795                


Efectivo y equivalentes de efectivo al final del período 8 475 615 599              6 440 898 046                  


Nota: Es importante indicar que los monto del periodo anterior correspondes a datos acumulados a marzo por cuanto fueron los datos iniciales 


para el Flujo.
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Fondo de Jubilaciones y Pensiones
Estado de Cambios en el Patrimonio
Por el mes terminado al 30/04/2020
(En colones sin céntimos)


Descripción [1] Notas
Reservas en 


formación


Rendimientos 


acumulados


Ajustes al 


Patrimonio - 


otros resultados 


integrales


Otras 


reservas


Resultados del 


periodo
TOTAL


Saldo al 1 de marzo de 2020 1 575 182 608   3 130 647 697    22 393 227 485  -        -                      27 099 057 790    


Cambios en las políticas 


Corrección de errores materiales


Resultado del 2020


Reservas legales y otras reservas


estatutarias


Aportaciones recibidas NOTA 35 71 451 416        71 451 416           


(Traslado o liquidación de NOTA 23 -3 130 647 697   -3 130 647 697    


Superavit por revaluación de -                        


Ajuste por valuación de


instrumentos financieros al valor


razonzable con cambios en el NOTA 36 -1 714 123 181   -1 714 123 181    


Ajuste por valuación de


instrumentos derivados -                        


Reserva saldos deudores


Utilidad (Pérdida) del periodo NOTA 24 4 599 735 491    4 599 735 491      


Saldo al 31 de marzo de 2020 1 646 634 024   -                       20 679 104 304  -        4 599 735 491    26 925 473 819    


Otros resultados integrales de


2020 NOTA 23 4 599 735 491    -4 599 735 491  


Resultados Integrales Totales


del 2020


Saldo al 1 de abril del 2020 1 646 634 024   4 599 735 491    20 679 104 304  -        -                      26 925 473 819    


Cambios en las políticas 


Corrección de errores materiales -                        


Saldo corregido 2020 -                        


Ganancia o pérdida no reconocida


en resultados Periodo 2 -                        


Resultado Periodo 2020 -                        


Otros resultados integrales -                        


Resultados Integrales Totales


del 2020 -                        


Reservas legales y otras reservas


estatutarias -                        


Aportaciones recibidas


(Contribución solidaria) NOTA 35 71 426 486        71 426 486           


(Traslado o liquidación de NOTA 23 -4 599 735 491   -4 599 735 491    


Superavit por revaluación de -                        


Ajuste por valuación de


instrumentos financieros al valor


razonzable con cambios en el NOTA 36 -6 866 364 680   -6 866 364 680    


Ajuste por valuación de


instrumentos derivados -                        


Reserva saldos deudores -                        


Utilidad (Pérdida) del periodo NOTA 24 1 775 522 493    1 775 522 493      


Saldo al 30 de abril de 2020 1 718 060 510   -                       13 812 739 624  -        1 775 522 493    17 306 322 627    


             Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña MBA. María Antonieta Herrera Charraun


            Jefe Subproceso Contable Jefa Proceso Presupuestario Contable 


                  Jefa a.i. Macroproceso Financiero Contable


Realizado por:
Licda. Yesenia Flores Chacón
Coordinadora de Unidad 1 a.i.


Nota: De acuerdo a lo indicado por la SUPEN el saldo de este estado debe coincidir con el dato del Estados de Cambios de activos netos 


disponibles.


            MBA. Floribel Campos Solano







Nota 1:


MENSUAL 


Cuenta Contable Banco


 Intereses 


Ganados en 


el Mes  


 Tipo de 


Cambio 
Total $


510.01.04.00.00.1.00.01 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Nacional de CR 1234-0-¢ -               
510.01.04.00.00.1.00.02 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica 229-32-9-¢ 36 059 924    
510.01.04.00.00.1.00.03 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Popular Cta 18-1019277-¢ 19                
510.01.04.00.00.1.00.04 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica Cta 174961-7-¢ -               
510.01.04.00.00.1.00.05 Sobre equivalentes de efectivo ¢ -               
510.01.04.00.00.1.00.06 Reportos ¢ -               
510.01.04.00.00.2.00.01 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Nacional de CR Cta No 601277-7-$ -               
510.01.04.00.00.2.00.02 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Popular Cta No 1914-1-$ -               
510.01.04.00.00.2.00.03 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica 112247-9-$ 1 800 323      569,40   3 162


510.01.04.00.00.2.00.04 Sobre equivalentes de efectivo $ -               
510.01.04.00.00.2.00.05 Reportos $ -               
510.01.04.00.00.4.00.01 Sobre equivalentes de efectivo (UD) -               
510.01.04.00.00.4.00.02 Reportos (UD) -               


Total 37 860 266    3 162


ACUMULADO


Cuenta Contable Banco
 Intereses 


Acumulados 


 Tipo de 


Cambio 
Total $


510.01.04.00.00.1.00.01 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Nacional de CR 1234-0-¢ 2 768            
510.01.04.00.00.1.00.02 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica 229-32-9-¢ 152 220 488  
510.01.04.00.00.1.00.03 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Popular Cta 18-1019277-¢ 163               
510.01.04.00.00.1.00.04 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica Cta 174961-7-¢ -               
510.01.04.00.00.1.00.05 Sobre equivalentes de efectivo ¢ -               
510.01.04.00.00.1.00.06 Reportos ¢ -               
510.01.04.00.00.2.00.01 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Nacional de CR Cta No 601277-7-$ -               
510.01.04.00.00.2.00.02 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Popular Cta No 1914-1-$ -               
510.01.04.00.00.2.00.03 Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica 112247-9-$ 2 748 438      569,40   4 827


510.01.04.00.00.2.00.04 Sobre equivalentes de efectivo $ -               
510.01.04.00.00.2.00.05 Reportos $ -               
510.01.04.00.00.4.00.01 Sobre equivalentes de efectivo (UD) -               
510.01.04.00.00.4.00.02 Reportos (UD) -               


Total 154 971 857  4 827


al 30 de Abril de 2020


Como resultado de los saldos que se mantienen en las cuentas corrientes del Banco Nacional de Costa Rica, Banco


de Costa Rica y Banco Popular, al cierre del presente mes los intereses sobre saldos en cuentas corrientes son los


siguientes:


Ingresos Financieros por efectivo y equivalentes de efectivo







Nota 2:


MENSUAL 


Cuenta 


Contable


Ingresos Financieros por 


inversiones en 


instrumentos financieros


COLONES DOLARES UDES TOTAL


Intereses, Dividendos y 


Rendimientos 


devengados


510.02.01 Al valor razonable con cambios


en otros resultado integral


2 405 482 205              429 224 400            -                      2 834 706 605      


510.02.02 Al valor razonable con cambios


en resultados


-                              -                         -                      -                      


510.02.03 Al costo amortizado 717 538 489                54 046 610              61 523 969           833 109 068         


Total de Ingresos 


Financieros por 


inversiones en 


instrumentos financieros


3 123 020 694,19       483 271 009,37     61 523 968,96    3 667 815 673


Acumulado


Cuenta 


Contable


Ingresos Financieros por 


inversiones en 


instrumentos financieros


COLONES DOLARES UDES TOTAL


Intereses, Dividendos y 


Rendimientos 
510.02.01 Al valor razonable con cambios


en otros resultado integral


9 226 836 009              1 691 578 331         -                      10 918 414 339    


510.02.02 Al valor razonable con cambios


en resultados


-                              -                         -                      -                      


510.02.03 Al costo amortizado 3 420 706 142              217 510 645            244 966 362         3 883 183 148      


Total de Ingresos 


Financieros por 


inversiones en 


instrumentos financieros


12 647 542 150,36    1 909 088 975,29  244 966 361,88  14 801 597 488


Ingresos Financieros por inversiones en instrumentos
financieros


al 30 de Abril de 2020


De acuerdo con lo establecido por la SUPEN, en este grupo se registran las cuentas sobre


intereses, dividendos y rendimientos sobre inversiones en instrumentos financieros, por 







Nota 3:


Cuenta Contable Cuenta Moneda Mensual Acumulado


Efectivo y Equivalentes de Efectivo 3 084 918,77                  71 310 612,73               


510.04.10.01.00.2.00.01 Cuentas corrientes Dólares 3 084 918,77                    71 310 612,73                 


510.04.10.01.00.2.00.02 Sobre equivalentes de efectivo Dólares -                                  -                                 


510.04.10.01.00.2.00.03 Reportos Dólares -                                  -                                 


Inversiones en instrumentos financieros 2 128 822 357,62           9 149 369 466,34          


510.04.10.02.01.2.00 Al valor razonable con cambios en otro resultado 


integral $


Dólares 1 787 453 487,86             7 533 693 012,98             


510.04.10.02.02.2.00 Al valor razonable con cambios en resultados  $ Dólares -                                  -                                 


510.04.10.02.03.2.00 Al costo amortizado $ Dólares 244 447 419,73                1 125 710 971,76             


510.04.10.02.01.4.00 Al valor razonable con cambios en otro resultado 


integral (UD)


UDES -                                  -                                 


510.04.10.02.02.4.00 Al valor razonable con cambios en resultados (UD) UDES -                                  -                                 


510.04.10.02.03.4.00 Al costo amortizado   (UD) UDES 96 921 450,03                  489 965 481,60                


Cuentas, Productos y Dividendos por cobrar -                                   2 846,20                         


510.04.10.03.00.2.00 Al valor razonable con cambios en otro resultado 


integral $


Dólares -                                  -                                 


510.04.10.03.00.2.01 Al valor razonable con cambios en resultados $ Dólares -                                  -                                 


510.04.10.03.00.2.02 Al costo amortizado $ Dólares -                                  -                                 


510.04.10.03.00.2.03 Ganancia del Impuesto sobre la renta por cobrar $ Dólares -                                  2 846,20                          


510.04.10.03.00.4.00 Al valor razonable con cambios en otros resultados 


integral (UD)


UDES -                                  -                                 


510.04.10.03.00.4.01 Al valor razonable con cambios en resultados (UD) UDES -                                  -                                 


510.04.10.03.00.4.02 Al costo amortizado (UD) UDES -                                  -                                 


510.04.10.03.00.4.03 Ganancia del Impuesto sobre la renta por cobrar (UD) UDES -                              -                             


al 30 de Abril de 2020


Se registran otros ingresos referente a ganancia generada producto del diferencial


cambiario en los  instrumentos de la cartera del Fondo de Jubilaciones.


Ganancias por Diferencial Cambiario y unidades de 
desarrollo







Nota 4:


Cuenta Contable Cuenta Moneda Mensual Acumulado


Otros ingresos operativos


513.02.04.00.00.1.00.01 Ingresos diversos ¢ Colones 5 220 959                11 918 697          


513.02.04.00.00.2.00.01 Ingresos diversos $ Dólares 8 200 699                14 507 656          


513.02.04.00.00.4.00.01 Ingresos diversos (UDS) UDES 902                         2 859                  


Total Otros ingresos operativos 13 422 560 26 429 212


Ingresos Operativos


al 30 de Abril de 2020


Comprende las cuentas para el registro de los ingresos originados por


operaciones no frecuentes, saldos a favor en céntimos de


transferencias al Sistema Centralizado de Recaudación (SICERE),


específico para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder


Judicial.







Nota 5:


Cuenta Contable Aportes Porcentajes Mensual Acumulado


312.01.01.00.00.1.00 Trabajadores 13% 3 096 261 183       12 147 119 078     


312.02.01.00.00.1.00 Patrono 14,36% 3 245 741 324       13 245 142 872     


312.03.01.00.00.1.00 Estado 1,41% 318 395 701          1 297 297 325      


312.04.01.00.00.1.00.01 Jubilados y Pensionados 13% 883 330 650          3 538 196 785      


312.04.01.00.00.1.00.02 Contribución Solidaria - 71 426 486            285 125 711         


Total Aportes 7 615 155 345 30 512 881 771


Notas:   


1-) Cálculo del Monto acumulado


Se debe restar el asiento de apertura en el balance acumulado


Monto del Balance Asiento de apertura Acumulado


213 587 698 398,29           201 440 579 320,17 12 147 119 078,12     


255 138 203 258,11           241 893 060 385,83 13 245 142 872,28     


14 709 806 041,41                13 412 508 716,16 1 297 297 325,25       


50 503 246 206,11                46 965 049 421,44 3 538 196 784,67       


1 718 060 509,76                  1 432 934 799,03 285 125 710,73         


5-) Según la directriz DGPN-SD-0242-2019 del 12 de abril de 2019, el porcentaje del aporte


estatal cambia a 1.41% a partir de enero de 2020.


4-) En el aporte de trabajadores incluye el rubro de Reconocimiento de tiempo servido.


3-) En el Acuerdo del Consejo Superior, sesión N° 4-19 del 17 de enero de 2019 artículo


XXXVI se acordó: "Tomar nota de la comunicación de la Dirección de Gestión Humana, en


oficio DGH-004-2019 del 10 de enero de 2019, referente a el cambio realizado en el


parámetro del aporte estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones de un 0.58% a 1.24%,


fundamentado en los recursos asignados por el Ministerio de Hacienda en la subpartida


60404, según lo establecido en la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la


República para el Ejercicio Económico del 2019."


2-) Mediante la publicación de la Ley 9544, que reforma el Regimen de Jubilaciones y


Pensiones del Poder Judicial y Acuerdo del Consejo Superior Sesión N°46-18 celebrada el


22/05/2018, art VI, se solicita realizar a partir de esta fecha el incremento al aporte obrero


del 11% al 13%, así como el rebajo de la contribución especial, solidaria y redistributiva a


las personas jubiladas y pensionadas, conforme el articulo 236 de esta Ley.


PLAN DE CONTRIBUCIONES


al 30 de Abril de 2020


Comprende los aportes realizados por el Poder Judicial en su calidad de Patrono y Estado,


los cuales se aplican sobre los salarios devengados por los servidores judiciales.


Asimismo, está constituido por la contribución de los empleados, jubilados y pensionados


judiciales, a los cuales en la actualidad se les deduce de su salario, jubilación y pensión. 







Nota 6:


MENSUAL 
Cuenta 


Contable
Cuenta Colón Dólar Mensual


314.02.01.00.00 Ganancias no realizadas por 


valuación de instr.


(6 050 201 436)  (515 969 908)    (6 566 171 344)    


314.02.02.00.00 (Pérdidas no realizadas por 


valuación de instr.


(82 315 452)      (220 932 415)    (303 247 867)      


314.02.03.00.00 Ajuste por deterioro de 


instrumentos financieros


16 162 869        (13 108 337)      3 054 531           


TOTAL -6 866 364 680


Acumulado
Cuenta 


Contable
Cuenta Colón Dólar Acumulado


314.02.01.00.00 Ganancias no realizadas por 


valuación de instr.


18 038 529 509 135 657 946     18 174 187 454   


314.02.02.00.00 (Pérdidas no realizadas por 


valuación de instr.


(86 694 069)      (4 573 069 590) (4 659 763 659)    


314.02.03.00.00 Ajuste por deterioro de 


instrumentos financieros


178 925 607      119 390 222     298 315 829       


TOTAL 13 812 739 624


Ajuste por  deterioro y por valuación 
de instrumentos


al 30 de Abril de 2020


Se registran los ajustes al patrimonio que representan correcciones en su valor, como,


valuación de instrumentos financieros y de derivados, según las reglas de valuación


establecidas para las cuentas de activo.







Nota 7:


Cuenta Mensual Acumulado


Aportes 7 543 728 859        30 227 756 060      


Rendimientos 4 599 735 491        14 839 202 351      


TOTAL 12 143 464 350 45 066 958 411


Corresponde al traslado de todos los recursos de la cuenta patrimonial “Reserva en Formación” a la


cuenta Provisión para Pensiones en Curso de Pago”, por ende todos los recursos generados de los


aportes, así como los rendimientos obtenidos por las inversiones se continúan registrando en la


Provisión Para Pensiones en Curso de Pago.


SALIDA DE RECURSOS


al 30 de Abril de 2020







Nota 8:


Cuenta 


Contable
Cuenta Moneda Mensual Acumulado


Efectivo y Equivalentes de Efectivo 6 250 085,40                  69 769 176,06                 


410.04.10.01.00.2.00.01 Cuentas corrientes Dólares 6 250 085,40                    69 769 176,06                  


410.04.10.01.00.2.00.02 Sobre equivalentes de efectivo Dólares -                                  -                                   


410.04.10.01.00.2.00.03 Reportos Dólares -                                  -                                   


Inversiones en instrumentos 


financieros


3 464 065 301,81          9 350 303 560,39           


410.04.10.02.01.2.00 Al valor razonable con cambios en otro 


resultado integral $
Dólares 3 022 882 426,37             7 996 185 504,20              


410.04.10.02.02.2.00 Al valor razonable con cambios en 


resultados  $
Dólares -                                  -                                   


410.04.10.02.03.2.00 Al costo amortizado $ Dólares 416 455 632,38                1 192 837 023,89              


410.04.10.02.01.4.00 Al valor razonable con cambios en otro 


resultado integral (UD)
UDES -                                  -                                   


410.04.10.02.02.4.00 Al valor razonable con cambios en 


resultados (UD)
UDES -                                  -                                   


410.04.10.02.03.4.00 Al costo amortizado   (UD) UDES 24 727 243,06                  161 281 032,30                 


Cuentas, Productos y Dividendos 


por cobrar


-                                   22 272,01                        


410.04.10.03.00.2.00 Al valor razonable con cambios en otro 


resultado integral $
Dólares -                                  -                                   


410.04.10.03.00.2.01 Al valor razonable con cambios en 


resultados $
Dólares -                                  -                                   


410.04.10.03.00.2.02 Al costo amortizado $ Dólares -                                  -                                   


410.04.10.03.00.2.03 Ganancia del Impuesto sobre la renta 


por cobrar $
Dólares -                                  22 272,01                         


410.04.10.03.00.4.00 Al valor razonable con cambios en otros 


resultados integral (UD)
UDES -                                  -                                   


410.04.10.03.00.4.01 Al valor razonable con cambios en 


resultados (UD)
UDES -                                  -                                   


410.04.10.03.00.4.02 Al costo amortizado (UD) UDES -                                  -                                   


410.04.10.03.00.4.03 Ganancia del Impuesto sobre la renta 


por cobrar (UD)
UDES -                                  -                                   


al 30 de Abril de 2020


Se registran otros ingresos referente a pérdidas generada


producto del diferencial cambiario en los instrumentos de la


cartera del Fondo de Jubilaciones.


Pérdidas por Diferencial Cambiario 
y unidades de desarrollo







Nota 9:


Cuenta Contable Cuenta Moneda Mensual Acumulado


411.01.01.00.00.1.00.01 Al valor razonable con cambios en otro 


resultado integral 


Colones 16 162 868,66              178 925 607,26      


411.01.01.00.00.2.00.01 Al valor razonable con cambios en otro 


resultado integral 


Dólares -13 108 337,18             119 390 221,68      


Total 3 054 531,48              298 315 828,94   


Gasto por estimación de Deterioro


al 30 de Abril de 2020


Comprende los movimientos de la estimación de deterioro en


activos sobre los instrumentos financieros, de cuentas,


productos, dividendos y aportes por cobrar.







Nota 10:


Cuenta Contable GASTOS GENERALES Moneda MENSUAL Acumulado


414.02.07.00.00.1 Servicios profesionales Colón -                  -                     


414.02.08.00.00.1 Servicios bancarios ¢ Colón 65 502            274 152              


414.02.09.00.00.1 Cotización Seguro de enfermedad y maternidad Colón 594 549 476    2 381 990 686    


414.02.14.00.00.1.00 Gastos diversos ¢ Colón 92 535            352 130              


414.02.08.00.00.2 Servicios bancarios $ Dólar -                  1 213 966           


414.02.14.00.00.2.00 Gastos diversos $ Dólar 7 405 851        24 131 667         


414.02.14.00.00.4.00 Gastos diversos (UD) Udes -                  16                      


TOTAL DE GASTOS GENERALES 602 113 364  2 407 962 616  


Carga social en la que incurre el Fondo como Patrono, con la Caja


Costarricense del Seguro Social, por concepto de Enfermedad y


Maternidad, correspondiente al 8.75% sobre las jubilaciones y pensiones


canceladas.


Cotización Seguro de Enfermedad y Maternidad: 


Gastos diversos


Corresponde a diversos ajustes relacionados principalmente con las


inversiones y cuentas relacionadas. 


GASTOS GENERALES


al 30 de Abril de 2020


Esta cuenta agrupa varias partidas, las cuales se describen a continuación:


Corresponde a gastos por comisiones bancarias cobradas por el Banco


Nacional , lo anterior a raíz de conclusión “Convenio Institucional entre el


Poder Judicial y la referida Entidad Bancaria”, cuyo objeto consistía en que


el Poder Judicial aceptaba realizar una serie de transacciones bancarias


con el Banco Nacional, a efecto de recibir un trato preferencial en algunos


servicios bancarios, como lo fueron: exoneración del pago de cualquier


tipo de comisión (transferencias electrónicas, giros bancarios, emisión de


estados de cuenta, transacciones “SINPE”, transferencias entre cuentas del


Poder Judicial y el Fondo de Jubilaciones y Pensiones), dichos gastos son


del conocimiento de la Dirección Ejecutiva, según oficios DGBI-SML-25-


Gastos por servicios bancarios:







Nota 11:


Cuenta Contable


CUENTAS CORRIENTES Y DE AHORRO 


PROV.  PARA PENSIONES EN CURSO DE 


PAGO


TOTAL ¢
TIPO DE 


CAMBIO


TOTAL 


$ 


110.02.01.01.00.1.00.01Banco Nacional de C.R. Cta 1234-0 99 000,02              


110.02.01.01.00.1.00.02Banco de Costa Rica Cta 229-32-9 8 460 532 304,60   


110.02.01.01.00.1.00.03Banco de Costa Rica Cta 174961-7 -                        


110.02.01.01.00.1.00.04Banco Popular Cta 1019277-0 -                        


110.02.01.01.00.1.00.05Banco Nacional de C.R. 2413-8 -                        


110.02.01.01.00.1.00.06Banco de Costa Rica 349803-4 89,43                    


110.02.01.01.00.1.00.07Banco de Costa Rica 349824-7 -                        


110.02.01.01.00.2.00.01Banco de Costa Rica Cta. 112247-9 $ 14 452 851,79        569,40 25 383    


110.02.01.01.00.2.00.02Banco Nacional de C.R. Cta  601227-7 $ 531 352,69            569,40 933         


110.02.01.01.00.2.00.03Banco Popular Cta 1914-1 $ -                        569,40 -         


TOTAL EN CUENTAS CORRIENTES Y DE 


AHORRO
8 475 615 599 26 316


Cuentas Corrientes y de Ahorro


al 30 de Abril de 2020


El saldo en cuentas corrientes bancarias que mantiene el Fondo de Jubilaciones en colones y 


en dólares americanos son los siguientes:


Los documentos pendientes de asocies y aprobaciones,  se informaron a los Subprocesos 


correspondientes para su registro, y así el debido seguimiento.


Nota: 







Nota 12:


Cuenta 


Contable


Al valor razonable con 


cambios en otros 


resultados integral


Colones Dólares Udes Total


120.01.00.00.00


Valor de Adquisición 300 859 677 627,43 75 119 468 865,42 -                         375 979 146 492,85 


(Amortización de principal) -                         -                       -                         -                         


(Amortización de Primas) -4 434 197 049,25   -97 509 573,47      -                         -4 531 706 622,72   


Amortización de Descuentos 335 887 853,29       146 277 111,94     -                         482 164 965,23       


Ajuste por valuación 17 951 835 439,44   -4 437 411 644,50 -                         13 514 423 794,94   


Total 314 713 203 871 70 730 824 759                             -   385 444 028 630


Cuenta 


Contable


Al valor razonable con 


cambios en resultados
Colones Dólares Udes Total


120.02.00.00.00


Valor de Adquisición


Total                      -                       -                        -                        -   


Cuenta 


Contable
Al costo amortizado Colones Dólares Udes Total


120.03.00.00.00


Valor de Adquisición 93 116 187 563,76   10 392 604 460,45 104 489 880 938,73 207 998 672 962,94 


(Amortización de principal) -                         -                       -                         -                         


(Amortización de Primas) -105 187 514,18      -                       -4 113 251 528,72   -4 218 439 042,90   


Amortización de Descuentos 57 341 956,46         -                       17 314 587,16         74 656 543,62         


Total 93 068 342 006 10 392 604 460 100 393 943 997 203 854 890 464


Resumen Colones Dólares Udes Total


Al valor razonable con 


cambios en otros resultados 


integral


314 713 203 870,91 70 730 824 759,39 -                         385 444 028 630,30 


Al valor razonable con 


cambios en resultados
-                         -                       -                         -                         


Al costo amortizado 93 068 342 006,04   10 392 604 460,45 100 393 943 997,17 203 854 890 463,66 


407 781 545 877 81 123 429 220 100 393 943 997


Inversiones en Instrumentos Financieros


al 30 de Abril de 2020


Dicho rubro resume los diferentes movimientos de inversiones en colones y dólares de


acuerdo al modelo de negocio considerando costo de adquisición (Valor Facial + Primas –


Descuentos). 







Interpretación Gráfica
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Nota 13:


Cuenta 


Contable


Al valor razonable con 


cambios en otros 


resultados integral


Colones Dólares Udes Total


120.07.01.01.00


Intereses 5 400 234 260,42    557 581 875,31   -                     5 957 816 135,73    


Rendimientos -                        -                     -                     -                        


Dividendos -                        3 014 972,91       -                     3 014 972,91          


Total 5 400 234 260 560 596 848                         -   5 960 831 109


Cuenta 


Contable


Al valor razonable con 


cambios en resultados
Colones Dólares Udes Total


120.07.01.02.00


Intereses -                  -               -               -                  


Rendimientos -                  -               -               -                  


Dividendos -                  -               -               -                  


Total                      -                     -                     -                        -   


Cuenta 


Contable
Al costo amortizado Colones Dólares Udes Total


120.07.01.03.00


Intereses 1 423 264 687,57    146 063 951,38   326 335 215,33   1 895 663 854,28    


Rendimientos -                        -                     -                     -                        


Dividendos -                        174 338 709,80   - -                        


Total 1 423 264 688 320 402 661 326 335 215 1 895 663 854


Resumen Colones Dólares Udes Total


Al valor razonable con 


cambios en otros 


resultados integral


5 400 234 260        560 596 848        -                     5 960 831 109        


Al valor razonable con 


cambios en resultados
-                        -                     -                     -                        


Al costo amortizado 1 423 264 688        320 402 661        326 335 215        2 070 002 564        


6 823 498 948 880 999 509 326 335 215 8 030 833 673


Productos y dividendos por cobrar asociados a 
inversiones en instrumentos financieros


al 30 de Abril de 2020


·         La parte proporcional de los intereses, rendimientos y dividendos por las


inversiones, que fueron adquiridas por el Fondo.


·        Además comprende los registros de aquellas inversiones que a su fecha de


vencimiento deben ser reclasificados según lo requerido por el ente Rector a las


cuentas de vencidos y restringidos.


La cuenta se conforma por el registro de:
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Nota 14:


Cuenta 


Contable
Cuentas por Cobrar Monto


130.01.00.00.00 Impuesto Sobre La Renta Por Cobrar 673 647 347                               


130.03.01.00.00 Sumas pendientes de cobrar otras 24 222                                       


Saldo: 673 671 570


CUENTAS POR COBRAR


al 30 de Abril de 2020
En esta cuenta se registran aquellas partidas que debe recuperar el Fondo y se


conforma por los siguientes conceptos:


1) Corresponden aquellas sumas que debe recuperar el Régimen por concepto de exención del


8% del impuesto sobre la renta de los títulos valores, que por su situación particular, no es


posible cobrarlos inmediatamente con el vencimiento de los cupones. El Subproceso de Ingresos


indica lo siguiente con el seguimiento: (1) La Presidencia de la Corte remitió un oficio a Casa


Presidencial para los años 2004 y 2005. La Dirección Ejecutiva con oficio 4167-DE-2019 del


11/09/2019 indicó al Director del Despacho de la Presidencia: "Traslado copia de oficio N° 737-TI-


2019 de fecha 9 de setiembre en curso, referente a la devolución del impuesto sobre renta de


vieja data, a efecto de que se nos informe si se ha tenido algún avance respecto a las


conversaciones con el Presidente de la República, encomendadas por el Consejo Superior en


sesión N° 84-18 celebrada el 25 de setiembre de 2018, artículo XV". Al respecto, la Presidencia


de la Corte en el mes de setiembre de 2019, remite consulta por correo electrónico de fecha a


Casa Presidencial el cual cita: "Siguiendo instrucciones superiores y en referencia al oficio


adjunto, el cual fue recibido por el Ministerio de la Presidencia el 4 de abril de 2019, me permito


consultarle si existe alguna respuesta al respecto." Se mantiene el seguimiento del caso. (2) La


Presidencia de la Corte remitió un oficio a Grandes Contribuyentes para lo del periodo 2018. La


Dirección Ejecutiva con oficio 4669-DE-2019 del 04 de octubre de 2019 remite a Financiero


Contable el acuerdo del Consejo Superior de Sesión 80-19 del 12 de setiembre de 2019, mediante


el cual se acordó: "...) Tener por recibido el oficio N° 4040-DE-2019 del 5 de setiembre de 2019,


suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, relacionado con las


acciones legales procedentes en relación a la resolución DGCN-133-2019, emitida por la señora


Patricia Castillo Vargas, directora de la Dirección de Grandes Contribuyentes Nacionales. 2.)


Deberá el Departamento de Financiero Contable alertar a la Junta Administradora del Fondo de


Pensiones del Poder Judicial, en el informe de traspaso de la Comisión del Fondo de Jubilaciones


y Pensiones del Poder Judicial, sobre la situación expuesta en el criterio jurídico N° DJ-2361-2019


de fecha 3 de setiembre de 2019, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo,


Director Jurídico..." (3) El Subproceso de Ingresos realizó las gestiones correspondientes para la


devolución de los correspondiente de Fondos Inmobiliarios. De lo anterior, se solicitará a dicho


Subproceso de Ingresos que es el encargado de dichas cuentas el seguimiento del mismo. El cual


indica que, en cuanto al criterio emitido por la firma Facio y Cañas que, con oficio 916-TI/UCC-


2018 del 02 de octubre de 2018 se hizo del conocimiento de la Dirección Ejecutiva, de lo cual esa


Dirección con oficio 4855-DE-2018 del 10 de octubre de 2018, indicó que se debe estar a espera


del resultado del Recurso de Apelación contra la resolución N° DGCN-097-2018 de fecha 31 de


mayo de 2018, en la cual se denegó la exención del Impuesto sobre la Renta en los rendimientos


generados en operaciones de recompras o reportos realizadas por medio de una bolsa de valores


y operaciones con fondos de inversión y fondos inmobiliarios.







Nota 15:


Cuenta Contable Nota Sub-nota APORTES POR COBRAR Detalle Total


150.01.00.00.00     15.1 Aporte por cobrar a los trabajadores 4 581 803 650


15.1.1 Aporte Ordinario 813 038


15.1.2 Aporte Ordinario S .Escolar 932 148 918


15.1.3 Aporte Reconocimiento de tiempo servido 3 648 841 694


150.02.00.00.00     15.2 Aportes por cobrar al Patrono 2 545 081 801


15.2.1 Aportes Por Cobrar Poder Jud.-Patrono 1 526 262 274


15.2.2 Apor. x Cobrar Poder Jud.-Patrono (S.E) 1 018 819 528


150.03.00.00.00     15.3 Aportes por cobrar al Estado 249 571 008


15.3.1 Aportes Por Cobrar Poder Jud.-Estado 149 794 215


15.3.2 Apor. x Cobrar Poder Jud.-Estado (S.E) 99 776 793


150.04.00.00.00     15.4 Otros aportes por cobrar 207 896 360


15.4.1 O. Aportes Por Cobrar Jubilados 179 935 433


15.4.2 O. Aportes Por Cobrar Pensionados 25 963 495


15.4.3 O. Aportes Por Cobrar E. Deductoras 1 997 432


TOTAL ₡7 584 352 820


15.4 Otros aportes por cobrar


Sumas canceladas de más a Jubilados y Pensionados


15.2 Aportes por cobrar al Patrono 


Se compone de las sumas pendientes de cobrar por aportes que recibe el Fondo de Jubilaciones y


Pensiones del Estado en su calidad de patrono.


15.3 Aportes por cobrar al Estado 


Este grupo lo componen las sumas pendientes de cobrar por aportes al Estado que recibe el Fondo


de Jubilaciones y Pensiones. 


APORTES POR COBRAR


Al 30 de Abril de 2020


Corresponden a los aporte de los trabajadores, del patrono, del estado y jubilados-Pensionados que 


se detallan a continuación:


15.1 Aportes por cobrar a los trabajadores


Este grupo contempla las sumas por cobrar proveniente de la estimación mensual del salario escolar


a los servidores activos del Poder Judicial. Adicionalmente, incluye los aportes por cobrar de las


obligaciones por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial aprobado por el Consejo


Superior de la Corte Suprema de Justicia, a servidores judiciales activos, para efectos de jubilación.







Corresponde a las contribuciones por cobrar, como resultado del reconocimiento de tiempo servido


fuera del Poder Judicial aprobado por el Consejo Superior de la Corte Suprema de Justicia, a


servidores judiciales activos y jubilados o pensionados que asumen la deuda de un ex jubilado,


según el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.


 Otros aportes por cobrar a Entidades Deductoras


Corresponde a cuentas por cobrar a las entidades deductoras por conceptos diversos entre los


cuales los más relevantes son producto de:  


·         La anulación de pagos por concepto de asignaciones por exclusión de beneficiarios del Fondo


(fallecimiento, mayoría de edad, matrimonio o cuando el beneficiario se encuentra laborando para otra


Institución del Estado mientras recibía el beneficio de su jubilación por parte de este Fondo)


·         Diferencias en la aplicación de ajustes en los montos de las jubilaciones y pensiones que corresponden a


deducciones en planilla que ya han sido giradas a dichas Entidades, cuando el Fondo se entera del suceso.


• Por fallecimiento: Dineros girados de más a jubilados y pensionados fallecidos, donde la fecha de


su defunción no fue conocida oportunamente. Es importante anotar que en estos casos el


Macroproceso Financiero Contable realiza como uno de los mecanismos alternativos para la


recuperación de las sumas giradas en demasía, una “Acta de autorización de rebajo”, mediante la


cual los beneficiarios al Fondo de Socorro Mutuo designados por el jubilado fallecido, autorizan


voluntariamente la deducción de ese beneficio, de las sumas pagadas de más por el Fondo de


Jubilaciones. Dicha deducción se realiza solo con el consentimiento de los causahabientes, los cuales


acceden a honrar las obligaciones del jubilado fallecido. Para los casos en donde el procedimiento no


ha resultado factible, se analiza el caso y se eleva a conocimiento de las instancias


correspondientes. 


• Estudios por sumas canceladas de más a jubilados y pensionados: Además se registran las sumas


canceladas de más por conceptos diversos, entre los cuales los más relevantes son los montos


pagados de más a jubilados que en determinado momento ejercieron un puesto en el Sector Público


percibiendo otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de


las juntas de educación y de las empresas de economía mixta, a los cuales se les suspendió el


beneficio del Fondo de Jubilaciones tardíamente, girándoseles recursos en demasía que no les


correspondía, de conformidad con lo que reza el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


Aportes Reconocimiento de Tiempo Servido


60%


34%
3%3%


Distribución de los Aportes por cobrar


Aporte Ordinario Trabajadores Aportes por cobrar al Patrono


Aportes por cobrar al Estado Otros Aportes por cobrar







Nota 16:


Detalle Monto Amortización Total


Sistema inversiones "Internet Systems 


Development Insyde S.A"
7 618 670 -7 618 670 0,00


Nota:


INTANGIBLES


Al 30 de Abril de 2020


Corresponde al registro de la compra del Sistema de Inversiones a la empresa Internet Systems


Development Insyde S.A. con un valor de $14,750.00, valorado al tipo de cambio de la fecha de


adquisición del activo (15 de agosto de 2007) de ¢516.52, para un total de ¢7,618,670. A dicho


monto se descuenta la amortización acumulada al cierre del presente mes que asciende a


¢7,618,670 para un activo neto de ¢0.00. La vida útil del sistema en mención es de 5 años y


considerando que fue registrado en setiembre del 2007 se encuentra depreciado en su totalidad,


no obstante, a la fecha de este informe se encuentra en funcionamiento. 


En el periodo comprendido entre el 15 de julio a 12 de diciembre del 2011 la Dirección de


Tecnología de Información realizó mejoras al sistema de Inversiones por la suma de ¢1.673.895.


Lo anterior, de acuerdo con la información suministrada por la Dirección de Tecnología de la


Información, mediante correo electrónico del 27 de abril del 2017 y oficio 1635-DTI-2017, dicho


monto se encuentra registrado actualmente en los registros contables del Poder Judicial por igual


suma.


Con oficio 425-SC-2015 de 26 de agosto del 2015, se realizó la consulta a la Superintendencia de


Pensiones (SUPEN) sobre la forma de registro contable de la información suministrada por la


Dirección de Tecnología de Información, en virtud de que, en el Manual de Cuentas para el


Régimen de Capitalización Colectiva emitido por dicha Superintendencia, no se observa alguna


cuenta contable para el registro de la reevaluación de activos intangibles.


 La SUPEN ante la consulta realizada, indicó lo siguiente:


“[…] conforme lo establecido en las Normas internacionales de Información Financiera (NIIF), se


le comunica que no existe forma alguna de atribuir costo a un activo intangible luego del final de


su vida útil: aunque esté en operación y generando beneficios, su valor en libros deberá seguir


siendo cero…” 







Cuenta Contable RETENCIONES A JUBILADOS Y PENSIONADOS TOTAL


211.01.01.00.00.1.00.01 Impuesto Sobre La Renta 604 072 340                              


211.01.02.00.00.1.00.01 Caja Costarricense Seguro Social 339 742 559                              


TOTAL DE RETENCIONES A JUBILADOS Y 


PENSIONADOS
                         943 814 898,71 


Retenciones A Pensionados


Al 30 de Abril de 2020


Comprende las retenciones mensuales aplicadas en la planilla de jubilados y


pensionados judiciales correspondientes a entidades deductoras, que realiza el


Fondo a sus distintos beneficiarios, las cuales en el caso de la retención del


impuesto sobre la renta y la cuota obrera por enfermedad y maternidad son


honradas hasta el mes siguiente de su aplicación.







Nota 18:


OBLIGACIONES POR LIQUIDAR 


EMPL. Y EXEMPL.


ONGJ


OBLIGACIONES POR LIQUIDAR 


EMPL. Y EXEMPL.


En esta cuenta se registran sumas sujetas a devolución por parte del Fondo de


Jubilaciones y Pensiones que corresponden a pagos recibidos de más en la


cancelación de obligaciones por cobrar por reconocimiento de tiempo servido fuera


del Poder Judicial, derivados por el traslado de cuotas que realiza la Caja


Costarricense del Seguro Social u otro régimen de pensiones hacia el Fondo de


Jubilaciones, las cuales deben abonarse a las cuentas de los servidores judiciales, sin


embargo, algunos de esos traslados ingresan cuando ya el servidor ha cancelado la


deuda, por lo que se genera un pasivo a favor de éste. 


Con respecto al caso de ONGJ, se ha dado el seguimiento respectivo y el Subproceso


de Ingresos indicó lo siguiente: registrado en febrero 19 producto de devolución de


Traslado de cuotas de la CCSS por RTS, cuya deuda fue reversada porque fue


dejada según lo ordenado por Consejo Superiorsesión 14-19 artículo LXIV del 19 de


febrero de 2019, sin embargo se debe esperar a que ese Consejo defina a cuanto


equivale el monto a deducido por ese concepto y analice informe de Gestión


Humana en donde se calcula dicho tiempo. Mediante correo electrónico del 2 de julio


de 2019 el Subproceso de Ingresos informa: "Con acuerdo del Consejo Superior de


sesión 32-19 artículo XII, del 08 de mayo de 2019, se acordó: ": Solicitar criterio a la


Dirección Jurídica, respecto a la procedencia de acreditar los recursos trasladados


por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) al Fondo de Jubilaciones y


Pensiones del Poder Judicial a nombre de los servidores.” De lo anterior, el


Subproceso de Ingresos mantuvo una reunión con la Dirección Jurídica el 3 de


octubre de 2019 en la cual acordaron que dicha Dirección remitiría el criterio jurídico.


Con correo del 13 de abril 2020 el Proceso de Inversiones indica que se le consulto a


la Dirección Juridica el pasado 12 de marzo de 2020 sobre este tema indicando que


solicitaron una  prórroga de dos meses al Consejo Superior.


Obligaciones Por Liquidar Empleados y Exempleados


Al 30 de Abril de 2020


TOTAL


3 722 764


₡3 722 764







Nota 19:


Cuenta Contable Obligaciones Transitorias por Liquidar Saldo


211.07.01.00.00.1.00.01 Cuotas para otros regímenes -                      


211.07.03.00.00.1.00.01 Benef. no retirados y por fallecimiento 50 558 831


211.07.03.00.00.1.01.01 Sumas en transito por aclarar ¢ 9 068 028


211.07.03.00.00.1.02.04 Institucione Financieras Banco Popular ¢ 498 197


211.07.03.00.00.1.03.03 Instituciones Gubernamentales-Caja Costarricense


Seguro Social


3 804 819


211.07.03.00.00.1.04.01 Anejud 148 458


211.07.03.00.00.1.04.03 Otros-Errores Bancarios 4 611


211.07.03.00.00.1.05.01 Transitoria de deducción 730 140


211.07.03.00.00.1.06.01 * Aporte Junta Administradora FJP 2 598 780 232


211.07.03.00.00.1.06.02 * Aporte Junta Administradora FJP - Jubilados y


Pensionados


736 380 992


211.07.03.00.00.2.00.01 Sumas en tránsito por aclarar $ -                      


211.07.03.00.00.2.01.04 Instituciones Financieras-Banco Popular $ 232 251


Total Obligaciones Transitorias por Liquidar ₡3 400 206 559


Obligaciones Transitorias por Liquidar


Al 30 de Abril de 2020


* Nota 1: Mediante la publicación de la Ley 9544, se aplica la reforma


al capítulo IV, art 239, referente a la comisión por gastos


administrativos, la cual indica: " Surgirá de deducir un cinco por


mil de los sueldos de que devengen los servidores judicial, así como


de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos


recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta


Administradora, los salarios de su personal y, en general, sus gastos


administrativos...", dicho aporte dio inicio a partir del 22/05/2018.


En esta se registran sumas transitorias que deben liquidarse 


oportunamente y se compone de los siguientes rubros:


Con respecto a las sumas en tránsito por aclarar el monto de


¢2,766,747 más antiguo y se encuentra en análisis por parte del


Subproceso de Ingresos, el cual indicó mediante correo electrónico


del 9 de setiembre 2019 que la CCSS remitió una serie de informes


de inspección y se está en el análisis para identificar los montos si


corresponden al FJPPJ, por cuanto informarán cuando culminen. La


CCSS el 28-10-2019 según oficio SARCL-691-10-2019 remitió la lista


de los informes de inspección relacionados con este rubro, de lo cual


con oficio 949-TI-2019 del 04-12-2019, se solicitó a la CCSS los


informes faltantes en virtud que los remitidos anteriormente no


corresponden. Y el monto de ¢ 18,237.45 corresponde a ingresos


mayo 2019. 







El monto por pagar a la Caja Costarricense del


Seguro Social, obedece a:


A solicitud de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y


Pensiones del Poder Judicial a partir de febrero 20120 se realizan


traslados de los recursos a la cuenta bancaria de la Junta.


Disminución cuenta de Aporte de Junta Administradora:


o   ¢2,890,336 correspondiente a pagos dobles efectuados por dicha


entidad producto de informes de inspección por cuotas canceladas de


más y devolución de aportes. Lo anterior fue comunicado a la


Dirección Ejecutiva mediante oficio 293-SC-2013 del 5 de julio del


2013, siendo que, dicha Dirección informó mediante oficio 5912-DE-


2013 que toma nota de lo anterior. 


o  El monto de ¢ 37,002, el Subproceso de Ingresos indica mediante


correo electrónico del 12/08/2019 que se encuentra en proceso de


verificar la naturaleza de los recursos, por lo que se encuentra en


estudio


o  El monto de ¢ 8,368 con oficio SARCL-065-01-2019 la CCSS


canceló del informe de inspección 1235-00902-2018-I el monto, sin


embargo ya había sido cancelado mediante informe de inspección


SARCL-0723-2018.


o   ¢2,888 por suma pagada de más por la C.C.S.S en el informe de


inspección 1238-00249-2012-I, misma que fue informada a la


Dirección Ejecutiva mediante oficio 383-SC-2013 del 4 de septiembre


del 2013. Siendo que dicha Dirección mediante oficio 1861-DE/AL-


2012 del 16 de setiembre del 2013 informa que se toma de lo


informado.


o   ¢13,749 la cual obedece al caso de la señora MCSV dado que no


corresponde la devolución efectuada por la C.C.S.S., en virtud que la


Dirección Ejecutiva mediante oficio 555-DE/CA-2012 del 7 de junio del 


2013, remitió resolución 3506-2012 del 7 de junio del 2012 en la cual


ordena el archivo definitivo de la deuda por no proceder.


o   ¢843,454 corresponde a la devolución de cuotas obrero-patronales


según resolución emitida por la C.C.S.S, mediante Informe de


Inspección de dicha entidad No. 1238-00079-2015-I del 26 de enero


de 2015.


o   ¢9.022 corresponde a la devolución de cuotas obrero-patronales


según resolución emitida por la C.C.S.S, mediante Informe de


Inspección de dicha entidad No. 1238-00274-2015-I del 09 de febrero


de 2015.







Nota 20:


Cuenta 


Contable
Entidad Porcentaje Monto


213.03.00.00.00 Caja Costarricense del Seguro Social 8,75% ¢594 675 568


Cotización Seguro De Enfermedad y Maternidad


Al 30 de Abril de 2020


Este pasivo se conforma por la cuota patronal del 8.75% que el Fondo de


Jubilaciones y Pensiones debe pagar mensualmente a la Caja Costarricense


de Seguro Social (C.C.S.S.), según lo estipulado en el artículo 62 del


Reglamento del Seguro Salud.







Nota 21:


Cuenta Contable Nota Sub-nota APORTES POR COBRAR Detalle Total


214.01.01.00.00 22.1 Recursos recibido de reservas en 


formación


1 222 030 555 917


214.01.02.00.00 22.2 (Menos) Pago plan de beneficios 630 215 905 579


214.01.02.00.00.1.02.01 22.2.1 Traslados a otros regímenes 1 079 357 521


TOTAL ₡591 814 650 338


PROVISIONES PARA PENSIONES EN CURSO DE PAGO


Al 30 de Abril de 2020


En esta cuenta se registra la totalidad de los recursos acumulados generados de las actividades del Fondo de


Jubilaciones y Pensiones provenientes en su mayoría de los aportes recibidos de las cuotas obrero patronales-


estatales, así como de los intereses netos ganados en inversiones, con el fin de atender las obligaciones que


se deriven de los beneficios establecidos reglamentariamente para los jubilados y pensionados actuales así


como de los nuevos jubilados y pensionados. 







Nota 22:


 Concepto  Monto 
 Cuentas por cobrar por reconocimiento de tiempo servido en otras 


dependencias o instituciones públicas, de aquellos servidores en 


condición de propietarios que renunciaron al Poder Judicial.  


₡331 222 636


CUENTAS DE ORDEN DEUDORAS Y ACREDORAS


Al 30 de Abril de 2020


En esta cuenta se registran los saldos de las cuentas por cobrar por concepto de


reconocimiento de tiempo servido en otras dependencias o instituciones públicas, de


aquellos servidores en condición de propietarios que renunciaron al Poder Judicial. 







Nota 23:


Mes Actual 


Cuenta 


Contable


Rendimientos 


Acumulados
Colones Dólares UDES TOTAL


313.01.00.00.00     Rendimientos devengados 2 622 901 798     1 683 090 425     293 743 268        4 599 735 491    


313.02.00.00.00     
 (Traslado de recursos a la 


provisión para pensiones 
(2 622 901 798)    (1 683 090 425)    (293 743 268)       (4 599 735 491)   


-                 


Mes Anterior
Cuenta 


Contable


Rendimientos 


Acumulados
Colones Dólares UDES TOTAL


313.01.00.00.00     Rendimientos devengados 2 638 360 858     395 845 021        96 441 818          3 130 647 697    


313.02.00.00.00     
 (Traslado de recursos a la 


provisión para pensiones 
(2 638 360 858)    (395 845 021)       (96 441 818)        (3 130 647 697)   


-                 


Rendimientos Acumulados


Al 30 de Abril de 2020


En esta cuenta se registran los rendimientos acumulados del mes.


Total de Rendimientos Acumulados


Total de Rendimientos Acumulados







Nota 24:


Cuenta Contable Ingresos TOTAL


316.01.00.00.00.1.00.01     Utilidad del periodo ¢ 3 164 301 596                 


316.01.00.00.00.2.00.01  Utilidad del periodo $ 2 528 257 859                 


316.01.00.00.00.4.00.01     Utilidad del periodo (UDS) 158 446 321                    


5 851 005 775                 


Cuenta Contable Gastos TOTAL


316.01.00.00.00.1.00.01     Utilidad del periodo ¢ 610 870 381                    


316.01.00.00.00.2.00.01  Utilidad del periodo $ 3 439 885 658                 


316.01.00.00.00.4.00.01     Utilidad del periodo (UDS) 24 727 243                      


4 075 483 282                 


1 775 522 493                 


Resultado del periodo


Al 30 de Abril de 2020


En esta cuenta se registran el resultado del periodo.


Total Utilidad


Total de Ingresos


Total de Gastos







Nota 25:


Cuenta Contable Ingresos TOTAL 


510.04.10.00.00     
 Ganancia por diferencial cambiario y unidades de 


desarrollo 
2 131 907 276              


410.04.10.00.00     
 Pérdida por diferencial cambiario y unidades de 


desarrollo 
3 470 315 387              


(1 338 408 111)          Total 


Flujos de efectivo por actividades de operación


Ganancias o pérdidas por diferencias de cambio y unidades de desarrollo


Al 30 de Abril de 2020


Corresponde a la variación de la cuentas de ingresos y gastos de las ganancias o pérdidas por diferencial


cambiario y unidades de desarrollo.







Cuenta Contable Cuenta Moneda Mensual


411.01.01.00.00.1.00.01 Al valor razonable con cambios en otro 


resultado integral 


Colones 16 162 869                   


411.01.01.00.00.2.00.01 Al valor razonable con cambios en otro 


resultado integral 


Dólares -13 108 337                 


Total 3 054 531                   


Deterioro de activos financieros


al 30 de Abril de 2020


Comprende los movimientos de la estimación de deterioro en


activos sobre los instrumentos financieros, de cuentas,


productos, dividendos y aportes por cobrar.







Nota 27:


Instrumentos financieros - Al valor Razonable con cambios en el otro 


resultado integral


4 362 939 794,56          


Mas


Ajuste por deterioro de instrumentos financieros (314.02.03) 3 054 531,48                 


Ajustes al Patrimonio (valuación y deterioro) 6 866 364 680,06          


Diferencial cambiario neto del mes(negativo) 1 338 408 110,82          


Total 12 570 767 116,92     


Instrumentos financieros - Al valor Razonable con 
cambios en el otro resultado integral


al 30 de Abril de 2020


Comprende los movimientos efectivos correspondientes a las Inversiones al Al valor razonable


con cambios en otro resultado integral 


Flujos de efectivo por actividades de operación


Instrumentos financieros - Al valor Razonable con cambios en el otro resultado integral







Nota 28:


Cuenta 


Contable


Al costo 


amortizado


Total Mes 


anterior


Total Mes 


Actual
Variación


120.03.00.00.00


Valor de Adquisición 219 395 977 243        207 998 672 963      -11 397 304 280              


(Amortización de 


principal)
-                            -                          -                                 


(Amortización de 


Primas) 
-4 179 331 364           -4 218 439 043         -39 107 679                     


Amortización de 


Descuentos 
72 702 426                 74 656 544              1 954 117                        


Total 215 289 348 306 203 854 890 464 -11 434 457 842


Flujos de efectivo por actividades de 


Instrumentos financieros - Al costo 
amortizado


al 30 de Abril de 2020


Comprende los movimientos efectivos correspondientes a las Inversiones al


Instrumentos financieros - Al costo amortizado







Nota 29:


La cuenta se conforma por el registro de:


Actividades de Operación


Aumentos Total


Al valor razonable con cambios en otros resultados integral 2 936 083 489      


Al costo amortizado 1 019 295 709      


3 955 379 198


Actividades de Inversión


Disminuciones Total


Al valor razonable con cambios en otros resultados integral 993 340 868         


Al costo amortizado 1 119 617 798      


2 112 958 667


·         La parte proporcional de los intereses, rendimientos y dividendos por


las inversiones, que fueron adquiridas por el Fondo.


·        Además comprende los registros de aquellas inversiones que a su fecha


de vencimiento deben ser reclasificados según lo requerido por el ente Rector


a las cuentas de vencidos y restringidos.


Flujos de efectivo por actividades de 
operación y de inversión


Productos y dividendos por cobrar


al 30 de Abril de 2020







Nota 30:


Cuentas por Cobrar
Monto mes 


anterior
Mes Actual Variación


Impuesto Sobre La Renta Por Cobrar 1 030 539 286      673 647 347    -356 891 938   


Sumas pendientes de cobrar otras 441 585               24 222            -417 363         


Saldo: 1 030 980 871 673 671 570 -357 309 302


Partidas que debe recuperar el Fondo y se conforma por los siguientes conceptos:


Flujos de efectivo por actividades de operación


Cuentas por cobrar


al 30 de Abril de 2020







Nota 31:


Cuenta 


Contable
APORTES POR COBRAR Detalle Total Detalle Total


150.01.00.00.00     Aporte por cobrar a los trabajadores 4 210 631 532 4 581 803 650 371 172 118


Aporte Ordinario 145 119 813 038


Aporte Ordinario S .Escolar 706 171 793 932 148 918


Aporte Reconocimiento de 


tiempo servido
3 504 314 620 3 648 841 694


150.02.00.00.00     Aportes por cobrar al Patrono 3 920 522 876 2 545 081 801 -1 375 441 075


Aportes Por Cobrar Poder Jud.-Patrono3 151 366 540 1 526 262 274


Apor. x Cobrar Poder Jud.-


Patrono (S.E)
769 156 336 1 018 819 528


150.03.00.00.00     Aportes por cobrar al Estado 228 492 269 249 571 008 21 078 739


Aportes Por Cobrar Poder Jud.-


Estado
153 206 550 149 794 215


Apor. x Cobrar Poder Jud.-


Estado (S.E)
75 285 719 99 776 793


150.04.00.00.00     Otros aportes por cobrar 207 840 435 207 896 360 55 925


O. Aportes Por Cobrar Jubilados 181 138 464 179 935 433


O. Aportes Por Cobrar 


Pensionados
24 765 070 25 963 495


O. Aportes Por Cobrar E. 


Deductoras
1 936 900 1 997 432


TOTAL ₡8 567 487 111 ₡7 584 352 820 -₡983 134 292


Variación
Mes anterior Mes actual


Flujos de efectivo por actividades de operación


Aportes por cobrar


al 30 de Abril de 2020


Corresponden a los aporte de los trabajadores, del patrono, del estado y jubilados-


Pensionados que se detallan a continuación:







Nota 32:


Cuentas por Cobrar
Monto mes 


anterior


Monto mes 


actual
Variación


Retenciones a Pensionados 950 322 115         943 814 899    -6 507 216       


Obligaciones por liquidar empleados y exempleados 3 722 764            3 722 764        0                    


Obligaciones transitorias por liquidar 3 638 959 117      3 400 206 559  -238 752 557   


Saldo: 4 593 003 996 4 347 744 222 -245 259 774


Partidas correspondientes a las cuentas por pagar por los siguientes conceptos:


Flujos de efectivo por actividades de operación


Cuentas por pagar


al 30 de Abril de 2020







Nota 33:


Provisión para pensiones en curso de pago 5 333 125 652                 


Menos


Rendimientos acumulados -4 599 735 491                


Total 733 390 161                  


Provisión para pensiones en curso de pago


Recursos acumulados generados de las actividades del Fondo de Jubilaciones y Pensiones provenientes en


su mayoría de los aportes recibidos de las cuotas obrero patronales-estatales, así como de los intereses


netos ganados en inversiones, con el fin de atender las obligaciones que se deriven de los beneficios


establecidos reglamentariamente para los jubilados y pensionados actuales así como de los nuevos jubilados


y pensionados. 


Flujos de efectivo por actividades de operación


Provisión para pensiones en curso de pago


al 30 de Abril de 2020







Nota 34:


Entidad
Monto mes 


anterior


Monto mes 


actual
Variación


Caja Costarricense del Seguro Social 598 213 811 594 675 568 -3 538 243


Total 598 213 811 594 675 568 -3 538 243


Flujos de efectivo por actividades de operación


Otros Pasivos


al 30 de Abril de 2020


Lo correspondiente a cuota patronal del 8.75% que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones debe 


pagar mensualmente a la Caja Costarricense de Seguro Social (C.C.S.S.).







Nota 35:


Entidad
Monto mes 


anterior


Monto mes 


Actual


Contribución Solidaria 71 451 416 71 426 486


Total 71 451 416


Este rubro corresponde a la Contribución Solidaria


Flujos de efectivo por actividades de inversión


Aportaciones recibidas - Reservas en formación


al 30 de Abril de 2020







Nota 36:


Entidad
Monto mes 


anterior
Monto mes Actual


Valuación de instrumentos financieros 1 714 123 181 6 866 364 680


Total 1 714 123 181 6 866 364 680


Estado de Cambios en el Patrimonio Neto


Ajuste por valuación de instrumentos financieros al valor 
razonable con cambios en el ORI


al 30 de Abril de 2020


Corresponde a la Valuación de precios de mercado correspondiente a las inversiones del valor 


razonzable con cambios en el ORI
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Factura Electrónica N° 00100001010000000114


Ver. 4.3   


Fecha de Emisión: 25/09/2020   4:17 p.m


Clave Numérica 50625092000020443065000100001010000000114126919588


RAUL HERNANDEZ GONZALEZ Teléfono: +(506) 8372-2364
Fax: +(506) 0


Dirección: GRECIA, ALAJUELA.


Ident. Física:  2-0443-0650


Correo: raul@actuarios.cr


ACTUARIO


Receptor: CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PODER JUDICIAL


Correo: jlizanov@Poder-Judicial.go.cr


Teléfono: +(506) 2295-3000


Condición de Venta: Contado


Dirección: PODER JUDICIAL


Ident. Jurídica: 2-300-042155


Medio de Pago: Efectivo


Líneas de Detalle


Unidad


Medida
Precio UnitarioCódigo Cantidad


Descripción del 


Producto/Servicio
Descuento


Naturaleza 


del 


Descuento.


Monto 


Impuestos
SubTotal


HORAS 


PROFESIO


NALES


 5.00 Unid CONTRATO No.002120 línea 


#1: periodo de cobro 


1/8/2020 al 31/8/2020:  1h 


Respuesta N° 266-2020, 2h 


Respuesta SP-901-2020 y 


2h Informe efecto de 


Reducción de Jornadas


 39,980.34  0.00  25,987.22 199,901.70


Subtotal Neto:


Total Factura: 


Consulta en www.facturaelectronica.cr


¢


¢


 199,901.70


 225,888.92


Notas:


DOSCIENTOS VEINTICINCO MIL OCHOCIENTOS 


OCHENTA Y OCHO COLONES CON 92/100


Total IVA:


Total Otros Imp:


Total Exonerado:


25,987.22


 0.00


 0.00


¢


¢


¢


Página 1 de 1


Autorizado mediante la resolución DGT-R-033-2019 del veinte de junio de dos mil diecinueve de la Dirección General de 


Tributación.


Generada por GTI , www.facturaelectronica.cr 


Versión del Documento Electrónico: 4.3
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		JOSE ANDRES LIZANO VARGAS (FIRMA)
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                                                                                                                                                                                                                                                          CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL

                                                                                                                                                                                                                                                        Subárea Asesoría Prestaciones en Dinero





                                                                                                                                                                                                                                                               Reporte de Incapacidades

                                                                                                                                                                                                                                                                   Periodo: 09/2020





NUM.IDENTIFICACION   NOMBRE                                                                           NUM.INCAPACIDAD     FEC. INICIO FEC. FIN    DIAS INCAP PAGO INICIO PAGO FIN    DIAS PAGADOS MONTO PAGO         SUB.DIARIO   COD.UNI.ATENCION       CENTRO DE SALUD                                                                 DESC. INCAPACIDAD                       CUENTA CLIENTE   NUM.PATRONAL   NOMBRE PATRONO

--------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------



107750839            OLGA MARTHA CHAVERRI CHAVES                                                      5189088Z            23/09/2020  29/09/2020  7          26/09/2020  29/09/2020  4            50,465.00          12,616.28    2219                   AREA DE SALUD TIBAS (COOPESAIN) INTEGRADA RODRIGO FOURNIER                       ENFERMEDAD                               CR89016100011109662649 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

501720488            ROBERTO CAMPOS HERNANDEZ                                                         A22171020000402     22/09/2020  23/09/2020  2                                                                               2217                   EBAIS SAN ANTONIO CENTRO                                                         ENFERMEDAD                                                      3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

104070850            DAVID ALBERTO SOLANO CANTILLANO                                                  A23140620000159     23/09/2020  25/09/2020  3                                                                               2314                   EBAIS ZAPOTE 6 (no oficializado)                                                 ENFERMEDAD                                                      3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

107620614            DINORAH FLORES VILLALOBOS                                                        A00231420009360     23/09/2020  25/09/2020  3                                                                               2314                   EBAIS CATEDRAL 3 (no oficializado)                                               ENFERMEDAD                                                      3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

202380869            OSCAR RODRIGUEZ JIMENEZ                                                          A00220320002414     09/09/2020  05/03/2021  178        09/09/2020  16/09/2020  8            38,180.00           4,772.55    2203                   EBAIS SAN ROQUE                                                                  ENFERMEDAD                               CR78015101220010198435 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

602590475            BETZAIDA ENRIQUEZ MORALES                                                        A00251120002313     09/09/2020  11/09/2020  3                                                                               2511                   EBAIS BARRIOS RESIDENCIALES                                                      ENFERMEDAD                                                      3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

110160704            MARIO ALONSO BERROCAL CASCANTE                                                   A00210420010669     28/05/2020  08/09/2020  104        01/09/2020  06/09/2020  6           111,027.00          18,504.50    2104                   EBAIS MONTECILLOS 2                                                              ENFERMEDAD                               CR43010200009072226321 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

502900849            YORLENY VEGA RAMIREZ                                                             4043325Z            16/09/2020  18/09/2020  3                                                                               2535                   AREA DE SALUD NICOYA                                                             ENFERMEDAD                                                      3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

104830872            ALEX EDUARDO UGALDE SANDOVAL                                                     4225604Z            01/09/2020  03/09/2020  3                                                                               2336                   AREA DE SALUD ALAJUELITA                                                         ENFERMEDAD                                                      3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

104830872            ALEX EDUARDO UGALDE SANDOVAL                                                     A00231220011492     15/09/2020  17/09/2020  3          15/09/2020  17/09/2020  3            23,144.00           7,714.81    2312                   EBAIS SAN FELIPE                                                                 ENFERMEDAD                               CR79015109520010168029 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

108350844            JESSICA ARLYN FREER BONILLA                                                      A00210120012135     15/06/2020  12/09/2020  90         01/09/2020  06/09/2020  6            41,040.00           6,840.00    2101                   EBAIS CATEDRAL 2 (no oficializado)                                               ENFERMEDAD                               CR16015114720010132625 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

108350844            JESSICA ARLYN FREER BONILLA                                                      A00210120012135     15/06/2020  12/09/2020  90         07/09/2020  11/09/2020  5            34,200.00           6,840.00    2101                   EBAIS CATEDRAL 2 (no oficializado)                                               ENFERMEDAD                               CR16015114720010132625 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

700610998            ANIA LORENA DE LA TRINIDAD BONILLA RIVAS                                         A00260120014876     07/09/2020  11/09/2020  5                                                                               2601                   EBAIS LOS COCOS 2                                                                ENFERMEDAD                                                      3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

202380869            OSCAR RODRIGUEZ JIMENEZ                                                          A00220320002246     02/09/2020  08/09/2020  7          02/09/2020  08/09/2020  7            33,408.00           4,772.55    2203                   EBAIS SAN ROQUE                                                                  ENFERMEDAD                               CR78015101220010198435 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

202380869            OSCAR RODRIGUEZ JIMENEZ                                                          A00220320002414     09/09/2020  05/03/2021  178        17/09/2020  21/09/2020  5            23,863.00           4,772.55    2203                   EBAIS SAN ROQUE                                                                  ENFERMEDAD                               CR78015101220010198435 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

104500719            CARLOS ALBERTO CHACON RIVAS                                                      A00221720018260     11/09/2020  12/09/2020  2                                                                               2217                   EBAIS IPIS-RODRIGO FACIO                                                         ENFERMEDAD                                                      3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

202380869            OSCAR RODRIGUEZ JIMENEZ                                                          A00220320002414     09/09/2020  05/03/2021  178        22/09/2020  27/09/2020  6            28,635.00           4,772.55    2203                   EBAIS SAN ROQUE                                                                  ENFERMEDAD                               CR78015101220010198435 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

108350844            JESSICA ARLYN FREER BONILLA                                                      A00231420009454     25/09/2020  25/09/2020  1          25/09/2020  25/09/2020  1             6,840.00           6,840.00    2314                   EBAIS CATEDRAL 2 (no oficializado)                                               ENFERMEDAD                               CR16015114720010132625 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

110160704            MARIO ALONSO BERROCAL CASCANTE                                                   A00210420010669     28/05/2020  08/09/2020  104        07/09/2020  08/09/2020  2            37,009.00          18,504.50    2104                   EBAIS MONTECILLOS 2                                                              ENFERMEDAD                               CR43010200009072226321 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

110160704            MARIO ALONSO BERROCAL CASCANTE                                                   A00210420018125     09/09/2020  08/12/2020  91                                                                              2104                   EBAIS SAN ANTONIO                                                                ENFERMEDAD                                                      3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

203970443            ALEXANDER GERARDO JIMENEZ ALVARADO                                               A22510120000270     15/09/2020  25/09/2020  11         18/09/2020  25/09/2020  8           147,680.00          18,459.97    2251                   EBAIS CONCEPCION                                                                 ENFERMEDAD                               CR78015202205004753359 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

108350844            JESSICA ARLYN FREER BONILLA                                                      A00210120012135     15/06/2020  12/09/2020  90         12/09/2020  12/09/2020  1             6,840.00           6,840.00    2101                   EBAIS CATEDRAL 2 (no oficializado)                                               ENFERMEDAD                               CR16015114720010132625 3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

501820005            XINIA CAMPOS CHAVARRIA                                                           A00251120002364     15/09/2020  16/09/2020  2                                                                               2511                   EBAIS BARRIO EL CARMEN                                                           ENFERMEDAD                                                      3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           

205230019            CARMEN LINDA JIMENEZ MUÑOZ                                                       A00231520014121     05/09/2020  05/09/2020  1                                                                               2315                   EBAIS CORRALILLO                                                                 ENFERMEDAD                                                      3007792932    JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL                                           
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PORTANTO

Se revoca el acuerdo tomado en la sesion N° 8-2020 celebrada el 16 de marzo de 2020, articulo XI,
tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y en
su lugar se declara con lugar la solicitud de la sefiora Maria Esther Jiménez Barletta, en su condicion
de viuda, y por ende beneficiana de la pension, de D. Alfonso Eduardo Chaves Ramirez, y se le
otorgue el porcentaje de la misma, que le corresponda.




